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PRESENTACIÓN

La reforma del Código Penal y la propia Ley de Seguridad Ciudadana introduce importantes 
modificaciones. Lo que  debería ser un texto clarificador de las conductas tipificadas, a 
veces se convierte en un texto ambiguo, sobretodo para aquellos que comienzan en el 
mundo policial. La multitud de conceptos que aglutinan ambas normas, dificultan aún más 
la interpretación, y tanto la doctrina como la jurisprudencia nos puede ayudar a resolverlos.
 
Este Manual Policial pretende ser una ayuda para todos los agentes de policia,  
independientemente del cuerpo policial donde se encuentren. Para ello,  se han incorporado 
ejemplos juridicos que se han ido incorporando en el día a día de los Tribunales, y que 
nos podrá ser  de gran ayuda para aquellas actuaciones policiales, que aún aplicando el 
texto literal del Código Penal o de la Ley de Seguridad Ciudadana, no queden del todo 
resueltos.
 
Queremos agradecer el gran trabajo realizado al autor de esta obra, Manuel Moreno 
Robledillo, que ha conseguido resumir dos normas tan importantes en la carrera policial, 
en un texto único y convertirlo en una herramienta eficaz para todos aquellos que se 
dedican al mundo policial. Un manual realizado por un policia y dirigida a los policias de 
cualquier cuerpo, como garantes de los derechos y libertades de los ciudadanos, en esta 
dificil tarea que nos ha asignado la sociedad.

José Luis Ortega
Agrupació Policia CCOO
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NON BIS IN IDEM

Se trata de un Principio Constitucional ampliamente desarrollado por la Jurisprudencia. 
Siendo una Garantía del Estado de Derecho como garante en la protección de los 
Derechos Fundamentes.  

Como concepto, el  Principio non bis in idem, consiste en la prohibición de que un 
mismo hecho pueda ser sancionado más de una vez, es decir, prohibición expresa que 
supone que no se imponga una duplicidad de sanciones en aquellos supuestos en que 
se confirme identidad de sujeto, identidad de hecho y identidad de fundamento. Sirva 
de ejemplo que se sancione a una persona dos veces por los mismos hechos en la 
jurisdicción administrativa y la penal.

COMENTARIO. 
La Ley de Protección de Seguridad Ciudadana 4/2015, se refiere al Principio non 
bis in idem en los siguientes términos:  

Artículo 45. Carácter subsidiario del procedimiento administrativo sancionador 
respecto del penal.

1.	No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente cuando se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de 
fundamento. 

2.	En los supuestos en que las conductas pudieran ser constitutivas de 
delito, el órgano administrativo pasará el tanto de culpa a la autoridad judicial 
o al Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador 
mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que de 
otro modo ponga fin al procedimiento penal, o el Ministerio Fiscal no acuerde 
la improcedencia de iniciar o proseguir las actuaciones en vía penal, quedando 
hasta entonces interrumpido el plazo de prescripción. La autoridad judicial y el 
Ministerio Fiscal comunicarán al órgano administrativo la resolución o acuerdo 
que hubieran adoptado. 

3.	De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de 
haberse dictado resolución de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, 
podrá iniciarse o proseguir el procedimiento sancionador. En todo caso, el 
órgano administrativo quedará vinculado por los hechos declarados probados en 
vía judicial. 

4.	Las medidas cautelares adoptadas antes de la intervención judicial podrán 
mantenerse mientras la autoridad judicial no resuelva otra cosa. 
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VIS ATRACTIVA. PREFERENCIA NORMATIVA

Hemos de partir de la base que desde la perspectiva  Policial, el Orden Jurisdiccional 
Penal es siempre preferente. Por todo ello ningún Juez o Tribunal podrá plantear un 
conflicto de competencias a los órganos de dicho orden Jurisdiccional. 

COMENTARIO. 
En aquellos supuestos en que pueda existir non bis idem tendrá siempre carácter 
preferente la vía Penal (la más restrictiva), frente la administrativa. Es decir, en 
aquellas actuaciones Policiales en que se exista identidad de sujeto, identidad 
de hecho y identidad de fundamento, hasta que no resuelva la vía penal (caso 
desestimatorio), será cuando deberá entonces iniciarse o retomarse la vía 
Administrativa. 

EFICACIA NORMATIVA DE LAS NORMAS JURÍDICAS

Según el Código Civil, 

Articulo 6.
1. La ignoraría de las leyes no exime de su cumplimiento.  

PRIMUS INTER PARES. PRESUNCIÓN DE VERACIDAD
 
Nos tenemos que referir necesariamente por una parte a la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común y en concreto a su Art. 137.2, y por otra a la Ley Orgánica 4/2015, 
de 30 de marzo, Art. 52, para ver el reconocimiento de la presunción de veracidad, primus 
inter pares, de las acciones y constataciones realizadas por los Agentes de Policía en 
sus Actas, comisos informes, etc.   

COMENTARIO/RESEÑA. 
La Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
Articulo 137.-Presunción de inocencia. 
1.	Los procedimientos sancionadores respetaran la presunci6n de no existencia de 

responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario. 
2.	Los hechos declarados probados por resoluciones judiciales penales firmes 

vincularan a las Administraciones Públicas respecto de los procedimientos 
sancionadores que substancien. 

3.	Los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce [a condición de 
autoridad, y que se formalicen en documento público observando los requisitos 
legales pertinentes, tendrán valor probatorio sin perjuicio de [as pruebas que en 
defensa de los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar los 
propios administrados.
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La Ley Orgánica 4/2015 de Protección de la Seguridad Ciudadana. 
Artículo 52. Valor probatorio de las declaraciones de los agentes de la autoridad.
En los procedimientos sancionadores que se instruyan en las materias objeto de esta 
Ley, las denuncias, atestados o actas formulados por los agentes de la autoridad en 
ejercicio de sus funciones que hubiesen presenciado los hechos, previa ratificación 
en el caso de haber sido negados por los denunciados, constituirán base suficiente 
para adoptar la resolución que proceda, salvo prueba en contrario y sin perjuicio 
de que aquéllos deban aportar al expediente todos los elementos probatorios 
disponibles.

PRINCIPIO DE TIPICIDAD

El principio de tipicidad, en lo referente a las infracciones administrativas, resulta ser  
una de las manifestaciones esenciales del principio de legalidad y exige la más estricta 
adecuación entre la conducta prohibida descrita en el tipo, y el hecho cometido por 
acción u omisión del infractor. 

COMENTARIO/RESEÑA. 
Por todo ello, las normas que definen las infracciones y sanciones no son susceptibles 
de poder ser aplicadas de forma analógica. Y solo serán consideradas infracciones 
administrativas las vulneraciones del ordenamiento jurídico reconocidas como tales 
en una Ley, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto para la Administración Local en el 
título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. 

PRINCIPIO DE ALTERNATIVIDAD

Relacionado con el vis atractiva, en tal sentido que obliga en el supuesto de un mismo hecho, 
sea este sancionado con arreglo a lo descrito en varios tipos, a aplicar el tipo que imponga 
mayor sanción, y éste sería el tipo Penal frente al reseñado en la norma Administrativa. 

COMENTARIO/RESEÑA. 
En aquellos supuestos en que pueda existir comportamientos que puedan ser 
sancionados tanto Penalmente como Administrativamente, tendrá siempre 
carácter preferente la vía Penal (la más restrictiva), frente la administrativa. 
Es decir, en aquellas actuaciones Policiales en que si exista identidad de sujeto, 
identidad de hecho y identidad de fundamento, hasta que no resuelva la vía penal 
(caso desestimatorio), será cuando deberá entonces iniciarse o retomarse la vía 
Administrativa. 
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ULTIMA RATIO. PRINCIPIO DE INTERVENCIÓN MÍNIMA

Según el principio de intervención mínima, el Derecho Penal debe ser la  ultima 
ratio de la Política Criminal del Estado, para la protección de aquellos bienes jurídicos 
más importantes frente a los ataques más graves que puedan sufrir. La intervención del 
Derecho Penal en la vida social debe reducirse a lo mínimo posible, ya que esta puede ser 
más restrictiva en cuanto a las libertades individuales de los ciudadanos.
  

COMENTARIO/RESEÑA. 
Como sugerencia tenemos que partir de la base, que como Policías no deberíamos 
seguir el criterio interpretativo de los tipos penales, esta misión le corresponde en 
todo caso a la Política Criminal desarrollada por el legislador. Por tanto, es este quien, 
determinará los límites de la intervención penal, determinar los tipos  penales y sus 
penas, y en ningún caso será misión de los Policías realizar criterios interpretativos.       

JURISPRUDENCIA.

Es una fuente informal del Derecho generada a partir de dos (2) sentencias firmes por 
parte de la sala competente en la materia Juzgada del Tribunal Supremo o una (1) del 
Tribunal Constitucional que vinculen los sucesivos criterios judiciales en las Audiencias 
Provinciales y Juzgados de Instrucción. Las dos (2) sentencias del Tribunal Supremo 
deben de sustentarse en poseer coincidencia de identidad de fundamento jurídico 
y del bien jurídico protegido.  
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LEY ORGÁNCIA 4/2015 DE PROTECCIÓN
DE LA SEGURETAT CIUTADANA
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JEFATURA DEL ESTADO

Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana.

FELIPE VI
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren. 
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 
orgánica: 

PREÁMBULO 
I

La seguridad ciudadana es la garantía de que los derechos y libertades reconocidos y 
amparados por las constituciones democráticas puedan ser ejercidos libremente por la 
ciudadanía y no meras declaraciones formales carentes de eficacia jurídica. En este 
sentido, la seguridad ciudadana se configura como uno de los elementos esenciales 
del Estado de Derecho. 

Las demandas sociales de seguridad ciudadana van dirigidas esencialmente al Estado, 
pues es apreciable una conciencia social de que sólo éste puede asegurar un ámbito de 
convivencia en el que sea posible el ejercicio de los derechos y libertades, mediante la 
eliminación de la violencia y la remoción de los obstáculos que se opongan a la plenitud 
de aquellos. 

La Constitución Española de 1978 asumió el concepto de seguridad ciudadana (artículo 
104.1), así como el de seguridad pública (artículo 149.1.29.ª). Posteriormente, la doctrina 
y la jurisprudencia han venido interpretando, con matices, estos dos conceptos como 
sinónimos, entendiendo por tales la actividad dirigida a la protección de personas y 
bienes y al mantenimiento de la tranquilidad ciudadana. 

Es a la luz de estas consideraciones como se deben interpretar la idea de seguridad 
ciudadana y los conceptos afines a la misma, huyendo de definiciones genéricas que 
justifiquen una intervención expansiva sobre los ciudadanos en virtud de peligros 
indefinidos, y evitando una discrecionalidad administrativa y una potestad sancionadora 
genéricas. 

Para garantizar la seguridad ciudadana, que es una de las prioridades de la acción de los 
poderes públicos, el modelo de Estado de Derecho instaurado por la Constitución dispone 
de tres mecanismos: un ordenamiento jurídico adecuado para dar respuesta a los 
diversos fenómenos ilícitos, un Poder Judicial que asegure su aplicación, y unas 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad eficaces en la prevención y persecución de las 
infracciones. 

En el marco del artículo 149.1.29.ª de la Constitución y siguiendo las orientaciones de 
la doctrina constitucional, esta Ley tiene por objeto la protección de personas y bienes y 
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el mantenimiento de la tranquilidad ciudadana, e incluye un conjunto plural y diversificado 
de actuaciones, de distinta naturaleza y contenido, orientadas a una misma finalidad 
tuitiva del bien jurídico protegido. Una parte significativa de su contenido se refiere a la 
regulación de las intervenciones de la policía de seguridad, funciones propias de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, aunque con ello no se agota el ámbito material de 
lo que hay que entender por seguridad pública, en el que se incluyen otras materias, entre 
las que la Ley aborda las obligaciones de registro documental o de adopción de medidas 
de seguridad por las personas físicas o jurídicas que realicen actividades relevantes para 
la seguridad ciudadana, o el control administrativo sobre armas y explosivos, entre otras.

II

 La Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, 
constituyó el primer esfuerzo por abordar, desde la óptica de los derechos y valores 
constitucionales, un código que recogiera las principales actuaciones y potestades de 
los poderes públicos, especialmente de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, a fin de 
garantizar la seguridad de los ciudadanos. 

Sin embargo, varios factores aconsejan acometer su sustitución por un nuevo texto. La 
perspectiva que el transcurso del tiempo ofrece de las virtudes y carencias de las normas 
jurídicas, los cambios sociales operados en nuestro país, las nuevas formas de poner en 
riesgo la seguridad y la tranquilidad ciudadanas, los nuevos contenidos que las demandas 
sociales incluyen en este concepto, la imperiosa necesidad de actualización del régimen 
sancionador o la conveniencia de incorporar la jurisprudencia constitucional en esta 
materia justifican sobradamente un cambio legislativo. 

Libertad y seguridad constituyen un binomio clave para el buen funcionamiento de 
una sociedad democrática avanzada, siendo la seguridad un instrumento al servicio de 
la garantía de derechos y libertados y no un fin en sí mismo. 

Por tanto cualquier incidencia o limitación en el ejercicio de las libertades ciudadanas 
por razones de seguridad debe ampararse en el principio de legalidad y en el de 
proporcionalidad en una triple dimensión: un juicio de idoneidad de la limitación (para 
la consecución del objetivo propuesto), un juicio de necesidad de la misma (entendido 
como inexistencia de otra medida menos intensa para la consecución del mismo fin) y 
un juicio de proporcionalidad en sentido estricto de dicha limitación (por derivarse de 
ella un beneficio para el interés público que justifica un cierto sacrificio del ejercicio del 
derecho). 

Son estas consideraciones las que han inspirado la redacción de esta Ley, en un intento 
de hacer compatibles los derechos y libertades de los ciudadanos con la injerencia 
estrictamente indispensable en los mismos para garantizar su seguridad, sin la cual su 
disfrute no sería ni real ni efectivo. 
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III
La Ley, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, parte de un concepto material 
de seguridad ciudadana entendida como actividad dirigida a la protección de personas y 
bienes y al mantenimiento de la tranquilidad de los ciudadanos, que engloba un conjunto 
plural y diversificado de actuaciones, distintas por su naturaleza y contenido, orientadas 
a una misma finalidad tuitiva del bien jurídico así definido. Dentro de este conjunto de 
actuaciones se sitúan las específicas de las organizaciones instrumentales destinadas 
a este fin, en especial, las que corresponden a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 
a las que el artículo 104 de la Constitución encomienda proteger el libre ejercicio de 
los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana. Junto a esas actividades 
policiales en sentido estricto, la Ley regula aspectos y funciones atribuidos a otros órganos 
y autoridades administrativas, como la documentación e identificación de las personas, 
el control administrativo de armas, explosivos, cartuchería y artículos pirotécnicos 
o la previsión de la necesidad de adoptar medidas de seguridad en determinados 
establecimientos, con el correlato de un régimen sancionador actualizado imprescindible 
para garantizar el cumplimiento de los fines de la Ley. 

La Ley se estructura en cinco capítulos divididos en cincuenta y cuatro artículos, siete 
disposiciones adicionales, una transitoria, una derogatoria y cinco finales. 

El capítulo I, tras definir el objeto de la Ley, recoge como novedades más relevantes sus 
fines y los principios rectores de la actuación de los poderes públicos en el ámbito de la 
seguridad ciudadana, la cooperación interadministrativa y el deber de colaboración de las 
autoridades y los empleados públicos, los distintos cuerpos policiales, los ciudadanos y las 
empresas y el personal de seguridad privada, de acuerdo con una perspectiva integral de 
la seguridad pública. Entre los fines de la Ley destacan la protección del libre ejercicio de 
los derechos fundamentales y las libertades públicas y los demás derechos reconocidos 
y amparados por el ordenamiento jurídico; la garantía del normal funcionamiento de las 
instituciones; la preservación no sólo de la seguridad, sino también de la tranquilidad y la 
pacífica convivencia ciudadanas; el respeto a las Leyes en el ejercicio de los derechos y 
libertades; la protección de las personas y bienes, con especial atención a los menores y a 
las personas con discapacidad necesitadas de especial protección; la pacífica utilización 
de vías y demás bienes demaniales destinados al uso y disfrute público; la garantía de 
la normal prestación de los servicios básicos para la comunidad; y la transparencia en la 
actuación de los poderes públicos en materia de seguridad ciudadana. 

El capítulo II regula la documentación e identificación de los ciudadanos españoles, 
el valor probatorio del Documento Nacional de Identidad y del pasaporte y los deberes de 
los titulares de estos documentos, incorporando las posibilidades de identificación y de 
firma electrónica de los mismos, y manteniendo la exigencia de exhibirlos a requerimiento 
de los agentes de la autoridad de conformidad con lo dispuesto en la Ley. 

El capítulo III habilita a las autoridades competentes para acordar distintas actuaciones 
dirigidas al mantenimiento y, en su caso, al restablecimiento de la tranquilidad ciudadana 
en supuestos de inseguridad pública, regulando con precisión los presupuestos, los fines 
y los requisitos para realizar estas diligencias, de acuerdo con los principios, entre otros, 
de proporcionalidad, injerencia mínima y no discriminación. 
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En este sentido, se regulan con detalle las facultades de las autoridades y de los 
agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para dictar órdenes e instrucciones, 
para la entrada y registro en domicilios, requerir la identificación de personas, efectuar 
comprobaciones y registros en lugares públicos, establecer restricciones del tránsito y 
controles en la vía pública, así como otras medidas extraordinarias en situaciones de 
emergencia imprescindible para garantizar la seguridad ciudadana (desalojo de locales 
o establecimientos, prohibición de paso, evacuación de inmuebles, etc.). Igualmente se 
regulan las medidas que deberán adoptar las autoridades para proteger la celebración de 
reuniones y manifestaciones, así como para restablecer la normalidad de su desarrollo en 
casos de alteración de la seguridad ciudadana. 

La relación de estas potestades de policía de seguridad es análoga a la contenida 
en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, si bien, en garantía de los derechos de 
los ciudadanos que puedan verse afectados por su legítimo ejercicio por parte de los 
miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, se perfilan con mayor precisión los 
presupuestos habilitantes y las condiciones y requisitos de su ejercicio, de acuerdo con 
la jurisprudencia constitucional. Así, la habilitación a los agentes de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad para la práctica de identificaciones en la vía pública no se 
justifica genéricamente –como sucede en la Ley de 1992– en el ejercicio de las funciones 
de protección de la seguridad ciudadana, sino que es precisa la existencia de indicios 
de participación en la comisión de una infracción, o que razonablemente se considere 
necesario realizar la identificación para prevenir la comisión de un delito; por otra parte, 
en la práctica de esta diligencia, los agentes deberán respetar escrupulosamente los 
principios de proporcionalidad, igualdad de trato y no discriminación, y sólo en caso de 
negativa a la identificación, o si ésta no pudiera realizarse in situ, podrá requerirse 
a la persona para que acompañe a los agentes a las dependencias policiales más 
próximas en las que pueda efectuarse dicha identificación, informándola de modo 
inmediato y comprensible de los fines de la solicitud de identificación y, en su caso, 
de las razones del requerimiento. 

Por primera vez se regulan los registros corporales externos, que sólo podrán 
realizarse cuando existan motivos para suponer que pueden conducir al hallazgo de 
instrumentos, efectos u otros objetos relevantes para el ejercicio de las funciones 
de indagación y prevención que encomiendan las Leyes a las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad. Estos registros, de carácter superficial, deberán ocasionar el menor 
perjuicio a la dignidad de la persona, efectuarse por un agente del mismo sexo que la 
persona sobre la que se practique y, cuando lo exija el respeto a la intimidad, en un lugar 
reservado y fuera de la vista de terceros. 

El capítulo IV, referente a las potestades especiales de la policía administrativa de 
seguridad, regula las medidas de control administrativo que el Estado puede ejercer 
sobre las actividades relacionadas con armas, explosivos, cartuchería y artículos 
pirotécnicos. 

Asimismo, se establecen obligaciones de registro documental para actividades 
relevantes para la seguridad ciudadana, como el hospedaje, el acceso comercial a 
servicios telefónicos o telemáticos de uso público mediante establecimientos abiertos al 
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público, la compraventa de joyas y metales, objetos u obras de arte, la cerrajería de 
seguridad o el comercio al por mayor de chatarra o productos de desecho. 

Por otro lado, desde la estricta perspectiva de la seguridad ciudadana, se contempla 
el régimen de intervención de las autoridades competentes en materia de espectáculos 
públicos y actividades recreativas, sin perjuicio de las competencias de las comunidades 
autónomas y de las entidades locales en lo que se refiere a su normal desarrollo. 

El capítulo V, que regula el régimen sancionador, introduce novedades relevantes 
con respecto a la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero. La redacción del capítulo en su 
conjunto tiene en cuenta, como reiteradamente ha declarado el Tribunal Constitucional, 
que el Derecho administrativo sancionador y el Derecho penal son, con matices, 
manifestaciones de un único ius puniendi del Estado. Por tanto, la Ley está orientada 
a dar cumplimiento a los principios que rigen la potestad sancionadora administrativa, 
singularmente los de responsabilidad, proporcionalidad y legalidad, en sus dos vertientes, 
de legalidad formal o reserva de Ley y legalidad material o tipicidad, sin perjuicio de 
la admisión de la colaboración reglamentaria para la especificación de conductas y 
sanciones en relación con las infracciones tipificadas por la Ley. 

En cuanto a los autores de las conductas tipificadas como infracciones, se exime de 
responsabilidad a los menores de catorce años, en consonancia con la legislación 
sobre responsabilidad penal del menor. Asimismo se prevé que cuando sea declarado 
autor de los hechos cometidos un menor de dieciocho años no emancipado o una 
persona con la capacidad modificada judicialmente responderán solidariamente con él 
de los daños y perjuicios ocasionados sus padres, tutores, curadores, acogedores o 
guardadores legales o de hecho. 

A fin de garantizar la proporcionalidad en la imposición de las sanciones graves y 
muy graves previstas en la Ley, se dividen las sanciones pecuniarias en tres tramos de 
igual extensión, que dan lugar a los grados mínimo, medio y máximo de las mismas 
y se recogen las circunstancias agravantes y los criterios de graduación que 
deberán tenerse en cuenta para la individualización de las sanciones pecuniarias, 
acogiendo así una exigencia del principio de proporcionalidad presente en la jurisprudencia 
contenciosoadministrativa, pero que tiene escaso reflejo en los regímenes sancionadores 
que incorporan numerosas normas de nuestro ordenamiento jurídico administrativo. 

Con respecto al cuadro de infracciones, en aras de un mejor ajuste al principio de 
tipicidad, se introduce un elenco de conductas que se califican como leves, graves 
y muy graves, estas últimas ausentes de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, 
que simplemente permitía la calificación de determinadas infracciones graves como muy 
graves en función de las circunstancias concurrentes. 

Junto a las infracciones tipificadas por el legislador de 1992, la Ley sanciona conductas 
que, sin ser constitutivas de delito, atentan gravemente contra la seguridad 
ciudadana, como son las reuniones o manifestaciones prohibidas en lugares que tengan 
la condición de infraestructuras e instalaciones en las que se prestan servicios básicos 
para la comunidad y los actos de intrusión en éstas, cuando se ocasione un riesgo para 
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las personas; la proyección de haces de luz sobre los conductores o pilotos de medios 
de transporte con riesgo de provocar un accidente, o la celebración de espectáculos 
públicos o actividades recreativas a pesar de la prohibición o suspensión acordada por la 
autoridad por razones de seguridad, entre otras. Se sancionan igualmente conductas 
que representan un ejercicio extralimitado del derecho de reunión y manifestación, 
así como la perturbación del ejercicio de este derecho fundamental cuando no 
constituyan delito. Otras infracciones tienen por objeto preservar el legítimo ejercicio de 
sus funciones por las autoridades y sus agentes, así como por los servicios de emergencia.

Por otra parte, la reforma en tramitación del Código Penal exige una revisión de las 
infracciones penales de esta naturaleza que contenía el libro III del código punitivo 
para incorporar al ámbito administrativo algunas conductas que, de lo contrario, 
quedarían impunes, como son ciertas alteraciones del orden público, las faltas de respeto 
a la autoridad, el deslucimiento de determinados bienes en la vía pública o dejar sueltos 
animales peligrosos. También se recogen las infracciones previstas en la Ley Orgánica 
1/1992, de 21 de febrero, relacionadas con el consumo de drogas tóxicas, estupefacientes 
o sustancias psicotrópicas, a las que se agregan otras dirigidas a favorecerlo. Se ha 
considerado oportuno sancionar comportamientos atentatorios a la libertad sexual de 
las personas, especialmente de los menores, o que perturban la convivencia ciudadana 
o el pacífico disfrute de las vías y espacios públicos, todos ellos bienes jurídicos cuya 
protección forma parte de los fines de esta Ley por su colindancia con la seguridad 
ciudadana. 

Respecto de las sanciones, se reordenan las pecuniarias y se establecen tres tramos 
de igual extensión, que dan lugar a los grados mínimo, medio y máximo de las 
mismas, si bien no se eleva el importe de las que pueden imponerse por la comisión de 
infracciones muy graves, a pesar del tiempo transcurrido desde la aprobación de la Ley 
Orgánica 1/1992, de 21 de febrero. Asimismo se ha previsto que cabrá exigir al infractor, 
en su caso, la reposición de los bienes dañados a su situación originaria o, cuando ello 
no fuera posible, la indemnización por los daños y perjuicios causados, al igual que 
también sucede en otros ámbitos en los que se exige una reparación in natura de la 
situación alterada con el comportamiento infractor y, en su defecto, la satisfacción de un 
equivalente económico. Y con objeto de dar el tratamiento adecuado a las infracciones 
de los menores de dieciocho años en materia de consumo o tenencia ilícitos de drogas 
tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas se prevé la suspensión de la sanción 
si aquéllos accedan a someterse a tratamiento o rehabilitación, si lo precisan, o a 
actividades reeducativas. 

A fin de contribuir a evitar la proliferación de procedimientos administrativos especiales, se 
establece que el ejercicio de la potestad sancionadora en materia de protección de 
la seguridad ciudadana se regirá por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y su normativa de desarrollo, sin renunciar a la incorporación de determinadas 
especialidades, como la regulación de un procedimiento abreviado, que permite 
satisfacer el pago voluntario de las sanciones pecuniarias por la comisión de infracciones 
graves o leves en un breve plazo desde su notificación, con el efecto de la reducción del 
50 por 100 de su importe, en términos análogos a los ya contemplados en otras normas. 
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Se crea, en fin, un Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana, 
indispensable para poder apreciar la reincidencia de los infractores y permitir, de este 
modo, sancionar adecuadamente a quienes de modo voluntario y reiterado incurren en 
conductas merecedoras de reproche jurídico. 

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto. 

1.	La seguridad ciudadana es un requisito indispensable para el pleno ejercicio de 
los derechos fundamentales y las libertades públicas, y su salvaguarda, como bien 
jurídico de carácter colectivo, es función del Estado, con sujeción a la Constitución 
y a las Leyes. 

2.	Esta Ley tiene por objeto la regulación de un conjunto plural y diversificado de 
actuaciones de distinta naturaleza orientadas a la tutela de la seguridad ciudadana, 
mediante la protección de personas y bienes y el mantenimiento de la tranquilidad 
de los ciudadanos.

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

1.	Las disposiciones de esta Ley son aplicables en todo el territorio nacional, sin 
perjuicio de las competencias que, en su caso, hayan asumido las comunidades 
autónomas en el marco de la Constitución, de los estatutos de autonomía y de la 
legislación del Estado en materia de seguridad pública. 

2.	En particular, quedan fuera del ámbito de aplicación de esta Ley las prescripciones 
que tienen por objeto velar por el buen orden de los espectáculos y la protección de 
las personas y bienes a través de una acción administrativa ordinaria, aun cuando 
la misma pueda conllevar la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 
siempre que ésta se conciba como elemento integrante del sistema preventivo 
habitual del control del espectáculo. 

3.	Asimismo, esta Ley se aplicará sin menoscabo de los regímenes legales que regulan 
ámbitos concretos de la seguridad pública, como la seguridad aérea, marítima, 
ferroviaria, vial o en los transportes, quedando, en todo caso, salvaguardadas las 
disposiciones referentes a la defensa nacional y la regulación de los estados de 
alarma, excepción y sitio. 

Artículo 3. Fines. 

Constituyen los fines de esta Ley y de la acción de los poderes públicos en su ámbito 
de aplicación: 
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a.	La protección del libre ejercicio de los derechos fundamentales y las libertades 
públicas y los demás derechos reconocidos y amparados por el ordenamiento 
jurídico.

b.	La garantía del normal funcionamiento de las instituciones. 
c.	La preservación de la seguridad y la convivencia ciudadanas. 
d.	El respeto a las Leyes, a la paz y a la seguridad ciudadana en el ejercicio de los 

derechos y libertades. 
e.	La protección de las personas y bienes, con especial atención a los menores y a las 

personas con discapacidad necesitadas de especial protección. 
f.	 La pacífica utilización de vías y demás bienes demaniales y, en general, espacios 

destinados al uso y disfrute público. 
g.	La garantía de las condiciones de normalidad en la prestación de los servicios 

básicos para la comunidad. 
h.	La prevención de la comisión de delitos e infracciones administrativas directamente 

relacionadas con los fines indicados en los párrafos anteriores y la sanción de las 
de esta naturaleza tipificadas en esta Ley. 

i.	 La transparencia en la actuación de los poderes públicos en materia de seguridad 
ciudadana. 

Artículo 4. Principios rectores de la acción de los poderes públicos en relación con 
la seguridad ciudadana. 

1.	El ejercicio de las potestades y facultades reconocidas por esta Ley a las 
administraciones públicas y, específicamente, a las autoridades y demás 
órganos competentes en materia de seguridad ciudadana y a los miembros de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se regirá por los principios de legalidad, 
igualdad de trato y no discriminación, oportunidad, proporcionalidad, eficacia, 
eficiencia y responsabilidad, y se someterá al control administrativo y jurisdiccional. 

En particular, las disposiciones de los capítulos III y V deberán interpretarse 
y aplicarse del modo más favorable a la plena efectividad de los derechos 
fundamentales y libertades públicas, singularmente de los derechos de reunión 
y manifestación, las libertades de expresión e información, la libertad sindical y el 
derecho de huelga. 

2.	En particular, la actuación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
está sujeta a los principios básicos de actuación regulados en el artículo 5 de 
la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

3.	La actividad de intervención se justifica por la existencia de una amenaza 
concreta o de un comportamiento objetivamente peligroso que, razonablemente, 
sea susceptible de provocar un perjuicio real para la seguridad ciudadana y, 
en concreto, atentar contra los derechos y libertades individuales y colectivos 
o alterar el normal funcionamiento de las instituciones públicas. 
Las concretas intervenciones para el mantenimiento y restablecimiento de la 
seguridad ciudadana se realizarán conforme a lo dispuesto en el capítulo III de esta 
Ley. 
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INCLUSIÓN NORMATIVA
L.O 2/86 DE FFCCSS

Artículo quinto. 
Son principios básicos de actuación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad los siguientes: 
1. Adecuación al ordenamiento jurídico, especialmente: 
a.	Ejercer su función con absoluto respeto a la Constitución y al resto del 

ordenamiento jurídico. 
b.	Actuar, en el cumplimiento de sus funciones, con absoluta neutralidad política e 

imparcialidad y, en consecuencia, sin discriminación alguna por razón de raza, 
religión u opinión. 

c.	Actuar con integridad y dignidad. En particular, deberán abstenerse de todo acto 
de corrupción y oponerse a él resueltamente.

d.	Sujetarse en su actuación profesional, a los principios de jerarquía y 
subordinación. En ningún caso, la obediencia debida podrá amparar órdenes 
que entrañen la ejecución de actos que manifiestamente constituyan delito o 
sean contrarios a la Constitución o a las Leyes. 

e.	Colaborar con la Administración de Justicia y auxiliarla en los términos 
establecidos en la Ley. 

2. Relaciones con la comunidad. Singularmente: 
a.	Impedir, en el ejercicio de su actuación profesional, cualquier práctica abusiva, 

arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o moral. 
b.	Observar en todo momento un trato correcto y esmerado en sus relaciones 

con los ciudadanos, a quienes procurarán auxiliar y proteger, siempre que 
las circunstancias lo aconsejen o fueren requeridos para ello. En todas sus 
intervenciones, proporcionarán información cumplida, y tan amplia como sea 
posible, sobre las causas y finalidad de las mismas. 

c.	En el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la decisión necesaria, 
y sin demora cuando de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e 
irreparable; rigiéndose al hacerlo por los principios de congruencia, oportunidad 
y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance. 

d.	Solamente deberán utilizar las armas en las situaciones en que exista un 
riesgo racionalmente grave para su vida, su integridad física o las de terceras 
personas, o en aquellas circunstancias que puedan suponer un grave riesgo 
para la seguridad ciudadana y de conformidad con los principios a que se refiere 
el apartado anterior. 

3. Tratamiento de detenidos, especialmente: 
a.	Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán identificarse 

debidamente como tales en el momento de efectuar una detención. 
b.	Velarán por la vida e integridad física de las personas a quienes detuvieren o 

que se encuentren bajo su custodia y respetarán el honor y la dignidad de las 
personas. 
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c.	Darán cumplimiento y observarán con la debida diligencia los trámites, plazos 
y requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico, cuando se proceda a la 
detención de una persona. 

4. Dedicación profesional. 
Deberán llevar a cabo sus funciones con total dedicación, debiendo intervenir 
siempre, en cualquier tiempo y lugar, se hallaren o no de servicio, en defensa de la 
Ley y de la seguridad ciudadana. 

5. Secreto profesional. 
Deberán guardar riguroso secreto respecto a todas las informaciones que conozcan 
por razón o con ocasión del desempeño de sus funciones. No estarán obligados 
a revelar las fuentes de información salvo que el ejercicio de sus funciones o las 
disposiciones de la Ley les impongan actuar de otra manera. 

6. Responsabilidad. 
Son responsables personal y directamente por los actos que en su actuación 
profesional llevaren a cabo, infringiendo o vulnerando las normas legales, así como 
las reglamentarias que rijan su profesión y los principios enunciados anteriormente, 
sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial que pueda corresponder a las 
Administraciones Públicas por las mismas.

Artículo 5. Autoridades y órganos competentes. 

1.	Corresponde al Gobierno, a través del Ministerio del Interior y de los demás órganos 
y autoridades competentes y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a sus órdenes, 
la preparación, dirección y ejecución de la política en relación con la administración 
general de la seguridad ciudadana, sin perjuicio de las competencias atribuidas a 
otras administraciones públicas en dicha materia. 

2.	Son autoridades y órganos competentes en materia de seguridad ciudadana, en el 
ámbito de la Administración General del Estado: 

a.	El Ministro del Interior. 
b.	El Secretario de Estado de Seguridad. 
c.	Los titulares de los órganos directivos del Ministerio del Interior que tengan 

atribuida tal condición, en virtud de disposiciones legales o reglamentarias. 
d.	Los Delegados del Gobierno en las comunidades autónomas y en las Ciudades 

de Ceuta y Melilla. 
e.	Los Subdelegados del Gobierno en las provincias y los Directores Insulares. 

3.	 Serán autoridades y órganos competentes, a los efectos de esta Ley, los 
correspondientes de las comunidades autónomas que hayan asumido 
competencias para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento 
de la seguridad ciudadana y cuenten con un cuerpo de policía propio. 
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4.	 Las autoridades de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las autoridades locales 
ejercerán las facultades que les corresponden, de acuerdo con la Ley Orgánica 
2/1986, de 13 de marzo, y la legislación de régimen local, espectáculos públicos, 
actividades recreativas y actividades clasificadas. 

Artículo 6. Cooperación interadministrativa. 

La Administración General del Estado y las demás administraciones públicas con 
competencias en materia de seguridad ciudadana se regirán, en sus relaciones, 
por los principios de cooperación y lealtad institucional, facilitándose la información de 
acuerdo con la legislación vigente y la asistencia técnica necesarias en el ejercicio de sus 
respectivas atribuciones, y, cuando fuese preciso, coordinando las acciones destinadas 
a garantizar el cumplimiento de esta Ley, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, y en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 7. Deber de colaboración. 

1.	Todas las autoridades y funcionarios públicos, en el ámbito de sus respectivas 
competencias y de acuerdo con su normativa específica, deberán colaborar 
con las autoridades y órganos a que se refiere el artículo 5, y prestarles el 
auxilio que sea posible y adecuado para la consecución de los fines relacionados 
en el artículo 3. Cuando, por razón de su cargo, tengan conocimiento de hechos 
que perturben gravemente la seguridad ciudadana o de los que racionalmente 
pueda inferirse que pueden producir una perturbación grave, estarán obligados a 
ponerlo inmediatamente en conocimiento de la autoridad competente.

2.	Las autoridades y órganos competentes y los miembros de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad podrán recabar de los particulares su ayuda y colaboración en 
la medida necesaria para el cumplimiento de los fines previstos en esta Ley, 
especialmente en los casos de grave calamidad pública o catástrofe extraordinaria, 
siempre que ello no implique riesgo personal para los mismos. Quienes sufran 
daños y perjuicios por estas causas serán indemnizados de acuerdo con las leyes. 

3.	Las empresas de seguridad privada, los despachos de detectives privados 
y el personal de seguridad privada tienen un especial deber de auxiliar a las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el ejercicio de sus funciones, prestarles 
la colaboración que precisen y seguir sus instrucciones, en los términos 
previstos en la normativa de seguridad privada. 

INCLUSIÓN NORMATIVA. 
Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada. 
Artículo 14. Colaboración profesional. 

1.	La especial obligación de colaboración de las empresas de seguridad, los 
despachos de detectives y el personal de seguridad privada con las Fuerzas 
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y Cuerpos de Seguridad se desarrollará con sujeción al principio de legalidad 
y se basará exclusivamente en la necesidad de asegurar el buen fin de las 
actuaciones tendentes a preservar la seguridad pública, garantizándose la 
debida reserva y confidencialidad cuando sea necesario. 

2.	Las empresas de seguridad, los despachos de detectives y el personal 
de seguridad privada deberán comunicar a las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad competentes, tan pronto como sea posible, cualesquiera 
circunstancias o informaciones relevantes para la prevención, el mantenimiento 
o restablecimiento de la seguridad ciudadana, así como todo hecho delictivo del 
que tuviesen conocimiento en el ejercicio de su actividad o funciones, poniendo 
a su disposición a los presuntos delincuentes, así como los instrumentos, efectos 
y pruebas relacionadas con los mismos. 

3.	Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán facilitar al personal de 
seguridad privada, en el ejercicio de sus funciones, informaciones que 
faciliten su evaluación de riesgos y consiguiente implementación de medidas de 
protección. Si estas informaciones contuvieran datos de carácter personal 
sólo podrán facilitarse en caso de peligro real para la seguridad pública o 
para evitar la comisión de infracciones penales.

Artículo 15. Acceso a la información por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 
1.	Se autorizan las cesiones de datos que se consideren necesarias para contribuir 

a la salvaguarda de la seguridad ciudadana, así como el acceso por parte de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a los sistemas instalados por las empresas 
de seguridad privada que permitan la comprobación de las informaciones en 
tiempo real cuando ello sea necesario para la prevención de un peligro real para 
la seguridad pública o para la represión de infracciones penales. 

2.	El tratamiento de datos de carácter personal, así como los ficheros, automatizados 
o no, creados para el cumplimiento de esta ley se someterán a lo dispuesto en 
la normativa de protección de datos de carácter personal. 

3.	La comunicación de buena fe de información a las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad por las entidades y el personal de seguridad privada no constituirá 
vulneración de las restricciones sobre divulgación de información impuestas por 
vía contractual o por cualquier disposición legal, reglamentaria o administrativa, 
cuando ello sea necesario para la prevención de un peligro real para la seguridad 
pública o para la represión de infracciones penales. 

Artículo 16. Coordinación y participación. 
1.	El Ministerio del Interior o, en su caso, el órgano autonómico competente adoptará 

las medidas organizativas que resulten adecuadas para asegurar la coordinación de 
los servicios de seguridad privada con los de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

2.	En el ámbito de las competencias de la Administración General del Estado se 
constituirán comisiones mixtas de seguridad privada, nacionales, autonómicas 
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o provinciales, con el carácter de órganos consultivos y de colaboración entre 
las administraciones públicas y los representantes del sector. Su composición y 
funciones se determinarán reglamentariamente. 

3.	En las comunidades autónomas que tengan asumidas las competencias en 
materia de seguridad privada de conformidad con lo establecido en el artículo 
13, también podrán existir órganos consultivos en materia de seguridad privada, 
con la composición y funcionamiento que en cada caso se determine.

4.	El personal que realice funciones de policía administrativa tendrá el especial deber 
de colaborar en la consecución de los fines previstos en el artículo 3 de esta Ley. 

CAPÍTULO II
Documentación e identificación personal

Artículo 8. Acreditación de la identidad de los ciudadanos españoles.
 

1.	Los españoles tienen derecho a que se les expida el Documento Nacional de 
Identidad. El Documento Nacional de Identidad es un documento público y oficial 
y tendrá la protección que a éstos otorgan las leyes, así como suficiente valor por 
sí solo para la acreditación de la identidad y los datos personales de su titular. 

2.	En el Documento Nacional de Identidad figurarán la fotografía y la firma de su 
titular, así como los datos personales que se determinen reglamentariamente, 
que respetarán el derecho a la intimidad de la persona, sin que en ningún caso, 
puedan ser relativos a la raza, etnia, religión, creencias, opinión, ideología, 
discapacidad, orientación o identidad sexual, o afiliación política o sindical. La 
tarjeta soporte del Documento Nacional de Identidad incorporará las medidas de 
seguridad necesarias para la consecución de condiciones de calidad e inalterabilidad 
y máximas garantías para impedir su falsificación. 

3.	El Documento Nacional de Identidad permite a los españoles mayores de 
edad que gocen de plena capacidad de obrar y a los menores emancipados 
la identificación electrónica de su titular, así como la firma electrónica de 
documentos, en los términos previstos en la legislación específica. Las personas 
con capacidad modificada judicialmente podrán ejercer esas facultades cuando 
expresamente lo solicite el interesado y no precise, atendiendo a la resolución 
judicial que complemente su capacidad, de la representación o asistencia de una 
institución de protección y apoyo para obligarse o contratar. 

El prestador de servicios de certificación procederá a revocar el certificado de firma 
electrónica a instancia del Ministerio del Interior, tras recibir éste la comunicación del 
Encargado del Registro Civil de la inscripción de la resolución judicial que determine la 
necesidad del complemento de la capacidad para obligarse o contratar, del fallecimiento 
o de la declaración de ausencia o fallecimiento de una persona. 
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Artículo 9. Obligaciones y derechos del titular del Documento Nacional de Identidad.
 

1.	El Documento Nacional de Identidad es obligatorio a partir de los catorce 
años. Dicho documento es personal e intransferible, debiendo su titular mantenerlo 
en vigor y conservarlo y custodiarlo con la debida diligencia. No podrá ser privado 
del mismo, ni siquiera temporalmente, sino en los supuestos en que, conforme a lo 
previsto por la ley, haya de ser sustituido por otro documento. 

2.	Todas las personas obligadas a obtener el Documento Nacional de Identidad 
lo están también a exhibirlo y permitir la comprobación de las medidas de 
seguridad a lasque se refiere el apartado 2 del artículo 8 cuando fueren requeridas 
para ello por la autoridad o sus agentes, para el cumplimiento de los fines previstos 
en el apartado 1 del artículo 16. De su sustracción o extravío deberá darse 
cuenta tan pronto como sea posible a la comisaría de Policía o puesto de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad más próximo. 

 

COMENTARIO/RESEÑA. 
El D.N.I., es obligatorio obtenerlo a los 14 años de edad y muy aconsejable llevarlo 
consigo, pero NO es obligatorio portarlo. Las ventajas de adquirir el hábito 
de ir documentado con el DNI, evitan situaciones desagradables y dilaciones 
innecesarias en las Identificaciones y requerimientos por la Policía, todo ello sin 
entrar en la movilización de recursos que puede acarrear.

  

Artículo 10. Competencias sobre el Documento Nacional de Identidad. 

1.	Corresponde al Ministerio del Interior la competencia exclusiva para la dirección, 
organización y gestión de todos los aspectos referentes a la confección y expedición 
del Documento Nacional de Identidad, conforme a lo dispuesto en esta Ley y en la 
legislación sobre firma electrónica. 

2.	La competencia a que se refiere el apartado anterior será ejercida por la Dirección 
General de la Policía, a la que corresponderá también la custodia y responsabilidad 
de los archivos y ficheros relacionados con el Documento Nacional de Identidad. 

3.	Su expedición está sujeta al pago de una tasa. 

INCLUSIÓN NORMATIVA. 
REAL DECRETO 1553/2005, DE 23 DE DICIEMBRE, POR EL QUE SE REGULA 
LA EXPEDICIÓN DEL DOCUMENTO NACIONAL DE IDENTIDAD Y SUS 
CERTIFICADOS DE FIRMA ELECTRÓNICA.
Artículo 1. Naturaleza y funciones. 

1.	El Documento Nacional de Identidad es un documento personal e intransferible 
emitido por el Ministerio del Interior que goza de la protección que a los 
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documentos públicos y oficiales otorgan las leyes. Su titular estará obligado a la 
custodia y conservación del mismo. 

2.	Dicho Documento tiene suficiente valor, por sí solo, para acreditar la identidad 
y los datos personales de su titular que en él se consignen, así como la 
nacionalidad española del mismo. 

3.	A cada Documento Nacional de Identidad, se le asignará un número personal 
que tendrá la consideración de identificador numérico personal de carácter 
general. 

4.	Igualmente, el Documento Nacional de Identidad permite a los españoles 
mayores de edad y que gocen de plena capacidad de obrar la identificación 
electrónica de su titular, así como realizar la firma electrónica de documentos, 
en los términos previstos en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma 
electrónica. En el caso de los españoles menores de edad, o que no gocen 
de plena capacidad de obrar, el documento nacional de identidad contendrá, 
únicamente, la utilidad de la identificación electrónica, emitiéndose con el 
respectivo certificado de autenticación activado. 

5.	La firma electrónica realizada a través del Documento Nacional de Identidad 
tendrá respecto de los datos consignados en forma electrónica el mismo valor 
que la firma manuscrita en relación con los consignados en papel. 

6.	Ningún español podrá ser privado del Documento Nacional de Identidad, ni 
siquiera temporalmente, salvo en los casos y forma establecidos por las Leyes 
en los que haya de ser sustituido por otro documento. 

Artículo 2. Derecho y obligación de obtenerlo. 

1.	Todos los españoles tendrán derecho a que se les expida el Documento Nacional 
de Identidad, siendo obligatoria su obtención por los mayores de catorce años 
residentes en España y para los de igual edad que, residiendo en el extranjero, 
se trasladen a España por tiempo no inferior a seis meses. 

2.	Todas las personas obligadas a obtener el Documento Nacional de Identidad lo 
están también a exhibirlo cuando fueren requeridas para ello por la Autoridad o 
sus Agentes. 

Artículo 3. Órgano competente para la expedición y gestión. 

1.	Será competencia del Ministerio del Interior el ejercicio de las funciones 
relativas a la gestión, dirección, organización, desarrollo y administración de 
todos aquellos aspectos referentes a la expedición y confección del Documento 
Nacional de Identidad, conforme a lo previsto en la legislación en materia de 
seguridad ciudadana y de firma electrónica. 

2.	El ejercicio de las competencias a que se refiere el apartado anterior, incluida la 
emisión de los certificados de firma electrónica reconocidos, será realizado por 
la Dirección General de la Policía, a quien corresponderá también la custodia 
y responsabilidad de los archivos y ficheros, automatizados o no, relacionados 
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con el Documento Nacional de Identidad. A tal efecto, la Dirección General de 
la Policía quedará sometida a las obligaciones impuestas al responsable del 
fichero por la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de septiembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal. 

Artículo 4. Procedimiento de expedición. 

1.	El Documento Nacional de Identidad se expedirá a solicitud del interesado en 
la forma y lugares que al efecto se determinen, para lo cual deberá aportar los 
documentos que se establecen en el artículo 5.1 de este Real Decreto.

2.	En orden a facilitar a los ciudadanos la obtención del Documento Nacional 
de Identidad, el Ministerio del Interior en colaboración con el Ministerio de 
Administraciones Públicas adoptará las medidas oportunas para el fomento de 
la cooperación de los distintos órganos de las Administraciones Públicas con la 
Dirección General de la Policía. 

Artículo 5. Requisitos para la expedición. 

1.	Para solicitar la expedición del Documento Nacional de Identidad será 
imprescindible la presencia física de la persona a quien se haya de expedir, el 
abono de la tasa legalmente establecida en cada momento y la presentación de 
los siguientes documentos: 

a.	Certificación literal de nacimiento expedida por el Registro Civil 
correspondiente. A estos efectos únicamente serán admitidas las 
certificaciones expedidas con una antelación máxima de seis meses a la 
fecha de presentación de la solicitud de expedición del Documento Nacional 
de Identidad y que contengan la anotación de que se ha emitido a los solos 
efectos de la obtención de este documento. 

b.	Una fotografía reciente en color del rostro del solicitante, tamaño 32 por 26 
milímetros, con fondo uniforme blanco y liso, tomada de frente con la cabeza 
totalmente descubierta y sin gafas de cristales oscuros o cualquier otra 
prenda que pueda impedir o dificultar la identificación de la persona. 

c.	Certificado o volante de empadronamiento del Ayuntamiento donde el 
solicitante tenga su domicilio, expedido con una antelación máxima de tres 
meses a la fecha de la solicitud del documento nacional de identidad. 

d.	Los españoles residentes en el extranjero acreditarán el domicilio mediante 
certificación de la Representación Diplomática o Consular donde estén 
inscritos como residentes. 

2.	Excepcionalmente, en los supuestos en que, por circunstancias ajenas al 
solicitante, no pudiera ser presentado alguno de los documentos a que se refiere 
el apartado primero de este artículo, y siempre que se acrediten por otros medios, 
suficientes a juicio del responsable del órgano encargado de la expedición, los 
datos que consten en tales documentos, se le podrá expedir un Documento 
Nacional de Identidad con la validez que se indica en el artículo siguiente. 
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3.	En el momento de la solicitud, al interesado se le recogerán las impresiones 
dactilares de los dedos índices de ambas manos. Si no fuere posible obtener la 
impresión dactilar de alguno de los dedos o de ambos, se sustituirá, en relación 
con la mano que corresponda, por otro dedo según el siguiente orden de prelación: 
medio, anular o pulgar; consignándose, en el lugar del soporte destinado a tal fin, 
el dedo utilizado, o la imposibilidad de obtener alguno de ellos. 

Artículo 6. Validez. 

1.	Con carácter general el documento nacional de identidad tendrá un período 
de validez, a contar desde la fecha de la expedición o de cada una de sus 
renovaciones, de: 

a.	Dos años cuando el solicitante no haya cumplido los cinco años de edad. 

b.	Cinco años, cuando el titular haya cumplido los cinco años de edad y no haya 
alcanzado los treinta al momento de la expedición o renovación. 

c.	Diez años, cuando el titular haya cumplido los treinta y no haya alcanzado 
los setenta. d) Permanente cuando el titular haya cumplido los setenta años. 

2.	De forma excepcional se podrá otorgar validez distinta al Documento Nacional 
de Identidad en los siguientes supuestos de expedición y renovación: 

a.	Permanente, a personas mayores de treinta años que acrediten la condición 
de gran inválido. 

b.	Por un año en los supuestos del apartado segundo del artículo 5 y del mismo 
apartado del artículo 7 siempre que, en éste último caso, no se puedan 
aportar los documentos justificativos que acrediten la variación de los datos.

3.	No obstante lo dispuesto en este artículo, en cuanto a la validez de la utilidad 
informática prevista en el artículo 1.4 se estará a lo que específicamente se 
establece al respecto en el artículo 12 de este Real Decreto. 

Artículo 7. Renovación. 

1.	Transcurrido el período de validez que para cada supuesto se contempla en el 
artículo anterior, el Documento Nacional de Identidad se considerará caducado 
y quedarán sin efecto las atribuciones y efectos que le reconoce el ordenamiento 
jurídico, estando su titular obligado a proceder a la renovación del mismo. 

Dicha renovación se llevará a cabo mediante la presencia física del titular del 
Documento, que deberá abonar la tasa correspondiente y aportar una fotografía 
con las características señaladas en el artículo 5.1.b). También se le recogerán las 
impresiones dactilares que se refieren en el apartado tercero del mismo artículo. 

2.	Independientemente de los supuestos del apartado anterior se deberá proceder 
a la renovación del Documento Nacional de Identidad en los supuestos de 
variación de los datos que se recogen en el mismo, en cuyo caso será preciso 
aportar, además de lo establecido en el apartado anterior, los documentos 
justificativos que acrediten dicha variación. 
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Artículo 8. Expedición de duplicados. 

1.	El extravío, sustracción, destrucción o deterioro del Documento Nacional de 
Identidad, conllevará la obligación de su titular de proveerse inmediatamente de 
un duplicado, que será expedido en la forma y con los requisitos indicados para 
la renovación prevista en el apartado primero del artículo anterior. La validez de 
estos duplicados será la misma que tenían los Documentos a los que sustituyen, 
salvo que éstos se hallen dentro de los últimos 90 días de su vigencia, en cuyo 
caso se expedirán con la misma validez que si se tratara de una renovación. 

2.	Los documentos sustituidos perderán el carácter de Documento Nacional de 
Identidad, así como los efectos que el ordenamiento jurídico atribuye a éste con 
respecto a su titular. 

Artículo 9. Entrega del Documento Nacional de Identidad. 

1.	La entrega del documento nacional de identidad deberá realizarse personalmente 
a su titular, y cuando éste sea menor de 14 años o sea una persona con 
capacidad judicialmente complementada, se llevará a cabo en presencia de 
quien tenga encomendada la patria potestad o tutela, o persona apoderada 
por estas últimas. En el momento de la entrega del documento nacional de 
identidad se proporcionará la información a que se refiere el artículo 18.b) de la 
Ley 59/2003, de 19 de diciembre. 

2.	La activación del certificado de firma electrónica en el documento nacional de 
identidad tendrá carácter voluntario y su utilización se realizará mediante una 
clave personal y secreta que el titular del documento nacional de identidad 
podrá introducir reservadamente en el sistema. 

3.	Al entregar el Documento renovado, se procederá a la retirada del anterior para 
su inutilización física. Una vez inutilizado podrá ser devuelto a su titular si éste 
lo solicita. 

Artículo 10. Características de la tarjeta soporte. 

1.	El material, formato y diseño de la tarjeta soporte del Documento Nacional de 
Identidad se determinará por el Ministerio del Interior, teniendo en cuenta en 
su elaboración la utilización de procedimientos y productos conducentes a la 
consecución de condiciones de calidad e inalterabilidad y máximas garantías 
para impedir su falsificación. Llevará incorporado un chip electrónico al objeto 
de posibilitar la utilidad informática a que se refiere el artículo 1.4 de este Real 
Decreto. 

2.	La tarjeta soporte llevará estampados en el anverso, de forma destacada y 
preeminente los literales «Documento Nacional de Identidad», «España» y 
«Ministerio del Interior».

Artículo 11. Contenido. 

1.	El Documento Nacional de Identidad recogerá gráficamente los siguientes datos 
de su titular: 
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-- En el anverso: 
-- Apellidos y nombre. 
-- Fecha de nacimiento. 
-- Sexo. 
-- Nacionalidad. 
-- Número personal del Documento Nacional de Identidad y carácter de 

verificación correspondiente al Número de Identificación Fiscal. 
-- Fotografía. 
-- Firma. 

En el reverso: 

-- Lugar de nacimiento. 
-- Provincia-Nación. 
-- Nombre de los padres. 
-- Domicilio. 
-- Lugar de domicilio. 
-- Provincia. 
-- Nación. 
-- Caracteres OCR-B de lectura mecánica. 

Los datos de filiación se reflejarán en los mismos términos en que consten en la 
certificación a la que se alude en el artículo 5.1.a) de este Real Decreto, excepto 
en el campo de caracteres OCR-B de lectura mecánica, en que por aplicación 
de acuerdos o convenios internacionales la transcripción literal de aquellos 
datos impida o dificulte la lectura mecánica y finalidad de aquellos caracteres. 

2.	Igualmente constarán los siguientes datos referentes al propio Documento y a 
la tarjeta soporte: 

-- Fecha de caducidad.
-- Número de soporte. 

3.	Los textos fijos se expresarán en castellano y los expedidos en territorio de 
aquellas Comunidades Autónomas que tengan otra lengua oficial, serán también 
expresados en esta. 

4.	El chip incorporado a la tarjeta soporte contendrá: 

-- Datos de filiación del titular. 
-- Imagen digitalizada de la fotografía. 
-- Imagen digitalizada de la firma manuscrita. 
-- Plantilla de la impresión dactilar del dedo índice de la mano derecha o, en su 

caso, del que corresponda según lo indicado en el artículo 5.3 de este Real 
Decreto. 

-- Certificados reconocidos de autenticación y de firma, y certificado electrónico 
de la autoridad emisora, que contendrán sus respectivos períodos de validez. 

-- Claves privadas necesarias para la activación de los certificados mencionados 
anteriormente. 
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Artículo 12. Validez de los certificados electrónicos. 

1.	Con independencia de lo que establece el artículo 6.1 sobre la validez del 
documento nacional de identidad, la vigencia de los certificados electrónicos 
reconocidos incorporados al mismo no podrá ser superior a cinco años. 

A la extinción de la vigencia del certificado electrónico, podrá solicitarse la 
expedición de nuevos certificados reconocidos, manteniendo la misma tarjeta del 
Documento Nacional de Identidad mientras dicho Documento continúe vigente. 
Para la solicitud de un nuevo certificado deberá mediar la presencia física del 
titular en la forma y con los requisitos que se determinen por el Ministerio del 
Interior, de acuerdo con lo previsto en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre.

2.	El cumplimiento del período establecido en el apartado anterior implicará 
la inclusión de los certificados en la lista de certificados revocados que será 
mantenida por la Dirección General de la Policía, bien directamente o a través 
de las entidades a las que encomiende su gestión. 

3.	La pérdida de validez del Documento Nacional de Identidad llevará aparejada 
la pérdida de validez de los certificados reconocidos incorporados al mismo. La 
renovación del Documento Nacional de Identidad o la expedición de duplicados 
del mismo implicará, a su vez, la expedición de nuevos certificados electrónicos. 

4.	También serán causas de extinción de la vigencia del certificado reconocido las 
establecidas en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, que resulten de aplicación, 
y, entre otras, el fallecimiento del titular del Documento Nacional de Identidad 
electrónico. 

5.	En los supuestos previstos en el artículo 8.1 de este Real Decreto, el titular 
deberá comunicar inmediatamente tales hechos a la Dirección General de la 
Policía por los procedimientos y medios que al efecto habilite la misma, al objeto 
de su revocación. 

Artículo 13. Declaración de Prácticas y Políticas de Certificación. 

De acuerdo y en cumplimiento del artículo 19 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, 
el Ministerio del Interior formulará una Declaración de Prácticas y Políticas de 
Certificación. Dicha Declaración de Prácticas y Políticas de Certificación estará 
disponible al público de manera permanente y fácilmente accesible en la página de 
Internet del Ministerio del Interior.

Disposición adicional primera.
Documento de sustitución del Documento Nacional de Identidad en 

supuestos de retirada de éste.
En los supuestos en que, de acuerdo con las previsiones establecidas en las Leyes, 
sea acordada por la Autoridad competente la retirada temporal de Documento 
Nacional de Identidad por los órganos encargados de la expedición de éste, se 
procederá a dotar al interesado de un documento identificador que tendrá las 
características y funcionalidades que determine el Ministerio del Interior, atendiendo 
a las causas de su retirada. 
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Disposición adicional segunda.
Documento Nacional de Identidad de los menores de edad.

La posesión del Documento Nacional de Identidad por los menores de edad no 
supone, por sí sola, autorización para desplazarse fuera del territorio nacional, 
debiendo ser suplida, a estos efectos, con la correspondiente autorización de quien 
ejerza la patria potestad o tutela. 

Disposición adicional tercera.
Imposibilidad de expedición o renovación del Documento Nacional de 

Identidad.
Cuando exista imposibilidad manifiesta para la expedición del Documento Nacional 
de Identidad, y sin perjuicio de que por las Autoridades y Órganos correspondientes 
se compruebe la personalidad del interesado por cualesquiera otros medios, 
excepcionalmente podrá sustituirse aquél por certificaciones anuales en las que 
consten los motivos de tal imposibilidad, que en los supuestos de renovación 
tendrán únicamente el fin de prorrogar la validez del Documento caducado. 

Disposición adicional cuarta.
Remisión de información por vía telemática.

1.	La documentación requerida para la expedición del Documento Nacional de 
Identidad en el artículo 5.1 de este Real Decreto no será exigible cuando sea 
posible remitir ésta desde los órganos competentes por medios telemáticos a 
la Dirección General de la Policía, de conformidad con lo que se establezca 
mediante Convenio. 

2.	En estos casos, por Orden del Ministro del Interior se establecerá el régimen de 
aportación de dichos documentos.

Disposición transitoria única.
Validez de los Documentos Nacionales de Identidad expedidos o renovados 
de conformidad con la normativa anterior a este Real Decreto y proceso de 

sustitución.
1.	Los Documentos Nacionales de Identidad ya emitidos o los que se continúen 

expidiendo por el sistema anterior conforme a la normativa existente a la 
entrada en vigor de este Real Decreto seguirán siendo válidos y eficaces de 
conformidad con dicha normativa en tanto no se proceda a su sustitución por 
el Documento Nacional de Identidad de acuerdo con lo que se establece en el 
apartado siguiente de esta disposición. 

2.	La Dirección General de la Policía programará y organizará, temporal y 
territorialmente el proceso de sustitución de las tarjetas soporte del Documento 
Nacional de Identidad emitidas con anterioridad a la entrada en vigor de 
este Real Decreto por el nuevo Documento Nacional de Identidad, pudiendo 
establecerse por razones de interés público programaciones especiales para 
determinados colectivos. 
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3.	Sólo se podrá solicitar la expedición del nuevo Documento Nacional de Identidad 
en el marco de la programación a que se hace referencia en el apartado anterior. 

Disposición derogatoria única.
Derogación normativa.

1.	Quedan derogadas las siguientes disposiciones: Decreto 196/1976, de 6 
de febrero, por el que se regula el Documento Nacional de Identidad, y las 
modificaciones llevadas a cabo en el mismo a través de los Reales Decretos 
1189/1978, de 2 de junio; 2002/1979, de 20 de julio; 2091/1982, de 12 de agosto; 
y 1245/1985, de 17 de julio. 2. Asimismo, quedan derogadas todas aquellas 
normas de igual o inferior rango que se opongan a lo preceptuado en este Real 
Decreto. 

Disposición final primera.
Título competencial. Este Real Decreto se dicta al amparo de las 

competencias atribuidas al Estado por el artículo 149.1.8.ª,18.ª, 21.ª y 29.ª de 
la Constitución. Disposición final segunda. Desarrollo.

1.	El Ministerio del Interior adoptará las disposiciones necesarias para dar 
cumplimiento a lo previsto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, en 
materia de creación y modificación de ficheros de titularidad pública. 

2.	Se habilita a los Ministros del Interior, de Justicia, de Economía y Hacienda, de 
Industria, Turismo y Comercio y de Administraciones Públicas para que dicten, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, cuantas disposiciones sean 
necesarias para el desarrollo y aplicación de este Real Decreto.

Disposición final tercera.
Tasas.

El Gobierno promoverá la norma legal de rango adecuado para la adecuación de la 
tasa que haya de percibirse por la expedición del Documento Nacional de Identidad, 
de acuerdo con su coste y en consideración a los beneficios que proporciona a la 
comunidad. 

Disposición final cuarta.
Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado», excepto lo relativo al artículo 1.4 que entrará en vigor 
cuando lo haga el nuevo formato y diseño del Documento Nacional de Identidad. 

Dado en Madrid, el 23 de diciembre de 2005.                                      JUAN CARLOS R. 
El Ministro del Interior, JOSÉ ANTONIO ALONSO SUÁREZ. 
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Artículo 11. Pasaporte de ciudadanos españoles. 

1.	El pasaporte español es un documento público, personal, individual e 
intransferible que, salvo prueba en contrario, acredita la identidad y nacionalidad 
de los ciudadanos españoles fuera de España, y dentro del territorio nacional, las 
mismas circunstancias de los españoles no residentes. 

2.	Los ciudadanos españoles tienen derecho a que les sea expedido el pasaporte, 
que sólo podrá ser exceptuado en las siguientes circunstancias: 

a.	Haber sido condenado a penas o medidas de seguridad privativas de libertad, 
mientras no se hayan extinguido, salvo que obtenga autorización del órgano 
judicial competente. 

b.	Haber sido acordada por el órgano judicial competente la retirada de su 
pasaporte de acuerdo con lo previsto por la ley. 

c.	Haberle sido impuesta una medida de libertad vigilada con prohibición de 
abandonar el territorio nacional, salvo que obtenga autorización del órgano 
judicial competente. 

d.	Cuando el órgano judicial competente haya prohibido la salida de España o 
la expedición de pasaporte al menor de edad o a la persona con la capacidad 
modificada judicialmente, de acuerdo con lo dispuesto por la ley. 

3.	La obtención del pasaporte por los ciudadanos sujetos a patria potestad o a 
tutela estará condicionada al consentimiento expreso de las personas u órgano que 
tenga encomendado su ejercicio o, en su defecto, del órgano judicial competente.

 
4.	Los titulares del pasaporte tienen la obligación de exhibirlo y facilitarlo 

cuando fuesen requeridos para ello por la autoridad o sus agentes. También 
estarán obligados a su custodia y conservación con la debida diligencia. De 
su sustracción o extravío deberá darse cuenta de manera inmediata a las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad o, en su caso, a la Representación Diplomática o Consular 
de España en el extranjero. 

Artículo 12. Competencias sobre el pasaporte. 

1.	La competencia para su expedición corresponde: 
a.	a) En el territorio nacional, a la Dirección General de la Policía. 
b.	b) En el extranjero, a las Representaciones Diplomáticas y Consulares de 

España. 

2.	Su expedición está sujeta al pago de una tasa. 

3.	3. Corresponde al Gobierno, a propuesta de los Ministros del Interior y de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación, desarrollar esta Ley en lo referente al régimen jurídico 
del pasaporte.
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COMENTARIO/RESEÑA. 
LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL

LA ALTERACIÓN DE DOCUMENTO PÚBLICO.
Artículo 392

1.	El particular que cometiere en documento público, oficial o mercantil, alguna de 
las falsedades descritas en los tres primeros números del apartado 1 del artículo 
390, será castigado con las penas de prisión de seis meses a tres años y multa 
de seis a doce meses.

2.	Las mismas penas se impondrán al que, sin haber intervenido en la falsificación, 
traficare de cualquier modo con un documento de identidad falso. Se impondrá 
la pena de prisión de seis meses a un año y multa de tres a seis meses al que 
hiciere uso, a sabiendas, de un documento de identidad falso.

Esta disposición es aplicable aun cuando el documento de identidad falso aparezca 
como perteneciente a otro Estado de la Unión Europea o a un tercer Estado o 
haya sido falsificado o adquirido en otro Estado de la Unión Europea o en un tercer 
Estado si es utilizado o se trafica con él en España.

PLACAS DE MATRÍCULA 
Artículo 26
A los efectos de este Código se considera documento todo soporte material que 
exprese o incorpore datos, hechos o narraciones con eficacia probatoria o cualquier 
otro tipo de relevancia jurídica.

NOTA: También tienen la consideración de documento la documentación del 
vehículo, ficha técnica, serie numéricas del bastidores y zonas de reseña.  

Artículo 13. Acreditación de la identidad de ciudadanos extranjeros. 

1.	Los extranjeros que se encuentren en territorio español tienen el derecho y la 
obligación de conservar y portar consigo la documentación que acredite su 
identidad expedida por las autoridades competentes del país de origen o de 
procedencia, así como la que acredite su situación regular en España. 

2.	Los extranjeros no podrán ser privados de su documentación de origen, salvo 
en el curso de investigaciones judiciales de carácter penal. 

3.	Los extranjeros estarán obligados a exhibir la documentación mencionada 
en el apartado 1 de este artículo y permitir la comprobación de las medidas de 
seguridad de la misma, cuando fueran requeridos por las autoridades o sus agentes 
de conformidad con lo dispuesto en la ley, y por el tiempo imprescindible para dicha 
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comprobación, sin perjuicio de poder demostrar su identidad por cualquier 
otro medio si no la llevaran consigo.

INCLUSIÓN PARCIAL.
Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el Reglamento 
de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social. 

TÍTULO XIII
Documentación de los extranjeros

CAPÍTULO I
Derechos y deberes relativos a la documentación

Artículo 205. Derechos y deberes. 

1.	Los extranjeros que se encuentren en territorio español tienen el derecho y 
la obligación de conservar, en vigor, la documentación con la que hubieran 
efectuado su entrada en España, la que acredite su identidad, expedida por las 
autoridades competentes del país de origen o de procedencia, así como la que 
acredite su situación en España. 

2.	Los extranjeros están obligados a exhibir los documentos referidos en el 
apartado anterior cuando fueran requeridos por las autoridades o sus agentes, 
en ejercicio de sus funciones. 

3.	Los extranjeros no podrán ser privados de su documentación, salvo en los 
supuestos y con los requisitos previstos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, y en la Ley Orgánica 4/2015, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana. 

NOTA: Los Ciudadanos extranjeros, todos ellos, deberán portar su tarjeta de 
identificación           de Extranjero (T.I.E.) y acompañarlo con el Pasaporte o Carta 
de Identidad (T.I), la primera acreditará su situación administrativa y la segunda 
su identidad. Asimismo deberán también mostrarlos y permitir la comprobación 
de las medidas de seguridad de los documentos requeridos, en los mismos 
términos que los ciudadanos nacionales con su D.N.I. En los supuestos de 
negativa de un extranjero a identificarse acarreará las mismas consecuencias de 
tipo administrativo como Penales que los nacionales.   

Por todo ello, en caso de negativa a identificarse se incurrirá en una infracción 
administrativa grave por desobediencia, Art. 36.6 LO 4/2015, sobre Protección 
de la Seguridad Ciudadana. Así mismo si persistiera y no se pudiese conseguir 
su identificación plena, estaríamos ante un delito y a lo dispuesto en el Art. 556 
de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
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CAPÍTULO III
Actuaciones para el mantenimiento y restablecimiento de la seguridad ciudadana 

Sección 1.ª Potestades generales de policía de seguridad

Artículo 14. Órdenes y prohibiciones. 

Las autoridades competentes, de conformidad con las Leyes y reglamentos, podrán dictar 
las órdenes y prohibiciones y disponer las actuaciones policiales estrictamente necesarias 
para asegurar la consecución de los fines previstos en esta Ley, mediante resolución 
debidamente motivada. 

Artículo 15. Entrada y registro en domicilio y edificios de organismos oficiales. 

1.	Los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad sólo podrán proceder a la 
entrada y registro en domicilio en los casos permitidos por la Constitución y en los 
términos que fijen las Leyes. 

CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978. 
Artículo 18
2.	El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 

consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante 
delito.

NOTA: 
Se podrá realizar la entrada y el registro en los siguientes supuestos:
1.	Mediante autorización Judicial.
2.	En los supuestos de excepcional y urgencia necesidad, cuando se trate 

de presuntos responsables de lasa acciones a que se refiere el Art. 384 bis 
(persona integrada o relacionada con bandas armadas o individuos terroristas 
o rebeldes)…///…

3.	Con autorización expresa por parte del titular del domicilio (si hubiese varios, de 
todos ellos). 

Se podrá realizar la entrada en los siguientes supuestos: 
1.	Por Orden de ingreso en prisión. 
2.	En la necesidad de evitar daños inminentes y graves a las personas y a las 

cosas.
3.	En situaciones de catástrofes, calamidad y ruina inminente. 
4.	Delito flagrante; existiendo necesariamente inmediatez temporal, inmediatez 

personal  y urgente necesidad. 
5.	Cuando un delincuente, inmediatamente perseguido por los Agentes de la 

Autoridad tras la comisión de un delito se oculte o refugie en alguna casa (sea 
propia o ajena). 

DOMICILIO SEGÚN T.S.
“Cualquier lugar cerrado en el que puede trascurrir la vida privada, individual 
o familiar” o lo que es lo mismo, “que sirva de habitáculo o morada a quien en 
él vive.”
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2.	Será causa legítima suficiente para la entrada en domicilio la necesidad de evitar 
daños inminentes y graves a las personas y a las cosas, en supuestos de catástrofe, 
calamidad, ruina inminente u otros semejantes de extrema y urgente necesidad. 

NOTA: En este supuesto solo se habilita para realizar la entrada, en ningún caso 
al registro del inmueble, y siempre motivado por causas de urgencia y necesidad. 

3.	Para la entrada en edificios ocupados por organismos oficiales o entidades públicas, 
no será preciso el consentimiento de la autoridad o funcionario que los tuviere a su 
cargo. 

4.	Cuando por las causas previstas en este artículo las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad entren en un domicilio particular, remitirán sin dilación el acta o atestado 
que instruyan a la autoridad judicial competente. 

Artículo 16. Identificación de personas. 

1.	En el cumplimiento de sus funciones de indagación y prevención delictiva, así 
como para la sanción de infracciones penales y administrativas, los agentes de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán requerir la identificación de las personas 
en los siguientes supuestos: 
a.	 a) Cuando existan indicios de que han podido participar en la comisión de una 

infracción.
b.	 b) Cuando, en atención a las circunstancias concurrentes, se considere 

razonablemente necesario que acrediten su identidad para prevenir la comisión 
de un delito. 

En estos supuestos, los agentes podrán realizar las comprobaciones necesarias 
en la vía pública o en el lugar donde se hubiese hecho el requerimiento, incluida 
la identificación de las personas cuyo rostro no sea visible total o parcialmente por 
utilizar cualquier tipo de prenda u objeto que lo cubra, impidiendo o dificultando la 
identificación, cuando fuere preciso a los efectos indicados.

En la práctica de la identificación se respetarán estrictamente los principios de 
proporcionalidad, igualdad de trato y no discriminación por razón de nacimiento, 
nacionalidad, origen racial o étnico, sexo, religión o creencias, edad, discapacidad, 
orientación o identidad sexual, opinión o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social. 

2.	Cuando no fuera posible la identificación por cualquier medio, incluida la vía 
telemática o telefónica, o si la persona se negase a identificarse, los agentes, 
para impedir la comisión de un delito o al objeto de sancionar una infracción, 
podrán requerir a quienes no pudieran ser identificados a que les acompañen 
a las dependencias policiales más próximas en las que se disponga de los 
medios adecuados para la práctica de esta diligencia, a los solos efectos de su 
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identificación y por el tiempo estrictamente necesario, que en ningún caso podrá 
superar las seis horas. 

La persona a la que se solicite que se identifique será informada de modo 
inmediato y comprensible de las razones de dicha solicitud, así como, en su caso, 
del requerimiento para que acompañe a los agentes a las dependencias policiales. 

3.	En las dependencias a que se hace referencia en el apartado 2 se llevará un 
libro-registro en el que sólo se practicarán asientos relacionados con la seguridad 
ciudadana. Constarán en él las diligencias de identificación practicadas, así 
como los motivos, circunstancias y duración de las mismas, y sólo podrán ser 
comunicados sus datos a la autoridad judicial competente y al Ministerio Fiscal. El 
órgano competente de la Administración remitirá mensualmente al Ministerio Fiscal 
extracto de las diligencias de identificación con expresión del tiempo utilizado en 
cada una. Los asientos de este libroregistro se cancelarán de oficio a los tres años. 

4.	A las personas desplazadas a dependencias policiales a efectos de identificación, 
se les deberá expedir a su salida un volante acreditativo del tiempo de permanencia 
en ellas, la causa y la identidad de los agentes actuantes. 

5.	En los casos de resistencia o negativa a identificarse o a colaborar en las 
comprobaciones o prácticas de identificación, se estará a lo dispuesto en el Código 
Penal, en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y, en su caso, en esta Ley. 

Artículo 17. Restricción del tránsito y controles en las vías públicas. 

1.	Los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán limitar o restringir 
la circulación o permanencia en vías o lugares públicos y establecer zonas 
de seguridad en supuestos de alteración de la seguridad ciudadana o de la 
pacífica convivencia, o cuando existan indicios racionales de que pueda 
producirse dicha alteración, por el tiempo imprescindible para su mantenimiento 
o restablecimiento. Asimismo podrán ocupar preventivamente los efectos o 
instrumentos susceptibles de ser utilizados para acciones ilegales, dándoles 
el destino que legalmente proceda. 

2.	Para la prevención de delitos de especial gravedad o generadores de alarma 
social, así como para el descubrimiento y detención de quienes hubieran 
participado en su comisión y proceder a la recogida de los instrumentos, 
efectos o pruebas, se podrán establecer controles en las vías, lugares o 
establecimientos públicos, siempre que resulte indispensable proceder a la 
identificación de personas que se encuentren en ellos, al registro de vehículos o al 
control superficial de efectos personales. 

Artículo 18. Comprobaciones y registros en lugares públicos. 

1.	Los agentes de la autoridad podrán practicar las comprobaciones en las 
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personas, bienes y vehículos que sean necesarias para impedir que en las 
vías, lugares y establecimientos públicos se porten o utilicen ilegalmente armas, 
explosivos, sustancias peligrosas u otros objetos, instrumentos o medios que 
generen un riesgo potencialmente grave para las personas, susceptibles de ser 
utilizados para la comisión de un delito o alterar la seguridad ciudadana, cuando 
tengan indicios de su eventual presencia en dichos lugares, procediendo, en su 
caso, a su intervención. A tal fin, los ciudadanos tienen el deber de colaborar 
y no obstaculizar la labor de los agentes de la autoridad en el ejercicio de sus 
funciones. 

2.	Los agentes de la autoridad podrán proceder a la ocupación temporal 
de cualesquiera objetos, instrumentos o medios de agresión, incluso de 
las armas que se porten con licencia, permiso o autorización si se estima 
necesario, con objeto de prevenir la comisión de cualquier delito, o cuando 
exista peligro para la seguridad de las personas o de los bienes. 

OPERATIVA POLICIAL.  BASE LEGAL DE LA INCAUTACIÓN DE EFECTOS.

En cuanto a la realización los Dispositivos Estáticos de Control (D.E.C) en la vía 
pública, la nueva Ley Orgánica 4/2015 de Protección de la Seguridad Ciudadana, 
establece que estos tendrán una carácter tanto preventivo como reactivo, motivado 
este último por la mera comisión de un hecho delictivo de especial gravedad o 
alarma social.  

Estos controles (DEC) en todo caso se ajustaran a las respectivas normativas 
internas de los Cuerpos Policiales y en todo caso o en su defecto a la Instrucción 
General sobre Controles Policiales, de fecha 22/02/1983, elaborada por la 
Dirección de la Seguridad del Estado.    

BASE LEGAL ADMINISTRATIVA PARA LA INCAUTACIÓN DE EFECTOS L.O. 
4/2015. 
- CARÁCTER REACTIVO. 
Artículo 17. Restricción del tránsito y controles en las vías públicas.
1.	Los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán limitar o 

restringir la circulación o permanencia en vías o lugares públicos y establecer 
zonas de seguridad en supuestos de alteración de la seguridad ciudadana o 
de la pacífica convivencia, o cuando existan indicios racionales de que pueda 
producirse dicha alteración, por el tiempo imprescindible para su mantenimiento 
o restablecimiento. Asimismo podrán ocupar preventivamente los efectos 
o instrumentos susceptibles de ser utilizados para acciones ilegales, 
dándoles el destino que legalmente proceda.

2.	Para la prevención de delitos de especial gravedad o generadores de 
alarma social, así como para el descubrimiento y detención de quienes hubieran 
participado en su comisión y proceder a la recogida de los instrumentos, 
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efectos o pruebas, se podrán establecer controles en las vías, lugares o 
establecimientos públicos, siempre que resulte indispensable proceder a la 
identificación de personas que se encuentren en ellos, al registro de vehículos o 
al control superficial de efectos personales.

- CARÁCTER PREVENTIVO.
Artículo 18. Comprobaciones y registros en lugares públicos. 
1.	Los agentes de la autoridad podrán practicar las comprobaciones en las 

personas, bienes y vehículos que sean necesarias para impedir que en las 
vías, lugares y establecimientos públicos se porten o utilicen ilegalmente 
armas, explosivos, sustancias peligrosas u otros objetos, instrumentos 
o medios que generen un riesgo potencialmente grave para las personas, 
susceptibles de ser utilizados para la comisión de un delito o alterar la 
seguridad ciudadana, cuando tengan indicios de su eventual presencia 
en dichos lugares, procediendo, en su caso, a su intervención. A tal fin, los 
ciudadanos tienen el deber de colaborar y no obstaculizar la labor de los agentes 
de la autoridad en el ejercicio de sus funciones. 

2.	Los agentes de la autoridad podrán proceder a la ocupación temporal de 
cualesquiera objetos, instrumentos o medios de agresión, incluso de las 
armas que se porten con licencia, permiso o autorización si se estima 
necesario, con objeto de prevenir la comisión de cualquier delito, o cuando 
exista peligro para la seguridad de las personas o de los bienes. 

BASE LEGAL PARA LA INCAUTACIÓN DE EFECTOS EN LA INVESTIGACIÓN 
PENAL. LECrim. Y LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL 
CÓDIGO PENAL. 
- CARÁCTER ÁMBITO INVESTIGACIÓN PENAL. 
LECrim.

Artículo 282.
La Policía Judicial tiene por objeto, y será obligación de todos los que la componen, 
averiguar los delitos públicos que se cometieren en su territorio o demarcación; 
practicar, según sus atribuciones, las diligencias necesarias para comprobarlos 
y descubrir a los delincuentes, y recoger todos los efectos, instrumentos o 
pruebas del delito de cuya desaparición hubiere peligro, poniéndolos a 
disposición de la autoridad judicial.

 

Artículo 19. Disposiciones comunes a las diligencias de identificación, registro y 
comprobación. 

1.	Las diligencias de identificación, registro y comprobación practicadas por los 
agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad con ocasión de actuaciones 
realizadas conforme a lo dispuesto en esta sección no estarán sujetas a las 
mismas formalidades que la detención. 
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2.	La aprehensión durante las diligencias de identificación, registro y 
comprobación de armas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas u otros efectos procedentes de un delito o infracción 
administrativa se hará constar en el acta correspondiente, que habrá de ser 
firmada por el interesado; si éste se negara a firmarla, se dejará constancia expresa 
de su negativa. El acta que se extienda gozará de presunción de veracidad de 
los hechos en ella consignados, salvo prueba en contrario. 

OPERATIVA POLICIAL.  CONSTANCIA EN ACTA DE TODO LO INTERVENIDO 
Y ACTUADO.
En el Acta de intervención/denuncia,/comiso, se hará constar de forma expresa 
todos los efectos e instrumentos, decomisados, incautados en la intervención 
Policial y que sustententarán nuestra propuesta de sanción a la Ley O. 4/20015, o 
a la detención o imputación, en su caso,  por infracción Penal 

La actuación Policial y todo lo reseñado en el ACTA, tendrán valor probatorio y 
gozarán de la consideración de la presunción de veracidad (Principio de veracidad 
primus inter pares), salvo prueba en contra que pueda aportar los propios 
administrados. 

Artículo 20. Registros corporales externos. 

1.	Podrá practicarse el registro corporal externo y superficial de la persona 
cuando existan indicios racionales para suponer que puede conducir al 
hallazgo de instrumentos, efectos u otros objetos relevantes para el ejercicio 
de las funciones de indagación y prevención que encomiendan las leyes a las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

2.	Salvo que exista una situación de urgencia por riesgo grave e inminente para 
los agentes: 
a.	El registro se realizará por un agente del mismo sexo que la persona sobre 

la que se practique esta diligencia. 
b.	Y si exigiera dejar a la vista partes del cuerpo normalmente cubiertas por ropa, 

se efectuará en un lugar reservado y fuera de la vista de terceros. Se dejará 
constancia escrita de esta diligencia, de sus causas y de la identidad del 
agente que la adoptó. 

3.	Los registros corporales externos respetarán los principios del apartado 1 
del artículo 16, así como el de injerencia mínima, y se realizarán del modo que 
cause el menor perjuicio a la intimidad y dignidad de la persona afectada, que será 
informada de modo inmediato y comprensible de las razones de su realización. 

4.	Los registros a los que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo contra 
la voluntad del afectado, adoptando las medidas de compulsión indispensables, 
conforme a los principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad. 
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OPERATIVA POLICIAL.  BASE LEGAL DEL REGISTRO CON DESNUDO 
INTEGRAL.

El desnudo integral no es un tema baladí y ha generado mucha controversia entre 
los ciudadanos y entre los compañeros Policías, que por exceso o defecto no han 
estado a la altura deseada generalmente por desconocimiento de los procedimientos 
a la hora de realizar los desnudos integrales.   

Por todo ello a titulo de referencia y sin perjuicio de normas, circulares o directrices 
de los distintos Cuerpos Policiales, pueden ser de referencia la/s:

-- Instrucción 7/1996 de 20 de diciembre, de la Secretaria de Estado de Seguridad. 
-- Instrucción 29/1997, de 10 de abril, de la Viceconsejería de Seguridad del 

Departamento de Interior del Gobierno Vasco, sobre la detención, registros 
personales e información de derechos.

En las Instrucciones reseñadas de forma genérica se marcan unas directrices 
básicas en relación a la práctica de desnudos integrales a los detenidos con el 
fin de averiguar si estos portan entre sus ropas o entre los pliegues de su cuerpo 
algún objeto peligroso o pruebas incriminatorias. En estas Instrucciones se deja 
meridianamente claro que el desnudo integral se realizará a personas detenidas 
y cuando se motive atendiendo a los antecedentes o por los hechos que hayan 
motivado la detención existan indicios racionales suficientes de que entre sus ropas 
y/o pliegues corporales pudiesen portar o esconder objetos peligrosos, instrumentos 
o efectos relacionados con el hecho delictivo que ha motivado la detención.   

Artículo 21. Medidas de seguridad extraordinarias. 

Las autoridades competentes podrán acordar, como medidas de seguridad 
extraordinarias, el cierre o desalojo de locales o establecimientos, la prohibición 
del paso, la evacuación de inmuebles o espacios públicos debidamente acotados, 
o el depósito de explosivos u otras sustancias susceptibles de ser empleadas como 
tales, en situaciones de emergencia que las hagan imprescindibles y durante el tiempo 
estrictamente necesario para garantizar la seguridad ciudadana. Dichas medidas podrán 
adoptarse por los agentes de la autoridad si la urgencia de la situación lo hiciera 
imprescindible, incluso mediante órdenes verbales. 

A los efectos de este artículo, se entiende por emergencia aquella situación de riesgo 
sobrevenida por un evento que pone en peligro inminente a personas o bienes y 
exige una actuación rápida por parte de la autoridad o de sus agentes para evitarla 
o mitigar sus efectos.

Artículo 22. Uso de videocámaras. 

La autoridad gubernativa y, en su caso, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán 
proceder a la grabación de personas, lugares u objetos mediante cámaras de 
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videovigilancia fijas o móviles legalmente autorizadas, de acuerdo con la legislación 
vigente en la materia. 

INCLUSIÓN PARCIAL NORMATIVA. 

En la referencia que se realiza en este articulo 22 de la Ley Orgánica 4/20015 de 
PSC, a la Legislación vigente en la materia, se refiere concretamente  a la Ley 
Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, por la cual ser regula utilización de videocámaras 
por las Fuerzas y Cuerpos  de Seguridad en los lugares públicos. 

Teniendo presente así mismo que esta normativa es de aplicación en instalaciones  
fijas o móviles de cámaras, con la finalidad de prevenir la delincuencia en 
determinados espacios que se consideren necesarios de protección. 

Por todo lo expuesto es plenamente legal/licito que los agentes o cualquier 
ciudadano capten imágenes de hechos delictivos mientras estos están ocurriendo, 
tal como señala entre otras STS 3136/2010. 

NORMATIVA REGULADORA SOBRE LA REALIZACIÓN DE FOTOGRAFÍAS Y 
VIDEOS POR LA POLICÍA. 

-- Ley Orgánica 4/1997, de regulación del uso de videocámaras por las F.C.S en 
lugares públicos.

-- Real Decreto 596/1999, Reglamento de desarrollo de la L.O. 4/1997.  
-- LECrim. Art. 282, Actuaciones amparadas como Policías Judicial,… atribuciones 

de diligenciar aquellas actuaciones “para comprobar los delitos públicos y 
descubrir a los delincuentes”. 

Por lo tanto estos medios serán autorizados a los solos efectos principalmente de;
-- Documentar la evolución de actos.
-- Identificar a los autores de los incidentes y/o delitos. 
-- Certificar los medios utilizados y los objetos lanzados.
-- Demostrar los daños causados.  

INCLUSIÓN PARCIAL. 
Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, por la que se regula la utilización de 
videocámaras por las fuerzas y cuerpos de seguridad en lugares públicos. 

Artículo 1. Objeto. 

1.	La presente Ley regula la utilización por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
de videocámaras para grabar imágenes y sonidos en lugares públicos, 
abiertos o cerrados, y su posterior tratamiento, a fin de contribuir a asegurar 
la convivencia ciudadana, la erradicación de la violencia y la utilización 
pacífica de las vías y espacios públicos, así como de prevenir la comisión 
de delitos, faltas e infracciones relacionados con la seguridad pública. 
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Asimismo, esta norma establece específicamente el régimen de garantías de los 
derechos fundamentales y libertades públicas de los ciudadanos que habrá de 
respetarse ineludiblemente en las sucesivas fases de autorización, grabación y 
uso de las imágenes y sonidos obtenidos conjuntamente por las videocámaras. 

2.	Las referencias contenidas en esta Ley a videocámaras, cámaras fijas y 
cámaras móviles se entenderán hechas a cualquier medio técnico análogo 
y, en general, a cualquier sistema que permita las grabaciones previstas 
en esta Ley. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

1.	La captación, reproducción y tratamiento de imágenes y sonidos, en los 
términos previstos en esta Ley, así como las actividades preparatorias, no se 
considerarán intromisiones ilegítimas en el derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen, a los efectos de lo establecido en el 
artículo 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo. 

2.	Sin perjuicio de las disposiciones específicas contenidas en la presente Ley, 
el tratamiento automatizado de las imágenes y sonidos se regirá por lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del 
Tratamiento Automatizado de los Datos de Carácter Personal. 

Artículo 3. Autorización de las instalaciones fijas. 

1.	La instalación de videocámaras o de cualquier medio técnico análogo en los 
términos del artículo 1.2 de la presente Ley está sujeta al régimen de autorización, 
que se otorgará, en su caso, previo informe de un órgano colegiado presidido 
por un Magistrado y en cuya composición no serán mayoría los miembros 
dependientes de la Administración autorizante. 

2.	Las instalaciones fijas de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado y de las Corporaciones Locales serán autorizadas 
por el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma de que se trate, 
previo informe de una Comisión cuya presidencia corresponderá al Presidente 
del Tribunal Superior de Justicia de la misma Comunidad. La composición y 
funcionamiento de la Comisión, así como la participación de los municipios en 
ella, se determinarán reglamentariamente. 

3.	No podrá autorizarse la instalación fija de videocámaras cuando el informe de 
la Comisión prevista en el apartado segundo de este artículo estime que dicha 
instalación supondría una vulneración de los criterios establecidos en el artículo 
4 de la presente Ley Orgánica. 

4.	La resolución por la que se acuerde la autorización deberá ser motivada y 
referida en cada caso al lugar público concreto que ha de ser objeto de 
observación por las videocámaras. Dicha resolución contendrá también todas 
las limitaciones o condiciones de uso necesarias, en particular la prohibición de 
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tomar sonidos, excepto cuando concurra un riesgo concreto y preciso, así como 
las referentes a la cualificación de las personas encargadas de la explotación 
del sistema de tratamiento de imágenes y sonidos y las medidas a adoptar para 
garantizar el respeto de las disposiciones legales vigentes. Asimismo, deberá 
precisar genéricamente el ámbito físico susceptible de ser grabado, el tipo de 
cámara, sus especificaciones técnicas y la duración de la autorización, que tendrá 
una vigencia máxima de un año, a cuyo término habrá de solicitarse su renovación. 

5.	La autorización tendrá en todo caso carácter revocable. 

Artículo 4. Criterios de autorización de instalaciones fijas.
Para autorizar la instalación de videocámaras se tendrán en cuenta, conforme al 
principio de proporcionalidad, los siguientes criterios: asegurar la protección de los 
edificios e instalaciones públicas y de sus accesos; salvaguardar las instalaciones 
útiles para la defensa nacional; constatar infracciones a la seguridad ciudadana, y 
prevenir la causación de daños a las personas y bienes. 

Artículo 5. Autorización de videocámaras móviles. 

1.	En las vías o lugares públicos donde se haya autorizado la instalación de 
videocámaras fijas, podrán utilizarse simultáneamente otras de carácter móvil 
para el mejor cumplimiento de los fines previstos en esta Ley, quedando, en 
todo caso, supeditada la toma, que ha de ser conjunta, de imagen y sonido, a la 
concurrencia de un peligro concreto y demás requisitos exigidos en el artículo 6. 

2.	También podrán utilizarse en los restantes lugares públicos videocámaras 
móviles. La autorización de dicho uso corresponderá al máximo responsable 
provincial de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad quien atenderá a la naturaleza 
de los eventuales hechos susceptibles de filmación, adecuando la utilización del 
medio a los principios previstos en el artículo 6. 

La resolución motivada que se dicte autorizando el uso de videocámaras móviles 
se pondrá en conocimiento de la Comisión prevista en el artículo 3 en el plazo 
máximo de setenta y dos horas, la cual podrá recabar el soporte físico de la 
grabación a efectos de emitir el correspondiente informe.

En casos excepcionales de urgencia máxima o de imposibilidad de 
obtener a tiempo la autorización indicada en razón del momento de 
producción de los hechos o de las circunstancias concurrentes, se podrán 
obtener imágenes y sonidos con videocámaras móviles, dando cuenta, 
en el plazo de setenta y dos horas, mediante un informe motivado, al 
máximo responsable provincial de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
y a la Comisión aludida en el párrafo anterior, la cual, si lo estima oportuno, 
podrá requerir la entrega del soporte físico original y emitir el correspondiente 
informe. En el supuesto de que los informes de la Comisión previstos en los dos 
párrafos anteriores fueran negativos, la autoridad encargada de la custodia de 
la grabación procederá a su destrucción inmediata. 
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3.	La Comisión prevista en el artículo 3 será informada quincenalmente de la 
utilización que se haga de videocámaras móviles y podrá recabar en todo 
momento el soporte de las correspondientes grabaciones y emitir un informe al 
respecto. 

4.	En el caso de que las autoridades competentes aludidas en esta Ley lo 
consideren oportuno, se podrá interesar informe de la Comisión prevista en el 
artícu lo 3 sobre la adecuación de cualquier registro de imágenes y sonidos 
obtenidos mediante videocámaras móviles a los principios del artículo 6. 

Artículo 6. Principios de utilización de las videocámaras. 

1.	La utilización de videocámaras estará presidida por el principio de 
proporcionalidad, en su doble versión de idoneidad y de intervención mínima. 

2.	La idoneidad determina que sólo podrá emplearse la videocámara cuando 
resulte adecuado, en una situación concreta, para el mantenimiento de la 
seguridad ciudadana, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley. 

3.	La intervención mínima exige la ponderación, en cada caso, entre la finalidad 
pretendida y la posible afectación por la utilización de la videocámara al derecho 
al honor, a la propia imagen y a la intimidad de las personas. 

4.	La utilización de videocámaras exigirá la existencia de un razonable riesgo 
para la seguridad ciudadana, en el caso de las fijas, o de un peligro 
concreto, en el caso de las móviles. 

5.	No se podrán utilizar videocámaras para tomar imágenes ni sonidos del 
interior de las viviendas, ni de sus vestíbulos, salvo consentimiento del 
titular o autorización judicial, ni de los lugares incluidos en el artículo 1 de esta 
Ley cuando se afecte de forma directa y grave a la intimidad de las personas, así 
como tampoco para grabar conversaciones de naturaleza estrictamente privada. 
Las imágenes y sonidos obtenidos accidentalmente en estos casos deberán ser 
destruidas inmediatamente, por quien tenga la responsabilidad de su custodia. 

Artículo 7. Aspectos procedimentales. 

1.	Realizada la filmación de acuerdo con los requisitos establecidos en la Ley, si 
la grabación captara la comisión de hechos que pudieran ser constitutivos de 
ilícitos penales, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad pondrán la cinta o soporte 
original de las imágenes y sonidos en su integridad a disposición judicial con la 
mayor inmediatez posible y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos 
horas desde su grabación. De no poder redactarse el atestado en tal plazo, se 
relatarán verbalmente los hechos a la autoridad judicial, o al Ministerio Fiscal, 
junto con la entrega de la grabación. 
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2.	Si la grabación captara hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones 
administrativas relacionadas con la seguridad ciudadana, se remitirán al órgano 
competente, igualmente de inmediato, para el inicio del oportuno procedimiento 
sancionador. 

Artículo 8. Conservación de las grabaciones. 

1.	Las grabaciones serán destruidas en el plazo máximo de un mes desde 
su captación, salvo que estén relacionadas con infracciones penales o 
administrativas graves o muy graves en materia de seguridad pública, con una 
investigación policial en curso o con un procedimiento judicial o administrativo 
abierto. 

2.	Cualquier persona que por razón del ejercicio de sus funciones tenga acceso 
a las grabaciones deberá observar la debida reserva, confidencialidad y 
sigilo en relación con las mismas, siéndole de aplicación, en caso contrario, lo 
dispuesto en el artículo 10 de la presente Ley. 

3.	Se prohíbe la cesión o copia de las imágenes y sonidos obtenidos de 
conformidad con esta Ley, salvo en los supuestos previstos en el apartado 1 de 
este artículo. 

4.	Reglamentariamente la Administración competente determinará el órgano o 
autoridad gubernativa que tendrá a su cargo la custodia de las imágenes 
obtenidas y la responsabilidad sobre su ulterior destino, incluida su 
inutilización o destrucción. Dicho órgano será el competente para resolver sobre 
las peticiones de acceso o cancelación promovidas por los interesados. 

Artículo 9. Derechos de los interesados. 

1.	El público será informado de manera clara y permanente de la existencia 
de videocámaras fijas, sin especificar su emplazamiento, y de la autoridad 
responsable. 

2.	Toda persona interesada podrá ejercer los derechos de acceso y 
cancelación de las grabaciones en que razonablemente considere que 
figura. No obstante, el ejercicio de estos derechos podrá ser denegado por 
quien custodie las imágenes y sonidos, en función de los peligros que pudieran 
derivarse para la defensa del Estado, la seguridad pública, la protección de los 
derechos y libertades de terceros o las necesidades de las investigaciones que 
se estén realizando.
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Sección 2.ª Mantenimiento y restablecimiento de la seguridad ciudadana en 
reuniones y manifestaciones

Artículo 23. Reuniones y manifestaciones. 

1.	Las autoridades a las que se refiere esta Ley adoptarán las medidas necesarias 
para proteger la celebración de reuniones y manifestaciones, impidiendo que 
se perturbe la seguridad ciudadana. 

Asimismo podrán acordar la disolución de reuniones en lugares de tránsito 
público y manifestaciones en los supuestos previstos en el artículo 5 de la 
Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del derecho de reunión. 

También podrán disolver las concentraciones de vehículos en las vías públicas 
y retirar aquéllos o cualesquiera otra clase de obstáculos cuando impidieran, 
pusieran en peligro o dificultaran la circulación por dichas vías. 

2.	Las medidas de intervención para el mantenimiento o el restablecimiento de 
la seguridad ciudadana en reuniones y manifestaciones serán graduales 
y proporcionadas a las circunstancias. La disolución de reuniones y 
manifestaciones constituirá el último recurso. 

3.	Antes de adoptar las medidas a las que se refiere el apartado anterior, las 
unidades actuantes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán avisar de 
tales medidas a las personas afectadas, pudiendo hacerlo de manera verbal si la 
urgencia de la situación lo hiciera imprescindible.

En caso de que se produzca una alteración de la seguridad ciudadana con 
armas, artefactos explosivos u objetos contundentes o de cualquier otro 
medio peligroso, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán disolver la reunión o 
manifestación o retirar los vehículos y obstáculos sin necesidad de previo aviso. 

INCLUSIÓN PARCIAL:  
Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del derecho de reunión. 

Artículo quinto.
La autoridad gubernativa suspenderá y, en su caso, procederá a disolver las 
reuniones y manifestaciones en los siguientes supuestos: 
a) Cuando se consideren ilícitas de conformidad con las Leyes penales. 
b) Cuando se produzcan alteraciones del orden público, con peligro para personas 
o bienes.
c) Cuando se hiciere uso de uniformes paramilitares por los asistentes. 
d) Cuando fueran organizadas por miembros de las Fuerzas Armadas o de la 
Guardia Civil infringiendo las limitaciones impuestas en el artículo 13 de la Ley 
Orgánica 9/2011, de 27 de julio, de derechos y deberes de los miembros de las 
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Fuerzas Armadas o en el artículo 8 de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, 
reguladora de los derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil. 

Tales resoluciones se comunicarán previamente a los concurrentes en la forma 
legalmente prevista. 

Artículo 24. Colaboración entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

En los casos a que se refiere el artículo anterior, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
colaborarán mutuamente en los términos previstos en su Ley orgánica reguladora. 

INCLUSIÓN PARCIAL: Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del 
derecho de reunión. 

TÍTULO IV
De la colaboración y coordinación entre el Estado y las Comunidades 

Autónomas

CAPÍTULO I
De la colaboración entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y 

los Cuerpos de policía de las Comunidades Autónomas

Artículo cuarenta y cinco. 

Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los Cuerpos 
de Policía de las Comunidades Autónomas deberán prestarse mutuo auxilio e 
información recíproca en el ejercicio de sus funciones respectivas. 

Artículo cuarenta y seis. 

1.	Cuando las Comunidades Autónomas que, según su Estatuto, puedan 
crear Cuerpos de Policía no dispongan de los medios suficientes para el 
ejercicio de las funciones previstas en el artículo 38.1 y 2.c) de la presente 
Ley, podrán recabar, a través de las Autoridades del Estado el auxilio de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, correspondiendo en este 
caso a las Autoridades gubernativas estatales la determinación del modo 
y forma de prestar el auxilio solicitado. En caso de considerarse procedente 
su intervención, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado actuarán 
bajo el mando de sus Jefes naturales. 

2.	En el resto de los casos, cuando en la prestación de un determinado servicio 
o en la realización de una actuación concreta concurran, simultáneamente, 
miembros o Unidades de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y 
de la Policía de la Comunidad Autónoma, serán los Mandos de los primeros 
los que asuman la dirección de la operación.
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CAPÍTULO IV
Potestades especiales de policía administrativa de seguridad

Artículo 25. Obligaciones de registro documental. 

1.	Las personas físicas o jurídicas que ejerzan actividades relevantes para 
la seguridad ciudadana, como las de hospedaje, transporte de personas, 
acceso comercial a servicios telefónicos o telemáticos de uso público mediante 
establecimientos abiertos al público, comercio o reparación de objetos usados, 
alquiler o desguace de vehículos de motor, compraventa de joyas y metales, ya sean 
preciosos o no, objetos u obras de arte, cerrajería de seguridad, centros gestores 
de residuos metálicos, establecimientos de comercio al por mayor de chatarra o 
productos de desecho, o de venta de productos químicos peligrosos a particulares, 
quedarán sujetas a las obligaciones de registro documental e información en 
los términos que establezcan las disposiciones aplicables.

2.	Los titulares de embarcaciones de alta velocidad, así como los de aeronaves 
ligeras estarán obligados a realizar las actuaciones de registro documental e 
información previstas en la normativa vigente. 

NORMATIVA DE REFERENCIA SOBRE LOS REGISTROS DOCUMENTALES:  

ACTIVIDADES DE COMPRA VENTA. 
-- Real Decreto de 19 de enero de 1924, sobre compraventa de muebles, ropas y 

otros objetos usados. 

DESGUACES DE DE VEHÍCULOS. 
-- Real Decreto 731/1982 de 17 de marzo, sobre el control de los establecimientos 

dedicados al desaguace de vehículos a motor. 
-- Orden de 7 de septiembre de 1982, del Ministerio del Interior, por la que se 

dictan las normas para la ejecución de lo dispuesto en el R.D. 731/1982 de 17 
de marzo, sobre el control de los establecimientos dedicados al desguace de 
vehículos a motor. 

JOYAS Y METALES PRECIOSOS.
-- Ley 17/1985 de 1 de julio, sobre objetos fabricados con metales preciosos. 
-- Real Decreto 197/1988 de 22 de febrero, por el que se aprueba el reglamento 

de la ley de objetos fabricados con metales preciosos (actualizado en el Real 
Decreto 968/1988 de 9 de septiembre).

-- Real Decreto 3390/ 1981 de 18 de diciembre, relativo al comercio de objetos 
usados que contengan en su composición metales o piedras preciosas y perlas 
finas (actualizado en Decreto 3990/1982. 

-- Informe de 21 octubre de 1987, del Servicio Jurídico del Ministerio del Interior, 
sobre la autorización de apertura de establecimientos dedicados a la compra 
venta de objetos de oro, plata y metales preciosos. 
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HOSPEDERÍA. 
-- Decreto 1513/1959, de Presidencia del Gobierno, en relación con los documentos 

que deben llevar los establecimientos de hostelería referentes a la entrada de 
viajeros.  

-- Orden de 28 julio de 1966, del Ministerio de Información y Turismo, por lo que se 
aprueba la ordenación turística de los campamentos de turismo. 

-- Orden de 17 de enero de 1967, del ministerio de Información y Turismo, por los 
que se aprueba la ordenación de los apartamentos, bungalós y alojamientos 
similares de carácter  turístico.  

-- Orden INT. 1922/2003 de 3 de julio, sobre libros registros y partes de entrada de 
viajeros en establecimientos de hostelería y otros análogos. 

-- Resolución de 14 de julio de 20013, de la Secretaria de Estado de seguridad, 
por la que se determina las condiciones  y formas de utilización de la transmisión 
de ficheros informáticos, así como las características de los soportes a los que 
se refiere la Orden INT. 1922/2003 de 3 de julio. 

TRAFICO DE EMBARCACIONES. 
-- Real Decreto 1119/1989 de 15 de septiembre, por el que se regula el tráfico de 

embarcaciones de alta velocidad en aguas marítimas españolas. 

VEHÍCULOS DE ALQUILER. 
-- Decreto 393/1947 de febrero, del Ministerio de la Gobernación, sobre la 

identificación y registro de los usuarios de determinados, establecimientos 
turísticos y de quienes alquilen, con o sin conductor (actualizado en el Decreto 
450/1985 de 27 febrero). 

-- Orden de 16 septiembre de 1974, del ministerio de la Gobernación, sobre el 
control gubernativo de automóviles de alquiler, con os in conductor, en desarrollo 
del Decreto 393/1974 de 7 de febrero.  

-- Decreto 450/1975 de 27 de febrero, del  Ministerio de la Gobernación, sobre 
el régimen de identificación y registro de los usuarios de determinados 
establecimientos turísticos y de quienes alquilen vehículos de turismo.

-- …//..
-- “2. los titulares de embarcaciones de alta velocidad, así como los de aeronaves 

ligeras estarán obligados  a realizar las actuaciones de registro documental e 
información previstas en la normativa vigente.”

  
LIBROS DE REGISTROS.

-- Orden de 2 de noviembre de 1989, del Ministerio del Interior, por la que se 
regulan las modalidades de elaboración de libros registro y otros documentos 
de control, obligatorios para determinados establecimientos.    

Artículo 26. Establecimientos e instalaciones obligados a adoptar medidas de 
seguridad.
Reglamentariamente, en desarrollo de lo dispuesto en esta Ley, en la legislación de 
seguridad privada, en la de infraestructuras críticas o en otra normativa sectorial, podrá 
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establecerse la necesidad de adoptar medidas de seguridad en establecimientos 
e instalaciones industriales, comerciales y de servicios, así como en las 
infraestructuras críticas, con la finalidad de prevenir la comisión de actos delictivos 
o infracciones administrativas, o cuando generen riesgos directos para terceros o 
sean especialmente vulnerables. 

Artículo 27. Espectáculos y actividades recreativas. 

1.	El Estado podrá dictar normas de seguridad pública para los edificios e 
instalaciones en los que se celebren espectáculos y actividades recreativas. 

2.	Las autoridades a las que se refiere esta Ley adoptarán las medidas necesarias 
para preservar la pacífica celebración de espectáculos públicos. En particular, 
podrán prohibir y, en caso de estar celebrándose, suspender los espectáculos 
y actividades recreativas cuando exista un peligro cierto para personas 
y bienes, o acaecieran o se previeran graves alteraciones de la seguridad 
ciudadana. 

3.	La normativa específica determinará los supuestos en los que los delegados de la 
autoridad deban estar presentes en la celebración de los espectáculos y actividades 
recreativas, los cuales podrán proceder, previo aviso a los organizadores, a la 
suspensión de los mismos por razones de máxima urgencia en los supuestos 
previstos en el apartado anterior. 

4.	Los espectáculos deportivos quedarán, en todo caso, sujetos a las medidas 
de prevención de la violencia dispuestas en la legislación específica contra la 
violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte. 

Artículo 28. Control administrativo sobre armas, explosivos, cartuchería y artículos 
pirotécnicos. 

1.	Corresponde al Gobierno:
a.	La regulación de los requisitos y condiciones de fabricación, reparación, 

circulación, almacenamiento, comercio, adquisición, enajenación, tenencia y 
utilización de armas, sus imitaciones, réplicas y piezas fundamentales. 

b.	La regulación de los requisitos y condiciones mencionados anteriormente 
en relación con los explosivos, cartuchería y artículos pirotécnicos. 

c.	La adopción de las medidas de control necesarias para el cumplimiento de 
los requisitos y condiciones a que se refieren los párrafos a) y b). 

2.	La intervención de armas, explosivos, cartuchería y artículos pirotécnicos 
corresponde al Ministerio del Interior, que la ejerce a través de la Dirección 
General de la Guardia Civil, cuyos servicios están habilitados para realizar en 
cualquier momento las inspecciones y comprobaciones que sean necesarias en 
los espacios que estén destinados a su fabricación, depósito, comercialización o 
utilización. 
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Artículo 29. Medidas de control. 

1.	El Gobierno regulará las medidas de control necesarias sobre las materias 
relacionadas en el artículo anterior: 
a.	Mediante la sujeción de la apertura y funcionamiento de las fábricas, talleres, 

depósitos, establecimientos de comercialización y lugares de utilización y las 
actividades relacionadas con ellas a requisitos de catalogación o clasificación, 
autorización, información, inspección, vigilancia y control, requisitos especiales 
de habilitación para el personal encargado de su manipulación, así como la 
determinación del régimen de responsabilidad de quienes tengan el deber de 
prevenir la comisión de determinadas infracciones. 

b.	Estableciendo la obligatoria titularidad de licencias, permisos o 
autorizaciones para la adquisición, tenencia y utilización de armas de fuego, 
cuya expedición tendrá carácter restrictivo cuando se trate de armas de 
defensa personal, en relación con las cuales la concesión de las licencias, 
permisos o autorizaciones se limitará a supuestos de estricta necesidad. Para 
la concesión de licencias, permisos y autorizaciones se tendrán en cuenta la 
conducta y antecedentes del interesado. En todo caso, el solicitante prestará 
su consentimiento expreso a favor del órgano de la Administración General del 
Estado que tramita su solicitud para que se recaben sus antecedentes penales. 

c.	A través de la prohibición de la fabricación, tenencia y comercialización 
de armas, cartuchería, artículos pirotécnicos y explosivos especialmente 
peligrosos, así como el depósito de los mismos. 

2.	La fabricación, comercio y distribución de armas, artículos pirotécnicos, 
cartuchería y explosivos, constituye un sector con regulación específica en 
materia de derecho de establecimiento, en los términos previstos por la legislación 
sobre inversiones extranjeras en España, correspondiendo a los Ministerios 
de Defensa, del Interior y de Industria, Energía y Turismo el ejercicio de las 
competencias de supervisión y control. 

CAPÍTULO V
Régimen sancionador

Sección 1.ª Sujetos responsables, órganos competentes y reglas generales sobre 
las infracciones y la aplicación de las sanciones

Artículo 30. Sujetos responsables. 

1.	La responsabilidad por las infracciones cometidas recaerá directamente en el 
autor del hecho en que consista la infracción. 

2.	Estarán exentos de responsabilidad por las infracciones cometidas los 
menores de catorce años. 

En caso de que la infracción sea cometida por un menor de catorce años, la 
autoridad competente lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal para 
que inicie, en su caso, las actuaciones oportunas. 
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3.	A los efectos de esta Ley se considerarán organizadores o promotores de las 
reuniones en lugares de tránsito público o manifestaciones las personas físicas 
o jurídicas que hayan suscrito la preceptiva comunicación. Asimismo, aun no 
habiendo suscrito o presentado la comunicación, también se considerarán 
organizadores o promotores quienes de hecho las presidan, dirijan o 
ejerzan actos semejantes, o quienes por publicaciones o declaraciones de 
convocatoria de las mismas, por las manifestaciones orales o escritas que 
en ellas se difundan, por los lemas, banderas u otros signos que ostenten o 
por cualesquiera otros hechos pueda determinarse razonablemente que son 
directores de aquellas. 

Artículo 31. Normas concursales. 

1.	Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos 
de esta u otra Ley se sancionarán observando las siguientes reglas: 
a.	El precepto especial se aplicará con preferencia al general. 
b.	El precepto más amplio o complejo absorberá el que sancione las infracciones 

consumidas en aquel.
c.	En defecto de los criterios anteriores, el precepto más grave excluirá los que 

sancionen el hecho con una sanción menor. 

2.	En el caso de que un solo hecho constituya dos o más infracciones, o cuando 
una de ellas sea medio necesario para cometer la otra, la conducta será 
sancionada por aquella infracción que aplique una mayor sanción. 

3.	Cuando una acción u omisión deba tomarse en consideración como criterio de 
graduación de la sanción o como circunstancia que determine la calificación de la 
infracción no podrá ser sancionada como infracción independiente. 

Artículo 32. Órganos competentes. 

1.	Son órganos competentes en el ámbito de la Administración General del 
Estado: 
a.	El Ministro del Interior, para la sanción de las infracciones muy graves en 

grado máximo. 
b.	El Secretario de Estado de Seguridad, para la sanción de infracciones muy 

graves en grado medio y en grado mínimo. 
c.	Los Delegados del Gobierno en las comunidades autónomas y en las 

Ciudades de Ceuta y Melilla, para la sanción de las infracciones graves y leves. 

2.	Serán competentes para imponer las sanciones tipificadas en esta Ley las 
autoridades correspondientes de la Comunidad Autónoma en el ámbito de sus 
competencias en materia de seguridad ciudadana. 

3.	Los alcaldes podrán imponer las sanciones y adoptar las medidas previstas en 
esta Ley cuando las infracciones se cometieran en espacios públicos municipales 
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o afecten a bienes de titularidad local, siempre que ostenten competencia sobre 
la materia de acuerdo con la legislación específica. 

En los términos del artículo 41, las ordenanzas municipales podrán introducir 
especificaciones o graduaciones en el cuadro de las infracciones y sanciones 
tipificadas en esta Ley. 

Artículo 33. Graduación de las sanciones. 

1.	En la imposición de las sanciones por la comisión de las infracciones tipificadas 
en esta Ley se observará el principio de proporcionalidad, de acuerdo con lo 
dispuesto en los apartados siguientes. 

2.	Dentro de los límites previstos para las infracciones muy graves y graves, las 
multas se dividirán en tres tramos de igual extensión, correspondientes a los 
grados mínimo, medio y máximo, en los términos del apartado 1 del artículo 39. 

La comisión de una infracción determinará la imposición de la multa 
correspondiente en grado mínimo. 

La infracción se sancionará con multa en grado medio cuando se acredite la 
concurrencia, al menos, de una de las siguientes circunstancias: 
a.	La reincidencia, por la comisión en el término de dos años de más de una 

infracción de la misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución 
firme en vía administrativa. 

b.	La realización de los hechos interviniendo violencia, amenaza o 
intimidación. 

c.	La ejecución de los hechos usando cualquier tipo de prenda u objeto que 
cubra el rostro, impidiendo o dificultando la identificación. 

d.	Que en la comisión de la infracción se utilice a menores de edad, personas 
con discapacidad necesitadas de especial protección o en situación de 
vulnerabilidad. 

En cada grado, para la individualización de la multa se tendrán en cuenta los 
siguientes criterios: 
a.	La entidad del riesgo producido para la seguridad ciudadana o la salud 

pública. 
b.	La cuantía del perjuicio causado.
c.	La trascendencia del perjuicio para la prevención, mantenimiento o 

restablecimiento de la seguridad ciudadana. 
d.	La alteración ocasionada en el funcionamiento de los servicios públicos o en 

el abastecimiento a la población de bienes y servicios. 
e.	El grado de culpabilidad. 
f.	 El beneficio económico obtenido como consecuencia de la comisión de la 

infracción. 
g.	La capacidad económica del infractor. 
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Las infracciones sólo se sancionarán con multa en grado máximo cuando 
los hechos revistan especial gravedad y así se justifique teniendo en cuenta 
el número y la entidad de las circunstancias concurrentes y los criterios 
previstos en este apartado. 

3.	La multa por la comisión de infracciones leves se determinará directamente 
atendiendo a las circunstancias y los criterios del apartado anterior. 

Sección 2.ª Infracciones y sanciones

Artículo 34. Clasificación de las infracciones. 

Las infracciones tipificadas en esta Ley se clasifican en muy graves, graves y leves. 

Artículo 35. Infracciones muy graves. 

INCLUSIÓN: 
-- El grado mínimo, comprenderá la multa de 30.001 € a 220.000 €, 
-- El grado medio, comprenderá la multa de 220.001 € a 410.000 €,
-- El grado máximo, comprenderá la multa de 410.001 € a 600.000 €.    

Son infracciones muy graves: 
1.	Las reuniones o manifestaciones no comunicadas o prohibidas en infraestructuras 

o instalaciones en las que se prestan servicios básicos para la comunidad o en 
sus inmediaciones, así como la intrusión en los recintos de éstas, incluido su 
sobrevuelo, cuando, en cualquiera de estos supuestos, se haya generado un riesgo 
para la vida o la integridad física de las personas. En el caso de las reuniones y 
manifestaciones serán responsables los organizadores o promotores. 

2.	La fabricación, reparación, almacenamiento, circulación, comercio, transporte, 
distribución, adquisición, certificación, enajenación o utilización de armas 
reglamentarias, explosivos catalogados, cartuchería o artículos pirotécnicos, 
incumpliendo la normativa de aplicación, careciendo de la documentación 
o autorización requeridas o excediendo los límites autorizados cuando tales 
conductas no sean constitutivas de delito así como la omisión, insuficiencia, o falta 
de eficacia de las medidas de seguridad o precauciones que resulten obligatorias, 
siempre que en tales actuaciones se causen perjuicios muy graves. 

3.	La celebración de espectáculos públicos o actividades recreativas 
quebrantando la prohibición o suspensión ordenada por la autoridad 
correspondiente por razones de seguridad pública. 

4.	La proyección de haces de luz, mediante cualquier tipo de dispositivo, sobre los 
pilotos o conductores de medios de transporte que puedan deslumbrarles o distraer 
su atención y provocar accidentes. 
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EN LA OPERATIVA POLICIAL.  

Prácticamente en la operativa policial nos encontraremos con la necesidad de 
proponer para sanciones muy grabes en los siguientes supuestos. 

1.	Cuando tengamos que proponer para sanción por infracción muy grave, aquellas 
manifestaciones o reuniones que no hayan sido comunicadas o se realicen en 
infraestructuras de servicios básicos para la comunidad. Entendiendo como 
infraestructuras de servicios básicos para la comunidad:   

-- Servicios de suministro y distribución de agua/gas/electricidad. 
-- Centrales Nucleares, petroquímicas/refinerías, depósitos de combustibles. 
-- Las infraestructuras de telecomunicaciones.
-- Los puertos/aeropuertos/estaciones ferroviarias/metro, y/o estaciones de 

autobuses. 

2.	 Cuando los hechos sean de una entidad tan grave en la fabricación, comercio, 
transporte, manipulación de artefactos explosivos, armas, etc. y/o careciendo de 
los permisos pertinentes en la normativa específica, que pongan en riesgo la 
vida o integridad física de las personas. 

“Como sugerencia en estos supuestos y atendiendo siempre que se hayan 
causado perjuicios muy graves tanto para las personas como para las 
cosas, sería aconsejable que los Policías actuantes compareciesen en las 
oficinas policiales de atestados para instruir diligencias por un presunto 
delito, o en su defecto como mínimo comunicarlo a la autoridad judicial 
mediante minuta u oficio, para que esta valore en su caso la conveniencia 
o no de iniciar un procedimiento.” 

3.	Cuando en celebraciones de espectáculos públicos se incumpliesen las 
especificaciones que motivaron la autorización por parte de las Autoridades.  

4.	Cuando se proyecten haces de luz, sobre los pilotos o conductores de medios 
de transporte, estos haces de luces serán considerados los de cualquier tipo 
con capacidad de generar riesgo para los conductores. 

“En este supuesto no es necesario que se llegue a deslumbrar o distraer a 
los conductores o pilotos y provocar un accidente, sino que se pueda llegar 
a hacerlo.”

Artículo 36. Infracciones graves. 

INCLUSIÓN: 
-- El grado mínimo, comprenderá la multa de 601 € a 10.400 €, 
-- El grado medio, comprenderá la multa de 10.401 € a 20.200 €,
-- El grado máximo, comprenderá la multa de 20.201 € a 30.000 €.    
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Son infracciones graves: 
1.	La perturbación de la seguridad ciudadana en actos públicos, espectáculos 

deportivos o culturales, solemnidades y oficios religiosos u otras reuniones a las que 
asistan numerosas personas, cuando no sean constitutivas de infracción penal. 

2.	La perturbación grave de la seguridad ciudadana que se produzca con ocasión 
de reuniones o manifestaciones frente a las sedes del Congreso de los Diputados, 
el Senado y las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, aunque no 
estuvieran reunidas, cuando no constituya infracción penal.

INCLUSIÓN PARCIAL. LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL 
CÓDIGO PENAL. 
OPERATIVA POLICIAL SOBRE LAS REUNIONES Y MANIFESTACIONES 
ILÍCITAS. 
Artículo 494. 
Incurrirán en la pena de prisión de seis meses a un año o multa de doce a 
veinticuatro meses los que promuevan, dirijan o presidan manifestaciones u otra 
clase de reuniones ante las sedes del Congreso de los Diputados, del Senado o 
de una Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma, cuando estén reunidos, 
alterando su normal funcionamiento.

Artículo 513. 
Son punibles las reuniones o manifestaciones ilícitas, y tienen tal consideración:
1.º Las que se celebren con el fin de cometer algún delito.
2.º Aquéllas a las que concurran personas con armas, artefactos explosivos u 

objetos contundentes o de cualquier otro modo peligroso.

Artículo 514. 
1.	Los promotores o directores de cualquier reunión o manifestación comprendida 

en el número 1.º del artículo anterior y los que, en relación con el número 2.º 
del mismo, no hayan tratado de impedir por todos los medios a su alcance las 
circunstancias en ellos mencionadas, incurrirán en las penas de prisión de uno 
a tres años y multa de doce a veinticuatro meses. A estos efectos, se reputarán 
directores o promotores de la reunión o manifestación los que las convoquen o 
presidan.

2.	Los asistentes a una reunión o manifestación que porten armas u otros medios 
igualmente peligrosos serán castigados con la pena de prisión de uno a dos 
años y multa de seis a doce meses. Los Jueces o Tribunales, atendiendo a los 
antecedentes del sujeto, circunstancias del caso y características del arma o 
instrumento portado, podrán rebajar en un grado la pena señalada.

3.	Las personas que, con ocasión de la celebración de una reunión o manifestación, 
realicen actos de violencia contra la autoridad, sus agentes, personas o 
propiedades públicas o privadas, serán castigadas con la pena que a su delito 
corresponda, en su mitad superior.
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4.	Los que impidieren el legítimo ejercicio de las libertades de reunión o 
manifestación, o perturbaren gravemente el desarrollo de una reunión o 
manifestación lícita serán castigados con la pena de prisión de dos a tres años 
si los hechos se realizaran con violencia, y con la pena de prisión de tres a seis 
meses o multa de seis a 12 meses si se cometieren mediante vías de hecho o 
cualquier otro procedimiento ilegítimo.

5.	Los promotores o directores de cualquier reunión o manifestación que 
convocaren, celebraren o intentaren celebrar de nuevo una reunión o 
manifestación que hubiese sido previamente suspendida o prohibida, y siempre 
que con ello pretendieran subvertir el orden constitucional o alterar gravemente 
la paz pública, serán castigados con las penas de prisión de seis meses a un año 
y multa de seis a doce meses, sin perjuicio de la pena que pudiera corresponder, 
en su caso, conforme a los apartados precedentes. 

Artículo 515. 
Son punibles las asociaciones ilícitas, teniendo tal consideración:
1.º Las que tengan por objeto cometer algún delito o, después de constituidas, 

promuevan su comisión.

2.º Las que, aun teniendo por objeto un fin lícito, empleen medios violentos o de 
alteración o control de la personalidad para su consecución.

3.º Las organizaciones de carácter paramilitar.

4.º Las que fomenten, promuevan o inciten directa o indirectamente al odio, 
hostilidad, discriminación o violencia contra personas, grupos o asociaciones 
por razón de su ideología, religión o creencias, la pertenencia de sus miembros 
o de alguno de ellos a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, 
situación familiar, enfermedad o discapacidad.

Artículo 540. 
La autoridad o funcionario público que prohíba una reunión pacífica o la disuelva 
fuera de los casos expresamente permitidos por las Leyes, será castigado con la 
pena de  inhabilitación especial para empleo o cargo público de cuatro a ocho años 
y multa de seis a nueve meses.

3.	Causar desórdenes en las vías, espacios o establecimientos públicos, u 
obstaculizar la vía pública con mobiliario urbano, vehículos, contenedores, 
neumáticos u otros objetos, cuando en ambos casos se ocasione una alteración 
grave de la seguridad ciudadana. 
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INCLUSIÓN PARCIAL: LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL 
CÓDIGO PENAL.
OPERATIVA POLICIAL SOBRE LOS DESÓRDENES, ALTERACIONES DEL 
PÚBLICO. 

Artículo 385. 
Será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años o a las de multa 
de doce a veinticuatro meses y trabajos en beneficio de la comunidad de diez a 
cuarenta días, el que originare un grave riesgo para la circulación de alguna de las 
siguientes formas:
1.ª Colocando en la vía obstáculos imprevisibles, derramando sustancias 

deslizantes o inflamables o mutando, sustrayendo o anulando la señalización o 
por cualquier otro medio.

2.ª No restableciendo la seguridad de la vía, cuando haya obligación de hacerlo.

Artículo 385 bis. 
El vehículo a motor o ciclomotor utilizado en los hechos previstos en este Capítulo 
se considerará instrumento del delito a los efectos de los artículos 127 y 128.

Artículo 557. 

1. Quienes actuando en grupo o individualmente pero amparados en él, alteraren 
la paz pública ejecutando actos de violencia sobre las personas o sobre las 
cosas, o amenazando a otros con llevarlos a cabo, serán castigados con una 
pena de seis meses a tres años de prisión.

Estas penas serán impuestas sin perjuicio de las que pudieran corresponder a 
los actos concretos de violencia o de amenazas que se hubieran llevado a cabo.

2. Con las mismas penas se castigará a quienes actuaren sobre el grupo o sus 
individuos incitándoles a realizar las acciones descritas en el apartado anterior 
o reforzando su disposición a llevarlas a cabo.

Artículo 557 bis. 
1. Los hechos descritos en el artículo anterior serán castigados con una pena 

de uno a seis años de prisión cuando concurra alguna de las circunstancias 
siguientes:
1.ª Cuando alguno de los partícipes en el delito portare un arma u otro 

instrumento peligroso, o exhibiere un arma de fuego simulada.
2.ª Cuando el acto de violencia ejecutado resulte potencialmente peligroso para 

la vida de las personas o pueda causar lesiones graves. En particular, están 
incluidos los supuestos de lanzamiento de objetos contundentes o líquidos 
inflamables, el incendio y la utilización de explosivos.

3.ª Cuando los hechos se lleven a cabo en una manifestación o reunión 
numerosa, o con ocasión de alguna de ellas.
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4.ª Cuando se llevaren a cabo actos de pillaje.
5.ª Cuando el autor del hecho se prevaliera de su condición de autoridad, 

agente de ésta o funcionario público.
6.ª Cuando se lleven a cabo con ocultación del rostro y así se dificulte la 

identificación de sus autores.
Estas penas serán impuestas sin perjuicio de las que pudieran corresponder a los 
actos concretos de violencia, amenazas o pillaje que se hubieran llevado a cabo.

Artículo 557 ter. 
1.	Los que, actuando en grupo o individualmente pero amparados en él, invadan 

u ocupen, contra la voluntad de su titular, el domicilio de una persona jurídica 
pública o privada, un despacho, oficina, establecimiento o local, aunque se 
encuentre abierto al público, y causen con ello una perturbación relevante de la 
paz pública y de su actividad normal, serán castigados con una pena de prisión 
de tres a seis meses o multa de seis a doce meses, salvo que los hechos ya 
estuvieran castigados con una pena más grave en otro precepto de este Código.

2.	Los hechos serán castigados con la pena superior en grado cuando concurran 
las circunstancias 1.ª, 3.ª, 4.ª ó 5.ª del artículo 557 bis.

Artículo 558. 
Serán castigados con la pena de prisión de tres a seis meses o multa de seis a 
12 meses, los que perturben gravemente el orden en la audiencia de un tribunal 
o juzgado, en los actos públicos propios de cualquier autoridad o corporación, en 
colegio electoral, oficina o establecimiento público, centro docente o con motivo 
de la celebración de espectáculos deportivos o culturales. En estos casos se 
podrá imponer también la pena de privación de acudir a los lugares, eventos o 
espectáculos de la misma naturaleza por un tiempo superior hasta tres años a la 
pena de prisión impuesta.

Artículo 559. 
La distribución o difusión pública, a través de cualquier medio, de mensajes o 
consignas que inciten a la comisión de alguno de los delitos de alteración del orden 
público del artículo 557 bis del Código Penal, o que sirvan para reforzar la decisión 
de llevarlos a cabo, será castigado con una pena de multa de tres a doce meses o 
prisión de tres meses a un año.

Artículo 560. 
1.	Los que causaren daños que interrumpan, obstaculicen o destruyan líneas 

o instalaciones de telecomunicaciones o la correspondencia postal, serán 
castigados con la pena de prisión de uno a cinco años.

2.	En la misma pena incurrirán los que causen daños en vías férreas u originen un 
grave daño para la circulación ferroviaria de alguna de las formas previstas en 
el artículo 382.
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3.	Igual pena se impondrá a los que dañen las conducciones o transmisiones 
de agua, gas o electricidad para las poblaciones, interrumpiendo o alterando 
gravemente el suministro o servicio.

Artículo 561. 
Quien afirme falsamente o simule una situación de peligro para la comunidad o la 
producción de un siniestro a consecuencia del cual es necesario prestar auxilio a 
otro, y con ello provoque la movilización de los servicios de policía, asistencia o 
salvamento, será castigado con la pena de prisión de tres meses y un día a un año 
o multa de tres a dieciocho meses.

4.	Los actos de obstrucción que pretendan impedir a cualquier autoridad, empleado 
público o corporación oficial el ejercicio legítimo de sus funciones, el cumplimiento 
o la ejecución de acuerdos o resoluciones administrativas o judiciales, siempre que 
se produzcan al margen de los procedimientos legalmente establecidos y no sean 
constitutivos de delito.

5.	Las acciones y omisiones que impidan u obstaculicen el funcionamiento 
de los servicios de emergencia, provocando o incrementando un riesgo para 
la vida o integridad de las personas o de daños en los bienes, o agravando las 
consecuencias del suceso que motive la actuación de aquéllos. 

COMENTARIO: 
Los comportamientos de obstaculizar y las omisiones que impidan la actuación 
de los servicios de emergencias, se dirigen especialmente contra los policías, 
bomberos, ambulancias, sanitarios, protección civil. 
Las acciones u omisiones se considerarán infracciones graves cuando hayan 
obstaculizado la acción de los servicios de emergencia, provocando; 

-- Provocado o incrementado el riesgo para la vida o integridad física de las 
personas  o poniendo en riesgo los bienes. 

-- Incrementado la gravedad y las consecuencias del suceso que motiva la 
actuación de los servicios de emergencia. 

6.	La desobediencia o la resistencia a la autoridad o a sus agentes en el ejercicio 
de sus funciones, cuando no sean constitutivas de delito, así como la negativa 
a identificarse a requerimiento de la autoridad o de sus agentes o la alegación de 
datos falsos o inexactos en los procesos de identificación. 

COMENTARIO: 
En la operativa policial sin duda es uno de los artículos de más relevancia, después 
haberse despenalizado las FALTAS y en concreto el art. 634, que sancionaba 
anteriormente la mayoría de estos comportamientos.  
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En este sentido tendremos presente en la propuesta de sanciones de esta ley, los 
tres (3) tipos de conductas, y con las siguientes consideraciones en la Operativa 
Policial: 

-- La resistencia o resistencia leve a los Agentes de la Autoridad en el ejercicio 
de sus funciones. 

“EN LOS SUPUESTOS DE RESISTENCIA GRAVE SERÁ SIEMPRE DELITO DE 
ATENTADO DEL REFORAMADO CODIGO PENAL ARTÍCULO 550.” 

-- La negativa a identificarse, estaríamos ante la típica conducta infundada, de 
negarse a identificar y que finalmente mediante la mediación y buen hacer de 
los Agentes de Policía  se accede a facilitar su identificación.   

-- La alegación de datos falsos o inexactos durante la identificación, es frecuente 
aludir a datos falsos para eludir posibles responsabilidades administrativas y/o 
penales, en especialmente en cuanto al domicilio para posible notificaciones, 
citaciones, etc.    

INCLUSIÓN PARCIAL: LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL 
CÓDIGO PENAL.

OPERATIVA POLICIAL EN  LOS ATENTADOS, RESISTENCIAS/
DESOBEDIENCIAS CONTRA LOS AGENTES FFCCSS. 

Artículo 550. 
1.	Son reos de atentado los que agredieren o, con intimidación grave o violencia, 

opusieren resistencia grave a la autoridad, a sus agentes o funcionarios públicos, 
o los acometieren, cuando se hallen en el ejercicio de las funciones de sus 
cargos o con ocasión de ellas.

En todo caso, se considerarán actos de atentado los cometidos contra los 
funcionarios docentes o sanitarios que se hallen en el ejercicio de las funciones 
propias de su cargo, o con ocasión de ellas.

2.	Los atentados serán castigados con las penas de prisión de uno a cuatro años y 
multa de tres a seis meses si el atentado fuera contra autoridad y de prisión de 
seis meses a tres años en los demás casos.

3.	No obstante lo previsto en el apartado anterior, si la autoridad contra la que 
se atentare fuera miembro del Gobierno, de los Consejos de Gobierno de las 
Comunidades Autónomas, del Congreso de los Diputados, del Senado o de las 
Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, de las Corporaciones 
locales, del Consejo General del Poder Judicial, Magistrado del Tribunal 
Constitucional, juez, magistrado o miembro del Ministerio Fiscal, se impondrá la 
pena de prisión de uno a seis años y multa de seis a doce meses.
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Artículo 551. 
Se impondrán las penas superiores en grado a las respectivamente previstas en el 
artículo anterior siempre que el atentado se cometa:

1.º Haciendo uso de armas u otros objetos peligrosos.

2.º Cuando el acto de violencia ejecutado resulte potencialmente peligroso para 
la vida de las personas o pueda causar lesiones graves. En particular, están 
incluidos los supuestos de lanzamiento de objetos contundentes o líquidos 
inflamables, el incendio y la utilización de explosivos.

3.º Acometiendo a la autoridad, a su agente o al funcionario público haciendo uso 
de un vehículo de motor.

4.º Cuando los hechos se lleven a cabo con ocasión de un motín, plante o incidente 
colectivo en el interior de un centro penitenciario.

Artículo 554. 
1.	Los hechos descritos en los artículos 550 y 551 serán también castigados con 

las penas expresadas en ellos cuando se cometieren contra un miembro de las 
Fuerzas Armadas que, vistiendo uniforme, estuviera prestando un servicio que 
le hubiera sido legalmente encomendado.

2.	Las mismas penas se impondrán a quienes acometan, empleen violencia o 
intimiden a las personas que acudan en auxilio de la autoridad, sus agentes o 
funcionarios.

3.	También se impondrán las penas de los artículos 550 y 551 a quienes acometan, 
empleen violencia o intimiden gravemente:
a) A los bomberos o miembros del personal sanitario o equipos de socorro que 

estuvieran interviniendo con ocasión de un siniestro, calamidad pública o 
situación de emergencia, con la finalidad de impedirles el ejercicio de sus 
funciones.

b) Al personal de seguridad privada, debidamente identificado, que desarrolle 
actividades de seguridad privada en cooperación y bajo el mando de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Artículo 556. 
1.	Serán castigados con la pena de prisión de tres meses a un año o multa de 

seis a dieciocho meses, los que, sin estar comprendidos en el artículo 550, 
resistieren o desobedecieren gravemente a la autoridad o sus agentes en el 
ejercicio de sus funciones, o al personal de seguridad privada, debidamente 
identificado, que desarrolle actividades de seguridad privada en cooperación y 
bajo el mando de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

2.	Los que faltaren al respeto y consideración debida a la autoridad, en el ejercicio 
de sus funciones, serán castigados con la pena de multa de uno a tres meses.
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7. La negativa a la disolución de reuniones y manifestaciones en lugares de 
tránsito público ordenada por la autoridad competente cuando concurran los 
supuestos del artículo 5 de la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio. 

8.	8. La perturbación del desarrollo de una reunión o manifestación lícita, cuando 
no constituya infracción penal. 

9.	La intrusión en infraestructuras o instalaciones en las que se prestan servicios 
básicos para la comunidad, incluyendo su sobrevuelo, cuando se haya producido 
una interferencia grave en su funcionamiento. 

10.	Portar, exhibir o usar armas prohibidas, así como portar, exhibir o usar 
armas de modo negligente, temerario o intimidatorio, o fuera de los lugares 
habilitados para su uso, aún cuando en este último caso se tuviera licencia, 
siempre que dichas conductas no constituyan infracción penal. 

INCLUSIÓN PARCIAL: LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL 
CÓDIGO PENAL.
OPERATIVA POLICIAL EN LOS SUPUESTOS DE LA TENENCIA, TRÁFICO Y 
DEPÓSITO DE ARMAS, MUNICIONES O EXPLOSIVOS

Artículo 563. 
La tenencia de armas prohibidas y la de aquellas que sean resultado de la modificación 
sustancial de las características de fabricación de armas reglamentadas, será 
castigada con la pena de prisión de uno a tres años.

Artículo 564. 
1. La tenencia de armas de fuego reglamentadas, careciendo de las licencias o 

permisos necesarios, será castigada:
1.º Con la pena de prisión de uno a dos años, si se trata de armas cortas.
2.º Con la pena de prisión de seis meses a un año, si se trata de armas largas.

2. Los delitos previstos en el número anterior se castigarán, respectivamente, con 
las penas de prisión de dos a tres años y de uno a dos años, cuando concurra 
alguna de las circunstancias siguientes:
1.ª Que las armas carezcan de marcas de fábrica o de número, o los tengan 

alterados o borrados.
2.ª Que hayan sido introducidas ilegalmente en territorio español.
3.ª Que hayan sido transformadas, modificando sus características originales.

 

11. La solicitud o aceptación por el demandante de servicios sexuales retribuidos 
en zonas de tránsito público en las proximidades de lugares destinados a su 
uso por menores, como centros educativos, parques infantiles o espacios de ocio 
accesibles a menores de edad, o cuando estas conductas, por el lugar en que 
se realicen, puedan generar un riesgo para la seguridad vial. Los agentes de 
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la autoridad requerirán a las personas que ofrezcan estos servicios para que se 
abstengan de hacerlo en dichos lugares, informándoles de que la inobservancia de 
dicho requerimiento podría constituir una infracción del párrafo 6 de este artículo. 

12. La fabricación, reparación, almacenamiento, circulación, comercio, transporte, 
distribución, adquisición, certificación, enajenación o utilización de armas 
reglamentarias, explosivos catalogados, cartuchería o artículos pirotécnicos, 
incumpliendo la normativa de aplicación, careciendo de la documentación o 
autorización requeridas o excediendo los límites autorizados cuando tales 
conductas no sean constitutivas de delito, así como la omisión, insuficiencia, 
o falta de eficacia de las medidas de seguridad o precauciones que resulten 
obligatorias. 

INCLUSIÓN PARCIAL REAL DECRETO 137/1993. 
OPERATIVA POLICIAL EN LOS SUPUESTOS DE LA TENENCIA, TRÁFICO Y 
DEPÓSITO DE ARMAS, MUNICIONES O EXPLOSIVOS
Artículo 146.
1.	Queda prohibido portar, exhibir y usar fuera del domicilio, del lugar de trabajo, en 

su caso, o de las correspondientes actividades deportivas, cualquiera clase de 
armas de fuego cortas y armas blancas, especialmente aquellas que tengan hoja 
puntiaguda, así como en general armas de las categorías 5.ª, 6.ª y 7.ª. Queda 
al prudente criterio de las autoridades y sus agentes apreciar si el portador de 
las armas tiene o no necesidad de llevarlas consigo, según la ocasión, momento 
o circunstancia en especial si se trata de armas amparadas en licencias B, por 
razones de seguridad.

2.	Deberá en general estimarse ilícito el hecho de llevar o usar armas los 
concurrentes a establecimientos públicos y lugares de reunión, concentración, 
recreo o esparcimiento, así como en todo caso los que hubieran sufrido condena 
por delito o falta contra las personas o la propiedad o por uso indebido de armas 
o sanción por infracción de este Reglamento.

Artículo 147.
1.	Los usuarios de las armas deberán estar en todo momento en condiciones de 

controlarlas. En la presencia o proximidad de otras personas, deberán actuar 
con la diligencia y precauciones necesarias y comportarse de forma que no 
puedan causar peligro, daños, perjuicios o molestias a terceras personas o a 
sus bienes.

2.	Queda prohibido portar, exhibir o usar las armas:
a.	Sin necesidad o de modo negligente o temerario.
b.	Mientras se utilizan cascos o auriculares conectados con aparatos receptores 

o reproductores de sonidos.
c.	Bajo los efectos de bebidas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos, 

estimulantes u otras sustancias análogas.
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Artículo 149.
1.	Solamente se podrán llevar armas reglamentarias por las vías y lugares públicos 

urbanos, y desmontadas o dentro de sus cajas o fundas, durante el trayecto 
desde los lugares en que habitualmente están guardadas o depositadas 
hasta los lugares donde se realicen las actividades de utilización debidamente 
autorizadas.

2.	Las armas solamente podrán ser utilizadas en los polígonos, galerías o campos 
de tiro y en los campos o espacios idóneos para el ejercicio de la caza, de la 
pesca o de otras actividades deportivas.

3.	Salvo las actuaciones propias de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, así como las actividades cinegéticas, que se regirán por 
sus legislaciones especiales, la realización de cualesquiera clase de concursos 
o actividades con armas de fuego o de aire comprimido de la categoría 3.ª, 3, 
que tengan lugar fuera de campos, polígonos o galerías de tiro debidamente 
autorizados, requerirán autorización previa del Gobernador civil de la provincia 
en que tengan lugar. Sus organizadores habrán de solicitarla al menos con 
quince días de antelación, facilitando información suficiente sobre los lugares de 
celebración, actividades a realizar, datos sobre participantes, armas a utilizar y 
medidas de seguridad adoptadas, todo ello sin perjuicio de otras autorizaciones 
que procedan, de las autoridades competentes de la Administración General del 
Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Corporaciones locales.

4.	Previo informe del Alcalde del municipio y de la unidad correspondiente 
de la Guardia Civil, el Gobernador civil podrá prohibir tales actividades o 
autorizarlas disponiendo la adopción de las medidas de seguridad y comodidad 
complementarias que estime pertinentes.

5.	Los Alcaldes podrán autorizar, con los condicionamientos pertinentes para 
garantizar la seguridad, la apertura y funcionamiento de espacios en los que se 
pueda hacer uso de armas de aire comprimido de la categoría 4.ª.

13. La negativa de acceso o la obstrucción deliberada de las inspecciones o 
controles reglamentarios, establecidos conforme a lo dispuesto en esta Ley, en 
fábricas, locales, establecimientos, embarcaciones y aeronaves. 

14. El uso público e indebido de uniformes, insignias o condecoraciones oficiales, 
o réplicas de los mismos, así como otros elementos del equipamiento de 
los cuerpos policiales o de los servicios de emergencia que puedan generar 
engaño acerca de la condición de quien los use, cuando no sea constitutivo de 
infracción penal. 
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INCLUSIÓN PARCIAL: LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL 
CÓDIGO PENAL.
OPERATIVA POLICIAL EN LOS SUPUESTOS DE LA USURPACIÓN DE 
FUNCIONES PÚBLICAS Y DEL INTRUSISMO.

Artículo 402. 
El que ilegítimamente ejerciere actos propios de una autoridad o funcionario público 
atribuyéndose carácter oficial, será castigado con la pena de prisión de uno a tres 
años.

Artículo 402 bis. 
El que sin estar autorizado usare pública e indebidamente uniforme, traje o insignia 
que le atribuyan carácter oficial será castigado con la pena de multa de uno a tres 
meses.

15.	La falta de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en la 
averiguación de delitos o en la prevención de acciones que puedan poner en riesgo 
la seguridad ciudadana en los supuestos previstos en el artículo 7.

16.	El consumo o la tenencia ilícitos de drogas tóxicas, estupefacientes o 
sustancias psicotrópicas, aunque no estuvieran destinadas al tráfico, en lugares, 
vías, establecimientos públicos o transportes colectivos, así como el abandono de 
los instrumentos u otros efectos empleados para ello en los citados lugares. 

INCLUSIÓN PARCIAL: LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL 
CÓDIGO PENAL. 
CONSIDERACIONES EN LA OPERATIVA POLICIAL EN LOS SUPUESTOS DE 
TRÁFICO  DE DROGAS.

Artículo 368. 
Los que ejecuten actos de cultivo, elaboración o tráfico, o de otro modo promuevan, 
favorezcan o faciliten el consumo ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o 
sustancias psicotrópicas, o las posean con aquellos fines, serán castigados con las 
penas de prisión de tres a seis años y multa del tanto al triplo del valor de la droga 
objeto del delito si se tratare de sustancias o productos que causen grave daño a la 
salud, y de prisión de uno a tres años y multa del tanto al duplo en los demás casos.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los tribunales podrán imponer la 
pena inferior en grado a las señaladas en atención a la escasa entidad del hecho 
y a las circunstancias personales del culpable. No se podrá hacer uso de esta 
facultad si concurriere alguna de las circunstancias a que se hace referencia en los 
artículos 369 bis y 370.
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Artículo 369. 
1. Se impondrán las penas superiores en grado a las señaladas en el artículo 

anterior y multa del tanto al cuádruplo cuando concurran alguna de las siguientes 
circunstancias:

1.ª El culpable fuere autoridad, funcionario público, facultativo, trabajador social, 
docente o educador y obrase en el ejercicio de su cargo, profesión u oficio.

2.ª El culpable participare en otras actividades organizadas o cuya ejecución se 
vea facilitada por la comisión del delito.

3.ª Los hechos fueren realizados en establecimientos abiertos al público por los 
responsables o empleados de los mismos.

4.ª Las sustancias a que se refiere el artículo anterior se faciliten a menores de 
18 años, a disminuidos psíquicos o a personas sometidas a tratamiento de 
deshabituación o rehabilitación.

5.ª Fuere de notoria importancia la cantidad de las citadas sustancias objeto de 
las conductas a que se refiere el artículo anterior.

6.ª Las referidas sustancias se adulteren, manipulen o mezclen entre sí o con 
otras, incrementando el posible daño a la salud.

7.ªLas conductas descritas en el artículo anterior tengan lugar en centros docentes, 
en centros, establecimientos o unidades militares, en establecimientos 
penitenciarios o en centros de deshabituación o rehabilitación, o en sus 
proximidades.

8.ª El culpable empleare violencia o exhibiere o hiciese uso de armas para 
cometer el hecho.

Artículo 369 bis. 
Cuando los hechos descritos en el artículo 368 se hayan realizado por quienes 
pertenecieren a una organización delictiva, se impondrán las penas de prisión de 
nueve a doce años y multa del tanto al cuádruplo del valor de la droga si se tratara 
de sustancias y productos que causen grave daño a la salud y de prisión de cuatro 
años y seis meses a diez años y la misma multa en los demás casos.

A los jefes, encargados o administradores de la organización se les impondrán las 
penas superiores en grado a las señaladas en el párrafo primero.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica 
sea responsable de los delitos recogidos en los dos artículos anteriores, se le 
impondrán las siguientes penas:
a) Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del valor de la droga cuando 

la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona 
física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años.
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b) Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del valor de la droga cuando 
la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona 
física tiene prevista una pena de prisión de más de dos años no incluida en el 
anterior inciso.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales 
podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 
del artículo 33.

Artículo 370. 
Se impondrá la pena superior en uno o dos grados a la señalada en el artículo 368 
cuando:
1.º Se utilice a menores de 18 años o a disminuidos psíquicos para cometer estos 

delitos.

2.º Se trate de los jefes, administradores o encargados de las organizaciones a que 
se refiere la circunstancia 2.ª del apartado 1 del artículo 369.

3.º Las conductas descritas en el artículo 368 fuesen de extrema gravedad.

Se consideran de extrema gravedad los casos en que la cantidad de las sustancias 
a que se refiere el artículo 368 excediere notablemente de la considerada como 
de notoria importancia, o se hayan utilizado buques, embarcaciones o aeronaves 
como medio de transporte específico, o se hayan llevado a cabo las conductas 
indicadas simulando operaciones de comercio internacional entre empresas, o 
se trate de redes internacionales dedicadas a este tipo de actividades, o cuando 
concurrieren tres o más de las circunstancias previstas en el artículo 369.1.

En los supuestos de los anteriores números 2.º y 3.º se impondrá a los culpables, 
además, una multa del tanto al triplo del valor de la droga objeto del delito.

CANTIDADES DETERMINADAS AL TRÁFICO DE DROGAS.
Acuerdo de 19 de Octubre de 2001, Informe del Instituto de Nacional de Toxicología.

SPEED: -----------------------------------------     5 gr.
HEROÍNA: -------------------------------------      3 gr.
COCAÍNA: -------------------------------------   7´5 gr.
HACHÍS: ----------------------------------------   25 gr.
MARIHUANA: ---------------------------------  100 gr.
LSD: ---------------------------------------------      3 gr.
PASTILLAS: -----------------------------------  900 gr.
KETAMINA: ------------------------------------     5 gr.
ACEITE DE HACHÍS: -----------------------      6 gr.

 
 

17.	El traslado de personas, con cualquier tipo de vehículo, con el objeto de facilitar 
a éstas el acceso a drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, 
siempre que no constituya delito.
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18.	La ejecución de actos de plantación y cultivo ilícitos de drogas tóxicas, 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas en lugares visibles al público, 
cuando no sean constitutivos de infracción penal. 

19.	La tolerancia del consumo ilegal o el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes 
o sustancias psicotrópicas en locales o establecimientos públicos o la falta de 
diligencia en orden a impedirlos por parte de los propietarios, administradores o 
encargados de los mismos. 

20.	La carencia de los registros previstos en esta Ley para las actividades con 
trascendencia para la seguridad ciudadana o la omisión de comunicaciones 
obligatorias. 

21.	La alegación de datos o circunstancias falsos para la obtención de las 
documentaciones previstas en esta Ley, siempre que no constituya infracción penal. 

22.	El incumplimiento de las restricciones a la navegación reglamentariamente 
impuestas a las embarcaciones de alta velocidad y aeronaves ligeras. 

23.	El uso no autorizado de imágenes o datos personales o profesionales de 
autoridades o miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que pueda 
poner en peligro la seguridad personal o familiar de los agentes, de las instalaciones 
protegidas o en riesgo el éxito de una operación, con respeto al derecho fundamental 
a la información. 

COMENTARIOS A TENER EN CUENTA EN OPERATIVA POLICIAL.
Tenemos que tener claro que el uso es distinto a la obtención, por lo que es 
aconsejable valorar quien toma las imágenes, si un periodista acreditado 
profesionalmente o si es un particular, y si estas van acompañadas con amenazas 
de ser utilizadas en nuestra contra. Así mismo en función de la intervención si se 
cree oportuno procederemos a: 

-- Identificar al individuo que realice la captación de nuestra imagen.
-- Reseñar la marca y modelo de la cámara o aparato de captación. 
-- Levantar Acta de intervención genérica en su caso, reseñando las incidencias 

de la actuación y los aparatos incautados, así como de las posibles alegaciones 
que pueda realizar la persona interesada. 

-- Informar al interesado del motivo de la intervención y del proceso que seguirá 
el Acta.   

INCLUSIÓN PARCIAL: Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, sobre protección 
civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia 
imagen.
Artículo 8
1.	No se reputarán, con carácter general, intromisiones ilegítimas las actuaciones 

autorizadas o acordadas por la Autoridad competente de acuerdo con la ley, ni 
cuando predomine un interés histórico, científico o cultural relevante.
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2.	En particular, el derecho a la propia imagen no impedirá:

a.	Su captación, reproducción o publicación por cualquier medio, cuando se trate 
de personas que ejerzan un cargo público o una profesión de notoriedad o 
proyección pública y la imagen se capte durante un acto público o en lugares 
abiertos al público.

b.	La utilización de la caricatura de dichas personas, de acuerdo con el uso 
social.

c.	La información gráfica sobre un suceso o acaecimiento público cuando la 
imagen de una persona determinada aparezca como meramente accesoria.

Las excepciones contempladas en los párrafos a) y b) no serán de aplicación 
respecto de las autoridades o personas que desempeñen funciones que por su 
naturaleza necesiten el anonimato de la persona que las ejerza.

INCLUSIÓN PARCIAL: LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL 
CÓDIGO PENAL: De las amenazas

Artículo 169. 
El que amenazare a otro con causarle a él, a su familia o a otras personas con las 
que esté íntimamente vinculado un mal que constituya delitos de homicidio, lesiones, 
aborto, contra la libertad, torturas y contra la integridad moral, la libertad sexual, la 
intimidad, el honor, el patrimonio y el orden socioeconómico, será castigado:
1.º Con la pena de prisión de uno a cinco años, si se hubiere hecho la amenaza 

exigiendo una cantidad o imponiendo cualquier otra condición, aunque no sea 
ilícita, y el culpable hubiere conseguido su propósito. De no conseguirlo, se 
impondrá la pena de prisión de seis meses a tres años.

Las penas señaladas en el párrafo anterior se impondrán en su mitad superior 
si las amenazas se hicieren por escrito, por teléfono o por cualquier medio de 
comunicación o de reproducción, o en nombre de entidades o grupos reales o 
supuestos.

2.º Con la pena de prisión de seis meses a dos años, cuando la amenaza no haya 
sido condicional.

INCLUSIÓN PARCIAL:  LECrim. 

Artículo 282.
La Policía Judicial tiene por objeto, y será obligación de todos los que la componen, 
averiguar los delitos públicos que se cometieren en su territorio o demarcación; 
practicar, según sus atribuciones, las diligencias necesarias para comprobarlos 
y descubrir a los delincuentes, y recoger todos los efectos, instrumentos o 
pruebas del delito de cuya desaparición hubiere peligro, poniéndolos a 
disposición de la autoridad judicial.

* DE  LAS INCAUTACIONES SIN AMPARO LEGAL ¡!!!!
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Artículo 172. 
1.	El que, sin estar legítimamente autorizado, impidiere a otro con violencia 

hacer lo que la ley no prohíbe, o le compeliere a efectuar lo que no quiere, 
sea justo o injusto, será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres 
años o con multa de 12 a 24 meses, según la gravedad de la coacción o de los 
medios empleados.

Artículo 37. Infracciones leves. 
Son infracciones leves: 

1.	La celebración de reuniones en lugares de tránsito público o de 
manifestaciones, incumpliendo lo preceptuado en los artículos 4.2, 8, 9, 10 y 11 
de la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, cuya responsabilidad corresponderá a 
los organizadores o promotores. 

2.	La exhibición de objetos peligrosos para la vida e integridad física de las 
personas con ánimo intimidatorio, siempre que no constituya delito o infracción 
grave. 

3.	El incumplimiento de las restricciones de circulación peatonal o itinerario 
con ocasión de un acto público, reunión o manifestación, cuando provoquen 
alteraciones menores en el normal desarrollo de los mismos. 

4.	Las faltas de respeto y consideración cuyo destinatario sea un miembro 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el ejercicio de sus funciones de 
protección de la seguridad, cuando estas conductas no sean constitutivas de 
infracción penal. 

5.	La realización o incitación a la realización de actos que atenten contra la 
libertad e indemnidad sexual, o ejecutar actos de exhibición obscena, cuando 
no constituya infracción penal. 

6.	La proyección de haces de luz, mediante cualquier tipo de dispositivo, sobre 
miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para impedir o dificultar el 
ejercicio de sus funciones. 

7.	La ocupación de cualquier inmueble, vivienda o edificio ajenos, o la 
permanencia en ellos, en ambos casos contra la voluntad de su propietario, 
arrendatario o titular de otro derecho sobre el mismo, cuando no sean 
constitutivas de infracción penal. 

Asimismo la ocupación de la vía pública con infracción de lo dispuesto por 
la Ley o contra la decisión adoptada en aplicación de aquella por la autoridad 
competente.
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Se entenderá incluida en este supuesto la ocupación de la vía pública para la venta 
ambulante no autorizada. 

8.	La omisión o la insuficiencia de medidas para garantizar la conservación de la 
documentación de armas y explosivos, así como la falta de denuncia de la pérdida 
o sustracción de la misma.

9.	Las irregularidades en la cumplimentación de los registros previstos en esta 
Ley con trascendencia para la seguridad ciudadana, incluyendo la alegación de 
datos o circunstancias falsos o la omisión de comunicaciones obligatorias 
dentro de los plazos establecidos, siempre que no constituya infracción penal. 

10.	El incumplimiento de la obligación de obtener la documentación personal 
legalmente exigida, así como la omisión negligente de la denuncia de su sustracción 
o extravío.

11.	La negligencia en la custodia y conservación de la documentación personal 
legalmente exigida, considerándose como tal la tercera y posteriores pérdidas o 
extravíos en el plazo de un año. 

12.	La negativa a entregar la documentación personal legalmente exigida cuando se 
hubiese acordado su retirada o retención. 

13.	Los daños o el deslucimiento de bienes muebles o inmuebles de uso o 
servicio público, así como de bienes muebles o inmuebles privados en la vía 
pública, cuando no constituyan infracción penal.

CONSIDERACIONES SOBRE LOS DESLUCIMIENTOS. 
Debemos de entender por una parte como daños la destrucción total o parcial de 
un bien. Por otra parte consideraremos deslucimiento la perdida de gracia o de la 
vistosidad de un bien. Las dos (2) conductas son en todo caso sancionables sean 
bines muebles (mobiliario urbano, trenes, etc)  o inmuebles (fachadas de edificios) 
de titularidad pública o privada en vía pública. “La pega de pancartas o similares 
fuera de los lugares habilitados también serán sancionables como deslucimiento 
cuando se realicen en la vía pública”.  

INCLUSIÓN PARCIAL: LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, 
DEL CÓDIGO PENAL: Daños, Daños Patrimonio Histórico, Deslucimiento 
terroristas. 

DAÑOS.

Artículo 263. 
1.	El que causare daños en propiedad ajena no comprendidos en otros títulos de 

este Código, será castigado con multa de seis a veinticuatro meses, atendidas 
la condición económica de la víctima y la cuantía del daño.
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Si la cuantía del daño causado no excediere de 400 euros, se impondrá una 
pena de multa de uno a tres meses.

2.	Será castigado con la pena de prisión de uno a tres años y multa de doce a 
veinticuatro meses el que causare daños expresados en el apartado anterior, si 
concurriere alguno de los supuestos siguientes:
1.º Que se realicen para impedir el libre ejercicio de la autoridad o como 

consecuencia de acciones ejecutadas en el ejercicio de sus funciones, bien 
se cometiere el delito contra funcionarios públicos, bien contra particulares 
que, como testigos o de cualquier otra manera, hayan contribuido o puedan 
contribuir a la ejecución o aplicación de las Leyes o disposiciones generales.

2.º Que se cause por cualquier medio, infección o contagio de ganado.
3.º Que se empleen sustancias venenosas o corrosivas.
4.º Que afecten a bienes de dominio o uso público o comunal.
5.º Que arruinen al perjudicado o se le coloque en grave situación económica.
6.º Se hayan ocasionado daños de especial gravedad o afectado a los intereses 

generales.

DAÑOS EN VEHICULOS POLICIALES
ARTÍCULO 265. 
El que destruyere, dañare de modo grave, o inutilizare para el servicio, aun de 
forma temporal, obras, establecimientos o instalaciones militares, buques de 
guerra, aeronaves militares, medios de transporte o transmisión militar, material de 
guerra, aprovisionamiento u otros medios o recursos afectados al servicio de las 
Fuerzas Armadas o de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, será castigado con la 
pena de prisión de dos a cuatro años si el daño causado excediere de mil euros.

DAÑOS SOBRE EL PATRIMONIO HISTÓRICO
Artículo 321. 
Los que derriben o alteren gravemente edificios singularmente protegidos por su 
interés histórico, artístico, cultural o monumental serán castigados con las penas 
de prisión de seis meses a tres años, multa de doce a veinticuatro meses y, en todo 
caso, inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a cinco años.
En cualquier caso, los Jueces o Tribunales, motivadamente, podrán ordenar, a 
cargo del autor del hecho, la reconstrucción o restauración de la obra, sin perjuicio 
de las indemnizaciones debidas a terceros de buena fe.

14.	El escalamiento de edificios o monumentos sin autorización cuando exista un 
riesgo cierto de que se ocasionen daños a las personas o a los bienes. 

15.	La remoción de vallas, encintados u otros elementos fijos o móviles colocados 
por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para delimitar perímetros de seguridad, 
aun con carácter preventivo, cuando no constituya infracción grave. 
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16.	Dejar sueltos o en condiciones de causar daños animales feroces o dañinos, 
así como abandonar animales domésticos en condiciones en que pueda peligrar 
su vida.

17.	El consumo de bebidas alcohólicas en lugares, vías, establecimientos o 
transportes públicos cuando perturbe gravemente la tranquilidad ciudadana. 

CONSIDERACIONES SOBRE EL “BOTELLÓN”. 
La Ley 4/2015 no sanciona el mero consumo de alcohol en vía pública, para poder 
ser sancionado, este por el artículo 37.17 de la mencionada Ley, el consumo del 
alcohol en vía pública debe perturbar gravemente la tranquilidad y descanso 
de los ciudadanos.

Las centrales de Coordinación de las Comisarías de Policía y el 112 son las que 
recogen habitualmente las llamadas de queja de los vecinos, sobre el consumo del 
alcohol en vía pública que perturban gravemente la tranquilidad y descanso 
de los vecinos.   Perturbaciones y molestias por el consumo de alcohol agravados 
con comportamientos, que pueden ser del tipo; el acometimiento contra vecinos, 
insultos, música alta, gritos, cánticos, peleas, orinar o defecar en los portales de los 
edificios de viviendas, suciedad, etc. 

   

Artículo 38. Prescripción de las infracciones. 
1.	Las infracciones administrativas tipificadas en esta Ley prescribirán a los seis 

meses, al año o a los dos años de haberse cometido, según sean leves, graves o 
muy graves, respectivamente. 

2.	Los plazos señalados en esta Ley se computarán desde el día en que se haya 
cometido la infracción. No obstante, en los casos de infracciones continuadas y de 
infracciones de efectos permanentes, los plazos se computarán, respectivamente, 
desde el día en que se realizó la última infracción y desde que se eliminó la situación 
ilícita. 

3.	La prescripción se interrumpirá por cualquier actuación administrativa de 
la que tenga conocimiento formal el interesado dirigida a la sanción de la 
infracción, reanudándose el cómputo del plazo de prescripción si el procedimiento 
estuviera paralizado más de un mes por causa no imputable al presunto responsable. 

4.	Se interrumpirá igualmente la prescripción como consecuencia de la apertura 
de un procedimiento judicial penal, hasta que la autoridad judicial comunique al 
órgano administrativo su finalización en los términos del apartado 2 del artículo 45. 

Artículo 39. Sanciones. 
1.	Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de 30.001 a 600.000 

euros; las graves, con multa de 601 a 30.000 euros, y las leves, con multa de 100 
a 600 euros. 
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De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 33.2, los tramos correspondientes a 
los grados máximo, medio y mínimo de las multas previstas por la comisión 
de infracciones graves y muy graves serán los siguientes: 

a.	Para las infracciones muy graves, el grado mínimo comprenderá la multa de 
30.001 a 220.000 euros; el grado medio, de 220.001 a 410.000 euros, y el grado 
máximo, de 410.001 a 600.000 euros. 

b.	Para las infracciones graves, el grado mínimo comprenderá la multa de 601 a 
10.400; el grado medio, de 10.401 a 20.200 euros, y el grado máximo, de 20.201 
a 30.000 euros.

2.	La multa podrá llevar aparejada alguna o algunas de las siguientes sanciones 
accesorias, atendiendo a la naturaleza de los hechos constitutivos de la infracción: 

a.	La retirada de las armas y de las licencias o permisos correspondientes a 
las mismas. 

b.	El comiso de los bienes, medios o instrumentos con los que se haya 
preparado o ejecutado la infracción y, en su caso, de los efectos procedentes 
de ésta, salvo que unos u otros pertenezcan a un tercero de buena fe no 
responsable de dicha infracción que los haya adquirido legalmente. Cuando los 
instrumentos o efectos sean de lícito comercio y su valor no guarde relación con 
la naturaleza o gravedad de la infracción, el órgano competente para imponer 
la sanción que proceda podrá no acordar el comiso o acordarlo parcialmente. 

c.	La suspensión temporal de las licencias, autorizaciones o permisos desde 
seis meses y un día a dos años por infracciones muy graves y hasta seis meses 
para las infracciones graves, en el ámbito de las materias reguladas en el 
capítulo IV de esta Ley. En caso de reincidencia, la sanción podrá ser de dos 
años y un día hasta seis años por infracciones muy graves y hasta dos años por 
infracciones graves. 

d.	La clausura de las fábricas, locales o establecimientos, desde seis meses 
y un día a dos años por infracciones muy graves y hasta seis meses por 
infracciones graves, en el ámbito de las materias reguladas en el capítulo IV de 
esta Ley. En caso de reincidencia, la sanción podrá ser de dos años y un día 
hasta seis años por infracciones muy graves y hasta dos años por infracciones 
graves. 

Artículo 40. Prescripción de las sanciones. 

1.	Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres 
años, las impuestas por infracciones graves, a los dos años, y las impuestas 
por infracciones leves al año, computados desde el día siguiente a aquel en 
que adquiera firmeza en vía administrativa la resolución por la que se impone la 
sanción. 

2.	Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, 
del procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél se 
paraliza durante más de un mes por causa no imputable al infractor. 
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Artículo 41. Habilitación reglamentaria. 

Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o 
graduaciones en el cuadro de las infracciones y sanciones tipificadas en esta Ley que, sin 
constituir nuevas infracciones o sanciones, ni alterar su naturaleza y límites, contribuyan 
a la más correcta identificación de las conductas o a la más precisa determinación de las 
sanciones correspondientes. 

Artículo 42. Reparación del daño e indemnización. 

1.	Si las conductas sancionadas hubieran ocasionado daños o perjuicios 
a la administración pública, la resolución del procedimiento contendrá un 
pronunciamiento expreso acerca de los siguientes extremos: 
a.	La exigencia al infractor de la reposición a su estado originario de la situación 

alterada por la infracción. 
b.	Cuando ello no fuera posible, la indemnización por los daños y perjuicios 

causados, si éstos hubiesen quedado determinados durante el procedimiento. 
Si el importe de los daños y perjuicios no hubiese quedado establecido, se 
determinará en un procedimiento complementario, susceptible de terminación 
convencional, cuya resolución pondrá fin a la vía administrativa. 

2.	La responsabilidad civil derivada de una infracción será siempre solidaria entre 
todos los causantes del daño. 

3.	Cuando sea declarado autor de los hechos cometidos un menor de dieciocho 
años no emancipado o una persona con la capacidad modificada judicialmente, 
responderán, solidariamente con él, de los daños y perjuicios ocasionados sus 
padres, tutores, curadores, acogedores o guardadores legales o de hecho, 
según proceda. 

Artículo 43. Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana. 

1.	A efectos exclusivamente de apreciar la reincidencia en la comisión de infracciones 
tipificadas en esta Ley, se crea en el Ministerio del Interior un Registro Central de 
Infracciones contra la Seguridad Ciudadana. Las comunidades autónomas 
que hayan asumido competencias para la protección de personas y bienes 
y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana y cuenten con un cuerpo 
de policía propio, podrán crear sus propios registros de infracciones contra la 
seguridad ciudadana. 

2.	Reglamentariamente se regulará la organización y funcionamiento del 
Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana, en el que 
únicamente se practicarán los siguientes asientos: 
a.	Datos personales del infractor. 
b.	Infracción cometida. 
c.	Sanción o sanciones firmes en vía administrativa impuestas, con indicación de 

su alcance temporal, cuando proceda. 
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d.	Lugar y fecha de la comisión de la infracción. 
e.	Órgano que haya impuesto la sanción. 

3.	Las personas a las que se haya impuesto una sanción que haya adquirido 
firmeza en vía administrativa serán informadas de que se procederá a la práctica 
de los correspondientes asientos en el Registro Central de Infracciones contra 
la Seguridad Ciudadana. Podrán solicitar el acceso, cancelación o rectificación de 
sus datos de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y su normativa de 
desarrollo. Los asientos se cancelarán de oficio transcurridos tres años cuando se 
trate de infracciones muy graves, dos años en el caso de infracciones graves y uno 
en el de infracciones leves, a contar desde la firmeza de la sanción. 

4.	4. Las autoridades y órganos de las distintas administraciones públicas 
con competencia sancionadora en materia de seguridad ciudadana, de 
acuerdo con esta Ley, comunicarán al Registro Central de Infracciones contra la 
Seguridad Ciudadana las resoluciones sancionadoras dictadas, una vez firmes en 
vía administrativa. Asimismo, a estos efectos, dichas administraciones públicas 
tendrán acceso a los datos obrantes en ese Registro Central. 

Sección 3.ª Procedimiento sancionador

Artículo 44. Régimen jurídico. 

El ejercicio de la potestad sancionadora en materia de protección de la seguridad ciudadana 
se regirá por el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y sus disposiciones de 
desarrollo, sin perjuicio de las especialidades que se regulan en este capítulo. 

Artículo 45. Carácter subsidiario del procedimiento administrativo sancionador 
respecto del penal. 

1.	No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente cuando se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de 
fundamento. 

2.	En los supuestos en que las conductas pudieran ser constitutivas de delito, 
el órgano administrativo pasará el tanto de culpa a la autoridad judicial o al 
Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la 
autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que de otro modo ponga fin 
al procedimiento penal, o el Ministerio Fiscal no acuerde la improcedencia de iniciar 
o proseguir las actuaciones en vía penal, quedando hasta entonces interrumpido 
el plazo de prescripción. La autoridad judicial y el Ministerio Fiscal comunicarán al 
órgano administrativo la resolución o acuerdo que hubieran adoptado. 
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3.	De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse 
dictado resolución de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, podrá iniciarse 
o proseguir el procedimiento sancionador. En todo caso, el órgano administrativo 
quedará vinculado por los hechos declarados probados en vía judicial. 

4.	Las medidas cautelares adoptadas antes de la intervención judicial podrán 
mantenerse mientras la autoridad judicial no resuelva otra cosa. 

Artículo 46. Acceso a los datos de otras administraciones públicas. 

1.	Las autoridades y órganos de las distintas administraciones públicas competentes 
para imponer sanciones de acuerdo con esta Ley podrán acceder a los datos relativos 
a los sujetos infractores que estén directamente relacionados con la investigación 
de los hechos constitutivos de infracción, sin necesidad de consentimiento previo 
del titular de los datos, con las garantías de seguridad, integridad y disponibilidad, 
de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. 

2.	A los exclusivos efectos de cumplimentar las actuaciones que los órganos de la 
Administración General del Estado competentes en los procedimientos regulados 
en esta Ley y sus normas de desarrollo tienen encomendadas, la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria y la Tesorería General de la Seguridad Social, en los 
términos establecidos en la normativa tributaria o de la seguridad social, así como 
el Instituto Nacional de Estadística, en lo relativo al Padrón Municipal de Habitantes, 
facilitarán a aquéllos el acceso a los ficheros en los que obren datos que hayan de 
constar en dichos procedimientos, sin que sea preciso el consentimiento de los 
interesados. 

Artículo 47. Medidas provisionales anteriores al procedimiento. 

1.	Los agentes de la autoridad intervendrán y aprehenderán cautelarmente los 
instrumentos utilizados para la comisión de la infracción, así como el dinero, los 
frutos o los productos directamente obtenidos, que se mantendrán en los depósitos 
establecidos al efecto o bajo la custodia de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
mientras se tramita el procedimiento sancionador o hasta que, en su caso, se 
resuelva la devolución o se decrete el comiso. 
Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 3 del artículo 49, si la aprehensión 
fuera de bienes fungibles y el coste del depósito superase el valor venal, éstos se 
destruirán o se les dará el destino adecuado, de acuerdo con el procedimiento que 
se establezca reglamentariamente. 

2.	Excepcionalmente, en los supuestos de grave riesgo o peligro inminente para 
personas o bienes, las medidas provisionales previstas en el apartado 1 del artículo 
49, salvo la del párrafo f), podrán ser adoptadas directamente por los agentes de 
la autoridad con carácter previo a la iniciación del procedimiento, debiendo ser 
ratificadas, modificadas o revocadas en el acuerdo de incoación en el plazo máximo 
de quince días. En todo caso, estas medidas quedarán sin efecto si, transcurrido 
dicho plazo, no se incoa el procedimiento o el acuerdo de incoación no contiene un 
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pronunciamiento expreso acerca de las mismas. 

Artículo 48. Actuaciones previas. 

1.	Con anterioridad a la incoación del procedimiento se podrán realizar actuaciones 
previas con objeto de determinar si concurren circunstancias que las justifiquen. 
En especial, estas actuaciones se orientarán a determinar, con la mayor precisión 
posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del procedimiento, la 
identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y las 
circunstancias relevantes que concurran en unos y otros. Las actuaciones previas 
se incorporarán al procedimiento sancionador. 

2.	Las actuaciones previas podrán desarrollarse sin intervención del presunto 
responsable, si fuera indispensable para garantizar el buen fin de la investigación, 
dejando constancia escrita en las diligencias instruidas al efecto de las razones que 
justifican su no intervención. 

3.	La práctica de actuaciones previas no interrumpirá la prescripción de las infracciones. 

Artículo 49. Medidas de carácter provisional. 

1.	Incoado el expediente, el órgano competente para resolver podrá adoptar 
en cualquier momento, mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter 
provisional que resulten necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que 
pudiera recaer, el buen fin del procedimiento, evitar el mantenimiento de los efectos 
de la infracción o preservar la seguridad ciudadana, sin que en ningún caso puedan 
tener carácter sancionador. Dichas medidas serán proporcionadas a la naturaleza y 
gravedad de la infracción y podrán consistir especialmente en: 
a.	El depósito en lugar seguro de los instrumentos o efectos utilizados para la 

comisión de las infracciones y, en particular, de las armas, explosivos, aerosoles, 
objetos o materias potencialmente peligrosos para la tranquilidad ciudadana, 
drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas. 

b.	La adopción de medidas de seguridad de las personas, bienes, establecimientos 
o instalaciones que se encuentren en situación de peligro, a cargo de sus 
titulares. 

c.	La suspensión o clausura preventiva de fábricas, locales o establecimientos 
susceptibles de afectar a la seguridad ciudadana. 

d.	La suspensión parcial o total de las actividades en los establecimientos que 
sean notoriamente vulnerables y no tengan en funcionamiento las medidas de 
seguridad necesarias. 

e.	La adopción de medidas de seguridad de las personas y los bienes en 
infraestructuras e instalaciones en las que se presten servicios básicos para la 
comunidad. 

f.	 La suspensión de la actividad objeto de autorizaciones, permisos, licencias y 
otros documentos expedidos por las autoridades administrativas, en el marco 
de la normativa que le sea de aplicación. 

g.	La suspensión en la venta, reventa o venta ambulante de las entradas del 
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espectáculo o actividad recreativa cuya celebración o desarrollo pudiera implicar 
un riesgo para la seguridad ciudadana. 

2.	Los gastos ocasionados por la adopción de las medidas provisionales correrán a 
cargo del causante de los hechos objeto del expediente sancionador. 

3.	La duración de las medidas de carácter provisional no podrá exceder de la mitad 
del plazo previsto en esta Ley para la sanción que pudiera corresponder a la 
infracción cometida, salvo acuerdo debidamente motivado adoptado por el órgano 
competente. 

4.	El acuerdo de adopción de medidas provisionales se notificará a los interesados 
en el domicilio del que tenga constancia por cualquier medio la administración o, 
en su caso, por medios electrónicos, con indicación de los recursos procedentes 
contra el mismo, órgano ante el que deban presentarse y plazos para interponerlos. 
La autoridad competente para su adopción podrá acordar que sea objeto de 
conocimiento general cuando ello sea necesario para garantizar la seguridad 
ciudadana, con sujeción a lo dispuesto en la legislación en materia de protección 
de datos de carácter personal. 

5.	Las medidas adoptadas serán inmediatamente ejecutivas, sin perjuicio de que 
los interesados puedan solicitar su suspensión justificando la apariencia de buen 
derecho y la existencia de daños de difícil o imposible reparación, prestando, en su 
caso, caución suficiente para asegurar el perjuicio que se pudiera derivar para la 
seguridad ciudadana.

6.	Las medidas provisionales acordadas podrán ser modificadas o levantadas cuando 
varíen las circunstancias que motivaron su adopción y, en todo caso, se extinguirán 
con la resolución que ponga fin al procedimiento. 

Artículo 50. Caducidad del procedimiento. 

1.	El procedimiento caducará transcurrido un año desde su incoación sin que se haya 
notificado la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el cómputo 
las posibles paralizaciones por causas imputables al interesado o la suspensión 
que debiera acordarse por la existencia de un procedimiento judicial penal, cuando 
concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la finalización de éste. 

2.	La resolución que declare la caducidad se notificará al interesado y pondrá fin al 
procedimiento, sin perjuicio de que la administración pueda acordar la incoación de 
un nuevo procedimiento en tanto no haya prescrito la infracción. Los procedimientos 
caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. 

Artículo 51. Efectos de la resolución. 

En el ámbito de la Administración General del Estado, la resolución del procedimiento 
sancionador será recurrible de conformidad con la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
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Contra la resolución que ponga fin a la vía administrativa podrá interponerse recurso 
contencioso-administrativo, en su caso, por el procedimiento para la protección de los 
derechos fundamentales de la persona, en los términos de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 

Artículo 52. Valor probatorio de las declaraciones de los agentes de la autoridad. 

En los procedimientos sancionadores que se instruyan en las materias objeto de esta Ley, 
las denuncias, atestados o actas formulados por los agentes de la autoridad en ejercicio 
de sus funciones que hubiesen presenciado los hechos, previa ratificación en el caso 
de haber sido negados por los denunciados, constituirán base suficiente para adoptar la 
resolución que proceda, salvo prueba en contrario y sin perjuicio de que aquéllos deban 
aportar al expediente todos los elementos probatorios disponibles. 

Artículo 53. Ejecución de la sanción. 

1.	Una vez firme en vía administrativa, se procederá a la ejecución de la sanción 
conforme a lo previsto en esta Ley. 

2.	El cumplimiento de la sanción de suspensión de las licencias, autorizaciones 
o permisos se iniciará transcurrido un mes desde que la sanción haya adquirido 
firmeza en vía administrativa. 

3.	Las sanciones pecuniarias que no hayan sido abonadas previamente deberán 
hacerse efectivas dentro de los quince días siguientes a la fecha de la firmeza 
de la sanción. Una vez vencido el plazo de ingreso sin que se hubiese satisfecho 
la sanción, su exacción se llevará a cabo por el procedimiento de apremio. A tal 
efecto, será título ejecutivo la providencia de apremio notificada al deudor, expedida 
por el órgano competente de la administración. 

4.	Cuando las sanciones hayan sido impuestas por la Administración General 
del Estado, los órganos y procedimientos de la recaudación ejecutiva serán los 
establecidos en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real 
Decreto 939/2005, de 29 de julio. 

5.	En caso de que la resolución acuerde la devolución de los instrumentos 
aprehendidos cautelarmente a los que se refiere el apartado 1 del artículo 47, 
transcurrido un mes desde la notificación de la misma sin que el titular haya 
recuperado el objeto aprehendido, se procederá a su destrucción o se le dará el 
destino adecuado en el marco de esta Ley.

Artículo 54. Procedimiento abreviado. 

1.	Una vez notificado el acuerdo de incoación del procedimiento para la sanción 
de infracciones graves o leves, el interesado dispondrá de un plazo de quince 
días para realizar el pago voluntario con reducción de la sanción de multa, o para 
formular las alegaciones y proponer o aportar las pruebas que estime oportunas. 
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Si efectúa el pago de la multa en las condiciones indicadas en el párrafo anterior, 
se seguirá el procedimiento sancionador abreviado, y, en caso de no hacerlo, el 
procedimiento sancionador ordinario. 

2.	El procedimiento sancionador abreviado no será de aplicación a las 
infracciones muy graves. 

3.	3. Una vez realizado el pago voluntario de la multa dentro del plazo de quince 
días contados desde el día siguiente al de su notificación, se tendrá por concluido 
el procedimiento sancionador con las siguientes consecuencias: 

a.	La reducción del 50 por ciento del importe de la sanción de multa. 
b.	La renuncia a formular alegaciones. En el caso de que fuesen formuladas se 

tendrán por no presentadas. 
c.	La terminación del procedimiento, sin necesidad de dictar resolución 

expresa, el día en que se realice el pago, siendo recurrible la sanción 
únicamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo. 

Disposición adicional primera. 
Régimen de control de precursores de drogas y explosivos.

El sistema de otorgamiento de licencias de actividad, así como el régimen sancionador 
aplicable en caso de infracción de las disposiciones comunitarias e internacionales para 
la vigilancia del comercio de precursores de drogas y explosivos se regirá por lo dispuesto 
en sus legislaciones específicas. 

Disposición adicional segunda.
Régimen de protección de las infraestructuras críticas.

La protección de las infraestructuras críticas se regirá por su normativa específica y 
supletoriamente por esta Ley. 

Disposición adicional tercera.
Comparecencia obligatoria en los procedimientos para la obtención del 

Documento Nacional de Identidad y el pasaporte.

En los procedimientos administrativos de obtención del Documento Nacional de Identidad 
y el pasaporte será obligatoria la comparecencia del interesado ante los órganos o 
unidades administrativas competentes para su tramitación. 

Excepcionalmente podrá eximirse de la comparecencia personal al solicitante de un 
pasaporte provisional en una Misión diplomática u Oficina consular española por razones 
justificadas de enfermedad, riesgo, lejanía u otras análogas y debidamente acreditadas 
que impidan o dificulten gravemente la comparecencia. 
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Disposición adicional cuarta.
Comunicaciones del Registro Civil.

A efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 8.3 de la Ley, el Registro 
Civil comunicará al Ministerio del Interior las inscripciones de resoluciones de capacidad 
modificada judicialmente, los fallecimientos o las declaraciones de ausencia o fallecimiento, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro 
Civil. 

Disposición adicional quinta.
Suspensión de sanciones pecuniarias impuestas por infracciones en materia 
de consumo de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas 

cometidas por menores de edad.

Las multas que se impongan a los menores de edad por la comisión de infracciones en 
materia de consumo o tenencia ilícitos de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias 
psicotrópicas podrán suspenderse siempre que, a solicitud de los infractores y sus 
representantes legales, aquéllos accedan a someterse a tratamiento o rehabilitación, si 
lo precisan, o a actividades de reeducación. En caso de que los infractores abandonen 
el tratamiento o rehabilitación o las actividades reeducativas, se procederá a ejecutar la 
sanción económica. Reglamentariamente se regularán los términos y condiciones de la 
remisión parcial de sanciones prevista en esta disposición adicional. 

Disposición adicional sexta.
Infraestructuras e instalaciones en las que se prestan servicios básicos para la 

comunidad. 

A los efectos de lo dispuesto en los artículos 35.1 y 36.9, se entenderá por infraestructuras 
o instalaciones en las que se prestan servicios básicos para la comunidad: 

a.	Centrales nucleares, petroquímicas, refinerías y depósitos de combustible. 

b.	Puertos, aeropuertos y demás infraestructuras de transporte. 

c.	Servicios de suministro y distribución de agua, gas y electricidad. 

d.	Infraestructuras de telecomunicaciones. 

Disposición adicional séptima.
No incremento de gasto público.

Las medidas contempladas en esta Ley no generarán incremento de dotaciones ni de 
retribuciones, ni de otros gastos de personal al servicio del sector público. 
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Disposición transitoria única.
Procedimientos sancionadores iniciados a la entrada en vigor de esta Ley.

Los procedimientos sancionadores iniciados a la entrada en vigor de esta Ley se regirán 
por la legislación anterior, salvo que esta Ley contenga disposiciones más favorables para 
el interesado. 

Disposición derogatoria única.
Derogación normativa.

1. Queda derogada la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la 
Seguridad Ciudadana. 2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones, de 
igual o inferior rango, se opongan a lo dispuesto en esta Ley. 

Disposición final primera.
Régimen especial de Ceuta y Melilla.

1. Se adiciona una disposición adicional décima a la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración 
social, con la siguiente redacción: 

Disposición adicional décima.  Régimen especial de Ceuta y Melilla. 

1. Los extranjeros que sean detectados en la línea fronteriza de la demarcación 
territorial de Ceuta o Melilla mientras intentan superar los elementos de contención 
fronterizos para cruzar irregularmente la frontera podrán ser rechazados a fin de 
impedir su entrada ilegal en España. 

2. En todo caso, el rechazo se realizará respetando la normativa internacional de 
derechos humanos y de protección internacional de la que España es parte. 

3. Las solicitudes de protección internacional se formalizarán en los lugares 
habilitados al efecto en los pasos fronterizos y se tramitarán conforme a lo 
establecido en la normativa en materia de protección internacional.»

2. La disposición final cuarta de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, queda 
redactada del siguiente modo: 

Disposición final cuarta. Preceptos no orgánicos. 

1.	Tienen naturaleza orgánica los preceptos contenidos en los siguientes artículos 
de esta Ley: 1, 2, 3, 4.1, 4.3, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 15, 16, 17, 18, 18 bis, 19, 20, 21, 
22.1, 23, 24, 25, 25 bis, 27, 29, 30, 30 bis, 31, 31 bis, 33, 34, 36, 37, 39, 40, 
41, 42, 53, 54, 55, 57, 58, 59, 59 bis, 60, 61, 62, 62 bis, 62 ter, 62 quáter, 62 
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quinquies, 62 sexies, 63, 63 bis, 64, 66, 71, las disposiciones adicionales tercera 
a octava y décima y las disposiciones finales. 

2.	Los preceptos no incluidos en el apartado anterior no tienen naturaleza 
orgánica.» Disposición final segunda. Títulos competenciales. Las disposiciones 
de esta Ley se dictan al amparo del artículo 149.1.29.ª de la Constitución, que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de seguridad pública, 
excepto los artículos 28 y 29, que se dictan al amparo del artículo 149.1.26.ª de 
la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos. 

Disposición final tercera.
Preceptos que tienen carácter de Ley orgánica.

1.	Tienen carácter orgánico los preceptos de esta Ley que se relacionan a 
continuación: 

El capítulo I, excepto el artículo 5. 
Los artículos 9 y 11 del capítulo II. 
El capítulo III. 
Del capítulo V, el apartado 3 del artículo 30; el ordinal 1 del artículo 35; los 
ordinales 2, 7, 8 y 23 del artículo 36, y los ordinales 1 y 4 del artículo 37. 
La disposición derogatoria única. 
La disposición final primera. 
La disposición final tercera. 

2.	Los preceptos no incluidos en el apartado anterior no tienen carácter orgánico. 

Disposición final cuarta.
Habilitación para el desarrollo reglamentario.

Se habilita al Gobierno, en el ámbito de sus competencias, para dictar las disposiciones 
necesarias para el desarrollo y aplicación de lo establecido en esta Ley. 

Disposición final quinta.
Entrada en vigor.

Esta Ley orgánica entrará en vigor el 1 de julio de 2015, salvo la disposición final primera, 
que entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

Por tanto, 
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 
esta ley orgánica. 

Sevilla, 30 de marzo de 2015. 
FELIPE R. 

El Presidente del Gobierno,
MARIANO RAJOY BREY
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NOMENCLÁTOR CODIFICADO INFRACIONES 
LEY ORGÁNICA 4/2005 DE PROTECCIÓN DE LA 

SEGURIDAD CIUDADANA
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NOMENCLÁTOR CODIFICADO DE INFRACCIONES L.O. 4/2015
DE PROTECCIÓN DE LA SEGURIDAD CIUDADANA  

Art. 35 Apdo. Infracciones Muy Graves
30.001 € a 600.000 €

35. 1. Las reuniones o manifestaciones no comunicadas o prohibidas 
en infraestructuras o instalaciones en las que se prestan servicios 
básicos para la comunidad o en sus inmediaciones, así como la 
intrusión en los recintos de éstas, incluido su sobrevuelo, cuando, 
en cualquiera de estos supuestos, se haya generado un riesgo 
para la vida o la integridad física de las personas.

En el caso de las reuniones y manifestaciones serán responsables 
los organizadores o promotores.

35. 2. La fabricación, reparación, almacenamiento, circulación, 
comercio, transporte, distribución, adquisición, certificación, 
enajenación o utilización de armas reglamentarias, explosivos 
catalogados, cartuchería o artículos pirotécnicos, incumpliendo 
la normativa de aplicación, careciendo de la documentación o 
autorización requeridas o excediendo los límites autorizados 
cuando tales conductas no sean constitutivas de delito así como 
la omisión, insuficiencia, o falta de eficacia de las medidas de 
seguridad o precauciones que resulten obligatorias, siempre que 
en tales actuaciones se causen perjuicios muy graves.

35 3. La celebración de espectáculos públicos o actividades 
recreativas quebrantando la prohibición o suspensión ordenada 
por la autoridad correspondiente por razones de seguridad pública.

35 4. La proyección de haces de luz, mediante cualquier tipo 
de dispositivo, sobre los pilotos o conductores de medios de 
transporte que puedan deslumbrarles o distraer su atención y 
provocar accidentes.
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Art. 36 Apdo. Infracciones Graves
601 € a 30.000 €

36. 1. La perturbación de la seguridad ciudadana en actos públicos, 
espectáculos deportivos o culturales, solemnidades y oficios 
religiosos u otras reuniones a las que asistan numerosas personas, 
cuando no sean constitutivas de infracción penal.

36. 2. La perturbación grave de la seguridad ciudadana que se 
produzca con ocasión de reuniones o manifestaciones frente a las 
sedes del Congreso de los Diputados, el Senado y las asambleas 
legislativas de las comunidades autónomas, aunque no estuvieran 
reunidas, cuando no constituya infracción penal.

36 3. Causar desórdenes en las vías, espacios o establecimientos 
públicos, u obstaculizar la vía pública con mobiliario urbano, 
vehículos, contenedores, neumáticos u otros objetos, cuando en 
ambos casos se ocasione una alteración grave de la seguridad 
ciudadana.

36 4. Los actos de obstrucción que pretendan impedir a cualquier 
autoridad, empleado público o corporación oficial el ejercicio 
legítimo de sus funciones, el cumplimiento o la ejecución de 
acuerdos o resoluciones administrativas o judiciales, siempre 
que se produzcan al margen de los procedimientos legalmente 
establecidos y no sean constitutivos de delito.

36 5. Las acciones y omisiones que impidan u obstaculicen el 
funcionamiento de los servicios de emergencia, provocando o 
incrementando un riesgo para la vida o integridad de las personas o 
de daños en los bienes, o agravando las consecuencias del suceso 
que motive la actuación de aquéllos.

36 6. La desobediencia o la resistencia a la autoridad o a sus agentes 
en el ejercicio de sus funciones, cuando no sean constitutivas 
de delito, así como la negativa a identificarse a requerimiento de 
la autoridad o de sus agentes o la alegación de datos falsos o 
inexactos en los procesos de identificación.

36 7. La negativa a la disolución de reuniones y manifestaciones en 
lugares de tránsito público ordenada por la autoridad competente 
cuando concurran los supuestos del artículo 5 de la Ley Orgánica 
9/1983, de 15 de julio.

36 8. La perturbación del desarrollo de una reunión o manifestación 
lícita, cuando no constituya infracción penal.
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Art. 36 Apdo. Infracciones Graves
601 € a 30.000 €

36 9. La intrusión en infraestructuras o instalaciones en las que 
se prestan servicios básicos para la comunidad, incluyendo su 
sobrevuelo, cuando se haya producido una interferencia grave en 
su funcionamiento.

36 10. Portar, exhibir o usar armas prohibidas, así como portar, exhibir 
o usar armas de modo negligente, temerario o intimidatorio, o 
fuera de los lugares habilitados para su uso, aún cuando en este 
último caso se tuviera licencia, siempre que dichas conductas no 
constituyan infracción penal.

36 11. La solicitud o aceptación por el demandante de servicios 
sexuales retribuidos en zonas de tránsito público en las 
proximidades de lugares destinados a su uso por menores, como 
centros educativos, parques infantiles o espacios de ocio accesibles 
a menores de edad, o cuando estas conductas, por el lugar en que 
se realicen, puedan generar un riesgo para la seguridad vial.
Los agentes de la autoridad requerirán a las personas que ofrezcan 
estos servicios para que se abstengan de hacerlo en dichos lugares, 
informándoles de que la inobservancia de dicho requerimiento 
podría constituir una infracción del párrafo 6 de este artículo.

36 12. La fabricación, reparación, almacenamiento, circulación, 
comercio, transporte, distribución, adquisición, certificación, 
enajenación o utilización de armas reglamentarias, explosivos 
catalogados, cartuchería o artículos pirotécnicos, incumpliendo 
la normativa de aplicación, careciendo de la documentación o 
autorización requeridas o excediendo los límites autorizados 
cuando tales conductas no sean constitutivas de delito, así como 
la omisión, insuficiencia, o falta de eficacia de las medidas de 
seguridad o precauciones que resulten obligatorias.

36 13. La negativa de acceso o la obstrucción deliberada de las 
inspecciones o controles reglamentarios, establecidos conforme 
a lo dispuesto en esta Ley, en fábricas, locales, establecimientos, 
embarcaciones y aeronaves.

36 14. El uso público e indebido de uniformes, insignias o 
condecoraciones oficiales, o réplicas de los mismos, así como 
otros elementos del equipamiento de los cuerpos policiales o de 
los servicios de emergencia que puedan generar engaño acerca 
de la condición de quien los use, cuando no sea constitutivo de 
infracción penal.
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Art. 36 Apdo. Infracciones Graves
601 € a 30.000 €

36 15. La falta de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad en la averiguación de delitos o en la prevención de 
acciones que puedan poner en riesgo la seguridad ciudadana en 
los supuestos previstos en el artículo 7.

36 16. El consumo o la tenencia ilícitos de drogas tóxicas, 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas, aunque no 
estuvieran destinadas al tráfico, en lugares, vías, establecimientos 
públicos o transportes colectivos, así como el abandono de los 
instrumentos u otros efectos empleados para ello en los citados 
lugares.

36 17. El traslado de personas, con cualquier tipo de vehículo, con el 
objeto de facilitar a éstas el acceso a drogas tóxicas, estupefacientes 
o sustancias psicotrópicas, siempre que no constituya delito.

36 18. La ejecución de actos de plantación y cultivo ilícitos de drogas 
tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas en lugares 
visibles al público, cuando no sean constitutivos de infracción penal.

36 19. La tolerancia del consumo ilegal o el tráfico de drogas tóxicas, 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas en locales o 
establecimientos públicos o la falta de diligencia en orden 
a impedirlos por parte de los propietarios, administradores o 
encargados de los mismos.

36 20. La carencia de los registros previstos en esta Ley para las 
actividades con trascendencia para la seguridad ciudadana o la 
omisión de comunicaciones obligatorias.

36 21. La alegación de datos o circunstancias falsos para la obtención 
de las documentaciones previstas en esta Ley, siempre que no 
constituya infracción penal.

36 22. El incumplimiento de las restricciones a la navegación 
reglamentariamente impuestas a las embarcaciones de alta 
velocidad y aeronaves ligeras.

36 23. El uso no autorizado de imágenes o datos personales o 
profesionales de autoridades o miembros de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad que pueda poner en peligro la seguridad 
personal o familiar de los agentes, de las instalaciones protegidas 
o en riesgo el éxito de una operación, con respeto al derecho 
fundamental a la información.



pàgina 103

Manual de Intervención Operativa Policial
en aplicación de la Ley Orgáncia 4/2015
de Protección de la Seguridad Ciudadana

Art. 37 Apdo. Infracciones Leves
100 € a 600 €

37. 	 1. La celebración de reuniones en lugares de tránsito público o 
de manifestaciones, incumpliendo lo preceptuado en los artículos 
4.2, 8, 9, 10 y 11 de la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, cuya 
responsabilidad corresponderá a los organizadores o promotores.

37. 2. La exhibición de objetos peligrosos para la vida e integridad 
física de las personas con ánimo intimidatorio, siempre que no 
constituya delito o infracción grave.

37 3. El incumplimiento de las restricciones de circulación peatonal 
o itinerario con ocasión de un acto público, reunión o manifestación, 
cuando provoquen alteraciones menores en el normal desarrollo de 
los mismos.

37 4. Las faltas de respeto y consideración cuyo destinatario sea un 
miembro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el ejercicio 
de sus funciones de protección de la seguridad, cuando estas 
conductas no sean constitutivas de infracción penal.

37 5. La realización o incitación a la realización de actos que atenten 
contra la libertad e indemnidad sexual, o ejecutar actos de 
exhibición obscena, cuando no constituya infracción penal.

37 6. La proyección de haces de luz, mediante cualquier tipo 
de dispositivo, sobre miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad para impedir o dificultar el ejercicio de sus funciones.

37 7. La ocupación de cualquier inmueble, vivienda o edificio ajenos, 
o la permanencia en ellos, en ambos casos contra la voluntad 
de su propietario, arrendatario o titular de otro derecho sobre 
el mismo, cuando no sean constitutivas de infracción penal.
Asimismo la ocupación de la vía pública con infracción de lo 
dispuesto por la Ley o contra la decisión adoptada en aplicación de 
aquella por la autoridad competente. Se entenderá incluida en este 
supuesto la ocupación de la vía pública para la venta ambulante no 
autorizada.

37 8. La omisión o la insuficiencia de medidas para garantizar la 
conservación de la documentación de armas y explosivos, así 
como la falta de denuncia de la pérdida o sustracción de la misma. 

37 9. Las irregularidades en la cumplimentación de los registros 
previstos en esta Ley con trascendencia para la seguridad 
ciudadana, incluyendo la alegación de datos o circunstancias 
falsos o la omisión de comunicaciones obligatorias dentro de los 
plazos establecidos, siempre que no constituya infracción penal.
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Art. 37 Apdo. Infracciones Leves
100 € a 600 €

37. 10. El incumplimiento de la obligación de obtener la documentación 
personal legalmente exigida, así como la omisión negligente de 
la denuncia de su sustracción o extravío.

37. 11. La negligencia en la custodia y conservación de la 
documentación personal legalmente exigida, considerándose 
como tal la tercera y posteriores pérdidas o extravíos en el plazo 
de un año.

37 12. La negativa a entregar la documentación personal legalmente 
exigida cuando se hubiese acordado su retirada o retención.

37 13. Los daños o el deslucimiento de bienes muebles o inmuebles 
de uso o servicio público, así como de bienes muebles o 
inmuebles privados en la vía pública, cuando no constituyan 
infracción penal.

37 14. El escalamiento de edificios o monumentos sin autorización 
cuando exista un riesgo cierto de que se ocasionen daños a las 
personas o a los bienes.

37 15. La remoción de vallas, encintados u otros elementos fijos o 
móviles colocados por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
para delimitar perímetros de seguridad, aun con carácter preventivo, 
cuando no constituya infracción grave.

37 16. Dejar sueltos o en condiciones de causar daños animales 
feroces o dañinos, así como abandonar animales domésticos en 
condiciones en que pueda peligrar su vida.

37 17. El consumo de bebidas alcohólicas en lugares, vías, 
establecimientos o transportes públicos cuando perturbe 
gravemente la tranquilidad ciudadana.

INFRACCIONES MUY GRAVES:
- El grado mínimo, comprenderá la multa de 30.001 € a 220.000 €, 
- El grado medio, comprenderá la multa de 220.001 € a 410.000 €,
- El grado máximo, comprenderá la multa de 410.001 € a 600.000 €.    

INFRACCIONES GRAVES:
- El grado mínimo, comprenderá la multa de 601 € a 10.400 €, 
- El grado medio, comprenderá la multa de 10.401 € a 20.200 €,
- El grado máximo, comprenderá la multa de 20.201 € a 30.000 €.    

INFRACCIONES LEVES:
- Las infracciones leves comprenderán, la multa de 100 a 600 €. 
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INCLUSIONES DE NORMATIVA APLICABLE EN 
MATERIA DE SEGURIDAD CIUTADANA EN LA 

OPERATIVA POLICIAL
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1. CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA. [INCLUSIÓN PARCIAL]

 1 Constitución Española. [Inclusión parcial]
Cortes Generales «BOE» núm. 311, de 29 de diciembre de 1978

Última modificación: 27 de septiembre de 2011
Referencia: BOE-A-1978-31229

[ . . . ]

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

[ . . . ]

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades

[ . . . ]

Sección 1ª. De los derechos fundamentales y de las libertades públicas
[ . . . ]

Artículo 21. 1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de 
este derecho no necesitará autorización previa. 2. En los casos de reuniones en lugares 
de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la autoridad, que sólo 
podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con 
peligro para personas o bienes.

[ . . . ]

TÍTULO IV Del Gobierno y de la Administración

[ . . . ]

Artículo 104. 
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como 
misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad 
ciudadana. 

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos 
de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad.

[ . . . ]

TÍTULO V De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales

[ . . . ]
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Artículo 116. 

1.	Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las 
competencias y limitaciones correspondientes. 

2.	El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado 
en Consejo de Ministros por un plazo máximo de quince días, dando cuenta al 
Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al efecto y sin cuya autorización 
no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito territorial a 
que se extienden los efectos de la declaración. 

3.	El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado 
en Consejo de Ministros, previa autorización del Congreso de los Diputados. 
La autorización y proclamación del estado de excepción deberá determinar 
expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su 
duración, que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, 
con los mismos requisitos. 

4.	El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los 
Diputados, a propuesta exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito 
territorial, duración y condiciones. 

5.	No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados 
algunos de los estados comprendidos en el presente artículo, quedando 
automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren en período de sesiones. 
Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, 
no podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. Disuelto el Congreso 
o expirado su mandato, si se produjere alguna de las situaciones que dan lugar a 
cualquiera de dichos estados, las competencias del Congreso serán asumidas por 
su Diputación Permanente. 

6.	La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán 
el principio de responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la 
Constitución y en las leyes.

TÍTULO VI Del Poder Judicial

[ . . . ]

Artículo 126. 

La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus 
funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, 
en los términos que la ley establezca.
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[ . . . ]

TÍTULO VIII De la Organización Territorial del Estado

[ . . . ]

CAPÍTULO TERCERO

De las Comunidades Autónomas

[ . . . ]

Artículo 148. 

1.	Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes 
materias: 

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno. 

2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en 
general, las funciones que correspondan a la Administración del Estado sobre 
las Corporaciones locales y cuya transferencia autorice la legislación sobre 
Régimen Local. 3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. 

4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio. 

5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el 
territorio de la Comunidad Autónoma y, en los mismos términos, el transporte 
desarrollado por estos medios o por cable. 

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los 
que no desarrollen actividades comerciales. 

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía. 

8.ª Los montes y aprovechamientos forestales. 

9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente. 

10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, 
canales y regadíos de interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales 
y termales. 11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la 
caza y la pesca fluvial. 12.ª Ferias interiores. 

13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los 
objetivos marcados por la política económica nacional. 

14.ª La artesanía. 

15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad 
Autónoma.

16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma. 
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17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de 
la lengua de la Comunidad Autónoma. 

18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial. 

19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio. 

20.ª Asistencia social. 

21.ª Sanidad e higiene. 

22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación 
y demás facultades en relación con las policías locales en los términos que 
establezca una ley orgánica. 

2.	Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades 
Autónomas podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco 
establecido en el artículo 149. 

Artículo 149. 

1.	El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales.

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo. 

3.ª Relaciones internacionales. 

4.ª Defensa y Fuerzas Armadas. 

5.ª Administración de Justicia. 

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio 
de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de las 
particularidades del derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas. 

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las 
Comunidades Autónomas. 

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por 
las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí 
donde existan. En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las 
normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, 
ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones 
contractuales, normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de 
las fuentes del Derecho, con respeto, en este último caso, a las normas de 
derecho foral o especial. 

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial. 

10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior. 
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11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación 
de crédito, banca y seguros. 

12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial. 

13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. 

14.ª Hacienda general y Deuda del Estado. 

15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica. 

16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación 
sobre productos farmacéuticos. 

17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio 
de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas. 

18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del 
régimen estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los 
administrados un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo 
común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia 
de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; 
legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de 
responsabilidad de todas las Administraciones públicas. 

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del 
sector se atribuyan a las Comunidades Autónomas.

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y 
señales marítimas; puertos de interés general; aeropuertos de interés general; 
control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo, servicio meteorológico y 
matriculación de aeronaves. 

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más 
de una Comunidad Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y 
circulación de vehículos a motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos, 
submarinos y radiocomunicación. 

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos 
hidráulicos cuando las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, 
y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento 
afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial. 

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las 
facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales 
de protección. La legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales 
y vías pecuarias. 

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una 
Comunidad Autónoma. 

25.ª Bases de régimen minero y energético. 

26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos. 
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27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de 
todos los medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en 
su desarrollo y ejecución correspondan a las Comunidades Autónomas. 

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la 
exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, 
sin perjuicio de su gestión por parte de las Comunidades Autónomas. 

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por 
las Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos 
Estatutos en el marco de lo que disponga una ley orgánica. 

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación 
de títulos académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo 
del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las 
obligaciones de los poderes públicos en esta materia. 

31.ª Estadística para fines estatales. 

32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2.	Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, 
el Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y 
facilitará la comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo 
con ellas. 

3.	Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán 
corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos 
Estatutos. La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los 
Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en 
caso de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté 
atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo 
caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas. 

[ . . . ]



pàgina 113

Manual de Intervención Operativa Policial
en aplicación de la Ley Orgáncia 4/2015
de Protección de la Seguridad Ciudadana

2. LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. 

Jefatura del Estado «BOE» núm. 281, de 24 de noviembre de 1995
Última modificación: 28 de abril de 2015

Referencia: BOE-A-1995-25444
JUAN CARLOS I 
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley 
Orgánica:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Si se ha llegado a definir el ordenamiento jurídico como conjunto de normas que regulan 
el uso de la fuerza, puede entenderse fácilmente la importancia del Código Penal en 
cualquier sociedad civilizada. El Código Penal define los delitos y faltas que constituyen los 
presupuestos de la aplicación de la forma suprema que puede revestir el poder coactivo 
del Estado: la pena criminal. En consecuencia, ocupa un lugar preeminente en el conjunto 
del ordenamiento, hasta el punto de que, no sin razón, se ha considerado como una 
especie de «Constitución negativa». El Código Penal ha de tutelar los valores y principios 
básicos de la convivencia social. Cuando esos valores y principios cambian, debe también 
cambiar. En nuestro país, sin embargo, pese a las profundas modificaciones de orden 
social, económico y político, el texto vigente data, en lo que pudiera considerarse su 
núcleo básico, del pasado siglo. La necesidad de su reforma no puede, pues, discutirse. 

A partir de los distintos intentos de reforma llevados a cabo desde la instauración del régimen 
democrático, el Gobierno ha elaborado el proyecto que somete a la discusión y aprobación 
de las Cámaras. Debe, por ello, exponer, siquiera sea de modo sucinto, los criterios en que 
se inspira, aunque éstos puedan deducirse con facilidad de la lectura de su texto. 

El eje de dichos criterios ha sido, como es lógico, el de la adaptación positiva del nuevo 
Código Penal a los valores constitucionales. Los cambios que introduce en esa dirección 
el presente proyecto son innumerables, pero merece la pena destacar algunos. 

En primer lugar, se propone una reforma total del actual sistema de penas, de modo que 
permita alcanzar, en lo posible, los objetivos de resocialización que la Constitución le asigna. 
El sistema que se propone simplifica, de una parte, la regulación de las penas privativas de 
libertad, ampliando, a la vez, las posibilidades de sustituirlas por otras que afecten a bienes 
jurídicos menos básicos, y, de otra, introduce cambios en las penas pecuniarias, adoptando 
el sistema de días-multa y añade los trabajos en beneficio de la comunidad. 

En segundo lugar, se ha afrontado la antinomia existente entre el principio de intervención 
mínima y las crecientes necesidades de tutela en una sociedad cada vez más compleja, 
dando prudente acogida a nuevas formas de delincuencia, pero eliminando, a la vez, 
figuras delictivas que han perdido su razón de ser. En el primer sentido, merece destacarse 
la introducción de los delitos contra el orden socioeconómico o la nueva regulación de los 
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delitos relativos a la ordenación del territorio y de los recursos naturales; en el segundo, la 
desaparición de las figuras complejas de robo con violencia e intimidación en las personas 
que, surgidas en el marco de la lucha contra el bandolerismo, deben desaparecer dejando 
paso a la aplicación de las reglas generales. 

En tercer lugar, se ha dado especial relieve a la tutela de los derechos fundamentales 
y se ha procurado diseñar con especial mesura el recurso al instrumento punitivo allí 
donde está en juego el ejercicio de cualquiera de ellos: sirva de ejemplo, de una parte, 
la tutela específica de la integridad moral y, de otra, la nueva regulación de los delitos 
contra el honor. Al tutelar específicamente la integridad moral, se otorga al ciudadano 
una protección más fuerte frente a la tortura, y al configurar los delitos contra el honor 
del modo en que se propone, se otorga a la libertad de expresión toda la relevancia que 
puede y debe reconocerle un régimen democrático. 

En cuarto lugar, y en consonancia con el objetivo de tutela y respeto a los derechos 
fundamentales, se ha eliminado el régimen de privilegio de que hasta ahora han venido 
gozando las injerencias ilegítimas de los funcionarios públicos en el ámbito de los derechos 
y libertades de los ciudadanos. Por tanto, se propone que las detenciones, entradas y 
registros en el domicilio llevadas a cabo por autoridad o funcionario fuera de los casos 
permitidos por la Ley, sean tratadas como formas agravadas de los correspondientes 
delitos comunes, y no como hasta ahora lo han venido siendo, esto es, como delitos 
especiales incomprensible e injustificadamente atenuados. 

En quinto lugar, se ha procurado avanzar en el camino de la igualdad real y efectiva, 
tratando de cumplir la tarea que, en ese sentido, impone la Constitución a los poderes 
públicos. Cierto que no es el Código Penal el instrumento más importante para llevar a 
cabo esa tarea; sin embargo, puede contribuir a ella, eliminando regulaciones que son 
un obstáculo para su realización o introduciendo medidas de tutela frente a situaciones 
discriminatorias. Además de las normas que otorgan una protección específica frente a 
las actividades tendentes a la discriminación, ha de mencionarse aquí la nueva regulación 
de los delitos contra la libertad sexual. Se pretende con ella adecuar los tipos penales 
al bien jurídico protegido, que no es ya, como fuera históricamente, la honestidad de 
la mujer, sino la libertad sexual de todos. Bajo la tutela de la honestidad de la mujer se 
escondía una intolerable situación de agravio, que la regulación que se propone elimina 
totalmente. Podrá sorprender la novedad de las técnicas punitivas utilizadas; pero, en 
este caso, alejarse de la tradición parece un acierto. 

Dejando el ámbito de los principios y descendiendo al de las técnicas de elaboración, el 
presente proyecto difiere de los anteriores en la pretensión de universalidad. Se venía 
operando con la idea de que el Código Penal constituyese una regulación completa del 
poder punitivo del Estado. La realización de esa idea partía ya de un déficit, dada la 
importancia que en nuestro país reviste la potestad sancionadora de la Administración; 
pero, además, resultaba innecesaria y perturbadora. 

Innecesaria, porque la opción decimonónica a favor del Código Penal y en contra de las 
leyes especiales se basaba en el hecho innegable de que el legislador, al elaborar un 
Código, se hallaba constreñido, por razones externas de trascendencia social, a respetar 
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los principios constitucionales, cosa que no ocurría, u ocurría en menor medida, en el 
caso de una ley particular. En el marco de un constitucionalismo flexible, era ese un 
argumento de especial importancia para fundamentar la pretensión de universalidad 
absoluta del Código. Hoy, sin embargo, tanto el Código Penal como las leyes especiales 
se hallan jerárquicamente subordinados a la Constitución y obligados a someterse a ella, 
no sólo por esa jerarquía, sino también por la existencia de un control jurisdiccional de 
la constitucionalidad. Consiguientemente, las leyes especiales no pueden suscitar la 
prevención que históricamente provocaban.

Perturbadora, porque, aunque es innegable que un Código no merecería ese nombre si 
no contuviese la mayor parte de las normas penales y, desde luego los principios básicos 
informadores de toda la regulación, lo cierto es que hay materias que difícilmente pueden 
introducirse en él. Pues, si una pretensión relativa de universalidad es inherente a la idea 
de Código, también lo son las de estabilidad y fijeza, y existen ámbitos en que, por la 
especial situación del resto del ordenamiento, o por la naturaleza misma de las cosas, esa 
estabilidad y fijeza son imposibles. Tal es, por ejemplo, el caso de los delitos relativos al 
control de cambios. En ellos, la modificación constante de las condiciones económicas y 
del contexto normativo, en el que, quiérase o no, se integran tales delitos, aconseja situar 
las normas penales en dicho contexto y dejarlas fuera del Código: por lo demás, ésa es 
nuestra tradición, y no faltan, en los países de nuestro entorno, ejemplos caracterizados 
de un proceder semejante. Así pues, en ese y en otros parecidos, se ha optado por remitir 
a las correspondientes leyes especiales la regulación penal de las respectivas materias. 
La misma técnica se ha utilizado para las normas reguladoras de la despenalización de 
la interrupción voluntaria del embarazo. En este caso, junto a razones semejantes a las 
anteriormente expuestas, podría argüirse que no se trata de normas incriminadoras, sino 
de normas que regulan supuestos de no incriminación. El Tribunal Constitucional exigió 
que, en la configuración de dichos supuestos, se adoptasen garantías que no parecen 
propias de un Código Penal, sino más bien de otro tipo de norma. En la elaboración del 
proyecto se han tenido muy presentes las discusiones parlamentarias del de 1992, el 
dictamen del Consejo General del Poder Judicial, el estado de la jurisprudencia y las 
opiniones de la doctrina científica. Se ha llevado a cabo desde la idea, profundamente 
sentida, de que el Código Penal ha de ser de todos y de que, por consiguiente, han de 
escucharse todas las opiniones y optar por las soluciones que parezcan más razonables, 
esto es, por aquéllas que todo el mundo debería poder aceptar. No se pretende haber 
realizado una obra perfecta, sino, simplemente, una obra útil. El Gobierno no tiene 
aquí la última palabra, sino solamente la primera. Se limita, pues, con este proyecto, a 
pronunciarla, invitando a todas las fuerzas políticas y a todos los ciudadanos a colaborar 
en la tarea de su perfeccionamiento. Solamente si todos deseamos tener un Código Penal 
mejor y contribuimos a conseguirlo podrá lograrse un objetivo cuya importancia para la 
convivencia y el pacífico disfrute de los derechos y libertades que la Constitución proclama 
difícilmente podría exagerarse. 
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TÍTULO PRELIMINAR
De las garantías penales y de la aplicación de la Ley penal

Artículo 1. 
1. No será castigada ninguna acción ni omisión que no esté prevista como delito por 

ley anterior a su perpetración. 

2. Las medidas de seguridad sólo podrán aplicarse cuando concurran los presupuestos 
establecidos previamente por la Ley. 

Artículo 2. 
1. No será castigado ningún delito con pena que no se halle prevista por ley anterior 

a su perpetración. Carecerán, igualmente, de efecto retroactivo las leyes que 
establezcan medidas de seguridad. 

2. No obstante, tendrán efecto retroactivo aquellas leyes penales que favorezcan al 
reo, aunque al entrar en vigor hubiera recaído sentencia firme y el sujeto estuviese 
cumpliendo condena. En caso de duda sobre la determinación de la Ley más 
favorable, será oído el reo. Los hechos cometidos bajo la vigencia de una Ley 
temporal serán juzgados, sin embargo, conforme a ella, salvo que se disponga 
expresamente lo contrario.

Artículo 3. 
1. No podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad sino en virtud de sentencia firme 

dictada por el Juez o Tribunal competente, de acuerdo con las leyes procesales. 

2. Tampoco podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la 
prescrita por la Ley y reglamentos que la desarrollan, ni con otras circunstancias o 
accidentes que los expresados en su texto. La ejecución de la pena o de la medida 
de seguridad se realizará bajo el control de los Jueces y Tribunales competentes. 

Artículo 4. 
1. Las leyes penales no se aplicarán a casos distintos de los comprendidos 

expresamente en ellas. 

2. En el caso de que un Juez o Tribunal, en el ejercicio de su jurisdicción, tenga 
conocimiento de alguna acción u omisión que, sin estar penada por la Ley, estime 
digna de represión, se abstendrá de todo procedimiento sobre ella y expondrá al 
Gobierno las razones que le asistan para creer que debiera ser objeto de sanción 
penal. 

3. Del mismo modo acudirá al Gobierno exponiendo lo conveniente sobre la derogación 
o modificación del precepto o la concesión de indulto, sin perjuicio de ejecutar desde 
luego la sentencia, cuando de la rigurosa aplicación de las disposiciones de la Ley 
resulte penada una acción u omisión que, a juicio del Juez o Tribunal, no debiera 
serlo, o cuando la pena sea notablemente excesiva, atendidos el mal causado por 
la infracción y las circunstancias personales del reo. 
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4. Si mediara petición de indulto, y el Juez o Tribunal hubiere apreciado en resolución 
fundada que por el cumplimiento de la pena puede resultar vulnerado el derecho 
a un proceso sin dilaciones indebidas, suspenderá la ejecución de la misma en 
tanto no se resuelva sobre la petición formulada. También podrá el Juez o Tribunal 
suspender la ejecución de la pena, mientras no se resuelva sobre el indulto cuando, 
de ser ejecutada la sentencia, la finalidad de éste pudiera resultar ilusoria. 

Artículo 5. 

No hay pena sin dolo o imprudencia. 

Artículo 6. 
1. Las medidas de seguridad se fundamentan en la peligrosidad criminal del sujeto al 

que se impongan, exteriorizada en la comisión de un hecho previsto como delito. 

2. Las medidas de seguridad no pueden resultar ni más gravosas ni de mayor duración 
que la pena abstractamente aplicable al hecho cometido, ni exceder el límite de lo 
necesario para prevenir la peligrosidad del autor. 

Artículo 7. 

A los efectos de determinar la ley penal aplicable en el tiempo, los delitos se consideran 
cometidos en el momento en que el sujeto ejecuta la acción u omite el acto que estaba 
obligado a realizar. 

Artículo 8. 

Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de este 
Código, y no comprendidos en los artículos 73 a 77, se castigarán observando las 
siguientes reglas: 

1.ª El precepto especial se aplicará con preferencia al general.
2.ª El precepto subsidiario se aplicará sólo en defecto del principal, ya se declare 

expresamente dicha subsidiariedad, ya sea ésta tácitamente deducible. 
3.ª El precepto penal más amplio o complejo absorberá a los que castiguen las 

infracciones consumidas en aquél.
4.ª En defecto de los criterios anteriores, el precepto penal más grave excluirá los que 

castiguen el hecho con pena menor. 

Artículo 9. 

Las disposiciones de este Título se aplicarán a los delitos que se hallen penados por leyes 
especiales. Las restantes disposiciones de este Código se aplicarán como supletorias en 
lo no previsto expresamente por aquéllas. 
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LIBRO I
Disposiciones generales sobre los delitos, las personas responsables, las penas, 

medidas de seguridad y demás consecuencias de la infracción penal.

TÍTULO I
De la infracción penal

CAPÍTULO I
De los delitos

Artículo 10. 
Son delitos las acciones y omisiones dolosas o imprudentes penadas por la ley. 

Artículo 11. 
Los delitos que consistan en la producción de un resultado sólo se entenderán cometidos 
por omisión cuando la no evitación del mismo, al infringir un especial deber jurídico del 
autor, equivalga, según el sentido del texto de la ley, a su causación. A tal efecto se 
equiparará la omisión a la acción: a) Cuando exista una específica obligación legal o 
contractual de actuar. b) Cuando el omitente haya creado una ocasión de riesgo para el 
bien jurídicamente protegido mediante una acción u omisión precedente. 

Artículo 12. 
Las acciones u omisiones imprudentes sólo se castigarán cuando expresamente lo 
disponga la Ley. 

Artículo 13. 
1.	Son delitos graves las infracciones que la Ley castiga con pena grave. 

2.	Son delitos menos graves las infracciones que la Ley castiga con pena menos 
grave. 

3.	Son delitos leves las infracciones que la ley castiga con pena leve. 

4.	Cuando la pena, por su extensión, pueda incluirse a la vez entre las mencionadas 
en los dos primeros números de este artículo, el delito se considerará, en todo 
caso, como grave. Cuando la pena, por su extensión, pueda considerarse como 
leve y como menos grave, el delito se considerará, en todo caso, como leve. 

Artículo 14. 
1.	El error invencible sobre un hecho constitutivo de la infracción penal excluye la 

responsabilidad criminal. Si el error, atendidas las circunstancias del hecho y las 
personales del autor, fuera vencible, la infracción será castigada, en su caso, como 
imprudente. 

2.	El error sobre un hecho que cualifique la infracción o sobre una circunstancia 
agravante, impedirá su apreciación.
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3.	El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal 
excluye la responsabilidad criminal. Si el error fuera vencible, se aplicará la pena 
inferior en uno o dos grados. 

Artículo 15. 

Son punibles el delito consumado y la tentativa de delito. 

Artículo 16. 
1.	Hay tentativa cuando el sujeto da principio a la ejecución del delito directamente 

por hechos exteriores, practicando todos o parte de los actos que objetivamente 
deberían producir el resultado, y sin embargo éste no se produce por causas 
independientes de la voluntad del autor. 

2.	Quedará exento de responsabilidad penal por el delito intentado quien evite 
voluntariamente la consumación del delito, bien desistiendo de la ejecución 
ya iniciada, bien impidiendo la producción del resultado, sin perjuicio de la 
responsabilidad en que pudiera haber incurrido por los actos ejecutados, si éstos 
fueren ya constitutivos de otro delito. 

3.	Cuando en un hecho intervengan varios sujetos, quedarán exentos de 
responsabilidad penal aquél o aquéllos que desistan de la ejecución ya iniciada, 
e impidan o intenten impedir, seria, firme y decididamente, la consumación, sin 
perjuicio de la responsabilidad en que pudieran haber incurrido por los actos 
ejecutados, si éstos fueren ya constitutivos de otro delito. 

Artículo 17. 
1.	La conspiración existe cuando dos o más personas se conciertan para la ejecución 

de un delito y resuelven ejecutarlo. 

2.	La proposición existe cuando el que ha resuelto cometer un delito invita a otra u 
otras personas a participar en él. 

3.	La conspiración y la proposición para delinquir sólo se castigarán en los casos 
especialmente previstos en la ley. 

Artículo 18. 
1.	La provocación existe cuando directamente se incita por medio de la imprenta, la 

radiodifusión o cualquier otro medio de eficacia semejante, que facilite la publicidad, 
o ante una concurrencia de personas, a la perpetración de un delito. 

Es apología, a los efectos de este Código, la exposición, ante una concurrencia 
de personas o por cualquier medio de difusión, de ideas o doctrinas que ensalcen 
el crimen o enaltezcan a su autor. La apología sólo será delictiva como forma de 
provocación y si por su naturaleza y circunstancias constituye una incitación directa 
a cometer un delito. 
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2.	La provocación se castigará exclusivamente en los casos en que la Ley así lo 
prevea. Si a la provocación hubiese seguido la perpetración del delito, se castigará 
como inducción. 

CAPÍTULO II
De las causas que eximen de la responsabilidad criminal

Artículo 19. 

Los menores de dieciocho años no serán responsables criminalmente con arreglo a este 
Código. Cuando un menor de dicha edad cometa un hecho delictivo podrá ser responsable 
con arreglo a lo dispuesto en la ley que regule la responsabilidad penal del menor. 

Artículo 20. 

Están exentos de responsabilidad criminal:
1.º El que al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o 

alteración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a 
esa comprensión. 

El trastorno mental transitorio no eximirá de pena cuando hubiese sido provocado 
por el sujeto con el propósito de cometer el delito o hubiera previsto o debido prever 
su comisión. 

2.º El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación 
plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, siempre que no 
haya sido buscado con el propósito de cometerla o no se hubiese previsto o debido 
prever su comisión, o se halle bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a 
causa de su dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud 
del hecho o actuar conforme a esa comprensión. 

3.º El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la 
infancia, tenga alterada gravemente la conciencia de la realidad. 

4.º El que obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, siempre 
que concurran los requisitos siguientes: Primero. Agresión ilegítima. En caso de 
defensa de los bienes se reputará agresión ilegítima el ataque a los mismos que 
constituya delito y los ponga en grave peligro de deterioro o pérdida inminentes. En 
caso de defensa de la morada o sus dependencias, se reputará agresión ilegítima 
la entrada indebida en aquélla o éstas. Segundo. Necesidad racional del medio 
empleado para impedirla o repelerla. Tercero. Falta de provocación suficiente por 
parte del defensor. 

5.º El que, en estado de necesidad, para evitar un mal propio o ajeno lesione un bien 
jurídico de otra persona o infrinja un deber, siempre que concurran los siguientes 
requisitos: 

Primero. Que el mal causado no sea mayor que el que se trate de evitar. 
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Segundo. Que la situación de necesidad no haya sido provocada intencionadamente 
por el sujeto. 

Tercero. Que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de sacrificarse. 

6.º El que obre impulsado por miedo insuperable. 

7.º El que obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, 
oficio o cargo. 

En los supuestos de los tres primeros números se aplicarán, en su caso, las 
medidas de seguridad previstas en este Código. 

CAPÍTULO III
De las circunstancias que atenúan la responsabilidad criminal

Artículo 21. 
Son circunstancias atenuantes: 

1.ª Las causas expresadas en el capítulo anterior, cuando no concurrieren todos los 
requisitos necesarios para eximir de responsabilidad en sus respectivos casos. 

2.ª La de actuar el culpable a causa de su grave adicción a las sustancias mencionadas 
en el número 2.º del artículo anterior. 

3.ª La de obrar por causas o estímulos tan poderosos que hayan producido arrebato, 
obcecación u otro estado pasional de entidad semejante. 

4.ª La de haber procedido el culpable, antes de conocer que el procedimiento judicial 
se dirige contra él, a confesar la infracción a las autoridades. 

5.ª La de haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o 
disminuir sus efectos, en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad 
a la celebración del acto del juicio oral. 

6.ª La dilación extraordinaria e indebida en la tramitación del procedimiento, siempre 
que no sea atribuible al propio inculpado y que no guarde proporción con la 
complejidad de la causa.

7.ª Cualquier otra circunstancia de análoga significación que las anteriores. 

CAPÍTULO IV
De las circunstancias que agravan la responsabilidad criminal

Artículo 22. 
Son circunstancias agravantes: 

1.ª Ejecutar el hecho con alevosía. 

Hay alevosía cuando el culpable comete cualquiera de los delitos contra las 
personas empleando en la ejecución medios, modos o formas que tiendan directa 
o especialmente a asegurarla, sin el riesgo que para su persona pudiera proceder 
de la defensa por parte del ofendido.
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2.ª Ejecutar el hecho mediante disfraz, con abuso de superioridad o aprovechando las 
circunstancias de lugar, tiempo o auxilio de otras personas que debiliten la defensa 
del ofendido o faciliten la impunidad del delincuente. 

3.ª Ejecutar el hecho mediante precio, recompensa o promesa. 

4.ª Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación 
referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a 
la que pertenezca, su sexo, orientación o identidad sexual, razones de género, la 
enfermedad que padezca o su discapacidad. 

5.ª Aumentar deliberada e inhumanamente el sufrimiento de la víctima, causando a 
ésta padecimientos innecesarios para la ejecución del delito. 

6.ª Obrar con abuso de confianza. 

7.ª Prevalerse del carácter público que tenga el culpable. 

8.ª Ser reincidente. Hay reincidencia cuando, al delinquir, el culpable haya sido 
condenado ejecutoriamente por un delito comprendido en el mismo título de este 
Código, siempre que sea de la misma naturaleza. 

A los efectos de este número no se computarán los antecedentes penales cancelados 
o que debieran serlo, ni los que correspondan a delitos leves. Las condenas firmes 
de jueces o tribunales impuestas en otros Estados de la Unión Europea producirán 
los efectos de reincidencia salvo que el antecedente penal haya sido cancelado o 
pudiera serlo con arreglo al Derecho español. 

CAPÍTULO V
De la circunstancia mixta de parentesco

Artículo 23. 
Es circunstancia que puede atenuar o agravar la responsabilidad, según la naturaleza, 
los motivos y los efectos del delito, ser o haber sido el agraviado cónyuge o persona 
que esté o haya estado ligada de forma estable por análoga relación de afectividad, o 
ser ascendiente, descendiente o hermano por naturaleza o adopción del ofensor o de su 
cónyuge o conviviente.

CAPÍTULO VI
Disposiciones generales

Artículo 24. 
1.	A los efectos penales se reputará autoridad al que por sí solo o como miembro de 

alguna corporación, tribunal u órgano colegiado tenga mando o ejerza jurisdicción 
propia. En todo caso, tendrán la consideración de autoridad los miembros del 
Congreso de los Diputados, del Senado, de las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas y del Parlamento Europeo. Se reputará también autoridad 
a los funcionarios del Ministerio Fiscal. 
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3. LEY ORGÁNICA 4/1981, DE 1 DE JUNIO, DE LOS ESTADOS DE ALARMA, 
EXCEPCIÓN Y SITIO

Jefatura de Estado
«BOE» núm. 134, de 5 de junio de 1981
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1981-12774

DON JUAN CARLOS I, REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren,

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 
Ley Orgánica:

CAPÍTULO PRIMERO
Disposiciones comunes a los tres estados

Artículo primero. 

Uno. Procederá la declaración de los estados de alarma, excepción o sitio cuando 
circunstancias extraordinarias hiciesen imposible el mantenimiento de la normalidad 
mediante los poderes ordinarios de las Autoridades competentes.

Dos. Las medidas a adoptar en los estados de alarma, excepción y sitio, así como la 
duración de los mismos, serán en cualquier caso las estrictamente indispensables para 
asegurar eI restablecimiento de la normalidad. Su aplicación se realizará de forma 
proporcionada a las circunstancias.

Tres. Finalizada la vigencia de los estados de alarma, excepción y sitio decaerán en 
su eficacia cuantas competencias en materia sancionadora y en orden a actuaciones 
preventivas correspondan a las Autoridades competentes, así como las concretas medidas 
adoptadas en base a éstas, salvo las que consistiesen en sanciones firmes.

Cuatro. La declaración de los estados de alarma, excepción y sitio no interrumpe el normal 
funcionamiento de los poderes constitucionales del Estado.

Artículo segundo. 

La declaración de los estados de alarma, excepción o sitio será publicada de inmediato en el 
«Boletín Oficial del Estado», y difundida obligatoriamente por todos los medios de comunicación 
públicos y por los privados que se determinen, y entrará en vigor desde el instante mismo 
de su publicación en aquél. También serán de difusión obligatoria las disposiciones que la 
Autoridad competente dicte durante la vigencia de cada uno de dichos estados.

Artículo tercero. 

Uno. Los actos y disposiciones de la Administración Pública adoptados durante la vigencia 
de los estados de alarma, excepción y sitio serán impugnables en vía jurisdiccional de 
conformidad con lo dispuesto en las leyes.
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Dos. Quienes como consecuencia de la aplicación de los actos y disposiciones adoptadas 
durante la vigencia de estos estados sufran, de forma directa, o en su persona, derechos 
o bienes, daños o perjuicios por actos que no les sean imputables, tendrán derecho a ser 
indemnizados de acuerdo con lo dispuesto en las leyes.

CAPÍTULO II
El estado de alarma

Artículo cuarto. 

El Gobierno, en uso de las facultades que le otorga el artículo ciento dieciséis, dos, de la 
Constitución podrá declarar eI estado de alarma, en todo o parte del territorio nacional, 
cuando se produzca alguna de las siguientes alteraciones graves de la normalidad.

a.	Catástrofes, calamidades o desgracias públicas, tales como terremotos, 
inundaciones, incendios urbanos y forestales o accidentes de gran magnitud.

b.	Crisis sanitarias, tales como epidemias y situaciones de contaminación graves.

c.	Paralización de servicios públicos esenciales para la comunidad, cuando no se 
garantice lo dispuesto en los artículos veintiocho, dos, y treinta y siete, dos, de la 
Constitución, concurra alguna de las demás circunstancia o situaciones contenidas 
en este artículo.

d.	Situaciones de desabastecimiento de productos de primera necesidad.

Artículo quinto. 

Cuando los supuestos a que se refiere el artículo anterior afecten exclusivamente a todo, 
o parte del ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, el Presidente de la misma, 
podrá solicitar del Gobierno la declaración de estado de alarma.

Artículo sexto. 

Uno. La declaración del estado de alarma se llevará a cabo mediante decreto acordado 
en Consejo de Ministros.

Dos. En el decreto se determinará el ámbito territorial, la duración y los efectos del estado 
de alarma, que no podrá exceder de quince días. Sólo se podrá prorrogar con autorización 
expresa del Congreso de los Diputados, que en este caso podrá establecer el alcance y 
las condiciones vigentes durante la prórroga.
Artículo séptimo. 

A los efectos del estado de alarma la Autoridad competente será el Gobierno o, por 
delegación de éste, el Presidente de la Comunidad Autónoma cuando la declaración 
afecte exclusivamente a todo o parte del territorio de una Comunidad.
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Artículo octavo. 

Uno. El Gobierno dará cuenta al Congreso de los Diputados de la declaración del estado 
de alarma y le suministrará la información que le sea requerida.

Dos. El Gobierno también dará cuenta al Congreso de los Diputados de los decretos que 
dicte durante la vigencia del estado de alarma en relación con éste.

Artículo noveno. 

Uno. Por la declaración del estado de alarma todas las Autoridades civiles de la 
Administración Pública del territorio afectado por la declaración, los integrantes de los 
Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales, 
y los demás funcionarios y trabajadores al servicio de las mismas, quedarán bajo las 
órdenes directas de la Autoridad competente en cuanto sea necesaria para la protección 
de personas, bienes y lugares, pudiendo imponerles servicios extraordinarios por su 
duración o por su naturaleza.

Dos. Cuando la Autoridad competente sea el Presidente de una Comunidad Autónoma 
podrá requerir la colaboración de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, que 
actuarán bajo la dirección de sus mandos naturales.

Artículo diez. 

Uno. El incumplimiento o la resistencia a las órdenes de la Autoridad competente en el 
estado de alarma será sancionado con arreglo a lo dispuesto en las leyes.

Dos. Si estos actos fuesen cometidos por funcionarios, las Autoridades podrán 
suspenderlos de inmediato en el ejercicio de sus cargos, pasando, en su caso, el tanto de 
culpa al juez, y se notificará al superior jerárquico, a los efectos del oportuno expediente 
disciplinario.

Tres. Si fuesen cometidos por Autoridades, las facultades de éstas que fuesen necesarias 
para el cumplimiento de las medidas acordadas en ejecución de la declaración de estado 
de alarma podrán ser asumidas por la Autoridad competente durante su vigencia.

Artículo once. 

Con independencia de lo dispuesto en el artículo anterior, el decreto de declaración del 
estado de alarma, o los sucesivos que durante su vigencia se dicten, podrán acordar las 
medidas siguientes:

a.	Limitar la circulación o permanencia de personas o vehículos en horas y lugares 
determinados, o condicionarlas al cumplimiento de ciertos requisitos.

b.	Practicar requisas temporales de todo tipo de bienes e imponer prestaciones 
personales obligatorias.

c.	Intervenir y ocupar transitoriamente industrias, fábricas, talleres, explotaciones 
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o locales de cualquier naturaleza, con excepción de domicilios privados, dando 
cuenta de ello a los Ministerios interesados.

d.	Limitar o racionar el uso de servicios o el consumo de artículos de primera necesidad.

e.	Impartir las órdenes necesarias para asegurar el abastecimiento de los mercados 
y el funcionamiento de los servicios de los centros de producción afectados por el 
apartado d) del artículo cuarto.

Artículo doce. 

Uno. En los supuestos previstos en los apartados a) y b) del artículo cuarto, la Autoridad 
competente podrá adoptar por sí, según los casos, además de las medidas previstas en los 
artículos anteriores, las establecidas en las normas para la lucha contra las enfermedades 
infecciosas, la protección del medio ambiente, en materia de aguas y sobre incendios 
forestales.

Dos. En los casos previstos en los apartados c) y d) del artículo cuarto el Gobierno podrá 
acordar la intervención de empresas o servicios, así como la movilización de su personal, 
con el fin de asegurar su funcionamiento. Será de aplicación al personal movilizado la 
normativa vigente sobre movilización que, en todo caso, será supletoria respecto de lo 
dispuesto en el presente artículo.

CAPÍTULO III
El estado de excepción

Artículo trece. 

Uno. Cuando el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos, el normal 
funcionamiento de las instituciones democráticas, el de los servicios públicos esenciales 
para la comunidad, o cualquier otro aspecto del orden público, resulten tan gravemente 
alterados que el ejercicio de las potestades ordinarias fuera insuficiente para restablecerlo 
y mantenerlo, el Gobierno, de acuerdo con el apartado tres del artículo ciento dieciséis de 
la Constitución, podrá solicitar del Congreso de los Diputados autorización para declarar 
el estado de excepción.

Dos. A los anteriores efectos, el Gobierno remitirá al Congreso de los Diputados una 
solicitud de autorización que deberá contener los siguientes extremos:

a.	Determinación de los efectos del estado de excepción, con mención expresa de los 
derechos cuya suspensión se solicita, que no podrán ser otros que los enumerados 
en el apartado uno del artículo cincuenta y cinco de la Constitución.

b.	Relación de las medidas a adoptar referidas a los derechos cuya suspensión 
específicamente se solicita.

c.	Ambito territorial del estado de excepción, así como duración del mismo, que no 
podrá exceder de treinta días.
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d.	La cuantía máxima de las sanciones pecuniarias que la Autoridad gubernativa esté 
autorizada para imponer, en su caso, a quienes contravengan las disposiciones 
que dicte durante el estado de excepción.

Tres. El Congreso debatirá la solicitud de autorización remitida por el Gobierno, pudiendo 
aprobarla en sus propios términos o introducir modificaciones en la misma.

Artículo catorce. 

El Gobierno, obtenida la autorización a que hace referencia el artículo anterior, procederá 
a declarar el estado de excepción, acordando para ello en Consejo de Ministros un decreto 
con el contenido autorizado por el Congreso de los Diputados.

Artículo quince. 

Uno. Si durante el estado de excepción, el Gobierno considerase conveniente la adopción 
de medidas distintas de las previstas en el decreto que lo declaró, procederá a solicitar del 
Congreso de los Diputados la autorización necesaria para la modificación del mismo, para 
lo que se utilizará el procedimiento, que se establece en los artículos anteriores.

Dos. El Gobierno, mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, podrá poner fin 
al estado de excepción antes de que finalice el período para el que fue declarado, dando 
cuenta de ello inmediatamente al Congreso de los Diputados.

Tres. Si persistieran las circunstancias que dieron lugar a la declaración del estado de 
excepción, el Gobierno podrá solicitar del Congreso de los Diputados la prórroga de 
aquél, que no podrá exceder de treinta días.

Artículo dieciséis. 

Uno. La Autoridad gubernativa podrá detener a cualquier persona si lo considera necesario 
para la conservación del orden, siempre que, cuando menos, existan fundadas sospechas 
de que dicha persona vaya a provocar alteraciones del orden público. La detención no 
podrá exceder de diez días y los detenidos disfrutarán de los derechos que les reconoce 
el artículo diecisiete, tres, de la Constitución.

Dos. La detención habrá de ser comunicada al juez competente en el plazo de veinticuatro 
horas. Durante la detención, el Juez podrá, en todo momento, requerir información y 
conocer personalmente, o mediante delegación en el Juez de Instrucción del partido o 
demarcación donde se encuentre el detenido la situación de éste.

Artículo diecisiete. 

Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo 
dieciocho, dos, de la Constitución, la Autoridad gubernativa podrá disponer inspecciones, 
registros domiciliarios si lo considera necesario para el esclarecimiento de los hechos 
presuntamente delictivos o para el mantenimiento del orden publico.
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Dos. La inspección o el registro se llevarán a cabo por la propia Autoridad o por sus 
agentes, a los que proveerá de orden formal y escrita. 

Tres. El reconocimiento de la casa, papeles y efectos, podrá ser presenciado por el titular 
o encargado de la misma o por uno o más individuos de su familia mayores de edad y, en 
todo caso, por dos vecinos de la casa o de las inmediaciones, si en ellas los hubiere, o, en 
su defecto, por dos vecinos del mismo pueblo o del pueblo o pueblos limítrofes.

Cuatro. No hallándose en ella al titular o encargado de la casa ni a ningún individuo de la 
familia, se hará el reconocimiento en presencia únicamente de los dos vecinos indicados.

Cinco. La asistencia de los vecinos requeridos para presenciar el registro será obligatoria 
y coercitivamente exigible.

Seis. Se levantará acta de la inspección o registro, en la que se harán constar los 
nombres de las personas que asistieren y las circunstancias que concurriesen, así como 
las incidencias a que diere lugar. El acta será firmada por la autoridad o el agente que 
efectuare el reconocimiento y por el dueño o familiares y vecinos. Si no supieran o no 
quisiesen firmar se anotará también esta incidencia.

Siete. La autoridad gubernativa comunicará inmediatamente al Juez competente las 
inspecciones y registros efectuados, las causas que los motivaron y los resultados de los 
mismos, remitiéndole copia del acta levantada.

Artículo dieciocho. 

Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo 
dieciocho, tres, de la Constitución, la autoridad gubernativa podrá intervenir toda clase 
de comunicaciones, incluidas las postales, telegráficas y telefónicas. Dicha intervención 
sólo podrá ser realizada si ello resulta necesario para el esclarecimiento de los hechos 
presuntamente delictivos o el mantenimiento del orden público.

Dos. La intervención decretada será comunicada inmediatamente por escrito motivado al 
Juez competente.

Artículo diecinueve. 

La autoridad gubernativa podrá intervenir y controlar toda clase de transportes, y la carga 
de los mismos.

Artículo veinte. 

Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo diecinueve 
de la Constitución, la autoridad gubernativa podrá prohibir la circulación de personas y 
vehículos en las horas y lugares que se determine, y exigir a quienes se desplacen de un 
lugar a otro que acrediten su identidad, señalándoles el itinerario a seguir.
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Dos. Igualmente podrá delimitar zonas de protección o seguridad y dictar las condiciones 
de permanencia en las mismas y prohibir en lugares determinados la presencia de persona 
que puedan dificultar la acción de la fuerza pública.

Tres. Cuando ello resulte necesario, la Autoridad gubernativa podrá exigir a personas 
determinadas que comuniquen, con una antelación de dos días, todo desplazamiento 
fuera de la localidad en que tengan su residencia habitual.

Cuatro. Igualmente podrá disponer su desplazamiento fuera de dicha localidad cuando lo 
estime necesario.

Cinco. Podrá también fijar transitoriamente la residencia de personas determinadas en 
localidad o territorio adecuados a sus condiciones personales.

Seis. Corresponde a la Autoridad gubernativa proveer de los recursos necesarios para el 
cumplimiento de las medidas previstas en este artículo y, particularmente, de las referidas 
a viajes, alojamiento y manutención de la persona afectada.

Siete. Para acordar las medidas a que se refieren los apartados tres, cuatro y cinco de 
este artículo, la Autoridad gubernativa habrá de tener fundados motivos en razón a la 
peligrosidad que para el mantenimiento del orden público suponga la persona afectada 
por tales medidas.

Artículo veintiuno. 

Uno. La Autoridad gubernativa podrá suspender todo tipo de publicaciones, emisiones de 
radio y televisión, proyecciones, cinematográficas y representaciones teatrales, siempre 
y cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo veinte, 
apartados uno, a) y d), y cinco de la Constitución. Igualmente podrá ordenar el secuestro 
de publicaciones.

Dos. El ejercicio de las potestades a que se refiere el apartado anterior no podrá llevar 
aparejado ningún tipo de censura previa.

Artículo veintidós. 

Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo veintiuno 
de la Constitución, la autoridad gubernativa podrá someter a autorización previa o prohibir 
la celebración de reuniones y manifestaciones.

Dos. También podrá disolver las reuniones y manifestaciones a que se refiere el párrafo 
anterior.

Tres. Las reuniones orgánicas que los partidos políticos, los sindicatos y las asociaciones 
empresariales realicen en cumplimiento de los fines que respectivamente les asignen los 
artículos sexto y séptimo de la Constitución, y de acuerdo con sus Estatutos, no podrán 
ser prohibidas, disueltas ni sometidas a autorización previa.
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Cuatro. Para penetrar en los locales en que tuvieran lugar las reuniones, la Autoridad 
gubernativa deberá proveer a sus agentes de autorización formal y escrita. Esta 
autorización no será necesaria cuando desde dichos locales se estuviesen produciendo 
alteraciones graves del orden público constitutivas del delito o agresiones a las Fuerzas 
de Seguridad y en cualesquiera otros casos de flagrante delito.

Artículo veintitrés. 

La Autoridad gubernativa podrá prohibir las huelgas y la adopción de medidas de conflicto 
colectivo, cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión de los artículos 
veintiocho, dos, y treinta y siete, dos de la Constitución.

Artículo veinticuatro. 

Uno. Los extranjeros que se encuentren en España vendrán obligados a realizar las 
comparecencias que se acuerden, a cumplir las normas que se dicten sobre renovación 
o control de permisos de residencia y cédulas de inscripción consular y a observar las 
demás formalidades que se establezcan.

Dos. Quienes contravinieren las normas o medidas que se adopten, o actuaren en 
connivencia con los perturbadores del orden público, podrán ser expulsados de España, 
salvo que sus actos presentaren indicios de ser constitutivos de delito, en cuyo caso se 
les someterá a los procedimientos judiciales correspondientes.

Tres. Los apátridas y refugiados respecto de los cuales no sea posible la expulsión se 
someterán al mismo régimen que los españoles.

Cuatro. Las medidas de expulsión deberán ir acompañadas de una previa justificación 
sumaria de las razones que la motivan.

Artículo veinticinco. 

La autoridad gubernativa podrá proceder a la incautación de toda clase de armas, 
municiones o sustancias explosivas.

Artículo veintiséis. 

Uno. La Autoridad gubernativa podrá ordenar la intervención de industrias o comercios 
que puedan motivar la alteración del orden público o coadyuvar a ella, y la suspensión 
temporal de las actividades de los mismos, dando cuenta a los Ministerios interesados.

Dos. Podrá, asimismo, ordenar el cierre provisional de salas de espectáculos, 
establecimientos de bebidas y locales de similares características.

Artículo veintisiete. 

La Autoridad gubernativa podrá ordenar las medidas necesarias de vigilancia y protección 
de edificaciones, instalaciones, obras, servicios públicos e industrias o explotaciones 
de cualquier género. A estos efectos podrá emplazar puestos armados en los lugares 
más apropiados para asegurar la vigilancia, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
dieciocho, uno de la Constitución.
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Artículo veintiocho. 

Cuando la alteración del orden público haya dado lugar a alguna de las circunstancias 
especificadas en el artículo cuarto coincida con ellas, el Gobierno podrá adoptar además 
de las medidas propias del estado de excepción, las previstas para el estado de alarma 
en la presente ley.

Artículo veintinueve. 

Si algún funcionario o personal al servicio de una Administración pública o entidad o 
instituto de carácter público u oficial favoreciese con su conducta la actuación de los 
elementos perturbadores del orden, la Autoridad gubernativa podrá suspenderlo en el 
ejercicio de su cargo, pasando el tanto de culpa al Juez competente y notificándolo al 
superior jerárquico a los efectos del oportuno expediente disciplinario.

Artículo treinta. 

Uno. Si durante el estado de excepción el Juez estimase la existencia de hechos contrarios 
al orden público o a la seguridad ciudadana que puedan ser constitutivos de delito, oído 
el Ministerio Fiscal, decretará la prisión provisional del presunto responsable, la cual 
mantendrá, según su arbitrio, durante dicho estado.

Dos. Los condenados en estos procedimientos quedan exceptuados de los beneficios de 
la remisión condicional durante la vigencia del estado de excepción.

Artículo treinta y uno. 

Cuando la declaración del estado de excepción afecte exclusivamente a todo o parte del 
ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, la Autoridad gubernativa podrá coordinar 
el ejercicio de sus competencias con el Gobierno de dicha Comunidad.

CAPÍTULO IV
El estado de sitio

Artículo treinta y dos. 

Uno. Cuando se produzca o amenace producirse una insurrección o acto de fuerza contra 
la soberanía o independencia de España, su integridad territorial o el ordenamiento 
constitucional, que no pueda resolverse por otros medios, el Gobierno, de conformidad 
con lo dispuesto en el apartado cuatro del artículo ciento dieciséis de la Constitución, 
podrá proponer al Congreso de los Diputados la declaración de estado de sitio.

Dos. La correspondiente declaración determinará el ámbito territorial, duración y 
condiciones del estado de sitio.
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Tres. La declaración podrá autorizar, además de lo previsto para los estados de alarma 
y excepción, la suspensión temporal de las garantías jurídicas del detenido que se 
reconocen en el apartado tres del artículo diecisiete de la Constitución.

Artículo treinta y tres. 

Uno. En virtud de la declaración del estado de sitio, el Gobierno, que dirige la política 
militar y de la defensa, de acuerdo con el artículo noventa y siete de la Constitución, 
asumirá todas las facultades extraordinarias previstas en la misma y en la presente ley.

Dos. A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Gobierno designará la Autoridad 
militar que, bajo su dirección, haya de ejecutar las medidas que procedan en el territorio 
a que el estado de sitio se refiera.

Artículo treinta y cuatro. 

La Autoridad militar procederá a publicar y difundir los oportunos bandos, que contendrán 
las medidas y prevenciones necesarias, de acuerdo con la Constitución, la presente ley y 
las condiciones de la declaración del estado de sitio.

Artículo treinta y cinco. 

En la declaración del estado de sitio el Congreso de los Diputados podrá determinar los 
delitos que durante su vigencia quedan sometidos a la Jurisdicción Militar.

Artículo treinta y seis. 

Las Autoridades civiles continuarán en el ejercicio de las facultades que no hayan sido 
conferidas a la Autoridad militar de acuerdo con la presente Ley. Aquellas Autoridades 
darán a la militar las informaciones que ésta le solicite y cuantas noticias referentes al 
orden público lleguen a su conocimiento.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Quedan derogados los artículos veinticinco a cincuenta y uno y disposiciones finales y 
transitorias de la Ley cuarenta y cinco mil novecientos cincuenta y nueve, de treinta de 
julio, de Orden Público, así como cuantas disposiciones se opongan a lo preceptuado en 
la presente Ley Orgánica.

DISPOSICIÓN FINAL

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».
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4. LEY ORGÁNICA 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 63, de 14 de marzo de 1986
Última modificación: 29 de julio de 2015

Referencia: BOE-A-1986-6859

JUAN CARLOS I, 
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley 
Orgánica:

PREÁMBULO
Respondiendo fundamentalmente al mandato del artículo 104 de la Constitución –según 
el cual una Ley Orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y 
estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad–, la presente Ley tiene, efectivamente, 
en su mayor parte carácter de Ley Orgánica y pretende ser omnicomprensiva, acogiendo 
la problemática de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de las Comunidades 
Autónomas y de las Corporaciones Locales:

a) El carácter de Ley Orgánica viene exigido por el artículo 104 de la Constitución 
para las funciones, principios básicos de actuación y estatutos genéricamente de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; por el artículo 149.1.29.ª, para determinar 
el marco en el que los Estatutos de Autonomía pueden establecer la forma de 
concretar la posibilidad de creación de policías de las respectivas comunidades y por 
el artículo 148.1.22.ª, para fijar los términos dentro de los cuales las Comunidades 
Autónomas pueden asumir competencias en cuanto a «la coordinación y demás 
facultades en relación con las policías locales».

Respecto a la policía judicial, el carácter de Ley Orgánica se deduce del contenido 
del artículo 126 de la Constitución, ya que, al regular las relaciones entre la policía 
y el Poder Judicial, determina, indirecta y parcialmente, los Estatutos de ambos y, 
al concretar las funciones de la policía judicial, incide en materias propias de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y concretamente en lo relativo a la «averiguación del 
delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente», que constituyen zonas 
de delimitación de derechos fundamentales de la persona.

Sin embargo, otros aspectos del proyecto de Ley –especialmente los relativos al 
proceso de integración de los Cuerpos Superior de Policía– y de Policía Nacional 
en el Cuerpo Nacional de Policía no tienen el carácter de Ley Orgánica, lo que 
impone la determinación, a través de una disposición final, de los preceptos que 
tienen carácter de Ley Orgánica.

b) El objetivo principal de la Ley se centra en el diseño de las líneas maestras del 
régimen jurídico de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en su conjunto, tanto de 
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las dependientes del Gobierno de la Nación como de las Policías Autónomas y 
Locales, estableciendo los principios básicos de actuación comunes a todos ellos y 
fijando sus criterios estatutarios fundamentales.

A ello parece apuntar la propia Constitución cuando en el artículo 104.2 se remite a 
una Ley Orgánica para determinar las funciones, principios básicos de actuación y 
estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en contraposición a la matización 
efectuada en el número 1 del mismo artículo, que se refiere exclusivamente a las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad dependientes del Gobierno de la Nación.

La seguridad pública constituye una competencia difícil de parcelar, toda vez que 
no permite delimitaciones o definiciones, con el rigor y precisión admisibles en otras 
materias. Ello es así porque las normas ordenadoras de la seguridad pública no 
contemplan realidades físicas tangibles, sino eventos meramente previstos para 
el futuro, respecto a los cuales se ignora el momento, el lugar, la importancia y, en 
general, las circunstancias y condiciones de aparición.

Hay que tener en cuenta a este respecto la ocupación por parte de la seguridad 
pública de un terreno de encuentro de las esferas de competencia de todas las 
Administraciones Públicas –aunque el artículo 149.1 de la Constitución la enumere, 
en su apartado 29, entre las materias sobre las cuales el estado tiene competencia 
exclusiva– y las matizaciones y condicionamientos con que la configura el texto 
constitucional, lo que hace de ella una de las materias compartibles por todos los 
poderes públicos, si bien con estatutos y papeles bien diferenciados.

Es la naturaleza fundamental y el carácter peculiarmente compartible de la materia 
lo que determina su tratamiento global en un texto conjunto, a través del cual se 
obtenga una panorámica general y clarificadora de todo su ámbito, en vez de 
parcelarla en textos múltiples de difícil o imposible coordinación.

La existencia de varios colectivos policiales que actúan en un mismo territorio con 
funciones similares y, al menos parcialmente, comunes, obliga necesariamente 
a dotarlos de principios básicos de actuación idénticos y de criterios estatutarios 
también comunes, y el mecanismo más adecuado para ello es reunir sus 
regulaciones en un texto legal único que constituye la base más adecuada para 
sentar el principio fundamental de la materia: el de la cooperación recíproca y de 
coordinación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad pertenecientes a todas las 
esferas administrativas.

II

Con apoyo directo en el artículo 149.1.29.ª, en relación con el 104.1 de la Constitución, la 
Ley recoge el mantenimiento de la Seguridad Pública que es competencia exclusiva del 
estado, correspondiendo su mantenimiento al Gobierno de la Nación y al de las demás 
Administraciones Públicas, Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales, dedicando 
sendos capítulos a la determinación de los principios básicos de actuación de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad y a la exposición de las disposiciones estatutarias comunes:
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a) Siguiendo las líneas marcadas por el Consejo de Europa, en su «Declaración» 
sobre la policía, y por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en el «Código 
de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley», se establecen 
los principios básicos de actuación como un auténtico «Código Deontológico», que 
vincula a los miembros de todos los colectivos policiales, imponiendo el respeto 
de la Constitución, el servicio permanente a la Comunidad, la adecuación entre 
fines y medios, como criterio orientativo de su actuación, el secreto profesional, 
el respeto al honor y dignidad de la persona, la subordinación a la autoridad y la 
responsabilidad en el ejercicio de la función.

Los principios básicos de actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad son los 
ejes fundamentales, en torno a los cuales gira el desarrollo de las funciones policiales, 
derivando a su vez de principios constitucionales más generales, como el de 
legalidad o adecuación al ordenamiento jurídico, o de características estructurales, 
como la especial relevancia de los principios de jerarquía y subordinación, que no 
eliminan, antes potencian, el respeto al principio de responsabilidad por los actos 
que lleven a cabo.

La activa e intensa compenetración entre la colectividad y los funcionarios policiales 
–que constituye la razón de ser de éstos y es determinante del éxito o fracaso de 
su actuación, hace aflorar una serie de principios que, de una parte, manifiestan la 
relación directa del servicio de la policía respecto a la comunidad y, de otra parte, 
como emanación del principio constitucional de igualdad ante la Ley, le exigen la 
neutralidad política, la imparcialidad y la evitación de cualquier actuación arbitraria 
o discriminatoria.

Por encima de cualquier otra finalidad, la Ley pretende ser el inicio de una nueva 
etapa en la que destaque la consideración de la policía como un servicio público 
dirigido a la protección de la comunidad, mediante la defensa del ordenamiento 
democrático.

A través de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se ejerce el monopolio, por parte 
de las Administraciones Públicas, del uso institucionalizado de la coacción jurídica, 
lo que hace imprescindible la utilización de armas por parte de los funcionarios de 
policía. Ello, por su indudable trascendencia sobre la vida y la integridad física de 
las personas, exige el establecimiento de límites y la consagración de principios, 
sobre moderación y excepcionalidad en dicha utilización, señalando los criterios y 
los supuestos claros que la legitiman, con carácter excluyente.

También en el terreno de la libertad personal entran en tensión dialéctica la necesidad 
de su protección por parte de la policía y el peligro, no por meramente posible y 
excepcional menos real, de su invasión; por cuya razón, en torno al tratamiento de 
los detenidos, se articulan obligaciones terminantes sobre la protección de su vida, 
integridad física y dignidad moral y sobre el estricto cumplimiento de los trámites, 
plazos y requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico.

Novedad a destacar es el significado que se da al principio de obediencia debida, 
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al disponer que la misma en ningún caso podrá amparar actos manifiestamente 
ilegales ordenados por los superiores, siendo también digna de mención la obligación 
que se impone a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de evitar 
cualquier práctica abusiva, arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física 
o moral.

Hay que señalar, finalmente, en este apartado, la estrecha interdependencia 
que refleja la Ley, entre el régimen disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía 
que lógicamente se habrá de tener en cuenta al elaborar los de otras Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad y los principios básicos de actuación, como garantía segura 
del cumplimiento de la finalidad de éstos.

b) En el aspecto estatutario, la Ley pretende configurar una organización policial, basada 
en criterios de profesionalidad y eficacia, atribuyendo una especial importancia a 
la formación permanente de los funcionarios y a la promoción profesional de los 
mismos.

Los funcionarios de policía materializan el eje de un difícil equilibrio, de pesos 
y contrapesos, de facultades y obligaciones, ya que deben proteger la vida y la 
integridad de las personas, pero vienen obligados a usar armas; deben tratar 
correcta y esmeradamente a los miembros de la comunidad, pero han de actuar 
con energía y decisión cuando las circunstancias lo requieran y la balanza capaz 
de lograr ese equilibrio, entre tales fuerzas contrapuestas, no puede ser otra que 
la exigencia de una actividad de formación y perfeccionamiento permanentes 
respecto a la cual se pone un énfasis especial, sobre la base de una adecuada 
selección que garantice el equilibrio psicológico de la persona.

La constitucionalización del tema de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad es una 
necesidad y una lógica derivación de su misión trascendental, en cuanto a la 
protección del libre ejercicio de los derechos y libertades que, en el contexto de la 
Constitución, son objeto de su título I y principal, ya que integran la Carta Magna del 
ciudadano español. Esta es la razón que determina el particular relieve con que la 
Ley resalta la promesa o juramento de acatar y cumplir la Constitución, por parte de 
los miembros de todos los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, que no constituye un 
mero trámite o formalismo, sino un requisito esencial, constitutivo de la condición 
policial y al mismo tiempo símbolo o emblema de su alta misión.

Por lo demás, con carácter general, se regula la práctica totalidad de los aspectos 
esenciales, integrantes de su estatuto personal (promoción profesional, régimen de 
trabajo, sindicación, incompatibilidades, responsabilidad), procurando mantener el 
necesario equilibrio, entre el reconocimiento y respeto de los derechos personales 
y profesionales y las obligadas limitaciones a que ha de someterse el ejercicio 
de algunos de dichos derechos, en razón de las especiales características de la 
función policial. 

Especial mención merece, a este respecto, la interdicción de la huelga o de las 
acciones sustitutivas de la misma, que se lleva a cabo, dentro del marco delimitado 
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por el artículo 28 de la Constitución, en aras de los intereses preeminentes que 
corresponde proteger a los Cuerpos de Seguridad, al objeto de asegurar la 
prestación continuada de sus servicios, que no admite interrupción. Lógicamente, 
como lo exige la protección de los derechos personales y profesionales de estos 
funcionarios, la Ley prevé la determinación de los cauces de expresión y solución 
de los conflictos que puedan producirse por razones profesionales.

El sistema penal y procesal diseñado, con carácter general, es el que ya se venía 
aplicando para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, suspendiéndose el 
expediente disciplinario mientras se tramita el proceso penal, aunque permitiendo 
la adopción de medidas cautelares hasta tanto se dicte sentencia firme.

III

Con fundamentación directa en el artículo 104 e indirecta en el artículo 8, ambos de la 
Constitución, la Ley declara, a todos los efectos, la naturaleza de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad que corresponde al Cuerpo Nacional de Policía nacido de la integración de los 
Cuerpos Superior de Policía y de Policía Nacional y al Cuerpo de la Guardia Civil.

a) El capítulo II del título II se dedica a enumerar las funciones que deben realizar 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, siguiendo para ello el reparto de 
competencias al que se considera que apunta la Constitución. Pero es necesario 
efectuar algunas precisiones, que afectan al modelo policial que diseña la Ley, para 
comprender mejor por qué se asignan ciertas competencias al Estado, mientras 
que otras se otorgan a los demás entes públicos territoriales.

En primer lugar, hay que tener en cuenta que, en perfecta congruencia con el 
artículo 149.1.29.ª, el artículo 104.1 de la Constitución atribuye a las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, la misión de proteger 
el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.

En segundo lugar, hay que aludir a todas las funciones de carácter «extracomunitario» 
o «supracomunitario», según la expresión usada en los Estatutos de Autonomía 
para el País Vasco y para Cataluña. Entre ellas, está la competencia en materia 
de armas y explosivos, que también la propia Constitución ha reservado al Estado 
de modo expreso y, además, se encuentra la vigilancia de puertos, aeropuertos, 
costas y fronteras, aduanas, control de entrada y salida del territorio nacional, de 
españoles y extranjeros, régimen general de extranjería, extradición, e emigración 
e inmigración, pasaportes y documento nacional de identidad, resguardo fiscal del 
Estado, contrabando, fraude fiscal al Estado y colaboración y auxilio a policías 
extranjeras.

Por lo que se refiere a las funciones propias de información y de Policía Judicial, la 
atribución es objeto de la adecuada matización. Porque la formulación del artículo 
126 de la Constitución concibe la Policía Judicial estrechamente conectada con 
el Poder Judicial, que es único en toda España y la Constitución insiste en ello, 
poniendo de relieve la idea de unidad jurisdiccional (artículo 117.5) disponiendo 
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su Gobierno por un órgano único, el Consejo General del Poder Judicial (artículo 
122.2), estableciendo que los Jueces y Magistrados se integren en un cuerpo 
único (artículo 122.1) y atribuyendo al Estado competencias plenas en materia de 
administración de justicia (artículo 149.1.5.ª). Pero no se pueden desconocer las 
exigencias de la realidad y los precedentes legislativos, constituidos, sobre todo, 
por la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que obligan a admitir la colaboración de 
los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones 
Locales, en el ejercicio de la indicada función de Policía Judicial.

En otro aspecto, en cuanto a la distribución de las funciones atribuidas a la 
Administración del Estado, la Ley sigue los precedentes existentes, que deslindaban 
expresamente las correspondientes a los diversos Cuerpos de Seguridad del 
Estado, si bien, en casos excepcionales, al objeto de conseguir la óptima utilización 
de los medios disponibles y la racional distribución de efectivos, se adoptan las 
previsiones necesarias para que cualquiera de dichos cuerpos pueda asumir en 
zonas o núcleos determinados todas o algunas de las funciones asignadas al otro 
Cuerpo.

b) De la necesidad de dar cumplimiento al artículo 104.2 de la Constitución, se deduce 
que el régimen estatutario de la Guardia Civil debe ser regulado en la Ley Orgánica 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Ello significa que la Guardia Civil, como Cuerpo de Seguridad, sin perjuicio de 
realizar en determinadas circunstancias misiones de carácter militar, centra su 
actuación en el ejercicio de funciones propiamente policiales, ya sea en el ámbito 
judicial o en el administrativo.

En consecuencia, sin perjuicio del estatuto personal atribuible a los miembros del 
Cuerpo de la Guardia Civil por razones de fuero, disciplina, formación y mando, debe 
considerarse normal su actuación en el mantenimiento del orden y la seguridad 
pública, función en la que deben concentrarse, en su mayor parte, las misiones y 
servicios asumibles por la Guardia Civil.

Con todo ello, se pretende centrar a la Guardia Civil en la que es su auténtica 
misión en la sociedad actual: garantía del libre ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidos por la Constitución y la protección de la seguridad ciudadana, dentro 
del colectivo de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

c) Por lo que se refiere a la Policía, la Ley persigue dotar a la institución policial de una 
organización racional y coherente; a cuyo efecto, la medida más importante que se 
adopta es la integración de los Cuerpos Superior de Policía y Policía Nacional en 
un solo colectivo, denominado Cuerpo Nacional de Policía. De este modo, además 
de solucionar posibles problemas de coordinación y mando, se homogeneizan, en 
un solo colectivo, Cuerpos que realizan funciones similares o complementarias, 
con lo que se puede logarar un incremento en la efectividad del servicio.

En el aspecto estatutario, se consagra la naturaleza civil del nuevo Cuerpo, 
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si bien, dadas las especiales características que inciden en la función policial y 
la repercusión que sobre los derechos y libertades tienen sus actuaciones, se 
establecen determinadas peculiaridades, en materia de régimen de asociación 
sindical y en cuanto al régimen disciplinario.

El nuevo Cuerpo se estructura en cuatro Escalas Superior, Ejecutiva, de 
Subinspección y Básica, algunas de las cuales se subdividen en categorías, 
para posibilitar la mejor prestación de los servicios de un colectivo jerarquizado 
e incentivar a los funcionarios mediante la promoción interna, y en ellas se irán 
integrando, en un proceso gradual pero ininterrumpido, los actuales miembros de 
los dos Cuerpos que se extinguen, siguiendo estrictos criterios de superior categoría 
o empleo, antigüedad y orden escalafonal.

Se fija la edad de jubilación forzosa del nuevo Cuerpo en sesenta y cinco años, 
unificando así la edad de jubilación de la Policía con el resto de los funcionarios 
públicos; complementariamente, se adopta la previsión de desarrollar por Ley el 
pase a la segunda actividad, a las edades que exijan las funciones a desarollar, 
teniendo en cuenta que las condiciones físicas son especialmente determinantes 
de la eficacia en el ejercicio de la profesión policial.

Por lo que respecta al régimen disciplinario, sin perjuicio de respetar las garantías 
procedimentales exigidas por la Constitución, se configura una regulación específica, 
rápida y eficaz, inspirada en municipios acordes con la estructura y organización 
jerarquizada del Cuerpo, con el propósito de conseguir la ejemplaridad, a través de 
la inmediación de las sanciones.

En cuanto al derecho de sindicación, se reconoce plenamente su ejercicio, si 
bien se introducen determinadas limitaciones amparadas en el artículo 28.1 de la 
Constitución, y en correspondencia con el tratamiento de la materia, efectuado por 
el artículo 1.º, 5, de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, 
que se justifican en el carácter de Instituto armado que la Ley atribuye al Cuerpo.

d) Con antecedente básico en el artículo 126 de la Constitución, en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y en el Estatuto del Ministerio 
Fiscal, la Ley de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad completa el régimen regulador 
de la Policía Judicial, sentando las bases para la organización de unidades de 
Policía, encargadas del ejercicio de dicha función.

La organización se llevará a cabo con miembros de los dos Cuerpos de Seguridad 
del Estado, que habrán de recibir una formación especializada, configurándose la 
Policía Judicial, en el terreno doctrinal y docente, como una especialidad policial, 
y, considerándose  el Diploma correspondiente como requisito necesario para 
desempeñar puestos en las unidades que se constituyan.

Los avances de la criminalidad moderna exigen que deba lucharse contra la misma 
con grandes medios y efectivos, utilizando las técnicas de la policía científica y 
contando con la colaboración de las Policías de otros Estados, por la facilidad 
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con que los delincuentes traspasan las fronteras. Sólo desde la perspectiva del 
Estado puede hacerse frente con éxito al reto de dicha criminalidad, disponiendo 
del concurso de unidades de contrastada experiencia y alto índice de eficacia.

Como las Unidades de Policía Judicial son el puente de unión entre las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad y el Poder Judicial, es punto central de regulación de aquéllas, 
el tratamiento de las correspondientes relaciones de dependencia, respecto a 
Jueces v Fiscales, así como el procedimiento de adscripción de funcionarios o 
equipo de Policía de dichas Unidades.

La Ley concreta el contenido de esta relación de dependencia singular, especificando 
las facultades que comporta para los Jueces y Tribunales, y saca la consecuencia 
de la formación especializada de los funcionarios de las Unidades de Policía Judicial 
en cuanto a su actuación, estrechamente controlada por aquéllos.

En definitiva, siguiendo el mandato constitucional, se ha procedido a regular la 
adscripción funcional, como la califica la Constitución, respecto a Jueces, Tribunales 
y Ministerio Fiscal, con la seguridad de que se cubrirán mejor las necesidades en la 
medida en que la Policía mantenga su estructura unitaria y su organización vinculadas 
a mandos únicos. Por ello, y salvo las especialidades concretadas en el capítulo 
correspondiente de la Ley, será aplicable al personal de las Unidades de Policía 
Judicial el régimen general de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado.

IV

El título III, con rúbrica «De las Comunidades Autónomas», pretende desarrollar la 
previsión contenida en el artículo 148.1.22.ª de la Constitución.

a) Siguiendo a la Constitución, se distingue entre Comunidades Autónomas con 
Cuerpos de Policía propios, ya creados, Comunidades cuyos Estatutos prevén la 
posibilidad de creación de Policías y Comunidades cuyos Estatutos no contienen tal 
previsión; ofreciéndose a las segundas la posibilidad de ejercer sus competencias 
policiales, acudiendo a la adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía.

Para comprender el reparto de competencias, entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas, en materia de seguridad, es preciso señalar que tal delimitación tiene 
dos soportes fundamentales: la presente Ley Orgánica y los Estatutos. En el 
esquema de ordenación normativa que la Constitución estableció, se encomienda 
a una Ley Orgánica del Estado la fijación del marco de regulación de las Policías 
Autónomas, mientras que a los Estatutos les corresponde determinar la forma de 
creación de las mismas.

El Tribunal Constitucional ha usado ya, en diversas ocasiones, la noción de «bloque 
de constitucionalidad», para referirse a los instrumentos normativos que, junto con 
la Constitución misma y como complemento de ella, es preciso tener en cuenta 
para fijar con exactitud el régimen de una determinada competencia (Sentencias de 
23 de marzo y 24 de mayo de 1981).
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La pieza normativa en la que se relacionan de modo principal las competencias 
autonómicas es, sin duda, el Estatuto. Pero no es la única, ni es tampoco la norma 
de aplicación exclusiva para resolver los problemas interpretativos que pueden 
suscitarse. 

Son, por el contrario, los preceptos de la Constitución el marco de referencia más 
general y permanente; «no agotando su virtualidad en el momento de la aprobación 
del Estatuto de Autonomía, sino que continuarán siendo preceptos operativos en 
el momento de realizar la interpretación de los preceptos de éste, a través de 
los cuales se realiza la asunción de competencias por la Comunidad Autónoma» 
(Sentencia del Tribunal Constitucional de 4 de mayo de 1982).

b) Una vez sentadas las precedentes consideraciones y como complemento de las, 
efectuadas al abordar la competencia del Estado, conviene poner de manifiesto 
que, en la asignación de funciones generales a las Comunidades Autónomas, se 
distingue entre  aquellas competencias necesarias, que ineludiblemente deben 
respetarse vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones y coordinación de 
las Policías Locales y las de libre disposición del legislador estatal.

Por conexión con las primeras, se ha estimado procedente extenderlas a la 
protección de las personalidades autonómicas y a la vigilancia y protección 
de los demás bienes de la Comunidad. Y, de la atribución específica de otras 
competencias, surge también la relativa al uso de la coacción administrativa, para 
obtener la objetividad de los actos o decisiones de las Comunidades Autónomas.

Entre las funciones, calificadas de concurrentes o de colaboración, deben mencionarse 
especialmente las relativas a la vigilancia de espacios públicos, protección de 
manifestaciones y mantenimiento del orden en grandes concentraciones humanas, 
si bien permitiendo la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, a requerimiento de las autoridades de la Comunidad o cuando lo estimen 
necesario las autoridades estatales competentes.

Este sistema de competencias tiene una única excepción en el caso de aquellas 
Comunidades Autónomas que dispongan de Cuerpos de Policía propios, a la 
entrada en vigor de la presente Ley, a las cuales, por razones de respeto a las 
situaciones creadas, así como de funcionalidad y eficacia, se les permite mantener 
su actual régimen de competencias, sin perjuicio de la aplicación directa de las 
normas estatutarias y orgánicas comunes previstas en la presente Ley.

Por último, en materia de competencias autonómicas, tiene entidad propia la 
coordinación de las Policías Locales. Según la Sentencia del Tribunal Constitucional 
de 28 de abril de 1983, la coordinación es un concepto que usa la Constitución como 
instrumento para la fijación de medios y sistemas de relación, con objeto de lograr 
una cierta homogeneidad y hacer posibles, en su caso, actuaciones conjuntas y 
la colaboración mutua. Atendiendo a esta consideración general y a los preceptos 
normativos de las Comunidades, el desarrollo del artículo 148.1.22.ª, en cuanto a la 
coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales, se desarrolla 
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ampliamente, con gran riqueza de posibilidades de coordinación y con carácter 
común respecto a todas las Comunidades que hayan asumido competencias 
sobre la materia, ya que estas facultades se han de ejecutar por los órganos de 
Gobierno de las Comunidades Autónomas y no por las Policías de éstas, lo que 
hace indiferente, a este respecto, el hecho de que las hayan creado o no.

c) El régimen estatutario será el que determine la comunidad respectiva, con sujeción 
a las bases que en la Ley se establecen, como principios mínimos que persiguen 
una cierta armonización entre todos los colectivos que se ocupan de la seguridad. 
Tales principios mínimos son los establecidos en los capítulos I y III del título I de la 
propia Ley, y por ello, únicamente debe resaltarse: el reconocimiento de la potestad 
reglamentaria de las Comunidades Autónomas; la intervención, en el proceso 
de creación de los cuerpos, del Consejo de Política de Seguridad, obedeciendo 
a consideraciones de planificación, de coordinación y de interés general, y la 
atribución, también de carácter general, con numerosos precedentes históricos 
y estatutarios, a los jefes y oficiales de las Fuerzas Armadas y mandos de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de la aptitud para su designación 
como mandos de los Cuerpos de las Policías Autónomas, previa realización de un 
curso de especialización para tal misión en la Escuela General de Policía.

d) El artículo 25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen 
Local, reconoce competencias a los municipios en materias de seguridad en lugares 
públicos y de ordenación del trafico de personas y vehículos en las vías urbanas.

A partir del reconocimiento de dichas competencias, la Ley de Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad admite distintas modalidades de ejecución de las mismas, desde la 
creación de Cuerpos de Policía propios, por parte de las Corporaciones Locales, 
hasta la utilización de personal auxiliar de custodia y vigilancia.

Por lo que respecta a las funciones, dado que no existe ningún condicionamiento 
constitucional, se ha procurado dar a las Corporaciones Locales una participación 
en el mantenimiento de la seguridad ciudadana, coherente con el modelo diseñado, 
presidido por la evitación de duplicidades y concurrencias innecesarias y en función 
de las características propias de los Cuerpos de Policía Local y de la actividad que 
tradicionalmente vienen realizando.

Sin la distinción formal, que aquí no tiene sentido, entre competencias exclusivas 
y concurrentes, se atribuyen a las Policías Locales las funciones naturales y 
constitutivas de toda policía; recogiéndose como específica la ya citada ordenación, 
señalización y dirección del tráfico urbano; añadiendo la de vigilancia y protección 
de personalidades y bienes de carácter local, en concordancia con los cometidos 
similares de los demás cuerpos policiales, y atribuyéndoles también las funciones 
de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en materia de policía 
judicial y de seguridad ciudadana.

Y como, obviamente, se reconoce la potestad normativa de las Comunidades 
Autónomas en la materia y se parte de la autonomía municipal para la ordenación 
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complementaria de este tipo de policía, la Ley Orgánica, en cuanto a régimen 
estatutario, se limita a reiterar la aplicación a las policías locales de los criterios 
generales establecidos en los capítulos II y III del título I.

V

Sobre la base de la práctica indivisibilidad de la seguridad pública y del consiguiente 
carácter concurrente del ejercicio de la competencia sobre la misma, dentro del respeto 
a la autonomía de las distintas esferas de la Administración Pública, la Ley ha querido 
resaltar la necesidad de intercomunicación entre los cuerpos de seguridad de dichas 
esferas administrativas y, por ello, inmediatamente después de enumerar en el artículo 
2.º cuales son esos cuerpos, proclama en su artículo 3.º, como un elemento constitutivo 
de todos ellos, el principio de cooperación recíproca y de coordinación orgánica.

El principio de cooperación recíproca reaparece en el artículo 12 para cualificar las 
relaciones entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado; se vuelve a reflejar 
al efectuar la clasificación de las funciones de las policías autónomas, en el artículo 38, 
uno de cuyos grupos es el de las funciones de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado, y se pone de relieve también en el artículo 53, respecto a las 
funciones de los Cuerpos de Policía Local.

Pero, precisamente como garantía de eficacia de la colaboración entre los miembros 
de los cuerpos de policía de las distintas esferas administrativas territoriales, la Ley ha 
considerado necesario establecer también unos cauces institucionalizados de auxilio y 
cooperación y unos mecanismos orgánicos de coordinación.

Los cauces de auxilio y cooperación responden a los supuestos de insuficiencia de 
medios, que pueden concurrir en algunas Comunidades Autónomas, en cuyos casos, 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado coadyuvarán a la realización de sus 
funciones policiales, o se llevará a cabo la adscripción funcional de unidades del Cuerpo 
Nacional de Policía a las Comunidades Autónomas que no dispongan de policía propia, y 
sí de la posibilidad de crearla, recogida en sus estatutos.

En cuanto a los mecanismos orgánicos de coordinación, el derecho comparado ofrece 
modelos acabados de articulación de las diferentes piezas orgánicas en materia de 
seguridad, con base en los cuales se ha optado por la creación de un órgano político –el 
Consejo de Política de Seguridad–, de composición paritaria, presidido por el Ministro del 
Interior e integrado por los Consejeros de Interior o Gobernación de las Comunidades 
Autónomas, asistido por un órgano de carácter técnico, denominado Comité de Expertos.
Dichos órganos elaborarán fórmulas de coordinación, acuerdos, programas de formación, 
de información y de actuaciones conjuntas; correspondiéndoles también la elaboración de 
directrices generales y el dictamen de las disposiciones legales que afecten a los cuerpos 
de policía.

En cualquier caso, más que de coordinación coercitiva o jerárquica, se trata de una 
coordinación de carácter informativo, teniendo en cuenta el carácter paritario de los 
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órganos previstos, de acuerdo con el precedente establecido en el artículo 4.º de la 
Ley 12/1983, de 14 de octubre, reguladora del proceso autonómico, con apoyo en los 
pronunciamientos del Tribunal Constitucional.

En los niveles autonómico y local se recoge la posibilidad de constituir juntas de seguridad 
en las Comunidades Autónomas y en los municipios que dispongan de cuerpos de policía 
propios, para armonizar su actuación y la de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado, como mecanismo complementario de coordinación operativa, puesto que la 
coordinación general se atribuye a los órganos antes citados.

TÍTULO I
De los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo primero. 

1.	La Seguridad Pública es competencia exclusiva del Estado. Su mantenimiento 
corresponde al Gobierno de la Nación.

2.	Las Comunidades Autónomas participarán en el mantenimiento de la Seguridad 
Pública en los términos que establezcan los respectivos Estatutos y en el marco 
de esta Ley.

3.	Las Corporaciones Locales participarán en el mantenimiento de la seguridad pública 
en los términos establecidos en la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local 
y en el marco de esta Ley.

4.	El mantenimiento de la Seguridad Pública se ejercerá por las distintas 
Administraciones Públicas a través de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Artículo segundo. 

Son Fuerzas y Cuerpos de Seguridad:

a.	Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado dependientes del Gobierno de la 
Nación.

b.	Los Cuerpos de Policía dependientes de las Comunidades Autónomas.
c.	Los Cuerpos de Policía dependientes de las Corporaciones Locales.

Artículo tercero. 

Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad ajustarán su actuación al principio 
de cooperación recíproca y su coordinación se efectuará a través de los órganos que a tal 
efecto establece esta Ley.
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Artículo cuarto. 

1.	Todos tienen el deber de prestar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad el auxilio 
necesario en la investigación y persecución de los delitos en los términos previstos 
legalmente.

2.	Las personas y entidades que ejerzan funciones de vigilancia, seguridad o custodia 
referidas a personal y bienes o servicios de titularidad pública o privada tienen 
especial obligación de auxiliar o colaborar en todo momento con las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad.

CAPÍTULO II
Principios básicos de actuación

Artículo quinto. 

Son principios básicos de actuación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad los siguientes:

1.	Adecuación al ordenamiento jurídico, especialmente:
a.	 Ejercer su función con absoluto respeto a la Constitución y al resto del 

ordenamiento jurídico.
b.	 Actuar, en el cumplimiento de sus funciones, con absoluta neutralidad política e 

imparcialidad y, en consecuencia, sin discriminación alguna por razón de raza, 
religión u opinión.

c.	 Actuar con integridad y dignidad. En particular, deberán abstenerse de todo acto 
de corrupción y oponerse a él resueltamente.

d.	 Sujetarse en su actuación profesional, a los principios de jerarquía y 
subordinación. En ningún caso, la obediencia debida podrá amparar órdenes 
que entrañen la ejecución de actos que manifiestamente constituyan delito o 
sean contrarios a la Constitución o a las Leyes.

e.	 Colaborar con la Administración de Justicia y auxiliarla en los términos 
establecidos en la Ley.

2.	Relaciones con la comunidad. Singularmente:
a.	Impedir, en el ejercicio de su actuación profesional, cualquier práctica abusiva, 

arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o moral.
b.	Observar en todo momento un trato correcto y esmerado en sus relaciones 

con los ciudadanos, a quienes procurarán auxiliar y proteger, siempre que 
las circunstancias lo aconsejen o fueren requeridos para ello. En todas sus 
intervenciones, proporcionarán información cumplida, y tan amplia como sea 
posible, sobre las causas y finalidad de las mismas.

c.	En el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la decisión necesaria, 
y sin demora cuando de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e 
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irreparable; rigiéndose al hacerlo por los principios de congruencia, oportunidad 
y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance.

d.	Solamente deberán utilizar las armas en las situaciones en que exista un 
riesgo racionalmente grave para su vida, su integridad física o las de terceras 
personas, o en aquellas circunstancias que puedan suponer un grave riesgo 
para la seguridad ciudadana y de conformidad con los principios a que se refiere 
el apartado anterior.

3.	Tratamiento de detenidos, especialmente:
a.	 Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán identificarse 

debidamente como tales en el momento de efectuar una detención.
b.	 Velarán por la vida e integridad física de las personas a quienes detuvieren o 

que se encuentren bajo su custodia y respetarán el honor y la dignidad de las 
personas.

c.	 Darán cumplimiento y observarán con la debida diligencia los trámites, plazos 
y requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico, cuando se proceda a la 
detención de una persona.

4.	Dedicación profesional.
Deberán llevar a cabo sus funciones con total dedicación, debiendo intervenir 
siempre, en cualquier tiempo y lugar, se hallaren o no de servicio, en defensa de la 
Ley y de la seguridad ciudadana.

5.	Secreto profesional.
Deberán guardar riguroso secreto respecto a todas las informaciones que conozcan 
por razón o con ocasión del desempeño de sus funciones. No estarán obligados 
a revelar las fuentes de información salvo que el ejercicio de sus funciones o las 
disposiciones de la Ley les impongan actuar de otra manera.

6.	Responsabilidad.
Son responsables personal y directamente por los actos que en su actuación 
profesional llevaren a cabo, infringiendo o vulnerando las normas legales, así como 
las reglamentarias que rijan su profesión y los principios enunciados anteriormente, 
sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial que pueda corresponder a las 
Administraciones Públicas por las mismas.

CAPÍTULO III
Disposiciones estatutarias comunes

Artículo sexto. 

1.	Los Poderes Públicos promoverán las condiciones más favorables para una 
adecuada promoción profesional, social y humana de los miembros de las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad, de acuerdo con los principios de objetividad, igualdad de 
oportunidades, mérito y capacidad.
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2.	La formación y perfeccionamiento de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad se adecuará a los principios señalados en el artículo 5.º y se ajustarán 
a los siguientes criterios:
a.	Tendrá carácter profesional y permanente.
b.	Los estudios que se cursen en los centros de enseñanza dependientes de las 

diferentes Administraciones públicas podrán ser objeto de convalidación por el 
Ministerio de Educación y Ciencia, que a tal fin tendrá en cuenta las titulaciones 
exigidas para el acceso a cada uno de ellos y la naturaleza y duración de dichos 
estudios.

c.	Para impartir las enseñanzas y cursos referidos se promoverá la colaboración 
institucional de la Universidad, el Poder Judicial, el Ministerio Fiscal, las 
Fuerzas Armadas y de otras Instituciones, Centros o establecimientos que 
específicamente interesen a los referidos fines docentes.

3.	Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán jurar o prometer 
acatamiento a la Constitución como norma fundamental del Estado.

4.	Tendrán derecho a una remuneración justa que contemple su nivel de formación, 
régimen de incompatibilidades, movilidad por razones de servicio, dedicación y el 
riesgo que comporta su misión, así como la especificidad de los horarios de trabajo 
y su peculiar estructura.

5.	Reglamentariamente se determinará su régimen de horario de servicio que se 
adaptará a las peculiares características de la función policial.

6.	Los puestos de servicio en las respectivas categorías se proveeran conforme a 
los principios de mérito, capacidad y antigüedad, a tenor de lo dispuesto en la 
correspondiente reglamentación.

7.	La pertenencia a las fuerzas y Cuerpos de Seguridad es causa de incompatibilidad 
para el desempeño de cualquier otra actividad pública o privada, salvo aquellas 
actividades exceptuadas de la legislación sobre incompatibilidades.

8.	Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad no podrán ejercer en ningún 
caso el derecho de huelga, ni acciones sustitutivas del mismo o concertadas con el 
fin de alterar el normal funcionamiento de los servicios.

9.	El régimen disciplinario, sin perjuicio de la observancia de las debidas garantías, 
estará inspirado en unos principios acordes con la misión fundamental que 
la Constitución les atribuye y con la estructura y organización jerarquizada y 
disciplinada propias de los mismos.

Artículo séptimo. 

1.	En el ejercicio de sus funciones, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad tendrán a todos los efectos legales el carácter de agentes de la autoridad.
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2.	Cuando se cometa delito de atentado, empleando en su ejecución armas de fuego, 
explosivos u otros medios de agresión de análoga peligrosidad, que puedan poner 
en peligro grave la integridad física de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, tendrán al efecto de su protección penal la consideración de autoridad.

3.	La Guardia Civil sólo tendrá consideración de fuerza armada en el cumplimiento 
de las misiones de carácter militar que se le encomienden, de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico.

Artículo octavo. 

1.	La jurisdicción ordinaria será la competente para conocer de los delitos que se 
cometan contra miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, así como de los 
cometidos por éstos en el ejercicio de sus funciones.

Cuando el hecho fuese constitutivo de falta, los jueces de instrucción serán 
competentes para la instrucción y el fallo, de conformidad con las normas de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal.

Se exceptúa de lo dispuesto en los párrafos anteriores los supuestos en que sea 
competente la jurisdicción militar.

2.	El cumplimiento de la prisión preventiva y de las penas privativas de libertad por los 
miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, se realizarán en establecimientos 
penitenciarios ordinarios, con separación del resto de detenidos o presos.

3.	La iniciación de procedimiento penal contra miembros de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad, no impedirá la incoación y tramitación de expedientes gubernativos 
o disciplinarios por los mismos hechos. No obstante, la resolución definitiva del 
expediente sólo podrá producirse cuando la sentencia recaída en el ámbito penal 
sea firme, y la declaración de hechos probados vinculará a la administración. Las 
medidas cautelares que puedan adoptarse en estos supuestos podrán prolongarse 
hasta que recaiga resolución definitiva en el procedimiento judicial, salvo en cuanto 
a la suspensión de sueldo en que se estará a lo dispuesto en la legislación general 
de funcionarios.

TÍTULO II
De las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo noveno. 

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado ejercen sus funciones en todo el territorio 
nacional y están integradas por:
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a.	El Cuerpo Nacional de Policía, que es un Instituto Armado de naturaleza civil, 
dependiente del Ministro del Interior.

b.	La Guardia Civil, que es un Instituto Armado de naturaleza militar, dependiente del 
Ministro del Interior, en el desempeño de las funciones que esta Ley le atribuye, y 
del Ministro de Defensa en el cumplimiento de las misiones de carácter militar que 
éste o el Gobierno le encomienden. En tiempo de guerra y durante el estado de 
sitio, dependerá exclusivamente del Ministro de Defensa.

Artículo diez. 

1.	Corresponde al Ministro del Interior la administración general de la seguridad 
ciudadana y el mando superior de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, 
así como la responsabilidad de las relaciones de colaboración y auxilio con las 
Autoridades policiales de otros países, conforme a lo establecido en Tratados y 
Acuerdos Internacionales.

2.	Bajo la inmediata autoridad del Ministro del Interior, dicho mando será ejercido en 
los términos establecidos en esta Ley por el Director de la Seguridad del Estado, 
del que dependen directamente las Direcciones Generales de la Guardia Civil y de 
la Policía, a través de las cuales coordinará la actuación de los Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad del Estado.

3.	En cada provincia, el Gobernador Civil ejercerá el mando directo de las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado, con sujeción a las directrices de los órganos 
mencionados en los apartados anteriores, sin perjuicio de la dependencia funcional 
de las unidades de Policía Judicial, respecto de los Jueces, de los Tribunales y del 
Ministerio Fiscal, en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y 
aseguramiento del delincuente.

CAPÍTULO II
De las funciones

Artículo once. 

1.	Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado tienen como misión proteger el 
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana 
mediante el desempeño de las siguientes funciones:
a.	Velar por el cumplimiento de las Leyes y disposiciones generales, ejecutando 

las órdenes que reciban de las Autoridades, en el ámbito de sus respectivas 
competencias.

b.	Auxiliar y proteger a las personas y asegurar la conservación y custodia de los 
bienes que se encuentren en situación de peligro por cualquier causa.

c.	Vigilar y proteger los edificios e instalaciones públicos que lo requieran.
d.	Velar por la protección y seguridad de altas personalidades.
e.	Mantener y restablecer, en su caso, el orden y la seguridad ciudadana.
f.	 Prevenir la comisión de actos delictivos.
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g.	Investigar los delitos para descubrir y detener a los presuntos culpables, asegurar 
los instrumentos, efectos y pruebas del delito, poniéndolos a disposición del Juez 
o Tribunal competente y elaborar los informes técnicos y periciales procedentes.

h.	Captar, recibir y analizar cuantos datos tengan interés para el orden y la 
seguridad pública, y estudiar, planificar y ejecutar los métodos y técnicas de 
prevención de la delincuencia.

i.	 Colaborar con los servicios de protección civil en los casos de grave riesgo, 
catástrofe, o calamidad pública, en los términos que se establezcan en la 
legislación de protección civil.

2.	Las funciones señaladas en el párrafo anterior serán ejercidas con arreglo a la 
siguiente distribución territorial de competencias:
a.	Corresponde al Cuerpo Nacional de Policía ejercitar dichas funciones en las 

capitales de provincia y en los términos municipales y núcleos urbanos que el 
Gobierno determine.

b.	La Guardia Civil las ejercerá en el resto del territorio nacional y su mar territorial.

3.	No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los miembros del Cuerpo Nacional 
de Policía podrán ejercer las funciones de investigación y las de coordinación de 
los datos a que se refieren los apartados g) y h) del número 1 de este artículo, en 
todo el territorio nacional.

La Guardia Civil, para el desempeño de sus competencias propias, podrá asimismo 
realizar las investigaciones procedentes en todo el territorio nacional, cuando ello 
fuere preciso.

En todo caso de actuación fuera de su ámbito territorial, los miembros de cada 
Cuerpo deberán dar cuenta al otro de las mismas.

4.	Sin perjuicio de la distribución de competencias del apartado 2 de este artículo, 
ambos Cuerpos deberán actuar fuera de su ámbito competencial por mandato 
judicial o del Ministerio Fiscal o, en casos excepcionales, cuando lo requiera la 
debida eficacia en su actuación; en ambos supuestos deberán comunicarlo de 
inmediato al Gobernador civil y a los mandos con competencia territorial o material; 
el Gobernador civil podrá ordenar la continuación de las actuaciones o, por el 
contrario, el pase de las mismas al Cuerpo competente, salvo cuando estuvieren 
actuando por mandato judicial o del Ministerio Fiscal.

5.	En caso de conflicto de competencias, ya sea positivo o negativo, se hará cargo 
del servicio el Cuerpo que haya realizado las primeras actuaciones, hasta que 
se resuelva lo procedente por el Gobernador civil o las instancias superiores del 
Ministerio del Interior, sin perjuicio de lo dispuesto para la Policía Judicial.

6.	Al objeto de conseguir la óptima utilización de los medios disponibles y la racional 
distribución de efectivos, el Ministerio del Interior podrá ordenar que cualesquiera 
de los Cuerpos asuma, en zonas o núcleos determinados, todas o algunas de las 
funciones exclusivas asignadas al otro Cuerpo.
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Artículo doce. 

1.	Además de las funciones comunes establecidas en el artículo anterior, se establece 
la siguiente distribución material de competencias:

A) Serán ejercidas por el Cuerpo Nacional de Policía:

a) La expedición del documento nacional de identidad y de los pasaportes.

b) El control de entrada y salida del territorio nacional de españoles y extranjeros.

c) Las previstas en la legislación sobre extranjería, refugio y asilo, extradición, 
expulsión, emigración e inmigración.

d) La vigilancia e inspección del cumplimiento de la normativa en materia de 
juego.

e) La investigación y persecución de los delitos relacionados con la droga.

f) Colaborar y prestar auxilio a las policías de otros países, conforme a lo 
establecido en los Tratados o Acuerdos Internacionales sobre las Leyes, bajo 
la superior dirección del Ministro del Interior.

g) El control de las entidades y servicios privados de seguridad, vigilancia e 
investigación, de su personal, medios y actuaciones.

h) Aquellas otras que le atribuya la legislación vigente.

B) Serán ejercidas por la Guardia Civil:

a) Las derivadas de la legislación vigente sobre armas y explosivos.

b) El resguardo fiscal del Estado y las actuaciones encaminadas a evitar y 
perseguir el contrabando.

c) La vigilancia del tráfico, tránsito y transporte en las vías públicas interurbanas.

d) La custodia de vías de comunicación terrestre, costas, fronteras, puertos, 
aeropuertos y centros e instalaciones que por su interés lo requieran.

e) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación 
de la naturaleza y medio ambiente, de los recursos hidráulicos, así como de 
la riqueza cinegética, piscícola, forestal y de cualquier otra índole relacionada 
con la naturaleza.

f) La conducción interurbana de presos y detenidos.

g) Aquellas otras que le atribuye la legislación vigente.

2.	Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado están obligadas a la cooperación 
recíproca en el desempeño de sus competencias respectivas.

3.	Las dependencias del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil actuarán 
recíprocamente como oficinas para la recepción y tramitación de los documentos 
dirigidos a las autoridades de cualquiera de los dos Institutos.
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CAPÍTULO III
De la Guardia Civil

Artículo trece. 

1.	El Cuerpo de la Guardia Civil se estructura jerárquicamente según los diferentes 
empleos, de conformidad con su naturaleza militar.

2.	El régimen estatutario de la Guardia Civil será el establecido en la presente Ley, en 
las normas que la desarrollan y en el ordenamiento militar.

Artículo catorce. 

1.	El Ministerio del Interior dispondrá todo lo concerniente a servicios de la Guardia 
Civil relacionados con la seguridad ciudadana y demás competencias atribuidas 
por esta Ley, así como a sus retribuciones, destinos, acuartelamientos y material.

2.	Conjuntamente, los Ministros de Defensa e Interior dispondrán todo lo referente a 
la selección, formación, perfeccionamiento, armamento y despliegue territorial, y 
propondrán al Gobierno el nombramiento del titular de la Dirección General de la 
Guardia Civil, así como la normativa reguladora del voluntariado especial para la 
prestación del servicio militar en la misma. 

3.	El Ministro de Defensa dispondrá lo concerniente al régimen de ascensos y 
situaciones del personal, así como a las misiones de carácter militar que se 
encomienden a la Guardia Civil, ejerciendo, respecto al voluntariado especial para 
la prestación del servicio militar en la misma las competencias que normativamente 
le correspondan.

Artículo quince. 

1.	La Guardia Civil, por su condición de instituto armado de naturaleza militar, a 
efectos disciplinarios, se regirá por su normativa específica. Cuando la Guardia 
Civil actúe en el cumplimiento de misiones de carácter militar o cuando el personal 
de dicho Cuerpo se integre en unidades militares, resultará de aplicación el régimen 
disciplinario de las Fuerzas Armadas.

En todo caso, será competente para la imposición de la sanción de separación del 
servicio el Ministro de Defensa, a propuesta del de Interior.

2.	Los miembros de la Guardia Civil no podrán pertenecer a partidos políticos o 
sindicatos ni hacer peticiones colectivas: individualmente podrán ejercer el derecho 
de petición en los términos establecidos en su legislación especifica.
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CAPÍTULO IV
De la Policía

Artículos dieciséis a veintiocho. 
(Derogados)

CAPÍTULO V
De la organización de Unidades de Policía Judicial

Artículo veintinueve. 

1.	Las funciones de Policía Judicial que se mencionan en el artículo 126 de la 
Constitución serán ejercidas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, a 
través de las Unidades que se regulan en el presente capítulo.

2.	Para el cumplimiento de dicha función tendrán carácter colaborador de las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado el personal de Policía de las Comunidades 
Autónomas y de las Corporaciones Locales.

Artículo treinta. 

1.	El Ministerio del Interior organizará con funcionarios de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado que cuenten con la adecuada formación especializada, 
Unidades de Policía Judicial, atendiendo a criterios territoriales y de especialización 
delictual, a las que corresponderá esta función con carácter permanente y especial.

2.	Las referidas Unidades orgánicas de Policía Judicial podrán adscribirse, en todo o 
en parte, por el Ministerio del Interior, oído el Consejo General del Poder Judicial, 
a determinados Juzgados y Tribunales. De igual manera podrán adscribirse al 
Ministerio Fiscal, oído el Fiscal General del Estado.

Artículo treinta y uno. 

1.	En el cumplimiento de sus funciones, los funcionarios adscritos a Unidades de 
Policía Judicial dependen orgánicamente del Ministerio del Interior y funcionalmente 
de los Jueces, Tribunales o Ministerio Fiscal que estén conociendo del asunto 
objeto de su investigación.

2.	Los Jueces o Presidentes de los respectivos órganos del orden jurisdiccional penal, 
así como los Fiscales Jefes podrán solicitar la intervención en una investigación 
de funcionarios o medios adscritos a Unidades orgánicas de Policía Judicial por 
conducto del Presidente del Tribunal Supremo o de los Presidentes de los Tribunales 
Superiores de Justicia o del Fiscal general del Estado, respectivamente.
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Artículo treinta y dos. 

La Policía Judicial constituye una función cuya especialización se cursará en los Centros 
de Formación y Perfeccionamiento de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado, con participación de miembros de la Judicatura y del Ministerio 
Fiscal, o, complementariamente, en el Centro de Estudios Judiciales.

La posesión del diploma correspondiente será requisito necesario para ocupar puestos en 
las Unidades de Policía Judicial que se constituyan.

Artículo treinta y tres. 

Los funcionarios adscritos a las Unidades de Policía Judicial desempeñarán esa función 
con carácter exclusivo, sin perjuicio de que puedan desarrollar también las misiones de 
prevención de la delincuencia y demás que se les encomienden, cuando las circunstancias 
lo requieran, de entre las correspondientes a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado.

Artículo treinta y cuatro. 

1.	Los funcionarios de las Unidades de Policía Judicial no podrán ser removidos o 
apartados de la investigación concreta que se les hubiera encomendado, hasta que 
finalice la misma o la fase del procedimiento judicial que la originara, si no es por 
decisión o con la autorización del Juez o Fiscal competente.

2.	En las diligencias o actuaciones que lleven a cabo, por encargo y bajo la supervisión 
de los Jueces, Tribunales o Fiscales competentes de lo Penal, los funcionarios 
integrantes de las Unidades de Policía Judicial tendrán el carácter de comisionados 
de dichos Jueces, Tribunales y Fiscales, y podrán requerir el auxilio necesario de 
las Autoridades y, en su caso, de los particulares.

Artículo treinta y cinco. 

Los Jueces y Tribunales de lo Penal y el Ministerio Fiscal tendrán, respecto los funcionarios 
integrantes de Unidades de Policía Judicial que le sean adscritas y de aquellos a que se 
refiere el número 2 del artículo 31 de esta Ley, las siguientes facultades:

a.	Les darán las órdenes e instrucciones que sean necesarias, en ejecución de lo 
dispuesto en las normas de Enjuiciamiento Criminal y Estatutos del Ministerio 
Fiscal.

b.	Determinarán, en dichas órdenes o instrucciones, el contenido y circunstancias de 
las actuaciones que interesen a dichas Unidades.

c.	Controlarán la ejecución de tales actuaciones, en cuanto a la forma y los resultados.
d.	Podrán instar el ejercicio de la potestad disciplinaria, en cuyo caso emitirán los 

informes que puedan exigir la tramitación de los correspondientes expedientes, 
así como aquellos otros que considere oportunos. En estos casos recibirán los 
testimonios de las resoluciones recaídas.
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Artículo treinta y seis. 

Salvo lo dispuesto en este capítulo, el régimen funcionarial del personal integrado en las 
Unidades Policía Judicial será el de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

TÍTULO III
De las Policías de las Comunidades Autónomas

CAPÍTULO I
Principios generales

Artículo treinta y siete. 

1.	Las Comunidades Autónomas en cuyos Estatutos esté previsto podrán crear 
Cuerpos de Policía para el ejercicio de las funciones de vigilancia y protección a 
que se refiere el artículo 148.1.22 de la Constitución y las demás que le atribuye la 
presente Ley.

2.	Las Comunidades Autónomas que no hicieran uso de la posibilidad prevista en el 
apartado anterior podrán ejercer las funciones enunciadas en el artículo 148.1.22 
de la Constitución, de conformidad con los artículos 39 y 47 de esta Ley.

3.	Las Comunidades Autónomas cuyos estatutos no prevean la creación de Cuerpos 
de Policía también podrán ejercer las funciones de vigilancia y protección a que 
se refiere el artículo 148.1.22 de la Constitución mediante la firma de acuerdos de 
cooperación específica con el Estado.

CAPÍTULO II
De las competencias de las Comunidades Autónomas

Artículo treinta y ocho. 

Las Comunidades Autónomas, a que se refiere el número 1 del artículo anterior, podrán 
ejercer, a través de sus Cuerpos de Policía, las siguientes funciones:

1.	Con carácter de propias:
a.	Velar por el cumplimiento de las disposiciones y órdenes singulares dictadas por 

los órganos de la Comunidad Autónoma.
b.	La vigilancia y protección de personas, órganos, edificios, establecimientos 

y dependencias de la Comunidad Autónoma y de sus entes instrumentales, 
garantizando el normal funcionamiento de las instalaciones y la seguridad de 
los usuarios de sus servicios.

c.	La inspección de las actividades sometidas a la ordenación o disciplina de la 
Comunidad Autónoma, denunciando toda actividad ilícita.
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d.	El uso de la coacción en orden a la ejecución forzosa de los actos o disposiciones 
de la propia Comunidad Autónoma.

2.	En colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:

a.	Velar por el cumplimiento de las Leyes y demás disposiciones del Estado y 
garantizar el funcionamiento de los servicios públicos esenciales.

b.	Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en el 
artículo 29.2 de esta Ley.

c.	Vigilar los espacios públicos, proteger las manifestaciones y mantener el orden 
en grandes concentraciones humanas.

El ejercicio de esta función corresponderá, con carácter prioritario, a los Cuerpos 
de Policía de las Comunidades Autónomas, sin perjuicio de la intervención de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado cuando, bien a requerimiento 
de las Autoridades de la Comunidad Autónoma, o bien por decisión propia, lo 
estimen necesario las Autoridades estatales competentes.

3.	De prestación simultánea e indiferenciada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado:
a.	La cooperación a la resolución amistosa de los conflictos privados cuando sean 

requeridos para ello.
b.	La prestación de auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad 

pública, participando en la forma prevista en las Leyes, en la ejecución de los 
planes de protección civil.

c.	Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación 
de la naturaleza y medio ambiente, recursos hidráulicos, así como la riqueza 
cinegética, piscícola, forestal y de cualquier otra índole relacionada con la 
naturaleza.

Artículo treinta y nueve. 

Corresponde a las Comunidades Autónomas, de conformidad con la presente Ley y con 
la de Bases de Régimen Local, coordinar al actuación de las Policías Locales en el ámbito 
territorial de la Comunidad, mediante el ejercicio de las siguientes funciones:

a.	Establecimientos de las normas-marco a las que habrán de ajustarse los 
Reglamentos de Policías Locales, de conformidad con lo dispuesto en la presente 
Ley y en la de Bases de Régimen Local.

b.	Establecer o propiciar, según los casos, la homogeneización de los distintos 
Cuerpos de Policías Locales, en materia de medios técnicos para aumentar la 
eficacia y colaboración de éstos, de uniformes y de retribuciones.

c.	Fijar los criterios de selección, formación, promoción y movilidad de las Policías 
Locales, determinando los distintos niveles educativos exigibles para cada 
categoría, sin que, en ningún caso, el nivel pueda ser inferior a graduado escolar.

d.	Coordinar la formación profesional de las Policías Locales, mediante la creación de 
Escuelas de Formación de Mandos y de Formación Básica.
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CAPÍTULO III
Del régimen estatutario de las Policías de las Comunidades Autónomas

Artículo cuarenta. 

El régimen estatutario de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas vendrá 
determinado, de conformidad con lo establecido en el artículo 149.1.18 de la Constitución, 
por los principios generales del título I de esta Ley, por lo establecido en este capítulo y por 
lo que dispongan al efecto los Estatutos de Autonomía y la legislación de las Comunidades 
Autónomas, así como por los Reglamentos específicos de cada Cuerpo.

Artículo cuarenta y uno. 

1.	Corresponde a los órganos competentes de cada Comunidad Autónoma, previo 
informe del Consejo, a que se refiere el artículo 48 de esta Ley, la creación de sus 
Cuerpos de Policía, así como su modificación y supresión en los casos en que así 
se prevea en los respectivos Estatutos de Autonomía.

2.	Los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas son Institutos armados de 
naturaleza civil, con estructura y organización jerarquizada.

3.	En el ejercicio de sus funciones, los miembros de los citados Cuerpos deberán 
vestir el uniforme reglamentario, salvo los casos excepcionales que autoricen las 
Juntas de Seguridad.

4.	Los miembros de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas estarán 
dotados de los medios técnicos y operativos necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones, pudiendo portar armas de fuego. El otorgamiento de la licencia de 
armas competerá, en todo caso, al Gobierno de la Nación.

Artículo cuarenta y dos. 

Los cuerpos de policía de las comunidades autónomas sólo podrán actuar en el ámbito 
territorial de la comunidad autónoma respectiva, salvo en situaciones de emergencia, 
previo requerimiento de las autoridades estatales. 

No obstante, cuando ejerzan funciones de protección de autoridades públicas de la 
comunidad autónoma, podrán actuar fuera del ámbito territorial respectivo, previa 
autorización del Ministerio del Interior y, cuando proceda, comunicación al órgano de 
gobierno de la comunidad autónoma correspondiente, con las condiciones y requisitos 
que se determinen reglamentariamente.

Artículo cuarenta y tres. 

1.	Los Mandos de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas se 
designarán por las Autoridades competentes de la Comunidad Autónoma, entre 
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Jefes, Oficiales y Mandos de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado.

2.	Durante su permanencia en la Policía de la Comunidad Autónoma, dichos Jefes, 
Oficiales y Mandos pasarán a la situación que reglamentariamente corresponda 
en su Arma o Cuerpo de procedencia, al cual podrán reintegrarse en cualquier 
momento que lo soliciten.

3.	Un porcentaje de las vacantes de los citados puestos de mando podrá ser cubierto, 
mediante promoción interna, entre los miembros del propio Cuerpo de Policía 
de la Comunidad Autónoma, en el número, con las condiciones y requisitos que 
determinen el Consejo a que se refiere el artículo 48 de esta Ley.

4.	Los Mandos de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas habrán de 
realizar, una vez designados y antes de su adscripción, un curso de especialización 
homologado por el Ministerio del Interior para el mando peculiar de estos Cuerpos.

Artículo cuarenta y cuatro.

La selección, el ingreso, la promoción y formación de los miembros de los Cuerpos de 
Policía de las Comunidades Autónomas se regulará y organizará por las respectivas 
Comunidades Autónomas, sin perjuicio de lo establecido en los respectivos Estatutos.

TÍTULO IV
De la colaboración y coordinación entre el Estado y las Comunidades Autónomas

CAPÍTULO I
De la colaboración entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y los 

Cuerpos de policía de las Comunidades Autónomas

Artículo cuarenta y cinco. 

Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los Cuerpos de 
Policía de las Comunidades Autónomas deberán prestarse mutuo auxilio e información 
recíproca en el ejercicio de sus funciones respectivas.

Artículo cuarenta y seis. 

1.	Cuando las Comunidades Autónomas que, según su Estatuto, puedan crear 
Cuerpos de Policía no dispongan de los medios suficientes para el ejercicio de las 
funciones previstas en el artículo 38.1 y 2.c) de la presente Ley, podrán recabar, 
a través de las Autoridades del Estado el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de 



pàgina 159

Manual de Intervención Operativa Policial
en aplicación de la Ley Orgáncia 4/2015
de Protección de la Seguridad Ciudadana

Seguridad del Estado, correspondiendo en este caso a las Autoridades gubernativas 
estatales la determinación del modo y forma de prestar el auxilio solicitado. En caso 
de considerarse procedente su intervención, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado actuarán bajo el mando de sus Jefes naturales.

2.	En el resto de los casos, cuando en la prestación de un determinado servicio o en 
la realización de una actuación concreta concurran, simultáneamente, miembros 
o Unidades de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de la Policía de 
la Comunidad Autónoma, serán los Mandos de los primeros los que asuman la 
dirección de la operación.

CAPÍTULO II
De la adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía

a las Comunidades Autónomas

Artículo cuarenta y siete. 

Las Comunidades Autónomas incluidas en el apartado 2 del artículo 37 de la presente 
Ley, podrán solicitar del Gobierno de la Nación, a través del Ministerio del Interior, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el artículo 38.1 de aquélla, la adscripción de 
Unidades del Cuerpo Nacional de Policía.

Las condiciones de dicha adscripción se determinarán en acuerdos administrativos de 
colaboración de carácter específico, que deberán respetar, en todo caso, los siguientes 
principios:

-- La adscripción deberá afectar a Unidades operativas completas y no a miembros 
individuales del citado Cuerpo.

-- Las Unidades adscritas dependerán, funcionalmente, de las Autoridades de la 
Comunidad Autónoma, y orgánicamente del Ministerio del Interior.

-- Dichas Unidades actuarán siempre bajo el mando de sus Jefes naturales.
-- En cualquier momento podrán ser reemplazadas por otras, a iniciativa de las 

Autoridades estatales, oídas las Autoridades de la Comunidad Autónoma.

CAPÍTULO III
De los órganos de coordinación

Artículo cuarenta y ocho.
 

1.	Para garantizar la coordinación entre las políticas de seguridad pública del Estado 
y de las Comunidades Autónomas se crea el Consejo de Política de Seguridad, 
que estará presidido por el Ministro del Interior e integrado por los Consejeros de 
Interior o Gobernación de las Comunidades Autónomas y por un número igual de 
representantes del Estado designados por el Gobierno de la Nación.
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2.	El Consejo de Política de Seguridad ejercerá las siguientes competencias:
-- Aprobar los planes de coordinación en materia de seguridad y de infraestructura 

policial.
-- Informar las plantillas de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas 

y sus modificaciones. El Consejo podrá establecer el número máximo de los 
efectivos de las plantillas.

-- Aprobar directivas y recomendaciones de carácter general.
-- Informar las disposiciones que dicten las Comunidades Autónomas, en relación 

con sus propios Cuerpos de Policía, así como la de creación de éstos.
-- Informar los convenios de cooperación, en materia de seguridad entre el Estado 

y las Comunidades Autónomas.
-- Las demás que le atribuya la legislación vigente.

3.	Para su adecuado funcionamiento el Consejo de Política de Seguridad elaborará 
un Reglamento de régimen interior que será aprobado por el mismo.

Artículo cuarenta y nueve. 

1.	Dentro del Consejo de Política de Seguridad funcionará un Comité de Expertos 
integrado por ocho representantes, cuatro del Estado y cuatro de las Comunidades 
Autónomas, designados estos últimos anualmente por los miembros del Consejo 
de Política de Seguridad que representen a las Comunidades Autónomas. Dicho 
Comité tendrá la misión de asesorar técnicamente a aquél y preparar los asuntos 
que posteriormente vayan a ser debatidos en el Pleno del mismo y con carácter 
específico:

-- Elaborar y proponer fórmulas de coordinación.
-- Preparar acuerdos de cooperación.
-- Proponer programas de formación y perfeccionamiento de las Policías.
-- Elaborar planes de actuación conjunta.

2.	El Reglamento de régimen interior del Consejo de Política de Seguridad determinará 
las normas de composición y funcionamiento del Comité de Expertos.

Artículo cincuenta.

1.	En las Comunidades Autónomas que dispongan de Cuerpos de Policía propios podrá 
constituirse una Junta de Seguridad, integrada por igual número de representantes 
del Estado y de las Comunidades Autónomas, con la misión de coordinar la 
actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los Cuerpos de 
Policía de la Comunidad Autónoma, en los términos que reglamentariamente se 
determinen.

2.	La Junta de Seguridad será el órgano competente para resolver las incidencias que 
pudieran surgir en la colaboración entre los miembros de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado y de los Cuerpos de Policía de la Comunidad Autónoma 
a tal efecto, las Autoridades competentes de las Comunidades Autónomas y los 
Gobernadores civiles deberán informar periódicamente a dicha Junta acerca de 
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las deficiencias que se observen en la coordinación, mutuo auxilio e información 
recíproca entre aquéllos, indicando las medidas oportunas para corregir los 
problemas suscitados.

TÍTULO V
De las Policías Locales

Artículo cincuenta y uno. 

1.	Los municipios podrán crear cuerpos de policía propios, de acuerdo con lo previsto en 
la presente ley, en la Ley de Bases de Régimen Local y en la legislación autonómica.

2.	En los municipios donde no exista policía municipal, los cometidos de ésta serán 
ejercidos por el personal que desempeñe funciones de custodia y vigilancia de 
bienes, servicios e instalaciones, con la denominación de guardas, vigilantes, 
agentes, alguaciles o análogos.

3.	Dichos cuerpos sólo podrán actuar en el ámbito territorial del municipio respectivo, 
salvo en situaciones de emergencia y previo requerimiento de las autoridades 
competentes.

No obstante, cuando ejerzan funciones de protección de autoridades de las 
corporaciones locales, podrán actuar fuera del término municipal respectivo, 
con autorización del Ministerio del Interior o de la correspondiente autoridad de 
la comunidad autónoma que cuente con cuerpo de policía autonómica, cuando 
desarrollen íntegramente esas actuaciones en el ámbito territorial de dicha 
comunidad autónoma.

Artículo cincuenta y dos. 

1.	Los Cuerpos de Policía Local son Institutos armados, de naturaleza civil con estructura 
y organización jerarquizada, rigiéndose, en cuanto a su régimen estatutario, por los 
principios generales de los capítulos II y III del título I y por la sección cuarta del 
capítulo IV del título II de la presente Ley, con adecuación que exija la dependencia 
de la Administración correspondiente, las disposiciones dictadas al respecto por 
las Comunidades Autónomas y los Reglamentos específicos para cada cuerpo y 
demás normas dictadas por los correspondientes Ayuntamientos.

2.	Por lo que respecta al ejercicio de los derechos sindicales, y en atención a la 
especificidad de las funciones de dichos Cuerpos, les será de aplicación la Ley 
que se dicte en cumplimiento de lo establecido en la disposición adicional segunda, 
apartado 2, de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical.

3.	Será también de aplicación a los miembros de dichos Cuerpos lo dispuesto, 
respecto a los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas, en el artículo 
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41.3 de la presente Ley; si bien la facultad que en el mismo se atribuye a las Juntas 
de Seguridad corresponderá al Gobernador Civil respectivo.

Artículo cincuenta y tres. 

1.	Los Cuerpos de Policía Local deberán ejercer las siguientes funciones:

a.	Proteger a las Autoridades de las Corporaciones Locales, y vigilancia o custodia 
de sus edificios e instalaciones.

b.	Ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de acuerdo con lo 
establecido en las normas de circulación.

c.	Instruir atestados por accidentes de circulación dentro del casco urbano.
d.	Policía Administrativa, en lo relativo a las Ordenanzas, Bandos y demás 

disposiciones municipales dentro del ámbito de su competencia.
e.	Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en el 

artículo 29.2 de esta Ley.
f.	 La prestación de auxilio, en los casos de accidente, catástrofe o calamidad 

pública, participando, en la forma prevista en las Leyes, en la ejecución de los 
planes de Protección Civil.

g.	Efectuar diligencias de prevención y cuantas actuaciones tiendan a evitar la 
comisión de actos delictivos en el marco de colaboración establecido en las 
Juntas de Seguridad.

h.	Vigilar los espacios públicos y colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado y con la Policía de las Comunidades Autónomas en la protección de 
las manifestaciones y el mantenimiento del orden en grandes concentraciones 
humanas, cuando sean requeridos para ello.

i.	 Cooperar en la resolución de los conflictos privados cuando sean requeridos 
para ello.

2.	Las actuaciones que practiquen los Cuerpos de Policía Local en el ejercicio de las 
funciones previstas en los apartados c) y g) precedentes deberán ser comunicadas 
a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado competentes.

3.	En los municipios de gran población y en las Ciudades con Estatuto de Autonomía 
podrá asignarse, por el Pleno de la Corporación o por sus respectivas Asambleas, al 
ejercicio exclusivo de las funciones previstas en el párrafo b) del apartado 1 a parte 
de los funcionarios pertenecientes a las mismas, que tendrán la consideración de 
agentes de la autoridad, subordinados a los miembros de los respectivos Cuerpos 
de Policía Local, sin integrarse en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de manera 
que ello no comporte un incremento en el número de efectivos ni en los costes de 
personal.

Los funcionarios integrantes de los Cuerpos referidos en el párrafo anterior se 
regirán por las normas contenidas en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública, y las demás normas que se dicten en 
desarrollo y aplicación de la misma.
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Artículo cincuenta y cuatro. 

1.	En los municipios que tengan Cuerpo de Policía propio, podrá constituirse una Junta 
Local de Seguridad, que será el órgano competente para establecer las formas y 
procedimientos de colaboración entre los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad en su ámbito territorial.

2.	La constitución de dichas Juntas y su composición se determinará reglamen-
tariamente. La presidencia corresponderá al Alcalde, salvo que concurriera a sus 
sesiones el Gobernador civil de la provincia, en cuyo caso, la presidencia será 
compartida con éste.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.
 

1.	En el Cuerpo Nacional de Policía se integrarán los funcionarios de los Cuerpos 
Superiores de Policía y de Policía Nacional, que quedan extinguidos. 

La integración en las Escalas previstas en el artículo 17 de esta Ley se realizará en 
la forma siguiente:

En la Escala Superior:
Primera categoría: Comisarios Principales, Coroneles y el número de 
Comisarios y Tenientes Coroneles que reglamentariamente se determine de 
acuerdo con la disposición adicional tercera 1.
Segunda categoría: Comisarios, Tenientes Coroneles y Comandantes.

En la Escala Ejecutiva:
Primera categoría: Subcomisarios, Capitanes e Inspectores de primera.
Segunda categoría: Tenientes e Inspectores de segunda y tercera.

En la Escala de Subinspección:
Suboficiales.

En la Escala Básica:
Primera categoría: Cabos.
Segunda categoría: Policías Nacionales.

2.	Dentro de cada Escala, la integración se hará por riguroso orden de empleo o 
categoría y antigüedad en los mismos, sobre la base de otorgar la misma puntuación 
al empleo de Coronel y a la categoría de Comisario principal; al empleo de Teniente 
Coronel y a la categoría de Comisario; al empleo de Capitán y a la categoría de 
Inspector de primera, y al empleo de Teniente y a la categoría de Inspector de 
segunda.
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3.	Los miembros de las Fuerzas Armadas que hasta la entrada en vigor de la presente 
Ley Orgánica venían prestando servicio en el Cuerpo de Policía Nacional, podrán 
optar, en el plazo de seis meses desde dicha entrada en vigor, por integrarse 
definitivamente en las Escalas correspondientes del Cuerpo Nacional de Policía, 
en cuyo caso pasarán a la situación militar de retirado, o por reintegrarse a su Arma 
o Cuerpo de procedencia.

4.	El personal del Cuerpo de la Policía Nacional escalafonado como especialista 
en la Música y Ayudantes Técnicos de Sanidad, se incorporará a las respectivas 
Escalas y categorías del nuevo Cuerpo Nacional de Policía, en el lugar que les 
pueda corresponder con arreglo a su empleo y antigüedad, sin perjuicio de que 
continúen rigiéndose, en cuanto no se oponga a lo dispuesto en esta Ley, y hasta 
tanto se desarrollen sus especiales características, por las normas que los regulan.

5.	Los miembros del extinguido Servicio de Tráfico, que figuran en escalafón aparte, 
se incorporarán al nuevo Cuerpo Nacional de Policía, en el lugar que les pueda 
corresponder con arreglo a su empleo y antigüedad.

6.	Los miembros del Cuerpo de Policía Nacional que ingresaron por convocatorias 
especiales para el Batallón de Conductores, prestarán los servicios propios de su 
empleo en cualquier destino que pudiera corresponderles.

7.	Los Subcomisarios, Capitanes e Inspectores de primera, integrados en la Escala 
Ejecutiva, que en la fecha de promulgación de esta Ley hubieren alcanzado una 
antigüedad en el Cuerpo o Carrera de procedencia, igual o superior a quince años, 
podrán quedar integrados en la Escala Superior, previa superación de las pruebas 
y cursos que al efecto se determinen.

En todo caso, para concurrir a dichas pruebas, será preciso en el caso de los 
Oficiales procedentes del Ejército, llevar un mínimo de tres años con destino en la 
Policía Nacional en la fecha de la convocatoria de estas pruebas.

8.	(Derogado)

9.	A los efectos previstos en esta disposición, serán computables como de carrera 
militar los cuatro años de estudios en la Academia Militar de los Oficiales procedentes 
de las Fuerzas Armadas.

Segunda. 

1.	La integración a que se refiere la disposición anterior no supondrá variación 
económica alguna para los funcionarios de los Cuerpos mencionados durante el 
presente  ejercicio, que seguirán percibiendo las retribuciones correspondientes a 
su anterior empleo o categoría, de acuerdo con la normativa vigente.

2.	Los Oficiales integrados en la Escala Ejecutiva, con arreglo a lo establecido en 
la disposición anterior, que hubieren alcanzado títulos del grupo A, mantendrán 
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las retribuciones básicas correspondientes a dichos títulos. No obstante, todos los 
funcionarios integrados en la misma categoría percibirán idénticas remuneraciones 
globales, en cuanto por su pertenencia a la misma.

Tercera. 

Si, como consecuencia de la integración en el Cuerpo Nacional de Policía, de los miembros 
de los Cuerpos Superior de Policía y Policía Nacional y de la subsiguiente aprobación de 
las plantillas correspondientes, resultase una inadecuada distribución de efectivos, en las 
Escalas, categorías o en las Unidades, el personal sobrante podrá optar entre:

a.	El traslado o destino a los servicios en que haya vacantes de la Escala o categoría a 
que pertenezca, con la correspondiente compensación económica, de conformidad 
con lo legalmente establecido.

b.	La ocupación de plazas vacantes, en el destino en que se encuentre, cuyas 
funciones, sin ser exactamente las correspondientes a su Escala, sean las más 
afines dentro de lo posible, manteniendo las percepciones económicas de la Escala 
a que pertenezca.

c.	El pase a la situación de segunda actividad, previa concesión del Ministerio del 
Interior, en el número y condiciones que se determinen, siempre que les resten 
menos de quince años para alcanzar la edad de jubilación.

d.	El pase a la situación de excedencia forzosa, con los derechos y obligaciones 
previstos reglamentariamente.

Cuarta. 

1.	(Derogado)

2.	Mientras no se lleve a cabo el desarrollo reglamentario del régimen disciplinario 
del Cuerpo Nacional de Policía, y en aquellos aspectos que no estén directamente 
regulados en esta Ley, se aplicará a los miembros de los dos colectivos que se 
integran en dicho Cuerpo las previsiones del Real Decreto 1346/1984, de 11 de julio.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. 
(Derogada)

Segunda. 
(Derogada)

Tercera. 

1.	El Gobierno, a propuesta del Ministerio del Interior, aprobará el Reglamento 
orgánico y de servicio del Cuerpo Nacional de Policía, así como las plantillas de las 
Escalas y categorías de dicho Cuerpo, por una sola vez.
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2.	El Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministros de Defensa e Interior, aprobará 
el Reglamento orgánico y de servicio de la Guardia Civil, así como las plantillas y 
empleos de dicho Cuerpo, por una sola vez.

3.	Las plantillas orgánicas de las distintas Unidades dependientes de la Dirección de 
la Seguridad del Estado se fijarán por el Ministro del Interior.

4.	Los Ministerios de Economía y Hacienda y de Interior darán conjuntamente las 
instrucciones relativas a las misiones de resguardo fiscal, encomendadas al Cuerpo 
de la Guardia Civil.

5.	El Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministerios de Defensa e Interior, 
determinará la extensión del mar territorial sobre el que se ejercerán las 
competencias atribuidas por esta Ley al Cuerpo de la Guardia Civil.

Cuarta. 

Las referencias a la Policía y a los Cuerpos Superior de Policía y de Policía Nacional, 
contenidas en la legislación vigente, se considerarán hechas al Cuerpo Nacional de Policía.

Quinta. Colaboración para la prestación de servicios de policía local.

En los supuestos en los que dos o más municipios limítrofes, pertenecientes a una misma 
Comunidad Autónoma, no dispongan separadamente de recursos suficientes para la 
prestación de los servicios de policía local, podrán asociarse para la ejecución de las 
funciones asignadas a dichas policías en esta Ley.

En todo caso, el acuerdo de colaboración para la prestación de servicios por los Cuerpos 
de Policía Local dependientes de los respectivos municipios respetará las condiciones 
que se determinen por el Ministerio del Interior y contará con la autorización de éste o, en 
su caso, de la Comunidad Autónoma correspondiente con arreglo a lo que disponga su 
respectivo Estatuto de Autonomía.

Sexta. 
(Derogada)

Séptima. Representación de los funcionarios titulares de las Plazas de Facultativos y 
Técnicos en el Consejo de Policía.
(Derogada)

DISPOSICIONES FINALES

Primera. 

1.	Lo dispuesto en la presente Ley no será de aplicación a la competencia que el 
artículo 17 del Estatuto de Autonomía atribuye a las instituciones del País Vasco 
en materia de régimen de la Policía Autónoma, para la protección de las personas 
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y bienes y el mantenimiento del orden público dentro del territorio autónomo, que 
seguirá regulándose por dicho Estatuto en la forma en que se determina por el 
mismo.

2.	No obstante lo establecido en el número anterior, los artículos 5, 6, 7 y 8 que 
contienen los principios básicos de actuación, y las disposiciones estatutarias 
comunes, por su carácter general, se aplicarán al régimen de la policía autónoma 
del País Vasco.

3.	La coordinación entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía 
Autónoma en el territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco, se realizará 
por la Junta de Seguridad, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17 y la 
disposición transitoria cuarta del Estatuto de Autonomía del País Vasco.

Segunda. 

1.	La Policía Autónoma de Cataluña se rige por su Estatuto de Autonomía y normas 
que lo desarrollen, respecto a las que la presente Ley tendrá carácter supletorio, de 
conformidad con el artículo 13.1 de aquél.

2.	No obstante lo establecido en el número anterior, por su carácter general, serán de 
aplicación directa al régimen de la Policía Autónoma de Cataluña, los artículos 5, 6, 
7 y 8 de esta Ley, y, en virtud de lo dispuesto respectivamente en los apartados 2.c), 
7 y 4, del artículo 13 del Estatuto de Cataluña, los artículos 38, 43 y 46 de la misma.

3.	La coordinación entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía 
Autónoma en el territorio de la Comunidad Autónoma de Cataluña, se realizará 
por la Junta de Seguridad, de acuerdo con lo dispuesto en los apartados 6 y 7 del 
artículo 13 del Estatuto de Autonomía de Cataluña.

Tercera. 

1.	La Policía Foral de Navarra se regirá por la Ley Orgánica 13/1982,de 10 de agosto, 
de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y normas que la 
desarrollan, respecto de las que la presente Ley tendrá carácter supletorio.

2.	No obstante, lo establecido en el número anterior, por su carácter general, serán 
de aplicación directa al régimen de la Policía Foral, los artículos 5, 6, 7, 8, 43 y 
46 de esta Ley, sin perjuicio de las competencias que corresponden a Navarra en 
materia de regulación del régimen de Policía, en virtud de la Ley Orgánica 13/1982, 
de 10 de agosto; asimismo, y de conformidad con el artículo 51.2 de la citada Ley 
Orgánica, podrán aplicarse los artículos 38 y 39 de esta Ley si así se establece en 
la normativa propia de la Comunidad Foral de Navarra.

3.	La coordinación entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía 
Foral de Navarra se realizará por la Junta de Seguridad, de acuerdo con lo previsto 
por el artículo 51.2 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del 
Régimen Foral.
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Cuarta. 

Cuando las Comunidades Autónomas, a que hace referencia el apartado 2 del artículo 37 
de esta Ley, ejerzan sus funciones en la forma prevista en el artículo 47, la financiación 
de las mismas se hará al 50 por 100 con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
Si las referidas Comunidades Autónomas optasen por crear Cuerpos de Policía propios, 
conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del referido artículo, no les será de aplicación 
lo establecido en la disposición transitoria primera de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de 
septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Quinta. Régimen específico del sistema de provisión de puestos de trabajo de los 
catálogos de las unidades adscritas a la Secretaría de Estado de Seguridad.

Por razones de confidencialidad y seguridad de la información, se habilita al Gobierno 
para que regule las especificidades del sistema de provisión de puestos incluidos en los 
catálogos de puestos de trabajo de aquellas unidades que dependan de la Secretaría de 
Estado de Seguridad y no dispongan de normativa específica en los términos previstos en 
el artículo 4 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.

Dichas especificidades se referirán, en su caso, al procedimiento de valoración de los 
méritos en los concursos de provisión de los puestos y al régimen de publicidad, incluyendo 
las eventuales restricciones al mismo y las garantías de los derechos de los interesados.

La determinación del sistema de provisión de dichos puestos como de concurso o libre 
designación se efectuará atendiendo a las razones de confidencialidad y seguridad 
anteriormente señaladas.

Sexta. Carácter de ley orgánica.

Tienen el carácter de ley orgánica los preceptos que se contienen en los títulos I, III, IV y 
V y en el título II, salvo los artículos 10, 11.2 a 6 y 12.1, la disposición adicional tercera y 
las disposiciones finales, excepto la disposición final quinta.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

A la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica, quedan derogadas, en su totalidad, 
las Leyes de 15 de marzo de 1940; de 23 de noviembre de 1940; de 2 de septiembre 
de 1941; 24/1970, de 2 de diciembre, y 55/1978, de 4 de diciembre. Quedan, asimismo, 
derogadas cuantas disposiciones, de igual o inferior rango, se opongan a lo preceptuado 
en la presente Ley.
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5. REAL DECRETO 137/1993, DE 29 DE ENERO, POR EL QUE SE APRUEBA
EL REGLAMENTO DE ARMAS. [INCLUSIÓN PARCIAL]

Ministerio del Interior
«BOE» núm. 55, de 5 de marzo de 1993
Última modificación: 9 de julio de 2011

Referencia: BOE-A-1993-6202
[ . . . ]

REGLAMENTO DE ARMAS

CAPÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Sección 1. Objeto y ámbito

Artículo 1. 

1.	De conformidad con lo dispuesto en los artículos 6, 7, 23 y siguientes de la Ley 
Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, 
el presente Reglamento regula los requisitos y condiciones de la fabricación y 
reparaciones de armas, sus imitaciones y réplicas, y de sus piezas fundamentales, 
así como todo lo concerniente a su circulación, almacenamiento y comercio, su 
adquisición y enajenación, su tenencia y utilización, determinando las medidas 
de control necesarias para el cumplimiento de tales requisitos y condiciones, con 
objeto de salvaguardar la seguridad pública. Sus preceptos serán supletorios de 
cualquier otra disposición que, con distinta finalidad, contenga normas referentes 
a dichas materias.

2.	Se entenderá por pieza todo elemento o elemento de repuesto específicamente 
concebido para un arma de fuego e indispensable para su funcionamiento y todo 
dispositivo, concebido o adaptado para disminuir el sonido causado por el disparo 
de un arma de fuego.

Se considerarán piezas fundamentales o componentes esenciales: De armas de 
fuego cortas, el armazón, el cerrojo o cilindro y el cañón; de armas de fuego largas, 
rayadas o de ánima lisa, la caja o cajón de los mecanismos, el cerrojo o báscula y 
el cañón; así como los mecanismos de cierre de todas ellas.

A los efectos de lo previsto en este Reglamento, las piezas fundamentales o 
componentes esenciales terminados tendrán el mismo régimen jurídico que las 
armas de las que formen parte y quedarán incluidas en la categoría en que se haya 
clasificado el arma en la que se monten o vayan a ser montadas.

3.	El régimen de adquisición, almacenamiento, circulación, comercio y tenencia de 
municiones será, con carácter general y sin perjuicio de las normas especiales que 
las regulen, el relativo a la adquisición, almacenamiento, circulación, comercio y 
tenencia de las armas de fuego correspondientes.
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4.	Quedan excluidos del ámbito de aplicación de este Reglamento, y se regirán por 
la normativa especial dictada al efecto, la adquisición, tenencia y uso de armas por 
las Fuerzas Armadas, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y el Centro Nacional 
de Inteligencia. Para el desarrollo de sus funciones también quedan excluidos 
los establecimientos e instalaciones de dichas Fuerzas y Cuerpos y del Centro 
Nacional de Inteligencia.

[ . . . ]

Sección 6. Intervención e inspección

Artículo 7. 

En la forma dispuesta en este Reglamento, intervienen:

a.	El Ministerio del Interior, en cumplimiento de la función de garantizar la seguridad 
pública y en ejercicio de las competencias en materia de armas, reguladas en la 
Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero (RCL 1992\421), sobre Protección de la 
Seguridad Ciudadana, a través de la Dirección General de la Guardia Civil, en todas 
las funciones derivadas de la legislación vigente sobre armas y especialmente en 
la fabricación, reparación, circulación, almacenamiento, comercio, adquisición, 
enajenación, depósito, tenencia y uso de las armas; y a través de la Dirección 
General de la Policía, en la tenencia y uso de armas.

b.	El Ministerio de Defensa, en cumplimiento de la función de salvaguardar la 
seguridad nacional, a través de la Dirección General de Armamento y Material, en 
la autorización de las instalaciones y fábricas de armas de guerra y en la fabricación 
y en la concesión de las autorizaciones de salidas de dichas armas de los centros 
de producción de las mismas.

c.	El Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, en la regulación y gestión de las 
licencias de importación y exportación de armas reglamentadas, en la autorización 
de instalaciones industriales y en la fabricación de las armas.

d.	El Ministro de Asuntos Exteriores, mediante la Dirección General de Relaciones 
Económicas Internacionales, en la autorización de tránsito por territorio español, de 
armas y municiones procedentes del extranjero.

A través de la Dirección General de Protocolo, Cancillería y Ordenes, se realizarán 
las actuaciones oportunas, en colaboración directa con la Dirección General de la 
Guardia Civil, para tramitar la solicitud y concesión de las licencias y autorizaciones 
especiales de armas requeridas por:

1º	 El personal español afecto al Servicio Exterior.
2º	 Los extranjeros acreditados en las Embajadas, Oficinas consulares y Organismos 

internacionales con sede o representación ante el Reino de España.
3º	 Los agentes de seguridad extranjeros en tránsito, o que acompañen a 

personalidades o autoridades de su país, en misión oficial.
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e.	El Ministerio de Economía y Hacienda, mediante el Departamento de Aduanas 
e Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en el 
control aduanero de las operaciones de comercio exterior con terceros países.

Artículo 8. 

1.	Para efectuar la intervención, la Guardia Civil procederá a inspeccionar, cuantas 
veces lo considere preciso y sin necesidad de previo aviso, los diferentes locales de 
las fábricas, talleres, depósitos o comercios de armas, vehículos que las transporten, 
lugares de utilización de éstas y todos aquellos que se relacionen directamente con 
las actividades realizadas en los mismos.

2.	Todas las Compañías territoriales de la Guardia Civil dispondrán, para su 
demarcación respectiva, de una Intervención de Armas ordinaria, sin perjuicio de 
las especiales que  puedan establecerse en aquellas localidades en que el número 
de armas a controlar así lo haga necesario.

3.	En la Intervención Central de Armas y Explosivos de la Dirección General de la 
Guardia Civil, radicará el Registro Central de Guías y de Licencias.

Artículo 9.

1.	Por Orden del Ministro del Interior se regula un fichero informatizado de datos en 
el que se registrarán todas las armas de fuego, objeto del presente Reglamento, 
de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal, y sus normas de desarrollo. En dicho 
fichero figura el tipo, la marca, el modelo, el calibre y el número de serie de cada 
arma de fuego, así como los datos de identificación necesarios del proveedor y del 
adquirente o poseedor, que permitan su localización. Dichos datos se conservarán 
de manera permanente en el fichero.

2.	La Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil, ámbito de la Guardia Civil, 
facilitará el acceso al fichero informatizado de datos a otras Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, organismos nacionales, Autoridades Judiciales y Ministerio Fiscal, en 
virtud de lo dispuesto en los párrafos a) y d) del apartado segundo del artículo 11 de 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal, así como a organismos internacionales y países extranjeros, en virtud de 
lo que prevean los Acuerdos internacionales suscritos por España en la materia.

3.	En aras de la colaboración que debe existir entre las distintas Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, deberán comunicarse oportunamente por el medio más rápido cualquier 
circunstancia de interés policial del que tuvieran conocimiento en materia de armas, 
como las relacionadas con el tráfico o empleo ilícito, pérdida o sustracción de armas 
o documentaciones, decomisos, enajenaciones o cualesquiera otras que afectaran 
a su tenencia y uso, siempre que fuera necesario a efectos de descubrimiento y 
persecución de actos delictivos o infracciones.

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Medidas de seguridad en fabricación, circulación y comercio

Artículo 78. 

1.	Los establecimientos dedicados a la fabricación, montaje, almacenamiento, 
distribución, venta o reparación de cualquier clase de armas de fuego o de sus 
piezas fundamentales, reguladas en este Reglamento, deberán adoptar las 
adecuadas medidas de seguridad y concretamente:

a.	Tener todos los huecos de puertas, ventanas y cualquier otro acceso posible, 
protegidos con rejas, persianas metálicas o sistemas blindados.

b.	Tener instalados dispositivos de alarma adecuados, responsabilizándose de su 
correcto funcionamiento y realizando a tal objeto las revisiones o comprobaciones 
que sean necesarias.

Tales medidas de seguridad y dispositivos de alarma, deberán ser aprobados por la 
Dirección General de la Guardia Civil, previo informe de la Intervención de Armas.

2.	Para las armas de guerra, las medidas de seguridad se adaptarán a las condiciones 
que el Ministerio de Defensa fije al respecto, comunicándolo en cada caso a la 
Dirección General de la Guardia Civil.

3.	Las medidas de seguridad serán también obligatorias para las federaciones 
deportivas españolas o sociedades deportivas de tiro de cualquier clase, en cuyos 
locales se guarden armas o municiones.

Artículo 79. 

Las fábricas de armas de fuego de las categorías 1.ª y 2.ª deberán tener un cerramiento 
que habrá de ser adecuado para impedir el paso de personas, animales o cosas, y 
tener una  altura mínima de 2 metros, de los cuales sólo podrán ser de alambrada los 
50 centímetros superiores. Tal cerramiento sólo dispondrá de una puerta de acceso al 
recinto, salvo autorización expresa de la Guardia Civil, por causas justificadas. Bien se 
trate de uno o varios edificios, las puertas de acceso han de ser lo suficientemente sólidas 
y las ventanas o huecos adecuadamente protegidos, a juicio de la Dirección General de 
la Guardia Civil.

Artículo 80. 

Las fábricas de armas de las categorías 1.ª y 2.ª deberán contar con un servicio permanente 
de vigilantes de seguridad, de acuerdo con las prescripciones de la Ley 23/1992, de 30 
de julio, de Seguridad Privada, y de las disposiciones que la desarrollen, cuyo número 
será adecuado a las necesidades de seguridad y protección, a juicio de la Dirección 
General de la Guardia Civil, que podrá prestar o reforzar dicho servicio en determinadas 
circunstancias.
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Artículo 81. 

El Ministerio del Interior podrá acordar, previa audiencia del interesado, la implantación 
del servicio de vigilantes de seguridad en aquellos otros establecimientos en que, por sus 
especiales características, se considere necesario.

Artículo 82. 

1.	En los transportes de armas de fuego, la Intervención de Armas que expida la 
preceptiva guía de circulación fijará, teniendo en cuenta las instrucciones generales 
dictadas por la Dirección General de la Guardia Civil, las medidas y condiciones de 
seguridad que deberá cumplir cada expedición.

2.	En cualquier caso, a las empresas de seguridad, a los servicios de ferrocarriles y a 
las demás empresas de transportes terrestres, marítimos y aéreos o, en su caso, a 
los propios fabricantes o comerciantes, les corresponde, en cuanto a la seguridad 
de los envíos a que se refieren los artículos 39 y 40, la responsabilidad derivada del 
servicio de depósito y transporte ; debiendo adoptar las medidas necesarias para 
impedir la pérdida, sustracción o robo de las armas, y dar cuenta a la Guardia Civil 
siempre que tales pérdida, sustracción o robo se produjeran.

Artículo 83. 

Se prohíbe el almacenamiento de armas completas, fuera de las fábricas, de las armerías, 
de las Intervenciones de Armas o de aquellos otros lugares debidamente autorizados por 
la Dirección General de la Guardia Civil, sin la debida custodia de la Guardia Civil o del 
correspondiente servicio de vigilantes de seguridad, de acuerdo con las prescripciones 
de la Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad Privada, y de las disposiciones que la 
desarrollen.

Artículo 84. 

Se exceptúa de la anterior prohibición el almacenamiento en tránsito, dentro de locales 
cerrados de las empresas de seguridad o de las empresas de transporte, de armas cortas o 
largas rayadas y escopetas o armas asimiladas, debidamente embaladas, por cada centro, 
dependencia o sucursal, de cuyo almacenamiento deberá tener previo conocimiento la 
Intervención de Armas. En todo caso, para tal almacenamiento los servicios y empresas 
mencionados deberán adoptar las medidas de seguridad necesarias, aprobadas por la 
Dirección General de la Guardia Civil, para evitar la pérdida, sustracción o robo de las 
armas.

Artículo 85. 

Las armas destinadas a la exportación, así como a la transferencia a los países 
comunitarios, y las procedentes de la importación, podrán depositarse en tránsito, por 
el tiempo mínimo imprescindible, en los lugares correspondientes a ello destinados, con 
protección de la Guardia Civil o del servicio de vigilantes de seguridad.
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Artículo 86. 

1.	Los establecimientos legalmente autorizados para la venta o reparación de armas 
de fuego, además de la obligación general de instalar en las puertas y huecos de 
escaparates, así como en cualquier otro acceso posible a los mismos, rejas fijas, 
persianas metálicas o cristales blindados, deberán mantener las escopetas y armas 
asimiladas, con las medidas de seguridad que se determinen por el Gobernador 
civil a propuesta de la Intervención de Armas.

2.	Los establecimientos a que se refiere el apartado 1 del artículo 48 deberán tener 
en cajas fuertes las armas cortas y las largas rayadas que tengan en existencias, 
desprovistas de piezas o elementos esenciales para su funcionamiento, salvo 
que dichas cajas fuertes reúnan suficientes condiciones de seguridad, a juicio del 
Gobernador civil.

3.	Los establecimientos a que se refieren los dos apartados precedentes deberán 
guardar también en cajas fuertes la cartuchería metálica.

Artículo 87. 

1.	Las cajas fuertes a que hace referencia el artículo anterior deberán ser puntos 
activos de las señales de alarma.

2.	Si las condiciones de seguridad de estas cajas fuertes no fuesen suficientes, la 
Intervención de Armas de la Guardia Civil podrá disponer que sean depositados 
en ella o en el lugar adecuado que designe las piezas o elementos esenciales 
separados.

[ . . . ]

CAPÍTULO VIII
Régimen sancionador

Artículo 155. 

Si no constituyeren delitos, serán consideradas infracciones muy graves por la entidad del 
riesgo producido y sancionadas:

a.	La fabricación, reparación, almacenamiento y comercio:
1.	De armas de fuego prohibidas o de armas de guerra sin la adecuada habilitación, 

con multa de 30.050,61 a 601.012,1 euros e incautación de las armas y de los 
instrumentos o efectos utilizados para la comisión de la infracción y clausura de 
las fábricas, locales o establecimientos, desde seis meses y un día hasta dos 
años de duración.

2.	De armas de fuego de defensa personal, de armas largas rayadas, de armas 
de vigilancia y guardería y de armas largas de ánima lisa, sin la pertinente 
autorización, con multas de 30.050,61 a 300.506,05 euros, incautación de las 
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armas, de los instrumentos o efectos utilizados para la comisión de la infracción, 
y clausura de las fábricas, locales o establecimientos, desde seis meses y un 
día hasta un año de duración.

b.	 El uso de armas de fuego prohibidas, con multa de 30.050,61 a 60.101,21 euros e 
incautación de las armas utilizadas y de sus municiones.

c.	 El uso de armas de fuego cortas, careciendo de la licencia, autorización especial o 
de la guía de pertenencia, con multa de 30.050,62 a 60.101,21 euros e incautación 
de las armas utilizadas y de sus municiones.

d.	 La omisión, insuficiencia o ineficacia de las medidas o precauciones obligatorias para 
garantizar la seguridad en las fases de fabricación, reparación, almacenamiento, 
distribución y comercio, de armas de defensa personal, de armas de vigilancia 
y guardería o de armas largas rayadas, con multa de 30.050,62 a 300.056,05 
euros, conjunta o alternativamente con suspensión temporal de las autorizaciones, 
desde seis meses y un día hasta un año de duración. Si como consecuencia de la 
infracción se hubiera producido pérdida, sustracción o robo de armas, además de 
la multa, se impondrá la clausura de las fábricas, locales o establecimientos, desde 
seis meses y un día hasta dos años de duración.

Artículo 156. 

Si no constituyeren delito, serán consideradas infracciones graves, y sancionadas:
a.	Cuando se trate de armas blancas, de aire comprimido o de las demás 

comprendidas en las categorías 4.ª a 7.ª del presente Reglamento, la fabricación, 
reparación, almacenamiento, distribución y comercio de armas prohibidas o de 
armas reglamentadas sin autorización, con multas de 300,51 a 30.050,61 euros, 
clausura de las fábricas, locales y establecimientos de hasta seis meses de 
duración e incautación de los instrumentos o efectos utilizados para la comisión de 
la infracción.

b.	La omisión, insuficiencia o ineficacia de las medidas o precauciones obligatorias para 
garantizar la seguridad en las fases de fabricación, reparación, almacenamiento, 
circulación y comercio de armas largas de ánima lisa o de otras armas cuya tenencia 
requiera licencia E, con multa de 300,51 a 30.050,61 euros. Si como consecuencia 
de la infracción se hubiera producido pérdida, sustracción o robo de armas, además 
de la multa, se impondrá la clausura de las fábricas, locales o establecimientos de 
hasta seis meses de duración.

c.	La omisión, insuficiencia o ineficacia de las medidas o precauciones obligatorias 
para garantizar la seguridad de las armas que posean los particulares, en los 
domicilios o lugares de uso, o en circulación, si es de armas de defensa personal, 
de armas de vigilancia y guardería o de armas largas rayadas, con multa de 300,51 
a 3.005,06 euros. Si como consecuencia de la infracción se hubiera producido 
pérdida, sustracción o robo de las armas, las sanciones serán de hasta 6.010,12 
euros y retirada de las licencias o permisos correspondientes a aquéllas, de hasta 
seis meses de duración.
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d.	La omisión, insuficiencia o ineficacia de las medidas o precauciones obligatorias 
para garantizar la seguridad de las armas en los domicilios o lugares de uso, o en 
circulación, con multa de 300,51 a 1.502,53 euros, si se trata de armas largas de 
ánima lisa, y con multa de hasta 3.005,06 euros, si como consecuencia se hubiera 
producido pérdida, sustracción o robo de las armas.

e.	El impedimento o la omisión de la colaboración obligatoria para la realización 
de los controles o inspecciones prevenidos sobre la fabricación, reparación, 
almacenamiento, distribución, comercio, tenencia y utilización, con multa de 300,52 
a 30.050,61 euros, conjunta o alternativamente con suspensión temporal de hasta 
seis meses de duración, si se trata de armas de defensa personal, de armas de 
vigilancia y guardería, de armas largas rayadas o de armas largas de ánima lisa.

f.	 La adquisición, tenencia, cesión o enajenación de armas por particulares, sin 
tener las autorizaciones o licencias prevenidas al efecto o la alegación de datos 
o circunstancias falsos para su obtención, con multa de 300,51 a 1.202,02 euros, 
si se trata de armas de defensa personal, de armas de vigilancia y guardería, de 
armas largas rayadas o de armas de ánima lisa.

g.	El uso de cualesquiera clase de armas de fuego reglamentadas no incluidas en los 
apartados b) y c) del artículo 155, careciendo de la licencia, autorización o de la guía 
de pertenencia, con multas de 300,51 a 601,01 euros e incautación de las armas.

h.	El uso de cualesquiera clase de armas de fuego reglamentarias, con omisión 
o insuficiencia de las medidas o precauciones obligatorias para garantizar la 
seguridad de las personas y de las cosas, con multas de 300,51 a 6.010,12 euros y 
retirada de las armas y municiones objeto de la infracción, así como de las licencias 
y guías de pertenencia correspondientes a las mismas, desde seis meses y un día 
hasta dos años de duración.

i.	 Portar armas de fuego o de cualesquiera otra clase en establecimientos públicos 
y lugares de reunión, concentración, recreo o esparcimiento, salvo en los lugares 
habilitados para su uso, con multas de 300,51 a 450,76 euros, incautación de las 
armas y, en su caso, retirada de las licencias o permisos correspondientes.

j.	 Utilizar armas de fuego o de cualesquiera otra clase, sin adoptar las medidas o 
precauciones necesarias para no causar peligro, daños, perjuicios o molestias a 
terceras personas o a sus bienes, o contraviniendo las prohibiciones establecidas 
en el artículo 146 de este Reglamento, con multas de 300,51 a 601,01 euros, 
incautación de las armas y, en su caso, retirada de las licencias o autorizaciones 
correspondientes.

Artículo 157. 

Si no constituyeren delito, serán consideradas infracciones leves y sancionadas:

a.	Las tipificadas en los apartados b) a f) del artículo anterior, referidas a armas 
blancas, de aire comprimido, o las demás comprendidas en las categorías 4.ª a 7.ª, 
con multas de hasta 300,51 euros.
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b.	La omisión de las revistas, de los depósitos o de la exhibición de las armas a los 
agentes de la autoridad, cuando sean obligatorios:
1. Con multa de hasta 300,51 euros y retirada de las armas, cuando se trate de 

armas de las categorías 1.ª y 2.ª.
2. Con multa de hasta 150,25 euros y retirada de las armas, cuando se trate de las 

restantes armas sometidas a revista.

c.	El incumplimiento de la obligación de dar cuenta a la Guardia Civil de la pérdida, 
destrucción, robo o sustracción de las armas:
1. Con multa de hasta 300,51 euros y retirada de la licencia correspondiente, 

cuando se trate de armas que la precisen.
2. Con multas de hasta 150,25 euros, cuando se trate de armas que no precisen 

licencia.

d.	El incumplimiento de la obligación de dar cuenta a la Guardia Civil de la pérdida, 
destrucción, robo o sustracción de las licencias o guías de pertenencia, con multa 
de hasta 150,25 euros y retirada de las armas.

e.	La omisión de cualquiera otra clase de información o de las declaraciones que sean 
obligatorias:
1. Con multa de hasta 300,51 euros, cuando se trate de armeros profesionales.
2. Con multa de hasta 150,25 euros, cuando se trate de particulares.

f.	 Las demás contravenciones del presente Reglamento no tipificadas como 
infracciones muy graves o graves, con multas de hasta 300,51 euros, conjunta o 
alternativamente con incautación de los instrumentos o efectos utilizados o retirada 
de las armas o de sus documentaciones.

Artículo 158. 

1.	La retirada de las armas implica la desposesión de las mismas y la prohibición de 
la adquisición y tenencia de otras durante el plazo que se determine, que no podrá 
exceder de dos años.

2.	La retirada de las licencias o autorizaciones especiales supone la revocación de los 
mismos; constituirá impedimento para su renovación durante el tiempo, no superior 
a dos años, por el que hubiere sido impuesta, e implicará el depósito obligatorio de 
las armas.

3.	Tanto la retirada de las armas como la de las licencias o autorizaciones especiales 
será comunicada por la autoridad sancionadora al Registro Central de Guías y de 
Licencias, y se anotará en su caso en la Tarjeta Europea de Armas de Fuego.

Artículo 159. 

1.	La competencia para imponer las sanciones determinadas en los artículos anteriores 
será ejercida por los órganos a los que se la atribuye el artículo 29 de la Ley 
Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, 
correspondiendo a los Gobernadores civiles y Delegados del Gobierno en Ceuta y 
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en Melilla la competencia con carácter general para la imposición de sanciones por 
infracciones graves y leves, y a los Alcaldes para la sanción de infracciones leves 
relacionadas con la aplicación de los artículos 105 y 149.5 de este Reglamento.

2.	En materia de fabricación, reparación, almacenamiento, distribución, circulación 
y comercio, será competente para la imposición de sanciones por infracciones 
muy graves la Dirección de la Seguridad del Estado, a propuesta de la Dirección 
General de la Guardia Civil, y la propia Dirección General para imponer sanciones 
por infracciones graves o leves.

Artículo 160. 

Las infracciones cometidas por los miembros de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los Cuerpos de Policía de las Comunidades  
Autónomas y de las Entidades locales, en relación con la tenencia y uso de armas en el 
ejercicio de sus funciones, serán sancionadas por las autoridades a las que corresponda 
la competencia con arreglo a lo dispuesto en los respectivos regímenes disciplinarios.

Artículo 161. 

Cuando de las actuaciones practicadas para sustanciar las infracciones de este Reglamento 
se deduzca que los hechos pueden ser calificados de infracciones penales, se remitirán 
al Ministerio Fiscal los antecedentes necesarios, ateniéndose los órganos instructores de 
dichas actuaciones a lo dispuesto en los artículos 32 y 34 de la Ley Orgánica 1/1992, de 
21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.

Artículo 162. 

No se podrán imponer las sanciones de suspensión temporal de las autorizaciones de las 
fábricas, locales o establecimientos ni las de clausura de los mismos, sin previa consulta 
del Ministerio de Defensa, si se trata de armas de guerra y del Ministerio de Industria, 
Comercio y Turismo, en otro caso.

Artículo 163. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de 
febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, para graduar la cuantía de las 
multas y la duración de las sanciones temporales, dentro de los límites establecidos en el 
presente Reglamento para cada supuesto, las autoridades sancionadoras se atendrán a la 
gravedad de las infracciones, a la cuantía del perjuicio causado, a su posible trascendencia 
para la prevención, mantenimiento o restablecimiento de la seguridad ciudadana y al 
grado de culpabilidad, reincidencia y capacidad económica del infractor.

Artículo 164. 

A efectos de cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley Orgánica 1/1992, de 
21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, sobre adopción de medidas 
cautelares, se tendrán en cuenta las prescripciones siguientes:
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1.	Los depósitos de las armas se efectuarán, tan pronto como sea posible, en una 
Intervención de Armas de la Guardia Civil.

2.	Cuando se hayan adoptado las medidas cautelares de suspensión o clausura 
preventiva de fábricas, locales o establecimientos, de suspensión parcial o total de 
actividades de los establecimientos, o de retirada preventiva de autorizaciones, el 
procedimiento sancionador será instruido de acuerdo con lo previsto en la normativa 
vigente en materia de procedimiento administrativo.

3.	En el caso de que sea previsible que solamente se podrán imponer sanciones 
pecuniarias, no se podrán adoptar las medidas cautelares de suspensión o clausura 
de fábricas, locales o establecimientos, de suspensión parcial o total de actividades, 
ni de retirada preventiva de autorizaciones.

[ . . . ]
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6. REAL DECRETO 230/1998, DE 16 DE FEBRERO, POR EL QUE SE APRUEBA EL 
REGLAMENTO DE EXPLOSIVOS. [INCLUSIÓN PARCIAL]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 61, de 12 de marzo de 1998

Última modificación: 27 de septiembre de 2012
Referencia: BOE-A-1998-5934

[ . . . ]

REGLAMENTO DE EXPLOSIVOS

TÍTULO I
Ordenación preliminar

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1. 

1.	A los efectos de este Reglamento se considerarán materias reglamentadas los 
explosivos, la cartuchería y los artificios pirotécnicos.

2.	De conformidad con lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 1/1992, de 
21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, el presente Reglamento 
regula los requisitos y condiciones de la fabricación, circulación, almacenamiento, 
comercio y tenencia de los explosivos, determinando el cumplimiento de tales 
requisitos y condiciones. Sus preceptos serán asimismo supletorios de cualquier 
otra disposición que, con distinta finalidad, contenga normas referentes a dichas 
materias.

3.	Quedan excluidos del ámbito de aplicación de este reglamento, y se regirán por la 
normativa especial dictada al efecto, las Fuerzas Armadas, las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado y los cuerpos de policía de las comunidades autónomas 
que, en virtud de sus Estatutos, tengan competencias para la protección de personas 
y bienes y para el mantenimiento del orden público, y cuenten con unidades de 
desactivación de explosivos. Para el desarrollo de sus funciones quedan excluidos 
los establecimientos e instalaciones de dichas Fuerzas y Cuerpos.

4.	A efectos de la exclusión del cumplimiento de determinados preceptos se entenderá 
por Armas de Guerra las definidas como tales en el Reglamento de Armas.

Artículo 2. 

1.	Todas las actividades relacionadas con las materias reglamentadas quedan bajo la 
intervención administrativa del Estado.
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2.	Las autoridades y servicios a que corresponda intervenir podrán efectuar, en todo 
momento, las inspecciones, vigilancias y comprobaciones que consideren precisas, 
en ámbito de sus respectivas competencias.

3.	Dichas autoridades y servicios podrán arbitrar medidas extraordinarias en 
situaciones de emergencia o circunstancias que lo justifiquen.

Artículo 3. 

1.	La presencia de explosivos, cartuchería y artificios pirotécnicos se advertirá, en 
todo momento y lugar, de modo perfectamente visible, mediante las señales de 
peligrosidad reglamentarias, según proceda en los diferentes supuestos.

2.	Cuando en un mismo recinto o bulto coexistan materias u objetos de diversa división 
de riesgo, conforme al artículo 13 de este Reglamento, se adoptará como señal de 
peligrosidad la correspondiente al mayor índice de riesgo.

Artículo 4. 

1.	Las actividades concernientes a las materias reglamentadas sólo podrán ser 
desempeñadas por quienes, ostentando la capacidad de obrar prevista en este 
Reglamento, posean, además, la capacidad técnica y la solvencia financiera 
necesarias para el ejercicio de dichas actividades.

2.	Aquellos que ostenten cargos de mando o de control se responsabilizarán del 
cumplimiento de las disposiciones del presente Reglamento y advertirán al personal 
que de ellos dependa, o que colabore con ellos, de la peligrosidad de sus tareas y les 
facilitarán las instrucciones adecuadas. El personal observará escrupulosamente 
las órdenes que reciba de la superioridad.

3.	Los servicios de vigilancia y protección inmediata que, conforme a las disposiciones 
vigentes, no estuvieran reservados a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, competentes en esta materia, únicamente se podrán encomendar a 
personal específicamente determinado en la Ley y Reglamento de Seguridad 
Privada, de acuerdo con la instrucción técnica complementaria número 1.

Artículo 5. 

1.	Se considerará empresa del sector de explosivos toda persona física o jurídica en 
posesión de licencia o autorización para la fabricación, almacenamiento, utilización, 
transferencia, importación, exportación o comercio de explosivos.

2.	Los titulares de autorizaciones para el ejercicio de las actividades reguladas por el 
presente reglamento han de tener nacionalidad española o de cualesquiera de los 
Estados miembros de la Unión Europea.
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3.	Las actividades relacionadas con la fabricación o comercio de explosivos tienen 
la consideración de sector específico en materia de derecho de establecimiento, 
de acuerdo con la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre protección de la 
Seguridad Ciudadana, y con la Ley 18/1992, de 1 de julio, por la que se establecen 
determinadas normas en materia de inversiones extranjeras en España.

En consecuencia, las inversiones extranjeras, directas o indirectas, en sociedades 
españolas que tengan por objeto desarrollar las actividades indicadas requerirán 
autorización del Consejo de Ministros, cualquiera que sea su porcentaje de 
participación en el capital social de la sociedad de que se trate. Dichas inversiones 
se ajustarán a los requisitos y condicionantes establecidos en el Real Decreto 
671/1992, de 2 de julio, sobre Inversiones Extranjeras en España, y, en particular, 
a lo dispuesto en su artículo 26.

Artículo 6.
 

1.	No se reconocerán administrativamente otros derechos, en relación con las 
materias reguladas en este Reglamento, que los que se amparen específicamente 
en autorizaciones concedidas por órgano competente, de acuerdo con lo dispuesto 
en el propio Reglamento y en el resto del ordenamiento jurídico.

2.	Los derechos amparados por las autorizaciones concedidas serán intransferibles e 
inalienables, salvo autorización expresa otorgada al efecto.

Artículo 7. 

1.	La duración de las autorizaciones se entenderá indefinida salvo que en los 
preceptos aplicables o en las mismas autorizaciones se contenga expresamente 
alguna limitación temporal.

2.	Salvo en los supuestos contemplados y por las cantidades determinadas en el artículo 
212 de este Reglamento, la validez de las autorizaciones para la manipulación de 
explosivos estará condicionada al hecho de que sus titulares tengan concertado y 
mantengan en vigor un seguro de responsabilidad civil, por una cantidad que será 
determinada en función de la clase y cantidad de explosivo a manipular y del riesgo 
que pueda generar, teniendo en cuenta las circunstancias objetivas y subjetivas 
que en cada supuesto concurran.

3.	Las autorizaciones perderán su validez por el incumplimiento de cualquier obligación 
que las condicionase o la alteración de las circunstancias con arreglo a las cuales 
se otorgaron, sin perjuicio de la sanción que pudiese corresponder.

4.	Si se tratara de simples defectos subsanables, podrá mantenerse la validez de la 
autorización en los términos que específicamente se señalen, en cada caso, por el 
órgano competente para otorgarla.
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Artículo 8. 

1.	En la forma dispuesta en este Reglamento intervienen:
a.	El Ministerio de Industria y Energía, a través de la Dirección General de Minas, 

con competencias generales en la autorización de las actividades reguladas en 
este Reglamento, así como en la inspección y control de las mismas.

b.	El Ministerio del Interior, a través de la Dirección General de la Guardia Civil, 
en cumplimiento de la función de garantizar la seguridad pública y, en ejercicio 
de sus competencias en materia de explosivos, reguladas en la Ley Orgánica 
1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, en 
todas las funciones derivadas de la legislación vigente sobre explosivos, y 
especialmente en la fabricación, almacenamiento, circulación, distribución, 
comercio, transporte y tenencia de dichas materias.

c.	El Ministerio de Defensa, a través de la Dirección General de Armamento y 
Material, en cumplimiento de la función de salvaguardar la defensa nacional, 
en la autorización de las instalaciones de las fábricas y depósitos de explosivos 
y en el control de estas fábricas en los aspectos concernientes a la defensa 
nacional.

d.	El Ministerio de Asuntos Exteriores, a través de la Dirección General de Relaciones 
Económicas Internacionales, en la autorización de los tránsitos procedentes de 
países extracomunitarios de materias reglamentadas extranjeras por territorio 
español.

e.	Los Ministerios de Economía y Hacienda, de Fomento y de Medio Ambiente, 
en las actividades reguladas en este Reglamento que sean de su competencia.

2.	Las autoridades y servicios administrativos competentes podrán, por razones de 
seguridad, conforme a la legislación aplicable, suspender temporalmente, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, cualquier autorización.

[ . . . ]

Artículos 17 a 21. 
(Sin contenido)

[ . . . ]

Artículos 22 a 24. 
(Sin contenido)

[ . . . ]
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TÍTULO II
Fábricas de explosivos

[ . . . ]

CAPÍTULO IV
Medidas de vigilancia, control y prevención

Artículo 87. 

1.	Sin perjuicio de que el Ministerio del Interior, a través de la Dirección General de la 
Guardia Civil, adopte las medidas de protección, control e inspección de las fábricas 
de explosivos, en razón a la competencia que le otorga el ordenamiento jurídico, 
que considere necesarias, dichas fábricas estarán bajo la vigilancia y protección de 
vigilantes de seguridad de explosivos, pertenecientes a una empresa de seguridad, 
con arreglo a un plan de seguridad ciudadana de la fábrica, que diseñará la 
empresa de seguridad, y que será aprobado, en su caso, por la Dirección General 
de la Guardia Civil. El nombramiento y la actividad de los vigilantes se regirá por lo 
establecido en la legislación vigente en materia de seguridad privada.

2.	Desde las diferentes zonas de la fábrica se podrá establecer comunicación con 
los vigilantes de seguridad de explosivos que realicen su custodia, debiendo la 
empresa de seguridad encargada de la misma asegurar la comunicación entre su 
sede y el personal que desempeñe la vigilancia y protección de la fábrica.

3.	En todo caso, deberá disponerse de un sistema de alarma eficaz en conexión con 
la Unidad de la Guardia Civil que designe la Dirección General de la Guardia Civil.

Artículo 88. 

1.	Los vigilantes de seguridad de explosivos extremarán la vigilancia respecto al 
entorno del recinto fabril y de las zonas, edificios y locales peligrosos comprendidos 
en el mismo.

2.	Previa autorización de la Dirección General de la Guardia Civil, podrá sustituirse, 
total o parcialmente, la vigilancia y protección mediante vigilantes de seguridad 
de explosivos por un sistema de seguridad electrónica contra robo e intrusión en 
conexión con una central de alarmas.

Artículo 89. 

1.	El cerramiento de las fábricas tendrá una altura no inferior a dos metros y 50 centímetros, 
de los cuales los 50 centímetros superiores serán necesariamente de alambrada de 
espino, pudiéndose inclinar ésta hacia el exterior 45º respecto a la vertical.

2.	En cualquier caso, se encontrará despejado y no presentará irregularidades o 
elementos que permitan escalarlo. Queda prohibido, salvo autorización explícita, 
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cualquier tipo de construcción en el interior del recinto de la fábrica a menos de 10 
metros del cerramiento.

3.	Se aplicará, en todo caso, lo establecido en la instrucción técnica complementaria 
número 1.

Artículo 90. 

1.	Las puertas de acceso al recinto de la fábrica, en los períodos en que dicho acceso 
estuviera abierto, estarán sujetas a constante vigilancia por un vigilante de seguridad 
de explosivos que controlará la entrada y salida de personas o cosas y dispondrá 
de un método de conexión eficaz para transmitir alarmas en caso de necesidad.

2.	Dichas puertas de acceso deberán responder a las características exigidas para el 
resto del cerramiento y su cerradura será de seguridad.

Artículo 91. 

1.	Sólo se permitirá la entrada o salida en fábricas de personas o cosas que gocen 
de autorización al efecto y previas las verificaciones y controles que resultasen 
oportunos.

2.	La entrada en una fábrica de explosivos de personas ajenas a ella requerirá un 
permiso escrito de la dirección, que les será retirado a su salida, debiendo firmar 
en un libro de visitas habilitado al efecto, previa la identificación correspondiente.

3.	Dichas personas serán advertidas de que entran en el recinto fabril bajo su propio 
riesgo, y durante su permanencia en el mismo deberán estar acompañadas por un 
empleado a cuyas instrucciones deberán atenerse escrupulosamente, salvo que su 
presencia, por razón de su actividad, implique una estancia continua o frecuente en 
el recinto fabril, en cuyo caso deberán atenerse a la normas e instrucciones que les 
sean facilitados previamente y por escrito por la dirección de la factoría.

Artículo 92. 

1.	No se podrán introducir en el recinto fabril bebidas alcohólicas ni efectos que 
permitan producir fuego o sean susceptibles de afectar a la seguridad de la fábrica. 
Queda estrictamente prohibido sacar, sin la autorización pertinente, del recinto 
fabril, cualquier producto o residuo peligroso.

2.	Los servicios de vigilancia efectuarán periódicamente, y sin necesidad de previo 
aviso, registros individuales para velar por el cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado anterior, todo ello de acuerdo con un plan aprobado y supervisado por 
la Intervención de Armas y Explosivos correspondiente, a la que se le enviará 
mensualmente un parte resumen de las actuaciones realizadas.
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Artículo 93. 

1.	El personal deberá mantener orden a la entrada y salida de la fábrica y sus 
dependencias, así como durante su permanencia en las mismas, quedándole 
prohibida su estancia en ellas fuera del correspondiente horario laboral, salvo que 
expresamente se le permita.

2.	Ningún empleado podrá entrar en zonas, edificios o locales peligrosos en los que 
no le corresponda trabajar, sin autorización especial para ello.

3.	Cuando cesare la actividad en los edificios o locales peligrosos, se cerrarán sus 
puertas y ventanas asegurándolas debidamente y se activarán los sistemas de 
alarma, si procede.

Artículo 94. 

1.	Los edificios y locales peligrosos deberán estar claramente identificados mediante 
una clave numérica, alfabética o alfanumérica. Dicha clave deberá reseñarse, de 
forma bien visible, en el exterior del edificio o local y próxima al acceso al mismo.

2.	En el interior de dichos edificios o locales, en lugar visible y junto al acceso 
principal, deberá disponerse una placa identificativa donde se recoja, al menos, la 
información siguiente:
a.	Identificación del edificio o local.
b.	Número máximo de personas que puede albergar simultáneamente.
c.	Cantidad neta máxima de materias explosivas que puede contener.
d.	Medidas generales de seguridad.
e.	Normas que deben adoptarse en caso de emergencia.

Artículo 95. 

Será obligatoria la existencia de un servicio contra incendios, que puede estar formado 
por personal de la fábrica, para combatir el fuego que pudiera originarse en cualesquiera 
de las instalaciones o dependencias de la misma, de acuerdo con un plan previamente 
establecido que deberá ser anualmente revisado.

El personal de la fábrica asignado eventualmente al servicio contra incendios deberá 
recibir instrucción periódica.

Artículo 96. 

1.	Las fábricas deberán contar con personal capacitado para la prestación de primeros 
auxilios a las víctimas de los posibles accidentes. Asimismo, deberán estar dotadas 
de los correspondientes recursos precisos para la eficiente prestación de los 
mismos.

2.	Se establecerán los métodos de evacuación necesarios para proceder al urgente 
traslado de cualquier persona que requiera asistencia externa, de acuerdo con el 
Plan de Emergencia establecido.
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Artículo 97. 

La dirección de la fábrica vendrá obligada a comunicar, de modo inmediato, al Área de 
Industria y Energía de la Delegación del Gobierno en la Comunidad Autónoma, todo 
accidente grave que se produzca en su recinto, así como cualquier reparación que, como 
consecuencia del mismo, se vea obligada a ejecutar. Todo ello sin perjuicio de requerir a 
otras autoridades si por la naturaleza de los hechos tuvieran que intervenir.

Artículo 98. 

Cuando por cualquier circunstancia una fábrica cesara en su actividad, total o parcialmente, 
durante un período superior a seis meses, antes de reanudar dicha actividad deberá 
ponerlo en conocimiento del Área de Industria y Energía, la cual inspeccionará la fábrica 
y procederá en la forma prevista en el artículo 40.2 de este Reglamento.

CAPÍTULO V
Intervención e inspección

[ . . . ]

Artículo 105. 

La inspección sobre medidas de seguridad ciudadana de las fábricas de explosivos y el 
control de las materias reglamentadas que se encuentren en las mismas corresponde a la 
Intervención de Armas y Explosivos que designe la Dirección General de la Guardia Civil, 
quien podrá realizar cuantas inspecciones estime necesarias. De las anomalías observadas 
se dará cuenta, a los efectos oportunos, al Delegado del Gobierno correspondiente.

[ . . . ]

Artículos 106 a 117. 
(Sin contenido)

[ . . . ]

Artículos 118 a 127. 
(Sin contenido)

[ . . . ]

Artículos 128 a 134. 
(Sin contenido)

[ . . . ]
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TÍTULO V
Almacenamiento

CAPÍTULO I
Normas generales

[ . . . ]

Artículo 153. 

Del funcionamiento y seguridad de los depósitos responderán los titulares de los mismos 
o aquellos a quienes se hubiese concedido el disfrute de la titularidad, sin perjuicio de la 
responsabilidad correspondiente a la empresa de seguridad encargada de su vigilancia. 
En caso de tratarse de personas jurídicas, responderán sus representantes legales.

[ . . . ]

CAPÍTULO IV
Medidas de vigilancia, control y prevención

Artículo 177. 

1.	Los polvorines u otros edificios peligrosos que conformen el depósito se hallarán 
por completo situados dentro de los límites de un recinto vallado, debiendo distar 
diez metros, como mínimo, de dichos límites.

2.	El recinto de un depósito estará adecuadamente iluminado y dotado de un 
cerramiento suficientemente resistente a juicio de la Dirección General de la Guardia 
Civil para impedir el paso de personas o animales, con una altura no inferior a dos 
metros, de los cuales los cincuenta centímetros superiores serán necesariamente 
de alambrada de espino, pudiéndose inclinar ésta hacia el exterior 45.º respecto 
a la vertical. A dicho recinto, únicamente se tendrá acceso por una puerta dotada 
de los elementos de cierre precisos, salvo que el Delegado del Gobierno, previo 
informe de la Intervención de Armas y Explosivos de la Guardia Civil, autorizara lo 
contrario.

Artículo 178. 

1.	Los depósitos comerciales y de consumo contarán para su vigilancia con vigilantes 
de seguridad de explosivos pertenecientes a una empresa de seguridad, con arreglo 
a un plan de seguridad ciudadana del depósito, que será diseñado por la empresa 
de seguridad, y aprobado, en su caso, por la Dirección General de la Guardia Civil, 
conforme a lo establecido en la instrucción técnica complementaria número 1.

2.	Podrá sustituirse dicha vigilancia mediante sistemas de alarma adecuados, 
cuya idoneidad deberá ser expresamente indicada en las autorizaciones de 
establecimiento o, en su caso, modificación sustancial del depósito.
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3.	En todo caso, deberá disponerse de un sistema de alarma eficaz en conexión con 
la Unidad de la Guardia Civil que designe la Dirección General de la Guardia Civil.

Artículo 179. 

El almacenamiento de las materias reglamentadas se efectuará con precaución. Cuando se 
almacenen cajas superpuestas, deberán apilarse con la tapa hacia arriba, no excediendo 
la altura de apilamiento –cuando éste se realice manualmente– de un metro y medio. En 
el caso de que se empleen bandejas o «palets» para el movimiento de las cajas, la altura 
de apilación podrá alcanzar los tres metros y medio.

Artículo 180. 

En ningún caso pueden almacenarse conjuntamente materias incompatibles entre sí. 
La incompatibilidad de almacenamiento en común se recoge en la instrucción técnica 
complementaria número 22 de este Reglamento.

Artículo 181. 

El personal adscrito a un depósito deberá ser instruido sobre las características peligrosas 
y riesgos inherentes a la manipulación de las materias y productos que se almacenen en 
el mismo.

Artículo 182. 

1.	No se deberá encender fuego, ni almacenar materias combustibles o fácilmente 
inflamables, en el interior o en las proximidades de los polvorines.

2.	Tampoco podrá penetrarse en el recinto de los polvorines de un depósito con 
cualquier objeto capaz de producir llama o chispa.

Artículo 183. 

Las operaciones de reparación que hubieran de efectuarse dentro del recinto de los 
polvorines de un depósito, habrán de efectuarse por personal técnicamente cualificado, 
adoptándose cuantas precauciones fueran precisas.

Artículo 184. 

1.	Sólo se permitirá la entrada al recinto de los polvorines de un depósito a personas 
específicamente autorizadas, previas las verificaciones y controles que resultasen 
oportunos.

2.	Dichas personas serán advertidas de que entran en el recinto bajo su propio riesgo 
y durante su permanencia en el mismo se atendrán a las normas e instrucciones 
que se les indiquen.
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Artículo 185. 

1.	No se podrá introducir en el recinto de los polvorines de un depósito efectos que 
sean susceptibles de afectar a la seguridad del mismo.

2.	Los servicios de vigilancia efectuarán periódicamente, y sin necesidad de previo 
aviso, registros individuales para velar por el cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado anterior, todo ello de acuerdo con un plan aprobado y supervisado por 
la Intervención de Armas y Explosivos correspondiente, a la que se le enviará 
mensualmente un parte resumen de las actuaciones realizadas.

3.	La tenencia y custodia de las llaves de los depósitos de explosivos y de sus 
polvorines corresponde a la Intervención de Armas y Explosivos de la Guardia Civil 
o, por delegación previa y expresa, a las empresas de seguridad que presten los 
servicios de vigilancia de los mismos, en los términos establecidos en la instrucción 
técnica complementaria número 1.

[ . . . ]

TÍTULO VIII
Transporte

CAPÍTULO I
Normas generales

[ . . . ]

Artículo 240. 

En todo momento, las materias reglamentadas se encontrarán sometidas a la inspección 
de la autoridad y, tratándose de explosivos y cartuchería metálica, bajo la protección 
de vigilantes reglamentariamente habilitados, conforme a lo dispuesto en la instrucción 
técnica complementaria número 1.

[ . . . ]

CAPÍTULO III
Transporte por carretera

[ . . . ]

Artículo 251. 

La vigilancia y protección de los vehículos se atendrá a lo dispuesto al efecto en el 
Reglamento de Seguridad Privada y disposiciones que lo complementen, así como a lo 
establecido en la instrucción técnica complementaria número 1.

[ . . . ]
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CAPÍTULO IV
Transporte por ferrocarril

[ . . . ]

Artículo 259. 
La vigilancia del transporte se atendrá a lo dispuesto en el Reglamento de Seguridad 
Privada y disposiciones que lo complementen, así como a lo establecido en la instrucción 
técnica complementaria número 1.

[ . . . ]

CAPÍTULO V
Transporte marítimo

[
 . . . ]

Artículo 266. 

1.	Las autoridades competentes controlarán el transporte marítimo de las materias 
reglamentadas dentro de la zona de su jurisdicción. Corresponderá a dichas 
autoridades otorgar las autorizaciones que se requieran para efectuar dicha 
actividad.

2.	La vigilancia del transporte se atendrá a lo dispuesto en el Reglamento de Seguridad 
Privada y disposiciones que lo complementen, así como a lo establecido en la 
instrucción técnica complementaria número 1.

[ . . . ]

CAPÍTULO VI
Transporte fluvial y en embalses

[ . . . ]

Artículo 281. 

1.	Solamente podrán manejar o gobernar las embarcaciones destinadas a este tipo 
de transporte las personas que estuviesen provistas del correspondiente título, 
concedido por el Ministerio de Fomento.

2.	La vigilancia del transporte fluvial de explosivos se atendrá a lo dispuesto en la 
instrucción técnica complementaria número 1.
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CAPÍTULO VII
Transporte aéreo

[ . . . ]

Artículo 284. 

1.	Los Directores de aeropuerto controlarán el transporte de las sustancias 
reglamentadas dentro de la zona de su jurisdicción.

2.	La vigilancia del transporte se atendrá a lo dispuesto en el Reglamento de Seguridad 
Privada y disposiciones que lo complementen, así como a lo establecido en la 
instrucción técnica complementaria número 1.

[ . . . ]

TÍTULO IX
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Infracciones leves

Artículo 293. 

Si no constituyeren delito serán consideradas infracciones leves y sancionadas:

a.	La omisión o insuficiencia en las medidas de seguridad para la custodia de la 
documentación relativa a explosivos, cartuchería o artificios pirotécnicos, cuando 
dé lugar a su pérdida o sustracción, con multa de hasta 300,51 euros.

b.	La omisión del deber de denunciar ante la Intervención de Armas la pérdida 
o sustracción de documentación relativa a explosivos, cartuchería o artificios 
pirotécnicos, con multa de hasta 300,51 euros.

c.	La omisión de la obligación de remitir a la Administración los partes y demás 
documentos relativos a explosivos, cartuchería y artificios pirotécnicos, con multa 
de hasta 300,51 euros.

d.	La omisión de datos en las comunicaciones que es obligatorio remitir a la 
Administración, relativas a explosivos, cartuchería y artificios pirotécnicos, con 
multa de hasta 300,51 euros.

e.	Las irregularidades en la cumplimentación de los libros y registros obligatorios 
relativos a explosivos, cartuchería y artificios pirotécnicos, que impliquen omisión 
o insuficiencia de las medidas necesarias para garantizar la conservación de la 
documentación requerida, con multa de hasta 300,51 euros.
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f.	 La desobediencia de los mandatos de la Autoridad competente o de sus Agentes, 
en el ejercicio de la misión que tienen legalmente encomendada en materia de 
explosivos, cartuchería o artificios pirotécnicos, con multa de hasta 300,51 euros.

g.	Todas aquellas conductas que no estando calificadas como muy graves o graves 
constituyan incumplimientos de las obligaciones o vulneración de las prohibiciones 
establecidas en la Ley Orgánica 1/1992 sobre protección de la Seguridad Ciudadana 
o leyes especiales, con multa de hasta 300,51 euros.

CAPÍTULO II
Infracciones graves

Artículo 294. 

Si no constituyeren delitos serán consideradas infracciones graves y sancionadas:

a.	La fabricación, almacenamiento, comercio, adquisición o enajenación, tenencia o 
utilización de explosivos, cartuchería o artificios pirotécnicos, carentes del marcado 
CE, y no catalogados, con multa desde 300,52 a 30.050,61 euros, incautación del 
material aprehendido y, en su caso, cierre del establecimiento donde se produzca 
la infracción por un período no superior a seis meses.

b.	La fabricación, almacenamiento, comercio, adquisición o enajenación, tenencia 
o utilización de explosivos, cartuchería o artificios pirotécnicos catalogados, 
careciendo de la documentación o de las autorizaciones necesarias, con multa 
desde 300,52 a 30.050,61 euros, incautación del material aprehendido y, en su 
caso, cierre del establecimiento donde se produzca la infracción por un período no 
superior a seis meses.

c.	La fabricación, almacenamiento, comercio, adquisición o enajenación, tenencia 
o utilización de explosivos, cartuchería o artificios pirotécnicos catalogados, en 
cantidad mayor que la autorizada, con multa desde 300,52 a 12.020,24 euros e 
incautación del material que exceda del autorizado.

d.	La omisión o insuficiencia en la adopción o en la eficacia de las medidas de 
seguridad o precauciones obligatorias para la custodia de explosivos, cartuchería 
o artificios pirotécnicos, con multa desde 300,52 a 30.050,61 euros y cierre, en 
su caso, del establecimiento donde se produzca la infracción hasta tanto no se 
establezcan las medidas de seguridad o se subsanen las anomalías existentes.

e.	La omisión o insuficiencia en la adopción o en la eficacia de las medidas de 
seguridad industrial o precauciones obligatorias en la fabricación, almacenamiento, 
tenencia o utilización de explosivos, cartuchería o artificios pirotécnicos, con multa 
desde 300,52 a 30.050,61 euros y cierre, en su caso, del establecimiento donde se 
produzca la infracción hasta tanto no se establezcan las medidas de seguridad o se 
subsanen las anomalías existentes.
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f.	 La circulación o transporte de explosivos, cartuchería, o artificios pirotécnicos, sin 
cumplir los requisitos establecidos en cuanto a medidas de seguridad ciudadana, 
seguridad industrial o documentación, con multa de 300,52 a 30.050,61 euros.

g.	La alegación de datos o circunstancias falsos, para la obtención de autorizaciones 
o documentaciones relativas a explosivos, cartuchería, y artificios pirotécnicos, con 
multa desde 300,52 a 12.020,24 euros.

h.	La negativa a las autoridades competentes o sus agentes de acceso a fábricas, 
talleres, medios de transportes, depósitos y demás establecimientos relativos a 
explosivos, cartuchería o artificios pirotécnicos, en el ejercicio de las misiones 
encomendadas, con multa desde 300,52 a 6.010,12 euros.

i.	 La obstaculización de las inspecciones que pretendan llevar a cabo las autoridades 
competentes o sus agentes en fábricas, talleres, medios de transportes, depósitos y 
demás establecimientos relativos a explosivos, cartuchería o artificios pirotécnicos, 
en el ejercicio de las misiones encomendadas, con multa desde 300,52 a 6.010,12 
euros.

j.	 El inicio de cualquier actividad relacionada con explosivos, cartuchería metálica 
o artificios pirotécnicos sin la autorización pertinente, con multa desde 300,52 a 
30.050,61 euros.

k.	La apertura de una fábrica, taller, depósito o cualquier otro establecimiento relativo 
a explosivos, cartuchería o artificios pirotécnicos, sin la preceptiva autorización, con 
multa desde 300,52 a 30.050,61 euros y cierre del establecimiento.

l.	 La apertura o funcionamiento de cualquier establecimiento, o iniciar cualquier 
actividad relacionada con explosivos, cartuchería o artificios pirotécnicos, sin 
adoptar las medidas de seguridad obligatorias, o cuando éstas sean insuficientes, 
con multa desde 300,52 a 30.050,61 euros y cierre del establecimiento hasta que 
se adopten las medidas de seguridad o se subsanes las anomalías existentes en 
las mismas.

m.	La carencia de los libros o registros que sean obligatorios, en materia de explosivos, 
cartuchería o artificios pirotécnicos, con multa de 300,52 a 6.010,12 euros.

n.	La comisión de una tercera infracción leve en el plazo de un año, con multa desde 
300,52 a 6.010,12 euros.

CAPÍTULO III
Infracciones muy graves

Artículo 295. 

Si no constituyeren delitos se considerarán infracciones muy graves y se sancionarán:

a.	Las conductas tipificadas en los párrafos a), b) y e), del artículo anterior, si, como 
consecuencia de las mismas, se causan graves perjuicios a las personas o sus 
bienes, con multa desde 30.050,62 a 601.012,1 euros, y cierre, en su caso, del 
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establecimiento donde se produzca la infracción por un período de seis meses y un 
día a dos años.

b.	Las conductas tipificadas en los párrafos d) y f) del artículo anterior, si como 
consecuencia de la misma se produce la pérdida o sustracción de materias 
reglamentadas, con multa desde 30.050,62 a 601.012,1 euros y, en su caso, cierre 
del establecimiento donde se produzca la infracción, o empresa de transporte, por 
un período de seis meses y un día a dos años, siempre que la cantidad sustraída o 
perdida, el modo o autores de la sustracción provoquen alarma social.

Artículo 296. 

Las infracciones administrativas contempladas en los artículos anteriores prescribirán a 
los tres meses, al año o a los dos años de haberse cometido, según sean leves, graves o 
muy graves, respectivamente.

Artículo 297. 

Las sanciones prescribirán al año, dos años o cuatro años, según que las correspondientes 
infracciones hayan sido calificadas de leves, graves o muy graves, respectivamente.

CAPÍTULO IV
Procedimiento

Artículo 298. 

1.	No podrá imponerse ninguna sanción por las infracciones previstas, sino en virtud 
de procedimiento instruido al efecto y de acuerdo con los principios de audiencia al 
interesado, economía, celeridad y sumariedad y que se regirá por lo dispuesto en 
los artículos 31 al 39 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre protección 
de la Seguridad Ciudadana y en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, sobre 
el Ejercicio de la Potestad Sancionadora.

2.	No se impondrán sanciones de suspensión temporal de las autorizaciones de 
las fábricas, talleres, locales o establecimientos, sin previo informe favorable del 
Ministerio de Industria y Energía.

Artículo 299. 

1.	Las materias reglamentadas incautadas, como consecuencia de una infracción 
administrativa, pasarán a poder del Estado, que, a través del Ministerio de Industria 
y Energía,

a.	Las destruirá en el caso de que éstas no estén debidamente catalogadas, o en el 
caso de que su transporte o almacenamiento suponga riesgo para la integridad 
de las personas físicas o los bienes;
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b.	Las enajenará en pública subasta entre las personas físicas o jurídicas 
debidamente habilitadas, en el caso de que estén debidamente catalogadas;

c.	Las entregará a las Fuerzas Armadas o Cuerpos de la Guardia Civil o Nacional 
de Policía, cuando pudieran ser de utilidad para el desempeño de sus funciones.

2.	Durante la instrucción del expediente sancionador, y en su caso durante la ejecución 
de la sanción impuesta, las materias reglamentadas intervenidas se depositarán 
en un establecimiento debidamente habilitado, a disposición de la autoridad 
competente para sancionar.

Artículo 300. 

1.	La competencia para imponer las sanciones determinadas en los artículos anteriores 
la ejercitará:

a.	El Consejo de Ministros, para la imposición de cualquiera de las sanciones por 
infracciones muy graves, graves o leves.

b.	El Ministro del Interior, para imponer multas de hasta cincuenta millones de 
pesetas y cualquiera de las restantes sanciones previstas, por infracciones muy 
graves, graves y leves.

c.	El Secretario de Estado de Seguridad, para imponer multas de hasta veinticinco 
millones de pesetas y cualquiera de las restantes sanciones previstas, por 
infracciones muy graves, graves y leves.

d.	El Director general de la Guardia Civil, para imponer cualquiera de las sanciones 
por infracciones graves y leves en materia de fabricación, almacenamiento, 
distribución, circulación y comercio, de explosivos, cartuchería y artificios 
pirotécnicos.

e.	Los Delegados del Gobierno, para imponer cualquiera de las sanciones por 
infracciones graves y leves en materia de tenencia y uso y en el resto de las 
actividades en lo que no esté atribuida la competencia al Director general de la 
Guardia Civil.

f.	 Los Alcaldes, para imponer cualquiera de las sanciones por infracciones leves 
en materia de tenencia y uso de artificios pirotécnicos.

2.	Corresponderá la competencia para la instrucción de los expedientes sancionadores:

a.	Al órgano de los Servicios Centrales de la Dirección General de la Guardia 
Civil, que sea competente, con arreglo a las Disposiciones reguladoras de la 
organización de dicha Dirección General, para la instrucción de los expedientes 
cuya propuesta de resolución se refiera a alguna infracción muy grave.

b.	A los Jefes de Zona de la Guardia Civil, respecto a los expedientes sancionadores 
cuya resolución corresponda al Director General de la Guardia Civil.

c.	A los Subdelegados del Gobierno, respecto a los expedientes sancionadores 
cuya resolución corresponda a los Delegados del Gobierno.
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REGLAMENTO DE EXPLOSIVOS
INSTRUCCIONES TÉCNICAS COMPLEMENTARIAS

INSTRUCCIÓN TÉCNICA COMPLEMENTARIA NÚMERO 1
Servicios de protección inmediata de las fábricas, talleres, depósitos

y transportes de explosivos

Sin perjuicio del cumplimiento de las normas específicas que regulan cada caso y en 
cumplimiento de cuanto determina el Reglamento de Explosivos, se detallan las medidas 
de seguridad en los distintos establecimientos y durante el transporte de las materias 
reglamentadas.

Medidas de seguridad en fábricas

Antes del inicio de la actividad de una fábrica de explosivos, los titulares de la misma 
presentarán para su aprobación ante la Intervención Central de Armas y Explosivos un 
plan de seguridad, elaborado por una empresa de seguridad en el que se especificará:

Empresa de seguridad responsable.
Seguridad humana:

Número de vigilantes de seguridad por turnos.
Número de turnos.
Número de puestos de vigilancia.
Responsable de la seguridad.

Seguridad física:
Condiciones de las fachadas, puertas, cercado perimetral y protección 
electrónica, cuando proceda.
Tiempo de reacción.
Conexión con centro de comunicación.
Conexión con la Guardia Civil.

La empresa de seguridad elaboradora del plan de seguridad, o cualquier otra con capacidad 
técnica, será responsable del mantenimiento de las condiciones específicas en el mismo.

Siempre que la fábrica no esté en horario de producción y las materias reglamentadas 
se encuentren depositadas en depósitos industriales, tendrá la consideración, a efectos 
de seguridad, de depósito, por lo que se podrá sustituir durante este período la vigilancia 
humana por una seguridad física suficiente, que será aprobada, en su caso, por la 
Intervención Central de Armas y Explosivos. Las medidas de seguridad mínimas que 
deben tener en estos casos, son las que figuran en el anexo I.

Sin perjuicio de que todas las fábricas de explosivos estén bajo el control de una 
Intervención de Armas y Explosivos, cuando a juicio de la Dirección General de la Guardia 
Civil, algunas de ellas, bien por la cantidad o peligrosidad del producto fabricado, bien por 
la especial idiosincrasia de la misma deba tener custodia inmediata de la Guardia Civil, 
se la dotará de una Intervención Especial de Armas y Explosivos, y se establecerá un 
destacamento bajo el mando del Interventor de Armas.
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En el caso anterior, los titulares de las fábricas las dotarán de los medios necesarios, que 
constará, al menos, de oficina, sala de armas, dormitorios con capacidad suficiente para 
alojar a todos los miembros del destacamento con dormitorios separados para el Jefe 
del destacamento y miembros femeninos, servicios sanitarios proporcionales al número 
de miembros y con las suficientes medidas de habitabilidad que serán aprobadas por la 
Dirección General de la Guardia Civil.

La conexión entre la fábrica y la Guardia Civil lo será con la Unidad de cada Comandancia, 
que designe el Jefe de la Zona donde esté ubicada la fábrica.

Medidas de seguridad en depósitos

Antes del inicio de la actividad de un depósito de explosivos, los titulares del mismo 
presentarán para su aprobación ante la Intervención Central de Armas y Explosivos un 
plan de seguridad, elaborado por una empresa de seguridad en el que se especificará:

Empresa de seguridad responsable.
Seguridad humana:

Número de vigilantes de seguridad por turnos.
Número de turnos.
Número de puestos de vigilancia.
Responsable de la seguridad.

Seguridad física:
Condiciones de las fachadas, puertas, cercado perimetral y protección 
electrónica, cuando proceda.
Tiempo de reacción.
Conexión con centro de comunicación.
Conexión con la Guardia Civil.

La empresa de seguridad elaboradora del Plan de Seguridad o cualquier otra con 
capacidad técnica suficiente, será responsable del mantenimiento de las mismas.

Se podrá sustituir la vigilancia humana por una física suficiente, que como mínimo serán 
las que se especifican en el anexo I y que será aprobada, en su caso, por la Intervención 
Central de Armas y Explosivos.

La conexión entre depósito y la Guardia Civil lo será con la Unidad de cada Comandancia 
que designe el Jefe de la Zona donde esté ubicada la fábrica.

Medidas de seguridad en talleres

Antes del inicio de la actividad de un taller, los titulares del mismo presentarán para su 
aprobación ante la Intervención Central de Armas y Explosivos un plan de seguridad, 
elaborado por una empresa de seguridad en el que se especificará:

Empresa de seguridad responsable.
Seguridad humana:
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Número de vigilantes de seguridad por turnos.
Número de turnos.
Número de puestos de vigilancia.
Responsable de la seguridad.

Seguridad física:
Condiciones de las fachadas, puertas, cercado perimetral y protección 
electrónica, cuando proceda.
Tiempo de reacción.
Conexión con centro de comunicación.
Conexión con la Guardia Civil.

La empresa de seguridad elaboradora del plan de seguridad, será responsable del 
mantenimiento de las mismas.

Se podrá sustituir la vigilancia humana por una física suficiente, que será aprobada, en su 
caso, por la Intervención Central de Armas y Explosivos.

La conexión entre taller y la Guardia Civil lo será con la Unidad de cada Comandancia, 
que designe el Jefe de la Zona donde esté ubicado el taller.

Transporte por carretera

El ámbito de aplicación de esta ITC afectará a los explosivos y cartuchería metálica en 
cantidad superior a 5.000 cartuchos.

Con 48 horas de antelación, toda empresa que pretenda transportar las materias antes 
descritas por el territorio nacional, en actividades interiores, transferencias, importación, 
exportación o tránsito, presentará para su aprobación ante la Intervención de Armas y 
Explosivos de la Guardia Civil que sea la competente en función del ámbito territorial 
del transporte, un plan de seguridad (documento base y adenda de actualización) según 
el modelo aprobado por la Dirección General de la Guardia Civil y confeccionado por la 
empresa de seguridad que deba efectuarlo.

Con carácter general, la dotación de cada vehículo de motor que transporte las materias 
citadas estará integrada al menos por dos vigilantes de seguridad de explosivos, siempre 
que dichos vehículos cumplan las características que se determinen en una orden 
ministerial. Uno de ellos será responsable y coordinador de toda la seguridad. En ningún 
caso podrán realizar tareas de carga o descarga.

En aquellos casos en los que el vehículo no cumpla con las especificaciones que se 
determinen en la orden ministerial, o cuando la Dirección General de la Guardia Civil, 
mediante resolución motivada, lo estime necesario por razones de seguridad, además del 
personal de dotación antes impuesto, deberán ir acompañados por un vehículo de apoyo 
con al menos un vigilante de seguridad de explosivos de una empresa de seguridad 
privada, que no podrá realizar tareas de conducción, carga o descarga.
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Cuando el transporte esté formado por un convoy, la dotación mínima será de un vigilante 
de seguridad de explosivos por vehículo de motor en el que se transporten las materias 
citadas, acompañado por dos vehículos de apoyo en los que viajará al menos un vigilante 
de seguridad de explosivos de una empresa de seguridad privada, que no podrá realizar 
tareas de conducción, carga o descarga.

Todos los vehículos de motor estarán enlazados con un centro de comunicaciones de 
una empresa de seguridad privada designada por la empresa de seguridad que efectúe 
el transporte, así como con los centros operativos de servicios de la Guardia Civil de las 
provincias de origen, destino, entrada en el territorio nacional y por las que transcurra el 
transporte, mediante uno o varios sistemas de comunicación que permitan la conexión, 
en todo momento, desde cualquier punto del territorio nacional. En el caso de que el 
transporte de explosivos esté formado por más de un vehículo, incluidos, en su caso los 
de apoyo, todos estarán enlazados entre sí.

Las características que han de reunir los vehículos de transportes de explosivos se 
especificarán por orden ministerial.

Por las características del transporte, además de estas medidas de seguridad, la Guardia 
Civil podrá establecer una escolta propia con el número de efectivos que considere idóneo.
Todas las incidencias que se produzcan durante el transporte constarán en la guía de 
circulación.

Todas las Comandancias conocerán el paso de transportes de explosivos por su 
demarcación. Para ello la Comandancia de origen lo comunicará con 24 horas de 
antelación a las Comandancias de paso y de destino.

Transporte por ferrocarril

El ámbito de aplicación de esta ITC afectará a los explosivos y cartuchería metálica en 
cantidad superior a 5.000 cartuchos.

Con 48 horas de antelación, toda empresa que pretenda transportar las materias antes 
descritas por el territorio nacional, en actividades interiores, transferencias, importación, 
exportación o tránsito, presentará para su aprobación ante la Intervención de Armas y 
Explosivos de la Guardia Civil que sea la competente en función del ámbito territorial 
del  transporte, un plan de seguridad (documento base y adenda de actualización) según 
el modelo aprobado por la Dirección General de la Guardia Civil y confeccionado por la 
empresa de seguridad que deba efectuarlo.

En ningún caso podrán circular dos vagones consecutivos cargados con alguna de las 
materias citadas.

Con carácter general, la dotación para este tipo de transportes estará integrada al menos 
por tres vigilantes de seguridad de explosivos, siempre que los vagones cumplan las 
características que se determinen en una orden ministerial. Uno de ellos será responsable 
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y coordinador de toda la seguridad. En ningún caso podrán realizar tareas de carga o 
descarga.

Los vigilantes de seguridad deberán viajar distribuidos de la siguiente manera: uno, en 
el vagón tractor o en el más próximo; otro, en el vagón inmediatamente anterior del que 
transporte materias reglamentadas, y el otro, en el inmediatamente posterior.

En aquellos casos en que los vagones no cumplan con las especificaciones que se 
determinen en la orden ministerial, o cuando la Dirección General de la Guardia Civil, 
mediante resolución motivada, lo estime necesario por razones de seguridad, se podrá 
aumentar el número de vigilantes de seguridad de explosivos.

Todos los vagones estarán enlazados entre sí, con un centro de comunicaciones de una 
empresa de seguridad privada designada por la empresa de seguridad que efectúe el 
transporte, así como con los centros operativos de servicios de la Guardia Civil de las 
provincias de origen, destino, entrada en el territorio nacional y por las que transcurra el 
transporte, mediante uno o varios sistemas de comunicación que permitan la conexión, en 
todo momento, desde cualquier punto del territorio nacional.

Las características que han de reunir los vagones destinados al transporte de explosivos 
se especificarán por orden ministerial.

Por las características del transporte, además de estas medidas de seguridad, la Guardia 
Civil podrá establecer una escolta propia con el número de efectivos que considere idóneo.
Todas las incidencias que se produzcan durante el transporte constarán en la guía de 
circulación.

Todas las Comandancias conocerán el paso de transportes de explosivos por su 
demarcación. Para ello la Comandancia de origen lo comunicará con 24 horas de 
antelación a las Comandancias de paso y de destino.

Transporte fluvial

El ámbito de aplicación de esta ITC afectará a los explosivos y cartuchería metálica en 
cantidad superior a 5.000 cartuchos.

Con 48 horas de antelación, toda empresa que pretenda transportar las materias antes 
descritas por el territorio nacional, en actividades interiores, transferencias, importación, 
exportación o tránsito, presentará para su aprobación ante la Intervención de Armas y 
Explosivos de la Guardia Civil que sea la competente en función del ámbito territorial 
del transporte, un plan de seguridad (documento base y adenda de actualización) según 
el modelo aprobado por la Dirección General de la Guardia Civil y confeccionado por la 
empresa de seguridad que deba efectuarlo.

Con carácter general, la dotación para este tipo de transportes estará integrada al menos 
por dos vigilantes de seguridad de explosivos por embarcación, que se podrá aumentar 
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cuando la Dirección General de la Guardia Civil, mediante resolución motivada, lo estime 
necesario por razones de seguridad. Uno de ellos será responsable y coordinador de toda 
la seguridad. En ningún caso podrán realizar tareas carga o descarga.

Todos las embarcaciones estarán enlazadas entre sí, con un centro de comunicaciones de 
una empresa de seguridad privada designada por la empresa de seguridad que efectúe 
el transporte, así como con los centros operativos de servicios de la Guardia Civil de las 
provincias de origen, destino, entrada en el territorio nacional y por las que transcurra el 
transporte, mediante uno o varios sistemas de comunicación que permitan la conexión, en 
todo momento, desde cualquier punto del territorio nacional.

Por las características del transporte, además de estas medidas de seguridad, la Guardia 
Civil podrá establecer una escolta propia con el número de efectivos que considere idóneo.
Todas las incidencias que se produzcan durante el transporte constarán en la guía de 
circulación.

Todas las Comandancias conocerán el paso de transportes de explosivos por su 
demarcación. Para ello la Comandancia de origen lo comunicará con 24 horas de 
antelación a las Comandancias de paso y de destino.

Transportes aéreos y marítimos

Las empresas que transporten explosivos o cartuchería metálica en cantidad superior 
a 5.000 cartuchos por medios marítimos o aéreos, contarán con los servicios de una 
empresa de seguridad que será la encargada de la custodia de los explosivos o cartuchería 
durante su permanencia en los recintos portuarios o aeroportuarios, estén o no cargados 
en la nave o aeronave transportadora.

Las empresas de seguridad presentarán un Plan ante la Intervención de Armas y Explosivos 
de la Comandancia de la demarcación donde esté ubicado el puerto o aeropuerto, que 
será aprobado en su caso.





pàgina 205

Manual de Intervención Operativa Policial
en aplicación de la Ley Orgáncia 4/2015
de Protección de la Seguridad Ciudadana

ANEXO I
Cercado perimetral

Su objeto es cumplimentar lo dispuesto en el Reglamento de Explosivos, delimitar 
claramente la propiedad y evitar la entrada de animales para prevenir la generación de 
alarmas nocivas.

La parte inferior del mallado irá anclada a un zócalo de hormigón mediante pasadores de 
aleta, o procedimiento similar, embebidos en el mismo cada 30 centímetros.

La distancia mínima entre el vallado y el límite exterior de la zona de cobertura del sistema 
de detección de intrusiones más alejado de las edificaciones será de tres metros.

Acceso principal

Integrado en el cercado perimetral será perfectamente observable en toda su extensión 
desde el puesto de control ubicado en el interior del establecimiento.

Constará de portón deslizante cuya apertura y cierre manual se harán por sistema 
telemandado desde el puesto de control.

Protección electrónica

La protección electrónica estará compuesta por:
1.	Sistema de detección perimetral.
2.	Sistema de detección interior.
3.	Sistema de supervisión de líneas de comunicación.
4.	Sistema de control (recepción, transmisión, evaluación y presentación) de las 

señales.
5.	Sistemas auxiliares: fuentes de alimentación ininterrumpida (UPS), pulsadores 

alarma, detección de intrusiones en sala de equipos y unidad control de acceso al 
establecimiento.

Sistema de detección perimetral

Estará constituido por un mínimo de dos sistemas de detección perimetral para 
exteriores, no adosables a valla, de distinto principio de funcionamiento o falsa alarma no 
correlacionadas, uno de superficie y otro de subsuelo o enterrado, ambos debidamente 
solapados entre sí y con correspondencia entre sus zonas.

Con objeto de reducir el FAR, ambos sistemas irán integrados con lógica «Y» y ventana 
de tiempo de quince segundos.

La selección de los sistemas y su distribución se realizará teniendo cuenta las características 
climatológicas de la zona, la topografía del terreno, la organización del área de la ubicación 
de los elementos constitutivos o auxiliares (postes alumbrado, vallado, etc.).
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Una vez instalados los sistemas se evaluarán por separado. La Pd de cada uno de ellos 
no podrá ser inferior al 90 por 100 con índice de confianza del 95 por 100.

Ambos sistemas acreditarán un MTBF mejor o igual a veinte horas.

Sistema de detección interior

Este sistema estará integrado por:

1.	Detectores sísmicos o electrónicos de vibración, tipo piezo-eléctrico, embutidos en 
la estructura y puertas de los edificios, capaces de generar alarma ante cualquier 
desencadenado contra los mismos con martillo/cincel, taladro, percusión, muela, 
soplete, lanza térmica o explosivos.

2.	Detectores de estado de apertura/cierre de las puertas de los edificios tipo fin de 
carrera anti-deflagrantes.

3.	Detectores de infrarrojos pasivos (PIR) para interior de los polvorines con un mínimo 
de tres haces de detección en plano vertical o ángulo de cobertura vertical menor 
o igual a 60º en igual plano. Su número será el necesario para detectar cualquier 
desplazamiento en el interior del edificio.

Sistema de supervisión de líneas de comunicación

La supervisión de circuitos proporcionará adecuado nivel de seguridad a las líneas de 
transmisión de señal entre detectores y unidad local de recepción de alarmas y entre ésta 
y la unidad de control localizada en acuartelamiento de la Guardia Civil.

Las unidades supervisoras dependerán del tipo de transmisión según sea esta digital o 
de tono (clases A y AB); CA y CC -transmisión por cable (clase B); o transmisión vía radio 
(clase C). Los valores exigibles serán similares a los que determina la Interim Federal 
Specification W-A-00450B (GSA-FSS).

Sistema de control

El sistema estará formado por dos unidades, remota en edificio y local en central, que se 
comunicarán entre sí vía cable o radio.

La unidad remota supervisará el estado de los sensores perimetrales y de interior 
componiendo un mensaje a partir de éstos que se enviará a la central local para su 
análisis e interpretación.

La unidad local, basada en ordenador PC, recibe e interpreta el mensaje enviado por la 
unidad local y lo presenta en pantalla.

El enlace enviará información digitalizada con modulación FSK, garantizándose la no 
repetitividad del mensaje mediante inclusión en el mismo de código pseudoaleatorio con 
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tasa de repetición o profundidad no inferior a tres años en base a un mensaje cada diez 
segundos. Ello tiene por objeto evitar la simulación o reproducción de los mensajes.

La información relativa a sensores incluirá la identificación del sensor y estado.

Esta información relativa irá individualizada:

En el sistema de detección perimetral por zonas perimetrales.
En el sistema de detección interior por polvorines y tipos de detector.
Cuando el enlace entre unidad remota y local realice vía radio la pérdida de cuatro 
mensajes consecutivos provocará por pérdida de enlace; supuesto que se envíe un 
mensaje cada treinta segundos.
Si el enlace es por cable la supervisión de líneas se hará en tiempo real.

Sistemas auxiliares

1.	Tanto la unidad remota, como la local y, en su caso, la unidad de comunicaciones 
contará con UPS para casos de fallo de la alimentación ordinaria. La UPS del 
edificio  conservará activados los equipos el tiempo suficiente para la entrada en 
servicio del grupo electrógeno de emergencia. La entrada en servicio de la UPS 
transmitirá una «prealarma».

2.	Próximos a las puertas de los edificios se instalarán pulsadores de alarma activables 
manualmente. Se instalarán dos en cada edificio, uno por la parte exterior y otro 
por la parte interior. Los pulsadores de alarma sólo podrán activarse mientras el 
sistema se encuentre en estado de «acceso».

3.	La habilitación o sala donde se ubique la unidad remota irá protegida mediante PIR 
y contacto magnético en puerta. El número de elementos a instalar dependerá de 
las dimensiones y forma de la sala.

El edificio en que se encuentre dicha sala estará dentro de la zona protegida por el 
sistema de detección perimetral.

Caso de disponer de ventanas, éstas estarán protegidas físicamente mediante 
rejas. La puerta será blindada con cerradura de seguridad.

4.	El establecimiento contará con unidad de control de acceso para permitir el acceso 
del personal autorizado sin generar alarma. El paso del sistema desde estado 
«seguro» a «acceso» y viceversa se realizará desde dicha unidad. Los cambios de 
estado generarán siempre alarma.

La ventana de tiempo para el acceso o salida será de sesenta segundos. El cambio de 
estado se hará mediante tarjeta magnética y código personal o dispositivo biométrico.
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Estados del sistema

Los estados serán «acceso» y «seguro».

«Acceso»:
En este estado todos los sensores, excepto los pulsadores de alarma y sísmicos, 
pasan a «acceso» para permitir trabajos en el establecimiento.
Se conserva el enlace vía radio y las funciones de supervisión de líneas y 
antisabotaje de todos los detectores.
En la unidad local se conocerá el estado de todos los sensores y sólo se 
generarán alarmas en caso de fallo o activación de las unidades de supervisión 
de línea, dispositivos antisabotaje, pulsadores de alarma, sensores sísmicos y 
pérdida de enlace.

«Seguro»:
Todos los sensores activados y en posición seguro, excepción hecha de los 
pulsadores de alarma.
Se generarán dos tipos de avisos:
Prealarma:
Todos los sensores activados, en posición «seguro». La prealarma, que se 
anunciará ópticamente (TRC) en unidad local, se generará por:
Activación de una sola zona perimetral dentro de la ventana de tiempo 
establecida.
Entrada en servicio de la alimentación de emergencia.
Activación de un detector de interior de los detectores sísmicos o electrónicos 
de vibración y en los detectores de infrarrojos pasivos del sistema de detección 
interior.
Alarma:
Todos los sensores activados, en posición «seguro». La alarma, que se anunciará 
óptica y acústicamente y necesitará «reconocimiento», se generará por:
Activación de dos zonas perimetrales correspondientes o adyacentes de distinto 
sistema de detección dentro de la ventana de tiempo establecida.
Activación de detectores sísmicos.
Estado «abierto» en contactos fin de carrera de cualquier polvorín.
Pérdida de enlace con arreglo a lo dispuesto en el sistema de control.
Activación dispositivos antisabotaje.
Activación de una zona de uno de los sistemas perimetrales y de uno de los 
detectores de interior del sistema de detección interior en ventana de tiempo de 
noventa segundos.
Cambios de estado del sistema.

[ . . . ]
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7. REAL DECRETO 2816/1982, DE 27 DE AGOSTO, POR EL QUE SE APRUEBA 
EL REGLAMENTO GENERAL DE POLICÍA DE ESPECTÁCULOS PÚBLICOS Y 

ACTIVIDADES RECREATIVAS. [INCLUSIÓN PARCIAL]

Ministerio del Interior
«BOE» núm. 267, de 6 de noviembre de 1982

Última modificación: 24 de marzo de 2007
Referencia: BOE-A-1982-28915

[ . . . ]

REGLAMENTO GENERAL DE POLICÍA DE ESPECTÁCULOS PÚBLICOS Y 
ACTIVIDADES RECREATIVAS

DISPOSICIONES PRELIMINARES
Ámbito de aplicación

Artículo 1.

1.	Serán aplicables los preceptos del presente Reglamento a los espectáculos, 
deportes, juegos, recreos y establecimientos destinados al público, enumerados en 
el Anexo y a las demás actividades de análogas características, con independencia 
de que sean de titularidad pública o privada y de que se propongan o no finalidades 
lucrativas.

2.	Los preceptos de la Sección primera, capítulo I, Título I dedicados específicamente 
a regular los requisitos de construcción o transformación de los locales para 
destinarlos a espectáculos propiamente dichos, serán adaptados a las exigencias 
de los establecimientos públicos y restantes actividades recreativas mediante 
Reglamentos especiales, con sujeción a análogos principios y finalidades.

3.	La aplicación del presente Reglamento tendrá carácter supletorio respecto de las 
disposiciones especiales dictadas, en relación con todas o alguna de las actividades 
enumeradas en el Anexo, para garantizar la higiene y sanidad pública y la seguridad 
ciudadana, proteger a la infancia y a la juventud y defender los intereses del público 
en general, así como para la prevención de incendios y otros riesgos colectivos.

4.	Los requisitos establecidos en el presente Reglamento, para los lugares, recintos 
e instalaciones destinados a espectáculos y recreos públicos, serán exigidos 
sin perjuicio de los que puedan establecer en el ejercicio de sus competencias, 
los distintos Departamentos ministeriales, las Comunidades autónomas y las 
Corporaciones locales.

[ . . . ]
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TÍTULO II
Organización de los espectáculos y actividades recreativas

[ . . . ]

CAPÍTULO VI
Intervención de la Autoridad gubernativa

[ . . . ]

Artículo 74. 

1.	Corresponde al Ministro del Interior la Facultad de dictar los Reglamentos 
especiales de Policía de las distintas clases de espectáculos, juegos, recreos, 
actividades o establecimientos públicos o de los distintos grupos de ellos, para 
todo el territorio nacional, de acuerdo con las leyes y las normas reglamentarias 
aplicables en cada caso, previo informe favorable de los Ministerios que tengan 
encomendadas competencias concurrentes sobre la materia y dictamen de la 
Junta Central Consultiva de Policía de Espectáculos y Actividades Recreativas. 
Corresponde asimismo al Ministro del Interior la aprobación y promulgación de las 
normas necesarias para la organización y el funcionamiento de los Registros de 
Empresas y Locales de Espectáculos y Recreos Públicos.

2.	Al Ministro del Interior y al Director de la Seguridad del Estado, así como a los 
Gobernadores civiles de las provincias, en los respectivos ámbitos territoriales, les 
corresponde:
a.	Adoptar medidas de policía, de carácter general o particular, en relación con las 

distintas actividades recreativas y establecimientos públicos, de acuerdo con lo 
dispuesto en el presente Reglamento y en los Reglamentos específicos de tales 
actividades o establecimientos.

b.	La organización de las funciones de vigilancia y de inspección de carácter 
superior y el control de su ejecución.

c.	La posibilidad de suspender o prohibir los espectáculos o actividades recreativas, 
con carácter general o en casos concretos, por razones graves de seguridad, 
moralidad u orden público.

d.	La autorización de las actividades en los casos a que se refiere el artículo 75 de 
este Reglamento.

e.	La sanción de las infracciones que se cometan del Reglamento general, los 
Reglamentos especiales o las medidas de policía acordadas por las propias 
Autoridades.

3.	De conformidad con lo dispuesto en la Legislación de Régimen Local, los 
Gobernadores civiles podrán impugnar los acuerdos de los Ayuntamientos sobre 
concesión de licencias de obras o de apertura y funcionamiento que se hubieren 
adoptado con infracción manifiesta de lo dispuesto en este Reglamento o en los 
Reglamentos especiales de espectáculos o actividades recreativas, siempre que 
implicaren algún daño o peligro grave para las personas y bienes y especialmente 
para la infancia y la juventud.
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4.	A los efectos prevenidos en el número anterior, las Autoridades municipales 
comunicarán al Gobernador civil extractos de cuantas licencias concedan, con 
especificación de la actividad autorizada, los datos personales del titular y los del 
local, recinto o establecimiento.

Artículo 75. 

1.	Sin perjuicio de las licencias municipales, cuando sean necesarias, precisarán 
también autorización gubernativa la realización de espectáculos o las actividades 
recreativas en los siguientes casos:
a.	Los espectáculos o actividades benéficas, los organizados por asociaciones 

inscritas y los que pretendan disfrutar de protección oficial.
b.	Los espectáculos o actividades singulares o excepcionales que no se encuentren 

genérica o especialmente reglamentados o que por sus características no 
pudieran acogerse a las normas de los Reglamentos dictados.

c.	Aquellas actividades recreativas, carreras, caravanas o manifestaciones 
deportivas cuyo desarrollo transcurra en término de más de un municipio.

d.	Los juegos de azar y los espectáculos taurinos, con arreglo a los respectivos 
Reglamentos.

[ . . . ]

Sección tercera. Vigilancia especial de actividades recreativas

Artículo 78. 

1.	De acuerdo con las órdenes e instrucciones de la Dirección de la Seguridad del 
Estado y de los Gobiernos Civiles, las Jefaturas Superiores y las Comisarías 
Provinciales y Locales de Policía, así como las Comandancias de la Guardia Civil, 
en los ámbitos territoriales a que, respectivamente, se extiende el ejercicio de sus 
atribuciones, considerarán los espectáculos y recreos públicos en general, como 
actividades de especial interés policial y harán objeto a los mismos y a los locales 
en que se celebren, de servicios ordinarios de vigilancia, designando al efecto los 
funcionarios que en cada momento y lugar hayan de encargarse de la misma.

2.	También corresponde la función de vigilancia a las Policías Municipales, bajo las 
órdenes de las respectivas Autoridades, especialmente en los municipios en que 
no tengan su sede Fuerzas o Unidades de los Cuerpos de Seguridad del Estado.

3.	Los Agentes de la Autoridad que tengan especialmente encomendados servicios 
de vigilancia en locales de espectáculos y recreos públicos tendrán acceso libre 
y gratuito a los mismos, en acto de servicio, tanto durante la celebración de las 
sesiones o actividades públicas como durante las sesiones privadas, ensayos y 
demás actos preparatorios de las representaciones, exhibiciones o actividades.
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Artículo 79. 

1.	La vigilancia policial se referirá, tanto a las condiciones físicas de los locales y de 
sus instalaciones como al orden y moralidad en el desarrollo de los espectáculos y 
actividades, a los horarios de celebración, a las condiciones de las personas que 
intervengan en los mismos y a la edad de los espectadores que asistan, teniendo 
en cuenta la calificación otorgada a tal efecto en cada caso.

2.	Si, como consecuencia de la vigilancia policial, se advirtieran indicios de deficiencias 
en los locales o en sus instalaciones, para la apreciación adecuada de las cuales 
fuera necesaria la actuación de profesionales o funcionarios técnicos o facultativos, 
los Agentes de la Autoridad lo deberán hacer constar así a los organismos 
competentes, bien directamente, en caso de urgencia, o bien a través de las 
Autoridades de que dependan, para que ordenen la práctica de las inspecciones 
pertinentes.

Artículo 80. 

1.	Los Agentes de la Autoridad vendrán obligados a denunciar, a las Autoridades 
administrativa correspondientes, cuantas infracciones observen de las disposiciones  
vigentes que incidan sobre los locales de espectáculos o recreos o sus instalaciones 
y sobre el desarrollo de los mismos.

2.	Siempre que, con ocasión de la ejecución de sus servicios, los Agentes de la 
Autoridad advirtieran que la representación, exhibición o actividad recreativa que 
se proyectara realizar, pudiera ser constitutiva de escándalo público, ofensas a 
instituciones o personalidades públicas o cualesquiera otra clase de delitos, 
informarán de inmediato al responsable del recreo o espectáculo. Si el recreo o 
espectáculo se estuviere desarrollando, levantarán el atestado correspondiente y 
lo cursarán a la Autoridad judicial en la forma ordinaria.

Sección cuarta. Infracciones y sanciones

Artículo 81. 

Son infracciones del presente Reglamento:

1.	La dedicación de locales, recintos o instalaciones eventuales a la celebración de 
espectáculos públicos o actividades recreativas, careciendo de licencia municipal o 
de autorización gubernativa, cuando ésta sea exigible.

2.	La dedicación de locales, recintos o instalaciones a la celebración de espectáculos 
o actividades recreativas, distintos de aquéllos para los que estuvieren autorizados.

3.	Las modificaciones de los locales o recintos o de sus servicios o instalaciones sin 
licencia o autorización.
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4.	El entorpecimiento de vestíbulos, pasillos, escaleras o puertas de salida, con 
instalaciones, muebles o cualesquiera otra clase de obstáculos que puedan 
dificultad su utilización en situaciones de emergencia.

5.	La instalación, dentro de locales de espectáculos o de recintos deportivos, de 
cualquier clase de puestos de venta o máquinas recreativas, sin obtener previamente 
la correspondiente licencia o autorización, en el caso de que sea necesaria.

6.	El mal estado de los locales, instalaciones o servicios, que produzca incomodidad 
o disminuya el grado de seguridad e higiene exigible.

7.	La omisión de medidas correctoras, sobre condiciones de seguridad e higiene del 
local, establecidas en las licencias de obras y de apertura y funcionamiento, o en 
las autorizaciones o intervenciones determinadas en regulaciones especiales.

8.	La falta de limpieza o higiene en aseos y servicios.

9.	La inmovilización o el defectuoso funcionamiento de los ascensores prevenidos 
para el uso del público.

10.	Las deficiencias en el funcionamiento de los servicios de alumbrado, calefacción, 
ventilación o acondicionamiento de aire y de las instalaciones y servicios de 
prevención, alarma y extinción de incendios, así como de salvamentos y evacuación.

11.	La disminución de la luminosidad de los locales, por debajo de los límites 
reglamentarios, según los distintos momentos y lugares.

12.	La indisponibilidad o la carencia de aptitud de todos o alguno de los extintores de 
incendios necesarios.

13.	El funcionamiento defectuoso de las puertas de salida o de emergencia, así como 
el de las cerraduras o elementos destinados a facilitar su utilización.

14.	La utilización de estufas, caloríficos u otros aparatos fijos o móviles para calefacción 
directa por medio del fuego.

15.	Las explosiones de petardos o la utilización de armas de fuego, antorchas 
encendidas o luces de bengala, fuera de las ocasiones prevenidas o sin las 
precauciones necesarias.

16.	La desatención de enfermos o heridos en la enfermería o botiquín o la falta de 
dotación suficiente de los mismos.

17.	La falta de manifestación a las Autoridades de los nombres y domicilios de las 
Empresas o de sus representantes o los cambios de los mismos y de los locales o 
establecimientos que exploten

18.	Carecer de Libros de Reclamaciones o tenerlos sin los requisitos prevenidos.

19.	La negativa a facilitar a espectadores, concurrentes o usuarios el Libro de 
Reclamaciones.
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20.	La intervención de artistas, deportistas o ejecutantes menores de dieciséis años, 
salvo en los casos autorizados.

21.	Negarse a actuar los artistas, deportistas y demás ejecutantes, sin causa legítima 
o de fuerza mayor

22.	Faltar al respeto al público o provocar intencionadamente en el mismo reacciones 
susceptibles de alterar el orden.

23.	La falta de respeto de los espectadores o asistentes a los artistas, deportistas y 
demás actuantes.

24.	La admisión de espectadores, concurrentes o usuarios, en número superior 
al determinado como aforo de los locales en los correspondientes licencias o 
autorizaciones.

25.	La celebración del espectáculo sin la preceptiva calificación por edad o la clara 
desviación en su desarrollo respecto de dicha calificación.

26.	Permitir la entrada de menores de dieciséis años en los establecimientos o 
espectáculos en que la tengan prohibida o incumplir cualquiera de las obligaciones 
complementarias de tal prohibición.

27.	Portar, dentro de los locales o recintos, armas u otra clase de objetos que puedan 
usarse como tales.

28.	Fumar en los locales, fuera de las zonas, salas o lugares a ello destinados.

29.	Las alteraciones del orden en el local, producidas por espectadores, concurrentes 
o usuarios.

30.	El acceso de espectadores, concurrentes o usuarios a los locales, áreas o 
dependencias reservados a artistas, deportistas o ejecutantes.

31.	La celebración de espectáculos o actividades recreativas, sin la previa presentación 
de los carteles o programas cuando sea necesaria

32.	Consignar en los carteles o programas, títulos de obras, nombres de autores o 
cualesquiera otros datos que no sean verdaderos.

33.	La modificación de programas o carteles, sin comunicarlo previamente a las 
Autoridades competentes, o sin anunciarlo al público anticipadamente.

34.	La reventa callejera o ambulante de billetes o localidades o la percepción de 
sobreprecios superiores a los autorizados.

35.	El retraso en el comienzo o terminación de los espectáculos o en el cierre de los 
establecimientos públicos respecto de los horarios prevenidos.

36.	La celebración de espectáculos o actividades recreativas, prohibidos o suspendidos 
por la Autoridad gubernativa.
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37.	Negar el acceso al local o recinto a los Agentes de la Autoridad que se encuentren 
en el ejercicio de sus funciones.

38.	La desobediencia a las decisiones reglamentarias de la Autoridad gubernativa o de 
la municipal, sobre medidas a adoptar en relación con los locales o con el desarrollo 
de los espectáculos.

39.	Las faltas tipificadas en los Reglamentos especiales que se dicten en cumplimiento 
de lo prevenido en el presente.

Artículo 82. 

1.	Las infracciones en materia de locales o recintos, instalaciones o servicios serán 
sancionadas con: 

Multas. 
Suspensión de licencias o autorizaciones por plazo no superior a un año. 
Revocación definitiva de licencias o autorizaciones. 
Cierre de locales carentes de licencias o autorizaciones.

2.	Las infracciones en materia de organización y celebración de espectáculos o 
actividades recreativas se sancionarán con: 

Multas. 
Suspensión o prohibición de espectáculos o actividades concretas.
Baja de las Empresas del Registro correspondiente, con prohibición de 
organización de espectáculos o actividades recreativas por tiempo no superior 
a un año. 
Clausura de locales.

3.	Las Autoridades municipales podrán imponer multas dentro de los límites permitidos 
por la legislación de régimen local. Los Gobernadores civiles, hasta 500.000 
pesetas. Y el Ministro del Interior, hasta 1.000.000 de pesetas

4.	Con objeto de evitar la doble imposición de sanciones por los mismos hechos, las 
Autoridades municipales darán cuenta a las gubernativas provinciales de la incoación 
y resolución de expedientes sancionadores, y las Autoridades gubernativas llevarán 
a cabo las notificaciones que sean necesarias, en los expedientes sancionadores 
que instruyan a través de las Autoridades municipales.

5.	Tanto unas Autoridades como las otras tendrán en cuenta para graduar las 
sanciones a imponer:
a.	La incomodidad, peligro, daños o perjuicios causados a otras personas.
b.	La importancia o categoría del local, recinto, establecimiento o instalaciones y, 

en general, la capacidad económica del infractor.
c.	La reiteración o reincidencia.

[ . . . ]
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8. LEY 19/2007, DE 11 DE JULIO, CONTRA LA VIOLENCIA, EL RACISMO,
	 LA XENOFOBIA Y LA INTOLERANCIA EN EL DEPORTE

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 166, de 12 de julio de 2007
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2007-13408

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley.

PREÁMBULO
I

Existe una radical incompatibilidad entre deporte y violencia, cualquier forma de violencia, 
incluida la verbal o aquella otra más sutil, fundamentada en la trampa, el engaño y el 
desprecio del juego limpio. Desde hace décadas esta idea central orienta el trabajo que, de 
forma concertada, vienen desarrollando la Unión Europea y sus instituciones, los poderes 
públicos competentes en materia de deporte de cada uno de sus países miembros, así 
como el Comité Olímpico Internacional y las distintas organizaciones que conforman el 
sistema deportivo internacional. El objetivo central que cohesiona la acción diversificada 
de tan amplio espectro de actores públicos y privados es erradicar la violencia del deporte, 
además de prevenir, controlar y sancionar con rigor cualquier manifestación violenta en el 
ámbito de la actividad deportiva, muy especialmente cuando adquiere connotaciones de 
signo racista, xenófobo o intolerante.

A pesar de ello y en un sentido amplio, la violencia consiste en aplicar la fuerza sobre el 
entorno. Por ello, el deporte conlleva siempre y en diversa medida violencia, en tanto que 
uso de la fuerza, que se aplica bien sobre los elementos (tierra, agua y aire), bien sobre 
las personas que devienen adversarios en el ámbito deportivo. La violencia en el deporte, 
aplicada de conformidad con las reglas del mismo, supone una aplicación autorizada de 
la fuerza. Por el contrario, si la fuerza se aplica contraviniendo las normas deportivas, 
constituye una infracción o una agresión antirreglamentaria. Así, es el propio mundo 
del deporte el que, al establecer las reglas del mismo en cada modalidad, determina 
el nivel de violencia aceptable y cuándo esta aplicación de fuerza es inadmisible por 
ser contraria a los reglamentos deportivos. En este ámbito, un primer objetivo de las 
instituciones públicas es  promover que el propio ámbito deportivo, mediante su propia 
autorregulación, gestione y limite la aplicación de la fuerza en el deporte, de modo que 
su uso sea compatible con el respeto a la persona y con una conciencia social avanzada.

Por lo demás, la violencia en el deporte es un elemento estrechamente relacionado con 
el espectáculo, por la propia atracción que genera el fenómeno de la violencia. Ésta, por 
dichos motivos, tiene a menudo una gran repercusión en los medios de comunicación, 
que, en ocasiones, reproducen hasta la saciedad los incidentes violentos, sean de palabra, 
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sean de hecho. Esta presencia de la violencia deportiva en los medios de comunicación 
llega a empañar, cuando no a poner en duda o a contradecir, los valores intrínsecos del 
deporte como referente ético y de comportamientos.

La realidad de la violencia en el deporte y su repercusión en los medios de comunicación es 
un reflejo de la clara permisividad social de la violencia, permisividad que se retroalimenta 
con la intervención de todos los agentes del entorno deportivo sobre la base inicial de la 
aplicación reglamentaria o no de la fuerza en el deporte y del encuentro entre adversarios, 
sean deportistas, técnicos o dirigentes.

Así, el fenómeno de la violencia en el deporte en nuestra sociedad es un fenómeno 
complejo que supera el ámbito propiamente deportivo y obliga a las instituciones públicas 
a adoptar medidas que fomenten la prevención e incidan en el control cuando no en la 
sanción de los comportamientos violentos. Una gestión adecuada de la violencia conlleva 
un enfoque global, fundado en los derechos y libertades fundamentales, la limitación del 
riesgo y la de los bienes y de las personas. Sobre estos principios, al margen de fomentar 
una adecuada gestión y autorregulación por el propio mundo del deporte, las instituciones 
públicas deben proveer al mundo del deporte del marco legal adecuado que permita la 
persecución de daños y agresiones, la atribución de las responsabilidades civiles que 
correspondan y la adopción de las medidas de seguridad.

La violencia en el deporte es, por lo demás, un aprendizaje que se inicia en las categorías 
inferiores incidiendo de manera directa en el proceso de educación infantil y juvenil. 
Un enfoque global contra el fenómeno de la violencia en el deporte conlleva asimismo 
la cooperación entre todas las administraciones públicas y el respeto al ámbito de sus 
específicas competencias, en tanto que el tratamiento de este fenómeno supone la 
concurrencia de diversas administraciones, tanto en el ámbito deportivo como en el de la 
seguridad y en el de los espectáculos públicos.

Asimismo, la preocupación por fomentar la dimensión social del deporte como educador en 
valores forma parte, también, del acervo común europeo a la hora de promover iniciativas 
conjuntas de los poderes públicos y de las organizaciones deportivas para lograr que 
el deporte sea una escuela de vida y de tolerancia, especialmente en la infancia, la 
adolescencia y para los jóvenes, que eduque y no deforme.

Un encuentro en el que prime el espíritu de una competición justa, limpia y entre iguales, 
en vez de la trampa, el engaño y la violencia.

En España y en Europa, el deporte, en suma, es una actividad de personas libres, en una 
sociedad abierta, basada en el respeto de la diversidad e igualdad entre las personas. 
Por esta razón, y de modo singular, el marco deportivo de la competición profesional en el 
marco del deporte profesional y de alta competición está obligado a ser un referente ético 
en valores y en comportamientos para el conjunto de la sociedad.

En este terreno de la educación en valores -especialmente el olimpismo como filosofía 
de vida- el ejemplo personal es lo que más cuenta e influye en jóvenes deportistas y en 
el conjunto de la sociedad. La potencialidad del deporte en su dimensión formativa es 
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enorme: por su carácter lúdico y atractivo, pero también por su condición de experiencia 
vital, en la que sus practicantes se sienten protagonistas, al mismo tiempo que refuerzan 
sus relaciones interpersonales y ponen en juego afectos, sentimientos, emociones e 
identidades, con mucha más facilidad que en otras disciplinas.

Por estas razones, la práctica deportiva es un recurso educativo, que genera un contexto 
de aprendizaje excepcionalmente idóneo para el desarrollo de competencias y cualidades 
intelectuales, afectivas, motrices y éticas, que permite a los más jóvenes transferir lo 
aprendido en el deporte a otros ámbitos de la vida cotidiana. Esta dimensión contrastada 
del deporte hace de él una herramienta educativa particularmente útil para hacer frente a 
fenómenos inquietantes y amenazas comunitarias, como son el aumento de las conductas 
antisociales; la existencia de actitudes vandálicas y gamberrismo entre jóvenes; el 
incremento de actitudes y de comportamientos racistas y xenófobos; la marginación 
académica y el fracaso escolar; el consumo de drogas y alcohol; o el avance preocupante 
del sedentarismo y de la obesidad a edades cada vez más tempranas.

El acervo comunitario europeo para erradicar la violencia del deporte está asentado en 
la convicción de que son los ciudadanos en su conjunto, es decir, todas y cada una de 
las personas que la integran, quienes tienen la obligación de contribuir, cada cual desde 
su respectivo ámbito de competencias, a que los estadios, las instalaciones deportivas 
y los espacios al aire libre para la actividad física, sean lugares abiertos, seguros, 
incluyentes y sin barreras. Un espacio de encuentro en el que deportistas profesionales 
y aficionados espectadores y directivos, así como el resto de agentes que conforman el 
sistema deportivo español respeten los principios de la ética deportiva y el derecho de las 
personas a la diferencia y la diversidad.

Ninguna raza, religión, creencia política o grupo étnico puede considerarse superior a las 
demás. Y en este aspecto, lo que ocurra en el deporte ha de reflejar los valores en que se 
sustenta nuestra convivencia democrática.

El imparable éxito del deporte como fenómeno social también posibilita multiplicar su 
dimensión como factor de integración enormemente efectivo. El deporte es un lenguaje 
universal que se entiende en todos los idiomas, por eso constituye en sociedades 
multiétnicas un poderoso factor de integración intercultural, que favorece el desarrollo de 
identidades múltiples e incluyentes, que refuerzan la cohesión y la convivencia social de 
sociedades pluralistas y complejas.

 
II

A mediados de la década de los años 80 del siglo pasado, una serie de sucesos luctuosos 
marcan el punto máximo de tensión generado en Europa por manifestaciones violentas 
en el deporte. En el estadio Heysel de Bruselas, en 1985, la final de la copa de Europa 
que jugaban los equipos de la Juventus y el Liverpool acabó en tragedia.

Ese mismo año, poco tiempo antes, un incendio en el estadio inglés de Bradford provocó el 
pánico con resultado de muerte y heridos en las gradas durante el encuentro. Cuatro años 
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después, se repetía la tragedia durante un partido de fútbol entre los equipos ingleses 
del Liverpool y el Nottingham Forest. En esos mismos años, en otras latitudes, como en 
Latinoamérica, también hubo que lamentar terribles tragedias colectivas con un saldo de 
centenares de muertos.

Estas trágicas circunstancias, que también tuvieron reflejo en nuestro país en varios 
sucesos lamentables, acaecidos dentro y fuera de los estadios, son las que movieron 
al Consejo de Europa a promover la firma y ratificación por sus países miembros de un 
Convenio Internacional sobre la violencia, seguridad e irrupciones de espectadores con 
motivo de manifestaciones deportivas y, especialmente, partidos de fútbol. Este instrumento 
jurídico contra la violencia en el deporte es el referente en vigor más importante y de 
mayor alcance del Derecho Público Internacional para afrontar con garantías de éxito la 
lucha de los poderes públicos y de las organizaciones deportivas contra esta lacra social.

El Convenio Internacional sobre la violencia en el deporte del Consejo de Europa ha sido 
complementado a partir del año 2000 mediante una Resolución sobre la prevención del 
racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte, además de dos Recomendaciones 
de su Comité Permanente acerca del papel de las medidas sociales y educativas en la 
prevención de la violencia en el deporte, así como la edición de un Manual de referencia 
al respecto, susceptible de ser adaptado a las distintas realidades nacionales europeas.

Asimismo, otra norma de referencia en la materia objeto de la presente Ley es la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas, por Resolución de 21 de 
diciembre de 1965, y ratificada por España el 13 de septiembre de 1968. De igual manera, 
es de aplicación en este ámbito la Directiva de la Unión Europea 2000/43, relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de trato entre las personas, independientemente de 
su origen racial o étnico, traspuesta en nuestro ordenamiento jurídico mediante la Ley 
62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas y de Orden Social.

Por su parte, en España, una Comisión de Estudio en el Senado, realizó a partir de 
1988 una gran labor parlamentaria de documentación y diagnóstico del problema de la 
violencia en los espectáculos deportivos. Sus trabajos se plasmaron en una serie de 
recomendaciones, aprobadas con un amplio consenso de las fuerzas políticas del arco 
parlamentario y que marcarán la pauta de los desarrollos legislativos y actuaciones 
llevadas a cabo en la década siguiente.

III

La aprobación de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte supuso para el sistema 
deportivo de nuestro país un punto de referencia inexcusable, también en lo referente 
a la lucha contra la violencia en el deporte. En efecto, sus Títulos IX y XI regulan, 
respectivamente, la prevención de la violencia en los espectáculos deportivos y la 
disciplina deportiva, sentando así las bases de un posterior desarrollo reglamentario que 
ha permitido a España convertirse en un referente internacional a la hora de diseñar 
políticas integrales de seguridad de grandes acontecimientos deportivos y un ejemplo 
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acerca de cómo pueden colaborar muy estrechamente en esta materia responsables 
públicos, organizaciones deportivas y los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado.

Merece destacarse la labor desarrollada en este ámbito por la Comisión Nacional contra la 
Violencia en los Espectáculos Deportivos, puesta en marcha mediante Real Decreto 75/1992, 
de 31 de enero, tanto por los logros alcanzados en aislar y sancionar los comportamientos 
violentos y antideportivos dentro y fuera de los estadios, como por la efectividad de 
sus iniciativas en la coordinación de cuantos actores intervienen en la celebración de 
acontecimientos deportivos. Sus informes anuales han hecho posible mantener alerta y 
mejorar de manera muy sustancial los dispositivos de seguridad que desde hace más de 
una década están operativos y vienen actuando contra esta lacra antideportiva.

Por su parte, el Real Decreto 769/1993, de 21 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento 
para la prevención de la violencia en los espectáculos deportivos sentó las bases para 
una estrecha colaboración en el seno de la Comisión Nacional contra la Violencia en los 
Espectáculos Deportivos, que viene desarrollándose de manera eficaz, entre el Consejo 
Superior de Deportes, el Ministerio del Interior, los Cuerpos y Fuerzas de la Seguridad del 
Estado dependientes del Ministerio del Interior y las entidades deportivas, y con quienes 
ostentan la responsabilidad en materia de seguridad y la coordinación de seguridad 
de los clubes de fútbol. La Dirección General de la Policía constituyó en la Comisaría 
General de Seguridad Ciudadana una Oficina Nacional de Deportes, que es la encargada 
de centralizar el conjunto de actuaciones policiales relacionadas con la prevención y 
persecución de comportamientos violentos en los acontecimientos deportivos.

Las Órdenes ministeriales de 31 de julio de 1997 y de 22 de diciembre de 1998 regularon 
el funcionamiento del Registro Central de Sanciones impuestas por infracciones contra 
la seguridad pública en materia de espectáculos deportivos, así como las unidades de 
control organizativo para la prevención de la violencia en dichos acontecimientos. Ello 
ha permitido elaborar protocolos de actuación de los operativos policiales, que posibilitan 
un despliegue específico de sus efectivos y recursos en cada uno de los estadios. Es 
obligatorio que éstos cuenten con un dispositivo de vigilancia permanente mediante 
videocámaras, que permite localizar, identificar y sancionar a las personas autoras de 
actos violentos.

Desde la temporada 1997/98, la inversión realizada en los estadios de fútbol españoles en 
medidas de seguridad ronda los 200 millones de euros. La financiación de estas medidas 
se ha llevado a cabo, principalmente, con recursos públicos. La Administración General del 
Estado destina un porcentaje del 10 por ciento de los ingresos de las quinielas deportivas 
a subvencionar los gastos derivados de instalar y mantener operativos dispositivos 
estáticos de seguridad y de vigilancia audiovisual en los estadios de los clubes de la Liga 
Nacional de Fútbol Profesional.

Finalmente, la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y 
del Orden Social, modificó diversos artículos de los títulos IX y XI de la Ley 10/1990, de 
15 de octubre, del Deporte, actualizando el contenido y las sanciones de algunos de los 
preceptos existentes para prevenir y castigar cualquier tipo de conductas violentas en el 
ámbito del deporte y de la práctica deportiva en su más amplia acepción.
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El 24 de julio de 2002, el Ministerio del Interior, el Consejo Superior de Deportes, la Real 
Federación Española de Fútbol, la Liga Nacional de Fútbol Profesional y la Asociación de 
Futbolistas Españoles suscribieron un documento denominado «Compromiso Contra la 
Violencia en el Deporte», que contemplaba las líneas maestras, planes y actuaciones del 
Gobierno para prevenir y combatir la violencia y el racismo asociados al deporte.

IV

Mientras que, en la lucha contra la violencia en el deporte y en los espectáculos deportivos, 
España cuenta con una dilatada experiencia y dispone de instrumentos normativos para 
apoyar estas actuaciones, existe una inadecuación de la legislación actual para adoptar 
medidas de prevención y de sanción contra actos violentos con motivaciones racistas o 
xenófobas, así como contra comportamientos y actitudes racistas, xenófobas e intolerantes 
en acontecimientos deportivos. La presente Ley pretende regular en un solo texto legal 
todas las medidas de lucha contra la violencia, el racismo, la xenofobia, el antisemitismo 
y la intolerancia o cualquier otra manifestación inaceptable de discriminación de las 
personas, partiendo de la experiencia en la lucha contra la violencia en el deporte. De 
hecho, existe una preocupación cada vez mayor entre responsables públicos, entidades 
deportivas y jugadores ante la reiteración de incidentes de signo racista que vienen 
ensombreciendo la celebración de partidos de fútbol, tanto de clubes como de las propias 
selecciones nacionales.

Para garantizar la convivencia en una sociedad democrática como la española, integrada 
por personas de orígenes distintos y a la que seguirán incorporándose personas de todas 
las procedencias, es preciso luchar contra toda manifestación de discriminación por el 
origen racial o étnico de las personas. Uno de los ámbitos que debe abarcar la actuación 
contra la discriminación por estos motivos es el del deporte, por su papel educativo y su 
capacidad de transmitir valores de tolerancia y respeto.

Si las personas que practican el fútbol profesional no saben desde hace años de razas, de 
fronteras, de lenguas o del color de piel, por entender que son factores de enfrentamiento 
y de discriminación ajenos al deporte, sería muy injusto e irresponsable asistir impasibles 
a cómo se reproducen esas mismas barreras entre los aficionados.

Tal y como recogió el programa de acción aprobado en la Conferencia Mundial contra 
el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las formas conexas de Intolerancia, 
celebrada el año 2001 en Sudáfrica, convocada por Naciones Unidas bajo los auspicios 
del Comité Olímpico Internacional, se «urge a los Estados a que, en cooperación con 
las organizaciones intergubernamentales, con el Comité Olímpico Internacional y las 
federaciones deportivas internacionales y nacionales, intensifiquen su lucha contra el 
racismo en el deporte, educando a la juventud del mundo a través del deporte practicado 
sin discriminaciones de ningún tipo y dentro del espíritu olímpico que requiere comprensión 
humana, tolerancia, juego limpio y solidaridad».

Siguiendo esta recomendación, tanto la Federación Internacional de Fútbol Asociado, 
como la Federación Europea de Fútbol Asociado, se han esforzado de manera muy 
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decidida en promocionar la igualdad de trato de las comunidades étnicas y grupos de 
inmigrantes, con el objetivo de reafirmar la condición del fútbol como un deporte universal, 
un espectáculo abierto a la participación de todas las personas, ya sea como jugadores 
o como espectadores, sin temor alguno y con garantías de no ser insultados, acosados 
o discriminados por su origen, por el color de la piel, por su orientación sexual o sus 
creencias religiosas.

El Congreso extraordinario de la Federación Internacional de Fútbol Asociado, celebrado 
en Buenos Aires a mediados de 2001, considerando el racismo como una forma de 
violencia que comporta la realización de actos discriminatorios e irrespetuosos, basados 
principal pero no exclusivamente en dividir a las personas según su color, etnia, religión 
u orientación sexual, instó a todas las federaciones nacionales y a las confederaciones 
continentales a poner en marcha una acción continuada contra el racismo y acordó la 
celebración de un Día Universal de la Federación Internacional de Fútbol Asociado contra 
el racismo en el fútbol, como parte integrante de la campaña a favor del juego limpio.

Asimismo, la Federación Internacional de Fútbol Asociado aprobó un Manifiesto contra el 
racismo en el que exige, a cuantos de una u otra manera participan del deporte del fútbol 
en  cualquier país del mundo, «una acción concertada de intercambio de información y 
experiencias que sirva para combatir efectiva y decisivamente todas las manifestaciones 
de racismo en nuestro deporte, mediante la denuncia y la sanción de toda persona que se 
muestre indulgente con cualquier manifestación racista».

Por otra parte, distintos profesionales de la historia y de la sociología del deporte, que han 
estudiado la incidencia en él de los comportamientos violentos de signo racista, xenófobo 
e intolerante, coinciden en la importancia decisiva que tiene el clima de violencia y de 
permisividad ante sus manifestaciones percibido por deportistas y espectadores. Si el 
clima social en el que se desenvuelve la actividad deportiva es permisivo con respecto 
a manifestaciones explícitas o implícitas de violencia física, verbal o gestual, tanto 
deportistas como espectadores tendrán una mayor propensión a comportarse de forma 
violenta, pues en su percepción irrespetuosa del otro, del adversario, usar contra él la 
violencia o hacer trampas para ganarle, no es percibido como algo rechazable y punible, 
que atenta contra la dignidad del otro y de nosotros mismos.

Más en concreto, la responsabilidad de padres y madres, educadores, entrenadores, 
dirigentes federativos, clubes deportivos y responsables públicos es decisiva a la hora 
de establecer un compromiso continuado con el juego limpio en el deporte, la renuncia a 
hacer trampas en él y a agredir de cualquier forma al adversario. Sólo de esta forma, se 
logrará arraigar la convicción ética de que ganar a cualquier precio es tan inaceptable en 
el deporte como en la vida social.

También hay una amplia coincidencia, entre personas expertas de distintas disciplinas 
que han estudiado el fenómeno de la violencia en el deporte, a la hora de señalar que no 
se pueden entender sus manifestaciones como explosiones de irracionalidad, ni como 
simples conductas individuales desviadas, que encuentran expresión por medio del 
anonimato enmascarador de un acto de masas. Por ello, los valores constitucionales que 
con tanto esfuerzo hemos recogido en la Constitución y desarrollado en nuestro país, 
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deben ser defendidos y respetados, en este ámbito también, como parte sustancial de la 
norma que permite la convivencia pacífica entre los ciudadanos, pues la erradicación de 
este tipo de conductas violentas en el deporte es uno de los antídotos más eficaces contra 
cualquier otro tipo de fanatismo y de intolerancia intelectual ante la diversidad.

No obstante, para favorecer esta perspectiva es requisito indispensable remover cualquier 
obstáculo, ya sea de orden jurídico o práctico, que discrimine la práctica deportiva de los 
inmigrantes y sus familias en asociaciones, clubes, federaciones y escuelas deportivas 
municipales, así como el acceso a cualquier instalación deportiva en las mismas 
condiciones que el resto de la población.

Favorecer la diversidad en el deporte y el respeto social a esa diversidad de etnias, 
acentos, orígenes, credos u orientaciones sexuales es una forma inteligente de favorecer 
el pluralismo político y social. Además, posibilita que mucha gente entienda mejor las 
razones de por qué el pluralismo es uno de los valores superiores del ordenamiento 
jurídico de nuestra Constitución democrática.

Conscientes de la necesidad de atajar cualquier brote de comportamientos racistas, 
xenófobos o intolerantes en el fútbol español, el Consejo Superior de Deportes propuso a 
la Comisión Nacional Antiviolencia la puesta en marcha de un Observatorio de la Violencia, 
el Racismo y la Xenofobia en el Deporte, que comenzó a funcionar hace más de un año.

A continuación, el Consejo Superior de Deportes convocó a todos los estamentos del 
fútbol español para suscribir un Protocolo de Actuaciones contra el Racismo, la Xenofobia 
y la Intolerancia en el Fútbol, que se firmó el 18 de marzo de 2005. En él están detalladas 
31 medidas concretas, que se proyectan para intervenir, simultáneamente, en los ámbitos 
de la prevención, del control y de la sanción de este tipo de conductas. Todos los clubes 
de fútbol de primera y de segunda división, la Real Federación Española de Fútbol, la 
Liga de Fútbol Profesional, así como representantes de jugadores, árbitros, entrenadores 
y peñas de personas aficionadas han suscrito este Protocolo de Actuaciones. Asimismo, 
representantes de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración del Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales y del Ministerio del Interior firmaron el Protocolo de 
Actuaciones.

Asimismo, y en esta línea de preocupación y compromiso con la erradicación de 
comportamientos violentos, racistas, xenófobos e intolerantes en el deporte, se sitúa 
también  el Senado con la creación de la Comisión Especial de estudio para erradicar el 
racismo y la xenofobia del deporte español, que ha desarrollado un intenso y fructífero 
trabajo.

Con la aprobación de esta Ley, las Cortes Generales refuerzan la cobertura legal 
sancionadora y la idoneidad social de una iniciativa como el mencionado Protocolo, 
que hace visible y operativo el compromiso existente entre todos los sectores del fútbol 
español para actuar unidos en defensa del juego limpio y en contra de la violencia, el 
racismo, la xenofobia y la intolerancia.
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V

En la elaboración de la Ley, se tomó la opción de elaborar una definición de aquellos 
ilícitos que conforman las conductas susceptibles de sanción. Esta definición sirve de 
referencia para la delimitación de los respectivos ámbitos de responsabilidad en los que 
se concretan los tipos infractores en relación a las definiciones establecidas.

El esquema de esta Ley asume la opción de integrar en un único texto un conjunto de 
disposiciones y de preceptos tipificadores de infracciones y sancionadores, que aparecían 
dispersos en las normas deportivas tras las sucesivas reformas introducidas en nuestro 
Ordenamiento Jurídico, específicamente, en materia de prevención y sanción de la 
violencia en el deporte.
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9. REAL DECRETO 203/2010, DE 26 DE FEBRERO, POR EL QUE SE APRUEBA 
EL REGLAMENTO DE PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA, EL RACISMO, LA 

XENOFOBIA Y LA INTOLERANCIA EN EL DEPORTE
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10. REAL DECRETO 1553/2005, DE 23 DE DICIEMBRE, POR EL QUE SE 
REGULA LA EXPEDICIÓN DEL DOCUMENTO NACIONAL DE IDENTIDAD Y SUS 

CERTIFICADOS DE FIRMA ELECTRÓNICA
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11. REAL DECRETO 896/2003, DE 11 DE JULIO, POR EL QUE SE REGULA 
LA EXPEDICIÓN DEL PASAPORTE ORDINARIO Y SE DETERMINAN SUS 

CARACTERÍSTICAS
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12.	 REAL DECRETO 731/1982, DE 17 DE MARZO, SOBRE CONTROL DE LOS
	 ESTABLECIMIENTOS DEDICADOS AL DESGUACE DE VEHÍCULOS A MOTOR
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13. REAL DECRETO 197/1988, DE 22 DE FEBRERO, POR EL QUE SE APRUEBA 
EL REGLAMENTO DE LA LEY DE OBJETOS FABRICADOS CON METALES 

PRECIOSOS. [INCLUSIÓN PARCIAL]



pàgina 231

Manual de Intervención Operativa Policial
en aplicación de la Ley Orgáncia 4/2015
de Protección de la Seguridad Ciudadana

14. REAL DECRETO 1119/1989, DE 15 DE SEPTIEMBRE, POR EL QUE SE REGULA 
EL TRÁFICO DE EMBARCACIONES ESPECIALES DE ALTA VELOCIDAD EN LAS 

AGUAS MARÍTIMAS ESPAÑOLAS
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15. LEY 4/2009, DE 15 DE JUNIO, DE CONTROL DE PRECURSORES DE DROGAS
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16. REAL DECRETO 2364/1994, DE 9 DE DICIEMBRE, POR EL QUE SE APRUEBA 
EL REGLAMENTO DE SEGURIDAD PRIVADA

[INCLUSIÓN PARCIAL]
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17. LEY ORGÁNICA 9/1983, DE 15 DE JULIO,
REGULADORA DEL DERECHO DE REUNIÓN

[INCLUSIÓN PARCIAL]
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18. LEY ORGÁNICA 4/1997, DE 4 DE AGOSTO, POR LA QUE SE REGULA 
LA UTILIZACIÓN DE VIDEOCÁMARAS POR LAS FUERZAS Y CUERPOS DE 

SEGURIDAD EN LUGARES PÚBLICOS












